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PRÓLOGO 
c.4.L LECTOR: 
No pretendo en este libro ser definidor de una Política 
agraria de la Repzíblica, ni siquiera fijar el esquema de 
un pensamiento concreto sobre ese problema política so-
cial. Libreme la fatuidad de 'Venir a engrosM con una 
mas ese cúmulo de opiniones, algunas sin garantfa d~ in-
'Vestigaci6n, que han caído sobre el problema, como si 
éste fuera el t'mico fil6n explotada por los ciudadanos 
para demostrar sus habilidades Políticas y lograr la jeli-
cidad comtín. 
Se ha escrita mucho con escasa sol'Vencia y se ha ha-
blada mas sin ninguna responsabilidad, sobre el proble-
ba de la tierra, trayéndolo algunos como problema cr-ea-
do por la República, y hemos oído las mas peregrinas so-
luciones. 
No ha creado el problema la República. El problema 
se ha hecho de la República, porque ella se preocupa de 
resol'Verlo. Los historiadores economistas couceden a la 
gtterra mundial un papel importantísimo tm la agudiza-
ci6n de este problema en todos los paises europeos. Fué 
entonces, es cierto, cuando las necesidades de la guerra 
ilnpusieron nue'Vas modalidades al concepto del derecho 
de propiedad exigiendo de él sacrificios que eran desco-
nocidos, en beneficio del interés común. Terminada la 
guerra, surge la crisis econ6mica; y de un lado aquellas 
conquistas socializadoras sobre el derecJzo de propiedad, 
ya obtenidas J' difíciles de perder, y de otro las nue'Vas 
teorías política~, que por influjo de la guerra y de la 
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re'Voluci6n rusa iban cambiando la organizaci6n econ6-
núca de la 'Vida de 1·elaci6n, han hecho que este problema 
de marcada carti.cter política social entTe en nue'Vas fases 
de desarrollo para adot•tar una soluci6n de acuerdo con 
los modernos conceptos que orientan la política mundial. 
España no sufri6 los rigores de... la guerra y a su pro-
piedad ,por consiguiente) no se le exigieron sacrificios; 
pero Espa1ïa 'VÍ'Ve en el mundo y no puede desentenderse 
del pensamiento t¡u.e anima la. 'Vida internacional. A un 
cuando para ella no fuera problema este del agro, aun 
cuando su 'Vida econ6mica pudicra desen'Vol'Verse dentro 
de la actual organizaci6n de la projiiedad, no podría sen-
tirse indeferente ante conientes rein'Vidicatorias que han 
sido ya consagradas en los C6digos de casi todos los paí-
ses; no podría encnrarse en un conse'T'Vadurismo anacr6-
nico, excitando sentimientos de rebeldía que, a la larga, 
producirían resultados mti.s funestos. 
El caso de España es otro; nl' ha sufrido la guerra 
europea y los influjfls de la re'Voluci6n rusa apenas si em-
pieza.n a a.brirse canzino; pero es el país en donde, por su 
especial estructura, existe con card.cter econ6mico el pro-
blema de la agricultura y de la propiedad desde tiempos 
mu:v remotos. El basquejo hist6rico que encabeza este /i-
b ro, detnostmní. al lector que el problema ha tenido ca-
racteres de 'Verdadera agudizaci6n, desde los Consejos de 
Castilla, alla por el año 1765 ; que ya en aquella época se 
hacía sentir la necesidad de acabar con los absorbentes 
señoríos y dar tierra al <nodesto labrador; y algttnas de 
las sugerencias de los hombres de entonces tiene cierto 
sabor en la época actual, como si ante ellos hubiera pre-
cedida es te cam bio política social y econ6mico de que 
somos testi gos. 
Es lzist6rico el problema agtario de España como pro-
blema de índole económica. Las necesidades de la época 
:l' las exigencias de la re'Voluci6n, lo han con'Vertido en 
problema política :v social y la República, desde sus 
prinzeros días., -:.·iene preoc,uptí.ndose co11 interés digno de • 
alabanza para buscar/e una soluci6n que sea reparaci6n 
de injusticias, campo de futuras riquezas, seguridad del 
bicnestar ciudadano, obra social la mas perfecta posible, 
sin incurrir en ut6picas doctrinas, de las que se hizo ex-
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r.esi'iJo uso para fines electorales por quienes no midier~ 
el concepto de su responsabilidad. 
Ha pasado esta reforma agraria por difíciles momentoe 
ante la oposici6n de tirios y troyanos. Desde el primer 
proyecto que trajo el espanto de los elemenjos conserva-
dores hasta esta ley recientemente aprobada, que acep-
tada al principio como mal menor ha merecido después 
durante su debate una férrea oposici6n por los que tienen 
el concepto de que èl mundo permanezca inconmovible 
para. que ellos no puedan perder su c6moda postura. 
Por otra parle se acusa a la Reforma de ser poco so-
cializante. No satisface, desde luego, aquellas promesas 
que la insensatez electoral verti6 sobre el campesino an-
daluz; pero a los propagandistas de entonces se les olvid6 
decir al pueblo que Rusia no ha socializado todavía total-
mente su agricultura; que el colectivismo absorbente se 
pretende en el Plan Quinquenal ruso para un ro Por roo 
tan s6lo de la superficie cultivable y que admite otros ti-
pos de colectivismo mtís relativa en que llega a reservar-
se un 25 por roo para la econo·mia privada. 
La reforma agraria no es un· salto en el abismo. No 
puede traer a España un nuevo estado social, brusca-
mente, sin la coordinaci6n necesaria entre los complejos 
elementos (trabajo, industria, propiedad) que afectan al 
probletJUt. Ese cambio brusco no es posible hacerlo ni con 
reforma a.graria ni con ley alguna. Das leyes son el. 
reflejo del régimen que las establece y tienen que ba-
sarse en el arpoyo de los ciudadanos a qui enes afectan. 
Una reforma agraria de índole comunista podrfa daria 
solamente un Estado fiel a esos principios .:v para e/lo era 
Preciso que se hubiera producido antes la revoluci6n so-
'Viética. Torpe e inútil se·ría con una simpl~ ley ir en con-
tra del propio Estado y pretender una transformaci6n 
social. 
Entre estas dos posiciones de extrema intolerancia na-
ce la reforma agraria que pretende ser un sedante Para 
la co11stante inquietud social, un estímulo para el aumen-
to de la riqueza, una garantia /rente a la injustícia se-
ñorial .Ayudada por los se1"Vicios del Crédito Al!rícola 
Por twa inteligente polftica arancelaria . .:\' por un perfec-
cionamiento iécnico, pueden esperarse de ella los bene-
jiciosçs resultados a que e~taba comprometida la segunda 
República Española. 
lJa legislaci6n agraria de la República no es solamente 
la Reforma; desde el 14 de Abril, han 7Jenido producién-
dose multitud de disposiciones oficiales relacionadas con 
la agricullura y creadoras con la Reforma de un estada 
jurídica desconocido para algunos y deficientemente co-
nocido para la mayor parte. El hecho de afectar todas es-
tas disposiciones al agro esPañol, en donde por la escasa 
a7Jidez política y las dificultades de adquisici6n, producen 
7Jerdadera incertidumb·re las reformas legislati7JaS y en 
ocasi01~es perj1úcios irreparables por el desctúdo en el in-
cumplimiento de obligacfones o la ignorancia en la exi-
gencia de derechos, me indujo a recopilar en esta obra 
toda lo que la República ha legislada sobre la materia 
agraria, intercalmzdo algtmos comentarios aclarafoúos y 
dando para cada caso un boceto o f6nnula que facilite el 
desarrollo indi7Jidual de los precepios colltenidos e11 la 
ley. SeT7Jir en bandeja, como 7Julgarmente se dice, la re-
forma agraria y demas disposiciones con ella relaciona-
das, fàcilitando su comprensi6n y uso, ha sído el Pensa-
miento encauzador de esta obra por encima de otros 
prop6sitos doctrinales. Si acerté a cumplir mi deseo y 
consigo, lector, tu beneplacito, se considerara altamente 
satisfecho 
EL AUTOR. 
BOSQUEJO HISTÓRICO 
No es el problema agrario una creacwn artificiosa de 
la República. Digamos, mejor, que es una necesidad 
nacional hecha patente tan pronto com~ las 1ibertades 
públicas han estado alguna vez en ejercicio. Necesidad 
sentida ya en los comienzos del siglo XVIII y tomada 
en consideración por los grandes políticos de aquella 
época (Campomanes, Olavide, Aranda, Jovellanos). El 
absolutismo borbónico, el gobierno de clase aristocra-
tica que ~iguió en los días de nuestra decadencia políti-
ca, yugularon el problema, amordazando la voz del cam-
pesino humilde; pero la herida continuaba sangrante, 
esperando ocasión de cicatrizar. 
Aquellos Gobiernos, con su maxi.ma política «tran-
quilidad absoluta)), que tan tos perjuicios ocasionó al 
país, sumiéndolo en el sopor de la inavidez política y 
ahogando en el silencio sus mas imprescindibles con-
quistas, pudieron cerrar el paso también a toda reforma 
agraria, escudados en la indiferencia rural y en la falta 
de organización de las fuerzas campesinas. De todas 
las actividades nacionales, ninguna podía tener quejas 
tan fundadas contra el régimen como la Agricultura. Se 
apreciaba el malestar de los modestos labradores, ago-
biados a tributos, abandonados por el Estado en. poder 
de la usura, sin amparo oficial para la salida de produc-
tos, y siempre brotaba en los labios esta amarga queja: 
C<No tenemos unión. ¡Ah, si los labradores estuviéra-
mos organizados ! ... )) Llevaban razón; si las fuerzas 
campesinas hubieran dipuesto de un organizador, hu-
bieran tenido un Pablo Iglesias, con su temple de acero 
y su habilidad conductora, otra cosa seria de la Agri-
cultura. C<Hay que unirse)), C<Debemos organizarnos)), y 
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la bondad del propósito se estrellaba siempre frente a 
egoísmos particulares y disidencias injustificadas o fren-
te a la indiferencia incompresible de los mas. Los cam-
pesínos han sido siempre víctimas de la traición, y no 
hubo nunca quien les abriera los ojos por el camino de 
su conveniencia. 
Yo recuerdo perfectamente, aunque no su verdadero 
nombre, una Asociación de campesinos (creo que se 
llama ba cc de pobres y medianos))), que trataba de cons-
tituirse en tiempos de la Monarquía. He asistido a mas 
de un mitin por ella organizado. He oído a fogosos ora-
dores incitar a la unión a los pobres y medianos cam-
pesinos. Pregunté quién era el de la arenga. ccFulano 
de tal», se me respondió. cc¿Labrador?ll ccSí; media 
provincia de Salamanca es suya.>> Me eché a temblar; 
aquel que en tan brillantes parrafos propugnaba la unión, 
era el azote del pobre y mediano campesino; el de la renta 
agobiante, y quiza el usurero que anticipaba para la 
siembra. 
El error del campesino fué no diferenciar sus clases. 
Bajo la empresa genérica, indefinida, de defender la 
Agricultura, caminaban del brazo los que, con su unión,. 
eran causa de su ruïna. No veia aquella masa de campe-
sinos la contraposición de sus intereses. Se extasiaba con 
algo de fetichismo ante el labrador rico, generalmente un 
poco mas cuito, oyéndole alabanzas sobre la tasa del tri-
go. Y al día siguiente, en el mercado, soportaba la injus-
tícia del acaparador, que, burlandose de la ley de tasa, 
pagaba el trigo a como queria, con esta alternativa: o 
dejarlo, o volverlo otra vez al granero. Volverlo al gra-
nero era tanto como perder un día de yunta ; como no 
poder cumplir las obligaciones usurarías del día síguien-
te; y .esa necesídad, unida al desamparo del Estado y a 
la falta de colaboración de la clase, le hacía rendirse ante 
la injustícia y dejarse expoliar, entregando en manos de 
la usura tantos granos de trigo como gotas de sudor ha-
bía vertido antes tras del arado, en espera de una recom-
pensa que se la llevó e:l diablo. 
Y ese labrador modesto, condenado a la ruina, no qui-
so ver o no hubo quien le hiciera ver, que la cosecha del 
poderoso, sin compromisos inmediatos, sín oblig~cíones 
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usurarias, continuaba almacenada en los graneros, espe-
rando el momento ventajoso de la venta. ¿Para qué ha-
cía falta allí la ley de Tasa? ... 
He conocido centenares de sociedades de labradores 
locales; todas elias han sido, salvo raras excepciones, 
campo de ejercicio del caciquismo. En todas ellas se acep-
taba, quiza servilmente, la dirección del cacique maximo 
del pueblo, el núsmo que por su posición económica Y 
por su condición de rentista era el principal agobio de los 
agricultores modestos. Su autoridad absoluta de cacique 
maximo ordenaba los repartos, siempre inju;;tos, mango-
neaba el pastoreo, y en la opulencia, mísera al mismo 
tiempo, de que hacía alarde, él se procuraba llevar taja-
da a costa del sacrificio de los demas. ' 
Xo se me acuse de fobia contra el capitalismo, ni de 
apasionamiento contra el propietario poderoso. Mejor se-
ra que ellos reconozcan sus yerros. No se me diga que 
de eiJos no dependía la solución del problema, siuo de 
los Gobiernos y de las Cortes, en suma, de toda la repre-
sentación del régimen inepto, porque en este caso pcrmí-
taseme la pregunta: ¿ Pero es que los Gobiernos, las Cor-
tes y los propietarios ampulosos eran cosas divergentes? 
¿ Pcro no era todo esto, con el a}>OYO de una lglesia mer-
cenaria, el falso y agoísta val1adar que resguardaba a la 
Monarquía de la ira justiciera del pueblo? ¿ Pero no eran 
)os señoritos, dueños de vidas, haciendas y votos, los que 
amañaban las contiendas electorales y permitían para su 
tranquilidad económica de un mañana la continuación de 
una orgía pública llena de inmoralidades a costa de las 
clases humildes? 
i Ah, no! Todo ello, rey, Gobiernos, Cortes (cuando 
las hubo), Iglesia y mandarines de pueblo, todo ello era 
el tinglado donde representaba su tragica comedia un ré-
gimen podrido, que, consciente de lo poco duradero de 
su botín, devoraba insaciablemente sus últimos instantes. 
Entregado en estas manos, vendido, mejor dicho, en 
esta traici6n el escaso espíriu colaborador del campesino, 
¿qué extraño es que jamas se haya logrado su unión? 
¿ Cómo esperar medidas beneficiosas para una clase què 
militaba sin espíritu, constituyendo una inmoral ficción 
servil merite ba jo la tutela de sus propios avasalladores? Y 
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hablo de esta manera para referirme a la Castilla, donde 
existe el modesto propietario, con el decidido propósito 
de evitar ahora la justa indignación que pudiera desper-
tar el recuerdo de aquellos campos andaluces y extremeños 
entregados al dominio despótico, con jornales míseros y 
trato de esclavos. ¡ Aquello desapareció para siempre ! 
Pero sirva esta modesta reconvención a los poderosos para 
traerles el concepto de que la República no cre6 el pro-
blema agrario ; que fueron ellos ; qué la terapéutica re-
publicana no ha hecho mas que diagnosticar un largo pa-
decimiento del enfermo, que podía estar mas o menos 
oculto, pero que algún día-¡ oh poder de lo inevitable!-
hubiera ocasionado la muerte rapida y violenta. Y la Re-
pública dispone hoy los medios de tratamiento para con-
servar la vida del enfermo por todo el tiempo que las ·cir-
cunstancias, siempre incognoscibles, permitan. 
* * * 
Quien no haya leído el «Colectivismo agrario,,, de Joa-
quín Costa, obra por todos conceptos imponderable, qui-
za no conozca los antecedentes históricos del problema 
agrario, y pueda creer que este es resultado de Jas nuevas 
corrientes sociales. No; no es nuevo un problema que me-
redó del padre Mariana un detenido estudio en su obra 
«De Rege et Regis Institutiones)). 
Según él, y valga para los intransigentes su filiación, 
que nadie creera extremista, el estado primitivo y 1111í.s fe-
liz de la Humanidad ha sido el de la propiedad colectiva 
de las riquezas naturales, singularmente de la tierra. Tex-
tualmente, afirma que «la propiedad individual nació hija 
de la codicia y de la rapiña)). 
Sobre este concepto acusa a la propiedad privada de 
haber engendrado en gran parte los males que afiigen a 
los pueblos. Para ponerles remedio no cree camino acer-
tado una liquidación total de las riquezas y una nueva 
distribución igualitaria entre los ciudadanos; pero, como 
tampoco transige con la desigualdad de su tiempo, trata-
ba de buscar una solución al problema. 
«El Estado-dice-no puede limitarse a ejercer una 
funci6n de gendarme, sin mas papel que el negativo de 
IS-
garantir la libertad de los ciudadanos y presenciar im-
pasible sus luchas. Estima, por el contrario, que el Es-
tado, o la Autoridad tienen sobre sí la primordial función 
de intervenir con su acción reguladora en el gobierno 
económico de los hombres, actuando en esta triple di-
rección: 1.0 En la distribución de la riqueza natural y 
acaparamiento y uso de los capitales. 2. 0 En la produc-
ción de los mantenimientos mcdiante la labor del snelo; 
y 3.0 En la subsistencia de los desvalidos y menesterosos. 
Asegura que una República donde haya quienes carez-
can de lo mas preciso para la subsistencia, al lado de otros 
ahitos de riqueza, no puede ser feliz ni gozar una paz du-
radera. Para evitarlo, atribuye al poder público la facul-
tad de poner a la adquisición y al dominio cuantas limi-
taciones juzgue necesarias, evitando esas desigualdades 
que nacen del libre juego de los int(;reses individuales, 
y que colocan a los vencidos en el dilema de morir de 
hambre o sublevarse. 
Así pensa ba el padre Mariana en el siglo XVII. Dcsde 
entonces, desde mucho antes, ya se lanzan a la discusión 
de los hombres las medidas con que debe ponerse remedio 
a la desigual condición. 300 años de debate sobre ellas 
parece tiempo sobrado para madurar el juicio ; asombta 
que hoy llamemos extremistas a quienes no (;Xceden gran 
cosa de aquellos pensamientos; y mas aún que hayan po-
dido seguir escritos durante tanto tiempo, sin mas virtua-
lidad que la de emborronar unos pliegos de papel. 
• * "' 
Es interesante la labor de Campomanes en su estudio 
sobre la «Nueva población de Sierra Morena~>. Para él, 
el objeto principal de todo buen Gobierno es la poblaci( n, 
y ésta nace del acertado repartimiento de las tierras v de 
que se establezcan buenas leyes agrarias. Se impone, dice, 
((formar una Ley agraria por virtud de la cuat tenga todo 
vecino tierra para una yunta (so fanegas), aunque sea 
preciso limitar las labranzas de los grandes hacendados, 
pues el legislador tiene indudable autoridad para coartar 
el dominio privado, y esta obligado a hacerlo cuando ello 
sea indispensable para promoYer la felicidad pública,. 
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A su juicio, hay dos casos en que el legislador debe 
promover una ley agraria encaminada a dar ocupación a 
todos los habitantes: I.° Cuando un país esta desierto 
(situación de Sierra Morena en aquella época). 2.° Cuan-
do se esta despoblando un país por los vicios intrínsecos 
de su administración interior. 
Reconoce la importancia excepcional de la ganadería 
en la explotación agrícola, cuando afirma : «Todo veci-
no debe tener dotación fija de terreno para el cultivo y 
número de reses !anares, para aprovechar su parte de 
pastos públicos ( IOo cabezas de ganado). 
Las haciendas así creadas no podran dividirse, aumen-
tarse o aminorarse. 
• • • 
Que el problema agrario fué una preocupación política 
del siglo XVIII; lo prueba la información pública que por 
iniciativa de algunas poblaciones se comenzó en el año 
de r765. 
Ya anteriormente, los Consejos regionales habíanse pre-
ocupado de esta materia, y basta fijado en documento so-
lemne sus conclusiones. Con el fin de dar la maxima au-
toridad a los preceptos que estimaban legislables ( ?) se 
organizó esta información nacional, a la que concurrieron 
los procuradores de las tierras de Salamanca, Ciudad Ro-
drigo, Ledesma y Segovia; intendentes de Soria, Burgos, 
Avila, Granada, Córdoba, Ciudad Real, Jaén y Sevilla; el 
decano de esta audiencia, y el procurador general del 
Reino. Posteriormente se requirió el dictamen de la So-
ciedad Económica de Madrid, fundada en 1735, y se for-
mó un extracto o «memorial ajustadOJ>, dado a la estam-
pa en 1784 (véase «Colectivismo agrario). 
La cosa tomaba entonces cauces de seriedad. Repre-
sentados- estaban, puede decirse, los intereses de España 
entera, y se hallaba presente la Delegación oficial. Todo 
bada prever que el problema iba al fin a tener una solu-
ción. Sin embargo ... 
Pero veamos cómo cumplieron los hombres públicos de 
entonces su cometido, y dejemos paso a la verdad histó-
rica, sin comentarios : 
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INFORME DE JOVELLANOS 
Jovellanos fué el encargado de redactar las respuestas 
al ((Memorial ajustado de r784>>, y public6 su cdnforme 
en el expedien te de ley agrari a>>, que ejerci6 un gran in-
fiujo en su época. 
Para Jovellanos, las leyes agrarias no tienen mas fin 
que ccaumentar por medio del cultivo la riqueza pública 
has ta el sumo posible» ( ccCoh~ctivismo agrario», de Costa). 
Había sido requerido para responder a los difíciles pro-
blemas planteados; era quiza el mas interesante el de la 
distribución de la tierra, y para él el Consejo de Castilla 
había formulado la propuesta sobre cccual serían los me-
dios mas adecuados para llevaria a efecto y proporcionar a 
los nacionales la posible igualdad en el aprovechamiento 
de las tierras». Jovellanos, sin embargo, estim6 mas cou-
veniente dar a este punto una cómoda solución de olvido, 
y en sn informe lo silencia, quiza premeditadamente. 
Hay una evidente contradicción entre las convicciones 
de economista liberal de Jovellanos y su concepto o sen-
tido de la justícia y de la ética. Así se observa que Jove-
nanos escribi~::a que cela protección de las leyes agrarias 
debe consistir .:-n remover ks estorbos que se oponen a la 
libre acción del interés, dentro de la esfera señalada por 
la Justícia», y que después pudiera encerrarse en el 
círculo vicioso de identificar la Justícia con la libertad 
absoluta individual. 
En toda la obra de J ovellanos se advierte esta contra-
dicción. Dice, por ejemplo: ccEs preciso confesar que el 
derecbo de transmitir la propiedad en la muerte no esta 
contenido, ni en los designios, ni en las leyes de la Natu-
raleza» (ccColectivismo agrario»). Y, sin embargo, en otro 
lugar afirma que la facultad de testar perfecciona el dere-
cho de propiedad cuando no excede de una sucesión. 
Reconoce después que la libertad de acumular y ven-
der extensiones de propiedad territorial engendra ccaque-
lla desigualdad que es el verdadero origen de tantos vi-
dos y males como afiigen a los cuerpos politicos», y a 
continuación agrega que esa acumulación de riqueza ((es 
un maL-.necesario», sin ocurrísele otro arbitrio para con-
2 
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solar a las víctimas que el de considerar que ello ues la 
natural vicisitud de la fortuna, que hace pasar rapida-
mente la riqueza de unos a otros. 
Jovellanos, partidario de la libre actividad individual, 
observa en sus viajes por Asturias que la posesión del 
suelo, lejos de acumularse y concentrarse en pocas ma-
nos, se había desmenuzado hasta límites inconcebibles, 
realizandose cinco labranzas con lo que antes era una 
sola. Se hace cargo del gra do de miseria a que esta so-
metido este modestísimo labrador, obligado a abandonar 
la hacienda y a desamparar a ,,us familias, y entonces con-
tradice su doctrina de absoluto individualismo y piensa 
en la conveniencia de poner un límite legal a la excesiva 
reducción de las labranzas. Este límite afirma-no podra 
ser igual en todas partes; pero cada Concejo podra fijar-
lo sin temor a engaño. 
IXFORl\IES DE LOS INTENDE::NTES 
Entre las diversas cuestiones de importancia planteadas 
por el Consejo de Castilla, merecen calificaci6n aparte las 
dos siguientes: 
1.8 Si sera conveniente fijar el número de yuntas o la 
cabida equivalente de tierra de que no pneda exceder nin-
gún labrador. 
2." Si convendría dar preferencia a los vecinos y se-
glares en los arrendamientos y otorgarles facnltad de pro-
rrogar éstos indefinidamente. 
La primera cuestión representaba nada menos que el 
reparto de tierras y la limitación del derecho de propie-
dad. La segunda era tanto como establecer un derecho 
vitalicio de arrendamiento que anulara las prerrogativas 
de la propiedad señorial. 
Sobre la primera cnestión informó el intendente de Cór-
doba, diciep.do q11e el problema planteaba un conflicto en-
tre dos derechos irreconciliables. J)e un lado, ula libertad 
que en fuerza del dominio tiene el propietario a quien no 
se debe privar del uso a su arbitrio de la cosa propiall, y 
de otro la necesidad de que esto se haga, ccsin perjuicio 
del común, primer interesado en el disfrute de las tierras 
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" por cuya utilidad puede y debe poner el Gobierno la 
moderación de su disfruten. Este último interés tiene mas 
valor, a juicio del intendente de Cl.rdoba, y, así, dice 
•lue dadas las dos miras que son principal objeto de la 
Ley agraria (a saber : foml:nto de la labranza y de la po-
blación y evitar que los poderosos se hagan dueños de la 
labor en perjuicio de los pobres), convendría prohibir toda 
labranza que exceda de roo fanegadas de tercio, tratando-
se de colonos, y de un doble o triple, si son los dueños 
mismos los que labran>J. 
INTENDENTE DE SEVILLA 
< >Iavide, en su informe, considera una de los mayores 
males que padecemos la desigual distribución de tierras, 
que hace que las mas de elias estén en pocas manos. En-
cuentra que sería muy conveniente Heducir las grandes 
labores, fijandolas a un número limitado, y convertir los 
cortijos en pueblos por el medio de repartir las tierras de 
que se componen en suertes de so fanegas, con la obliga-
ción de edificar en cada una su respectiva casa, donde 
habitase el colono)l. CreC! una solución del problema mul-
tiplicar en lo posible el número de pequt:iios propietarios 
dotados de un patrimonio suficiente para el sustento y 
ocupació11 de una familia, siendo aquél inalienable y no 
susceptible de censos ni hipotecas y que tributen por ra-
zón del dominio directo un canon anual, bien a los res-
pectivos pueblos para fines propi os, o bien a la provincia, 
con destino a un fondo público para caminos, canales y 
puertos, etc. En enanto al procedimiento para conseguir-
lo, es partidario de la mayor circunspecci6n, optando por 
medios evolutivos y llegando sólo en último término a 
disponer de la propiedad privada. El Estado echara mano 
primero de las tierras comunes o baldías, de las de pro-
pios, las de Regulares expulsos, Ordenes militares, Cape-
llanías y obras pías. 
En cuanto al segundo punto, o sea perpetuidad de los 
arrendamientos, el procurador general del Reino, señor 
Sainz de Pedroso, opinó que en los repartimientos de tie-
rras de propios y arbitrios que se hagan a los vecinos la-
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bradores de cada lugar, debe concedérseles el disfrute a 
perpetuidad y con canícter hereditario, mientras ellos y 
sus familias cultiven las tierras y paguen la pensión, y que 
eso mismo debe prescribirse respecto de las tierras de los 
particulares y aun de las eclesüísticas y amayorazgadas ; 
que no se debe despedir a los colonos sino en el caso de 
que no paguen la pensióu en dos años, y, añade textual-
mente: ((providencia ésta igual al privilegio de posesión 
que tienen respecto de los pastos los trashumantes, y ha-
biéndose concedido éste en favor del ganado, y para su 
aumento se ha de considerar mucho mas preciso en el la-
bradonJ. 
De la misma opini6n son los intendentes de Córdoba, 
Granada y Sevilla. También informó en igual sentido el 
presidente de la Audiencia de Sevilla, y anteriormente, 
en 1764, la Real Junta general de Comercio había infor-
mado también que debían concederse a la labranza los 
dos privilegies de posesión y tasa que el Concejo de Mes-
ta tiene sobre las dehesas ; por este medio, dice, ccad-
quiere el labrador una especie de dominio útil, aunque 
impropio, en las tierras de sn arriendo, que le, inclina a 
mantenerlas y mejorarlas miníndolas como suyas, por la 
seguridad de que satisfaciendo la renta no se le podra des-
pojar de la posesiónll. 
Esta materia sobre que versó tan autorizaqa discusión 
encierra en sí un tipo de colectivismo agrario, que se 
basa : r. 0 En fijar un maximum de extensión a la labor 
de los agricultores que explotan tierras propias. 2.0 De-
clarar perpetues los arrendamientos por el derecho de po-
sesión, convirtiéndoles en quasi-enfiteusis sin la voluntad 
de los dueños, y 3.0 Tasar por el Estado la renta que 
han de satisfacer anualmente los colonos, prohibiendo en 
todo caso los subarriendos. 
INTENDENTE DE SORIA 
Merece parrafo aparte el informe emitido por el ínten-
dente de Soria en cuanto supone una mayor concréción 
en las medidas que estimaba necesarias. Su exposición no 
fu& puramente doctrinal, sino que comprendió el detalle 
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de organizar todo un completo mecanismo oficial que die-
ra vida a la reforma. 
El cuadro de miserias de la provincia de Soria le ins-
piró un sistema de socialismo, basado en un principio de 
razón incontrovertible : subordinación del dominio priva-
do del suelo a la utilidad y necesidad común. Los cam-
pos, dice, quedaban sin labrar a causa de la pobreza de 
los labradores, porque «los dueños de las tierras los ani-
<.¡uilaban con excesivas ren tas)), y a los que labraban tie-
rras propias cualquier siniestro, sequía, etc., les forzaba 
a pedir prestado, con lo cual ya no levantaban cabeza 
nunca, ((porque, hallandose sn remedio en los poderosos, 
y en el estado eclesiastico ninguno de éstos acostumbra-
ba a compadecerse, aunque les pidan de los mismos frutos 
que los mísmos pobres depositaron en ellos)). 
Para reprimir tales injusticias y daños, propuso crear 
Juntas compuestas de siete labradores honrados y exper-
tos, con jurísdicción cada una sobre todos los pueblos si-
tuados en un radio de roo leguas. Esas ]tmtas, después 
de recorrer los respectivos distritos, formarían anualmen-
te una relación de propietarios y labradores con expresión 
de las tierras que poseía cada una, cnales estaban labra-
das y no sembradas, upara proceder al remedio, pasando 
aviso a los dueños para que lo ejecuten)); qniénes habían 
aumentado su labranza y quiénes decaído, <<a fin de que 
se pueda sostenerlos y fomentarlesn ; cuales, por Sll buena 
administración, acabaron en tiempo sus labores y dispo-
nen de medios, granos y yuntas para sembrar mas; tie-
rras que por desídia del dueño permanecen incultas, etcé-
tera, etcétera. 
Cada una de estas Juntas se reuniría dos veces al año 
en la capital, bajo la presidencia del Intendente y con 
asistencia del Contador general de la provi.ncia, para dis-
poner <<lo que conduzca a ver sembradas las tierras que 
cada uno haya averiguado que quedaron sin sembrarn. El 
Intendente habría de tener facultades de obligar a los que 
tuvieran simientes y yuntas <<a que siembren lo que se le;; 
señale de trigo, cebada, avena u otras especies, según la 
naturaleza de las tierrasn. , 
uA los labradores pobres que por imposibilidad dejasen 
de sembrar las tierras que tuvieren preparadas, podra la 
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Junta socorrerlos, tomando semilla de los pósitos en cali-
dad de reintegro. Si las hubieren dejado sin sembrar por 
negligencia, la Junta dispondra que las siembre otro . 
Respecto de las fincas incultas por desídia del dueño o 
por otra causa semejante, la Junta remitiría una relaci6n 
de las que fue~an susceptibles de labor, pudiendo cual-
quier veciuo, «después de labrar las que le pertenezcan, 
aplicarse a cultivar las que quisiere de las comprendidas 
en dicha lista sin pena ni riesgo alguno, aunque si los 
dueüos, después de daries noticia de esto, quisierali cul-
tivarlas, se les dara prefereucia. 
Completa este sistema agrario la creacióu de un gra-
nero regulador en cada ciudad y villa, <<donde se ofrez-
can granos a los precios corrientes en los mercados pú-
blicos a fin de impedir que los ¡1oderosos y eclesüí.sticos 
los expendan con lucros indebidos•1. 
* * * 
Bajo la dirección de Olavide fundó Aranda en tres o 
cuatro años los 44 pueblos que constituyen en la actuali-
dad los Ayuntamientos de Carolina, Ca-rboneros, Gua-
rroman, Santa Elena, :Montisol, Aldea Quemada, Fuen-
te Palmera, Arquillos, La Carlota y Lusiana con unos 
3o.ooo habitantes. Esta obra formidable no importú mas 
de diez millones de gastos. 
El fuero que redactó Campomanes para las nuevas po-
blaciones, es notabilísimo modelo de Estatutos de una 
Sociedad ideal ; sin mayorazgos, vinculaciones ni ma-
nos muertas ; sin frailes ni monjas; con escuelas prima-
das de asistencia obligatoria ; sin oficios de República per-
petuos y enajenados, sino temporales y de elección popu-
lar; sin privilegios de ninguna clase, merece hoy como 
curiosidad histórica un detenido estudio por los que sien-
ten las doctrinas liberales. 
CORTES DE LA NACION 
En 1811 se planteó en las Cortes de Cadiz la cuesti6n 
de la desamortización de los bienes concejiles, asf pro-
pios como baldíos o de común aprovechamiento. En el 
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curso del debate hubo diversas tendencias, desde Olive-
ros, autor de la proposiciún, que aspiraba a que toda esa 
masa de propiedad se declarase en estado de venta, hasta 
Huerta y Gómez Fern{mdez, partidarios del régimen tra-
dicional. 
En 22 de febrero de r812 emitió dictamen la Comisión 
de Agricultura, pronunci€mdose contra la posesión colec-
tiva en la forma tradicional. Propuso que c< los terrenos de 
propios se reduzcan a dominio particular con la condición 
de que no cultivandolos o no pagando en dos años el ca-
non respectivo, perderan su suerte y se daran a otro mas 
laborioso» y que los baldíos, así comunes como realen-
gos, <Se vendan o se den a censo o se repartan por un ca-
non moderado o gratuitamente, según las circunstancias de 
cada comarcall. El Estado ganara mucho si multiplica los 
propietarios y si consigne que no haya en el territorio es-
pañol una vara de suelo sin dueño determinado. 
A este dictamen atemperaron las Cortes su famoso de-
creto de 4 de enero de 1813 que apla7.ado en su ejecucióu 
ftté derogado definitivamente en 1814. 
El propósito se renovó en forma distinta por las Cor-
tes en r8zo y x8zz y en ambos casos obtuvo idéntico re-
sultado negativo. 
La revolución pasó sin que el pueblo hubiese adquirido 
un palmo de tierra. 
ESTACO ACTUAL DE LA PROPIEDAD 
Así se perdió la aspiración española del siglo XVIII. La 
Monarquía amordazó todos los impulsos en beneficio de 
aquellas clases en que necesitaba apoyarse para la deten-
tación de su injusto privilegio. 
Ana.licemos la situación en que se hallaba la propie-
dad rústica en España el 14 de abril de 1931. 
En el Código civil, art. 348, se define el derecho de 
propiedad como «facultad de gozar y disponer de una cosa 
sin mas limitaciones que las establecidas en las leyes)>. 
Y en el art. 349, se complementa: «Nadie podra ser pri-
vado de su propiedad sino por autoridad competente y 
por causa justificada de utilidad pública, previa siempre 
la correspondiente indemnización». 
Con este concepto jurídico sin leyes que efectivamen-
te limitaran en interés general el señorial derecbo, la pro-
piedad rústica gozaba de las siguientes características: 
1.0 En cuanto a extensi6n.--Sin limitaci6n alguna de 
dominio: la fortuna ha querido que no seamos feudata-
rios de un solo prócer en quien el azar hubiese puesto la 
posibilidad económica de hacerse dueüo de todo el suelo 
español ; se confonnó con dejarnos feudatarios de una 
veintena de aristócratas que poseen, solamente entre ellos, 
mas del 30 por roo del solar patrio. 
2.0 En cuanto a cultivo.-Con libertad absoluta para de-
jar incultivadas las fincas dedicandolas a Jugares de re-
creo y viveros de caza o desprenciandolas indiferentemen-
te, mientras los brazos trabajadores permanecían quietos 
y la falta de ocupación llevaba la miseria a los bogares 
humildes. 
J.0 En cuanto a tributaci6n.-Rectificado el catastro y 
justos los amillaramientos en la pequeña propiedad, sin 
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influencia poHtica para otra cosa. Tasada en menos del 
so por roo de su valor la gran propiedad perteneciente a 
las clases aristócratas, con influencia suficiente para hacer 
a su antojo apéndices y amillaramientos. 
4.0 En cuanto a facultad dispositiva.-Con plena liber 
tad de trasmisión intervivos y mortis causa ; y en este úl-
timo caso acumuUmdose con escandalosa frecuencia en los 
patrimonios de Ordenes religiosas y benéficas. . 
e;.• En cuanto a facultad contractuàl.-Sin garantía 
para el arrendatario, dejando a éste sujeto siempre a la 
voluntad capricbosa del arrendador, que podía desahuciar-
lo por discrepancias políticru;, por asnntos particulares o 
por cualquier otra causa baladí, sin mérito alguno a los 
años de labranza, al esmerado cultivo o la situación eco-
nómica del arrendatario. 
6.0 En cuanto a fa,cultad e'Valuadora.-Sin tasa alguna 
en la fijación de rentas, despertando el egoísmo personal 
y la competencia de los posibles colonos para elevar los 
precios de arrienclo en condiciones ruinosas para aquéllos. 
7. 0 En cuanto a explotaci6n.-Sin jornada ni salario 
mínimo, negociandO" con la incultura y el hambre de los 
necesitados esclavizados al terrnño. Sin las mas elemell-
tales condiciones de higiene y asistencia social. Dur-
miendo hacinados en las cuadras, mezclados con las bes-
tias; sin seguros de accidentes ni de vejez, etc., etc. 
Cierren los ojos aquellos a quienes la obstinación les 
lleva a negar la luz; pero los que no estén poseídos de in-
transigencia, reconozcan que el privilegio de la propie-
dad, tal como queda cxpuesto, no podía seguir viviendo 
un minuto mas ; que- el exceso en las peticiones de hoy se 
justifica por la esclavitud de ayer ; y que si la República 
no pone manos en el problema, encauzandolo por normas 
jurídicas que aseguren un próximo bienestar, el conflicto 
hubiera tenido una violenta explosión. 
HENRY GEORGE 
No se puede hacer referenda al problema de la tierra, 
pretender investigar sus causas o deducir las soluciones, 
sin tropezar en algún aspecto las interesantes teorías de 
este gran sociólogo y economista. 
Nació Henry George en Filadelfia el 2 de septiembre 
de 1839 y murió en Kueva York el 29 de octubre de r897. 
Marinero, tipógrafo y aventurero en su juventud, comen-
zó su carrera periodista a consecuencia de un articulo so-
bre el asesinato de Lincoln, publicado en «The Herald of 
San Franciscoll, del que era director poco tiempo después. 
Se destacó por sus campañas en defensa de los obreros 
agrícolas y por su conocimiento de los problemas sociales. 
Ademas de su gran libro <<Progreso y ~:riseria••, que Je 
dió fama mundial, produjo otras obras como uProgreso y 
Trabajoll, «La ciencia de la economía política••, «La 
cuestión de la tierra y el problema social)). 
Su libro «Progreso y Miseria)) es la pintura maestra, 
descarnada, en ocasiones horriblemente descarnada, de 
todo un cuadro tragico de miserias. Henry Georg·e es uu 
socialista que conoce las flaquezas de la Humanidad; se 
esmera en descubrirnos sus defectos, y a golpes de lógica 
{golpes secos de maza vigorosa) se apodera del animo del 
lector. Leyendo su obra, se aborrece a la sociedad; sus 
narraciones dantescas, despiertan gritos de rabiosa indig-
nación; George seduce y exaspera de entusiasmo; sus 
parrafos contraen el corazón y hay que cerrar los puños y 
elevar los brazos hacia el infinito como amcnaza de una 
próxima justícia. Si víviera Henry George, con su pala-
bra sería incapaz de detener la furia vengadora de ese 
ejército de desesperades descubiertos por él. 
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Henry George investiga las causas de la designaldad 
humana. Sus preocupaciones son, riqueza y miseria; para 
remediarlas niega eficacia a los procedimientos seguidos 
hasta ahora por la humanidad. No concede valor a la 
cooperaci6n, como (mico remedio, porque, «desgraciada-
mente, no procediendo los males sociales de ningún con-
flicto entre el capital y el trabajo, la cooperación no pue-
de ser eficaz para remecliar estos males ; y aunque la co-
operaci6n fuese universal no podría elevar los salarios 
ni socorrer la pobreza. Esto se ve con faciliclad ... Si mu-
chos considerau que la cooperaci6n resuelve el problema 
del trabajo, es realmente porque, donde se ha ensayado, 
ha mejorado notablemente, en algunos casos, la condici 1·n 
de los que directamente 1~ han emprendido ; pero ello s6lo 
es debido a que estos casos son aislados)). 
Es la renta de la tierra la que subleva a Henry Geor-
ge; contra ella enfila sn maravillosa lógica: La tierra, 
sin la cual no es posible la producción, esta monopoliza-
da y la competencia de los productores para usaria redu-
ce forzosamente los salarios a un mínimum y proporcio-
na toda la ventaja del aumento del poder productivo a los 
propietarios, por medio de las rentas mas altas y el au-
mento de los valores de la tierra. Destrúyase-diêe-este 
monopolio. y sólo entonces podra tener lugar la competeu-
cia para realizar el fiu a que la cooperación aspira : dar 
a cada uno lo que buenamente gane. Destruid ese mono-
polio y la industria sera la cooperación entre iguales. 
El malestar social que se observa en las naciones mas 
adelantadas tienen para George su causa principal en la 
propiedad de la tierra; equivocadamente se trata de resol-
vetlo, favoreciendo la divisi6n de la propiedad territorial. 
Henry George, desde este punto de vista, es contrario a 
todo concepto de propiedad rústica ; no admite ni siquiera 
el tipo de pequeño propietario labrador ; «Una distribu-
ción igual de la tierra es imposible y todo lo que no con-
duzca a esto sera un lenitivo, no un remedio; un calmau-
te que retardara la curación. No hay remedio alguno 
digno de tener en cuenta que no esté en lucha con la di-
rección natural del desarrollo social que flote, por decirlo 
así, en la corrien te de los tiempos)). 
Para él, el único remedio es la abolición de la propie-
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dad. La pobreza se hace mas intensa a medida qne la ri-
queza aumenta, los salarios se reducen forzosamente, 
mientras el poder prÇ>ductivo crece, p01·que esta monopo-
lizada la tierra, que es la fuente de toda riqueza y el cam-
po donde todo trabajo se ejerce. Por consiguiente, para 
extirpar la pobreza, para convertir los salarios en lo que 
la justícia ordena que sean, esto es, la ganancia comple-
ta del trabajador, debemos sustituir la propiedad pri-
vada de la tierra por la tierra de propiedad común)). 
No establece esta solución esporadicamente; en su obra 
prctende justificar la medida. Cuando se propone abolir 
la propiedad privada de la· tierra, la primera cuestión que 
se debe presentar es la de su justícia. Si la propiedad pri-
vada es justa, el remedio propuesto es falso; si, ¡-or ~1 
contrario, la propiedad privada de la tierra es injusta, en-
tonces el remedio es vedadero. 
El trabajo es para Henry George la única fuente de 
riqueza. Lo que un hombre hace o produce, es suyo con-
tra todo el mundo. La natnraleza, dice, no reconoce mas 
dominio ni autoridad en el hombre que el resultado del 
esfuerzo. De ningún otro modo se pueden extraer sus te-
soros, dirigir sus energías, ntilizar ni gobernar sus fuer-
zas. ~o hace distinción entre los hombres, sino r·ue es 
absolutamente imparcial. Xo reconoce diferencias entre el 
amo y el esclavo, el rey y el súbdito, el santo y el pecador. 
Todos los hombres son iguales ante ella y ticnen i~nales 
derechos. No reconoce mas pretensión que la del traba-
jo y la reconoce sin consideración al demandante. Si un 
buque pirata tiende sus Yelas, el viento las hincha del mis-
mo modo que las del pací:fico buque merca11te o las de la 
barca de un misionero; si un rey y un hombre común 
son ecbados al mar, ninguno de los dos conse¡ruira man-
tener su cabeza sobre el agua si no es nadando: los pajaros 
no podran ser cazados por el dueño del suelo con mas 
facilidad que el cazador furtiYo; ,el pez mordera o no el 
anzuelo sin consideración ninguna a que le sea presen-
tado por un buen muchacho que va a la escuela dominical 
o por un muchacho malo que hace novillos; el grano 
germinara úniéamente si el terreno esta preparado y sem-
brada la semilla ; sólo al impulso del trabajo el mineral 
¡mede extraerse de la mina; el sol brilla y la lluvia cae 
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igualmente para el justo que para el que no lo es. Las le-
yes de la naturaleza son los decretes del Creador. 
Reconocido esto, el derecho de propiedad que nace del 
trabajo, hace imposible cualquier otro. Si un hombre tie-
ne justo derecho al producte dc su trabajo, nadie puede 
tener derecho a la propiedad de nada que no sea producte 
del trabajo propio. Cuando los no productores --dice-
pueden reclamar como renta una porción de la riqueza 
creada por el trabajador, el derecho de éste a los frutos de 
su trabajo es en esta porción denegada. Afirmar el dere-
cho a la propiedad de la tierra es afirmar una pretensión 
que no tiene apoyo en Ja Naturaleza. 
Concede gran importancia Henry George a esta distin-
ción; cosas que son el producte del trabajo y cosas que la 
Naturaleza ofrece gratuitamente; distinción que en tér-
minos de la ciencia económica se conoce por estos dos 
nombres de riqueza y tierra. Estas dos clases de cosas son 
en esencia y relaciones completamente diferentes y clasi-
ficarlas juntas como propiedad, produce la confusión de 
toda idea cuando se trata de considerar la justícia o in-
justícia, la ra:~.ón o la sinrazón de la propiedad. George 
afirma : <<La igualdad de derecho de todos los hom bres al 
uso de la tierra, es tan clara como su derecho igual a 
respirar el aire; porque no se puede imaginar que algu-
nos hombres tienen derecho a estar en este mundo y los 
otro& DO>l. Permitid a los propietarios conservar sus mejo-
ras y propiedad mueble en posesión segura. 
De su crudeza, de ese estilo especial de Henry George, 
que enerva el espíritu y anonada primero e indigna des-
pués, son ejemplo estas palabras : «Los innumerables que 
en medio de la abundancia sufren necesidad; que revestí-
dos de la libertad política, estan condenados a los salarios 
de la esclavitud; a quienes los inventos que economizan el 
trabajo no procurau alivio, sino que, al parecer, les ro-
ban un privilegio, sienten instintivamente que hay algo 
injusta. Tienen razÓDJl. «Es el aUifiento continuo de la 
renta, el precio que el trabajo esta obligado a pagar por 
el uso de la tierra, lo que despoja a los demas de la rique-
za que justamente ganan para amontonarla en manos de 
los menos, que no hacen nada para ganarla>l. 
¿ Qué causas justifican el derecho de propiedad? La 
prioridad de ocupacwn no es motivo fundamental. ¿Es 
que acaso los hombres de la última generactOn tieuen 
peor derecho que los de mil años antes ? 
Frente a esto razona Henry George: er El reconocimien-
to del derecho individual a la tierra, llevada al extremo, 
causa el absurdo evidente de que cualquier ser humano si 
pudiera concentrar en sí mismo los derechos individuales 
a la tietTa de algún país, podría arrojar de él a los demas 
habitantes, y si pudiera reconcentrar del "mismo modo los 
derechos particulares de la superficie entera del globo, 
sólo él, entre toda la fecunda población de la tierra, ten-
dría derecho a vivir. )) y de ello ya hemos preseuciado mas 
de una realidad. Los dueños del territorio de la Gran Bre-
taña, a quienes las concesiones de tierras han dado los 
parasoles blancos y los elefantes locos de orgullo, han 
arrojado repetidas veces de grandes distritos a la pobla-
ción cuyos antecesores habían vivido en el país desde 
tiempo inmemorial, obligandola a emigrar a mendigar o 
a morirse de hambre)). 
Sin llegar a este caso absoluto, la vida de los medios ru-
rales nos presenta repetidamente este mismo ejemplo; no 
otra cosa significau esas corrientes emigratorias que, con 
la esperanza de mejor fortuna, han despoblado algunas 
comarcas españolas. 
No hay causa jurídica que justifique el derecho de pro-
piedad. Todas las que señala una investigaciím hist6rica, 
no merecen el calificativo de título perfecto. La historia 
no reconoce mas que estas causas : La concentración del 
poder en· manos de caudillos y clases militares a causa de 
un estado de guerra que les permitió monopolizar las tie-
rras comunes: La reducción de los vencidos a un estado 
de esclavitud predial, repartiendo sus tierras entre los 
conquistadores y en partes mucho ma?ores a los jefes : La 
distinción e influencia de una clase sacerdotal y Ja distin-
ción e influencia de una clase profesional de jurispruden-
cia, cuyos intereses se satisfacían con la sustitución de la 
propiedad exclusiva en vez de la común : La le? de atrac-
ción, que tomando por base aquella desigualdad existen-
te, tiende siempre a que la desigualdad se haga mayor. 
Si la esclavitud no es justa-dice George-la propiedad 
privada de la tierra tanmpoco lo e5, porque en cualquier 
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circunstancia la propiedad de la tierra producira siempre 
la esclavitud de los hombres. Hombres de Roma, decía 
Tiberio Graco. i Hombres de Roma, os llaman los señores 
del mundo y, sin embargo, no tenéis derecbo a un pie 
cuadrado de su suelo! i Las fieras tienen sus cuevas, mas 
los soldados de Italia no tieneu sino agua y aire ! 
La propiedad de la tierra es la base de la aristocracia. 
Xo fué la nobleza la que dió la tierra, si no que la tierra 
dió la nobleza. Los grandes privilegies de la nobleza de la 
Edad ::Vledia, brotaron de su posición como dueños de la 
tierra ; el simple principio de ~u propiedqd ha hecho por 
una parte al sefior, por otra al vasallo; a uno poseedor de 
todos los derechos, al otro de ninguno. 
El remedio de Henry George es radical; niega el derecho 
de propiedad o lo considera adquirido injustamente, y ba-
sado en esta injustícia no reconoce el derecho de indem-
nización. Separa, sin embargo, de la propiedad rústica el 
valor dc las mejoras; para éstas, como producto de un 
trabajo, reclama el mayor respeto. 
nParece que produce indecisión hasta por parte de los 
que ven con claridad que en justícia la tierra es propiedad 
común, el temor de cometer una injustícia con los que 
se han permitido basar sus calculos en la estabilidad de la 
propiedad privada de la tierra, si se aboliese después de 
haberla tolerado durante tantoJ,tiempo; por esto sostienen 
que si abolimos la propiedad privada de la tierra la justi-
cia reclama indemnización completa a los que ahora la 
poseen. F rente a esto se irrita Henry George : « ¡ No tic-
nen derecho a nada, vive Di os !-exclama - . Si la tierra 
de una nación pertenece al pueblo, ¿qué dcrecho, según 
la moral y la justícia,- pueden ten er a la renta los llama-
dos propietarios? ¿Si la tierra pertenece al pueblo, por 
qué en el nombre de la moral o la justícia ha de pagar el 
pueblo su valor vendible por lo suyo ?n 
Hay una corriente de opinión muy generalizada; la 
de afirmar que la propied,ad privada de la tierra garanti-
za su mejor uso; que cu~nto no sea asegurar a un tra-
bajador la propiedad de las fincas que labra, tiende a dis-
minuir s u entusiasmo productor, a descuidar la tierra y a 
no poner en la labranza el cariño de cosa propia. El ar-
gumento podría traers~ a discusión si la tierra fuera ex-
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clusivamente de los labradores; si nadie poseyera mas 
ticrra que aquella que puede labrar. Pero la situación de 
la propiedad rústica esta precisamente en el caso contra-
rio ; · la inmensa mayoría de los propietarios de fincas rús-
tícas no ponen el mas pequeño esfuerzo en su labranza. 
El argumento, pues, va en contra de sus propios fines. 
Sin quererlo los defensores de la propiedad señorial, justi-
ficau el lema combativa de Cristóbal de Castro : ((Tierra 
sin hom bres, hombres sin tierra>J. 
Henry George cree que para fomentar ese entusiasmo 
productor basta asegurar al que trabaja el producto de su 
jornada y el valor de las mejoras. ccN o es necesari o decir 
a un hombre : esta tierra es vuestra para inducirle a culti-
varia o mejorarla. Basta con decirle : todo lo que vuestro 
trabajo o capital produzca en esta tierra, sera vuestro. 
Dad a un hombre seguridad -de poder segar, y sembrara; 
aseguradle la posesión de la casa que desea, y la edificara. 
Estas son las recompensas naturales del trabajo. L~ pro-
piedad de la tierra no tiene nada que ver con ello.>> Y 
añade después: cc EI completo reconocimiento de los de-
• rechos comunes a la tierra no se opone alleconocímiento 
completo del derecho individual a las mejoras o al pro-
ducto. Dos hombres pueden ser dueños de un buque sin 
aserrarlo por la mitad. La propiedad de un ferrocarril 
puede dividírse en cientos de miles dc partes, y, sin em-
bargo, los trenes marcharan con tanto orden y precisión 
como si no hubiese mas que un solo dueño.>> 
Apoyado en todos estos argumentos, Henry George 
niega el derecho de propiedad privada a la tierra y exige 
convertiria en propiedad común. El procedimiento para 
conseguirlo le preocupa no poco. No es partidario de la 
confiscación, por innecesaria; tampoco le agrada la ~xpro­
piación, por injusta. ¿Cua! sera el sistema? «Es un axio-
ma, dice, comprendido y puesto en practica por ]os nm-
dadores afortunados de la tiranía, que los grandes carn-
bios se pueden realizar con mas facilidad hajo las antiguas 
formas.>> · 
Henry George odia- a -la propiedad privada, no como 
tal.propiedad, sino por el privilegio que supone su re.n-
ta y por atribuir a ésta el desequilibrio económico y so-
cial. La propiedad no le interesa ; tiene para él algo de 
3 
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mito milenario; de aparatosa institución solemne en don-
de se satisfacen necias vanidades. Es la renta la que per-
judica a la propiedad : ccPermitid a los particulares con-
servar todavía, si gustau, la posesión de lo que se com-
placen en llamar su tierra. Dejadles que sigan creyéndola 
su:va.· Consentidles comprar y vender, y que la donen y 
la leguen. Podemos de seguro dejarlcs la cascara, si to-
mamos la nuez. N o es preciso confiscar lai tierra; basta 
la confiscación de la renta. 
Esta confiscación no es necesario hacerla con este título 
de responsabilidad; el Estado ticne un formidable recur-
so: el impuesto. «Ahora ya se cobra parte de la renta 
por los impuestos. Nos bastara hacer algunos cambios en 
nuestro sistema tributario para tomaria toda.>> Lo que 
propone es apropiarse la renta por medio de los tributos. 
Así, el Estado puede ser el propietario universal, sin lla-
marselo, sin asumir ninguna función nueva. En la for-
ma, la propiedad de la tierra quedaría tal como esta. No 
hay necesidad de desposeer a ningún propietario de su 
tierra, ni de restringir la cantidad de tierra que cualquie-
ra pueda tener, porque tomando el Estado la renta con 
los tributes, no importa en nombre de quién esté ni en 
qué parcelas se haya dividida, porque sera en realidad 
común y cada miembro de la sociedad participara de las 
ventajas de esa propiedad. 
Como el impuH·tc sobre la renta o valores de la tierr·~ 
ha de aumentar a medida que otros se supriman, Henry 
George llega a esta definitiva conclusión : 
Suprimir todos los impuestos, menos el relativa al valor 
del suelo. 
Multitud de argumentes esgrime en favor de sn teoría 
y de sus beneficiosos resultades ; cree que antiguamente 
los poderosos pagaban mas justamente sus obligaciones 
para la cosa pública. El complicado sistema contributiva 
de los Estados modernes es una argucia de los poderosos 
para eludir el pago de sus obligaciones. cc¿ Cómo se expli-
ca que se recurra a tantos otros impuestos por todos los 
Gobiernos? La contestación es sencilla. El impuesto so-
b,re los valores de la tierra es el {mico de alguna impor-
tancia que no se distribuye por sí mismo. Pesa sobre los 
dueños de la tierra, que se valen de todos los medios para 
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endosar la carga a los demas. Por consiguiente, bay una 
clase extensa y poderosa directamente interesada en abo-
lir el impuesto sobre los valores de la tierra y en sustituir-
lo, para recaudar lo indispensable, con impuestos sobre 
otras cosas. Así fué como los propietarios ingleses lograron 
establecer bace doscientos años una sisa que pesó sobre 
todos los consumidores, en sustitución de las cargas pa-
gadas sólo por ellos durante las tenencias feudales.)) 
LA REVOLUCIÓN RUSA 
No es posible, m s1quiera conveniente, cerrar los ojos 
ante la revolución rusa cuando se entabla discusión sobre 
algún problema político o social. 
Inútil negar la inflúencia que Rusia puede ejercer en 
todas las conmociones que inquietau al mundo ; su cono-
cimiento convi<=:ne a todos, al capitalismo mas que a nadie. 
· En la hora actual, de lucha de clases, de crisis econ6-
mica universal, dos fuerzas que rÏiieron siempre formi-
dables batallas se preparau para la definitiva : frente al 
comunismo ruso, el fascio de l'viussolini, en Italia, los na- . 
zis de Hitler, en Alemania. Y en la expectativa de la lu-
cha, todos sufrimos mas o menos el latigazo de las conse-
cuencias: se quiebra el capitalismo inglés, impotente para 
conjurar la crisis de trabajo, y amenaza derrumbarse si 
los investigadores economistas no encuentran a tiempo un 
lenitivo para la situación. La ayuda del laborismo fué un 
compas de espera, que con su fracaso político hizo mas 
sangrante el problema. 
Rusia ha sido el terror del capitalismo mundial. Aún 
boy lo sigue siendo, pero los aiios van suavizando poco 
a poco la intransigencia y van mostrando poco a poco la 
verdad de los bechos. "No es Rusia la temida; es la revo-
lución de siglo la que avanza amenazadora. Todas las ge-
neraciones han sentido sus inquietudes políticas, todos los 
siglos han tenido su revolución, y &sta del siglo XX se 
emplazó en Rusia, quiza porque allí no habían llegado 
nunca los efectos emancipadores de otras revoluciones. 
Podía haberse hecho la revolución en otro sitio. Rusia, 
sin embargo, diezmada por" la guerra, muerta de hambre 
y esclavizada a los zares y a la aristocracia, era campo 
sembrado propiciamente para la rebeldfa. 
La tiranía rusa exigió la tragedia sangrienta de aquella 
revolución; el latigo del señor había fustigada los excesos 
de la demagogía. Pasada aquella época de terror, Rusia no 
debe ser ya el espanto del Universa. La Rusia de hoy, 
mejor dicho, la revolución del siglo, no tienen n.1da que 
ver con aquelles crímenes. 
Acojíunonos para pensar asi a las paginas de la Histo-
ria. No cedió en truculencias la revolución francesa, que 
trajo ({los derechos del hombre>> ; Francia · vivió asclada 
su época; se reconstruyó a sí misma, y al c-.¡bo de l1'S 
años sus corrientes d~ dignificación ciudadana dorr.inahan 
todos los vientos y paulatinamente iban abriendo belles 
horizontes en las Constituciones de todos los pafses. 
Estan muy próximos todavía los días trag:icos de Rusia, 
con sus asesinatos políticos y sus niños muertos de ham-
bre en las calles. La sensibilidad humana se resiente ante 
el recuerdo, y Rusia tiene para ella la visir' n somnolienta 
de una furia desencadenada. Ya no mueren en Rusia los 
niños abandonades, aunque a veces con ligeros chispazos 
se reproduzcan las luchas políticas. Rusia se deshizo a sí 
misma, y sobre las cenizas de su martirologio, Rusia 
construye. Ya no es el pueblo que avanza segando cabe-
zas, furia de Atila que amenace con exterminar al mun-
do. Es, simplemente, un país que se organiza con arreglo 
a nuevos postulados sociales y económicos; es el triunfo 
de la revolnción del siglo, que, como aquella revoluci~n 
francesa, vierte sus principi..os en la obra universal ejer-
ciendo una influencia que alarma al régimen capitalista. 
La diferencia entre aquella revolución francesa y esta 
soviética es bien patente, y justifica las prevenciones que 
contra ella toman los Estades constitnídos. La revoluci6n 
francesa, llena de romanticisme, obedecía a una aspira-
ción de índole política; consagró la libertad individual y 
demas derechos del hombre, abatiendo el poder de los 
mooarcas absolutes ; mantuvo principies de ideología, v 
ta belleza de sus concepciones no encontró oposición vio-
lenta. La revlución rusa, reconozcím10slo, no es romau-
tica. Es revolución que va certeramente a los intereses de 
una clase que encontraba su honor en su privilegio ; que 
ha dirigido siempre la actividad mundial, y que se aferra 
a sus posiciones. 
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Es la lucha de clases, apasionada, egoísta, con la deses-
peración que produce la conciencia de que uno de los 
combatientes ha de presenciar su exterminio. 
Por esto, no por el terror a las violencias de aquella 
Rusia del año rgr8, aunque así quicra decirse como ar-
gumento de defensa, por esto, ci~rranse las puertas al 
avance de la revoluciém. Cae dentro de los designios del 
porvenir el conocimiento de la victoria. Qui<:n se atreva 
a predecirla acepta la responsabilidad de un posible fra-
caso, porque en el futuro político nada ha sido definido 
mmca con anticipación; pero no neguemos a la revolucién 
rusa el valor que tuvieron siempre todas las revolucio-
nes; ninguna fué estéril ; todas dejaron sentir su infl.ujo 
en la vida mundial. Con la oposición de todos los· países, 
y a pesar de ellos, el régimen soviético ha llenado de in-
quietudes sociales, de novísimas doctrinas cconórnicas, el 
mundo entero. Cerradlas el paso, taparos los oídos si que-
réis; algo quedara siempre en beneficio de la Hurnani-
dad. Reconocerlo mas pronto o mas tarde, aceptar enan-
to tienen de bueno, imposibilitar su violencia; ese es el 
acierto de la comprensión. 
Su caracter social y económico ha hecho que la revolu-
ción rusa afecte de un modo primordial a la Agricultura. 
No queremos decir f}lle las otras actividades, arte, indus-
tria, comercio, etc. no estén afcctadas por la revolución. 
Pero ésta iba dirigida principahnente contra la clase aris-
tócrata dueña de inmeusas propiedadl:s ; por otra parte, 
en un país de la extensión inmenl:ia de R usia la propie-
dad territorial suponc la mayor fuente de riqueza. Nada 
rle extraño es que la propiedad sufriera primeramente los 
espasmos revolucionarios. 
S in embargo ... , no es tan sen ci Ilo como algun os creen 
revolucionar las instituciones, ni tan inmediatos sus re-
sultados. Dcspués de catorce años, Rusia no ha podido 
todavía implantar el colectivismo agrario ~n toda la ex-
tensión de su vasta superficie. No fué al empuje violen-
to de los primeros ailos cuando se socialízí> el cultivo de 
la tierra. Ha sido en el período constructÏ\·o, y espccial-
mente en el Plan quinquenal, cuando Rusia ensaya con 
fortuna el colectivismo. 
Los campos rusos, en el momento de la revolución de 
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octubre, ofrecían ro2 milloncs de hechíreas ·de superficie 
sembrada, distribuída en su mayor parte entre la nobleza, 
el clero y la corte imperial. Diez y seis millones de fami-
lias campesinas explotan el suelo ; entre elias, un núme-
ro pequeño de {( kulaks)) que se habían afincado y enri-
quecido despu :Ss de la reforma agraria de Holypin en 1907. 
La mayoría de los campesinos pequeños y medianos ge-
mían bajo el peso de la explotación feudal. Rusia exporta-
ba enfonces unos 700 millones de puds de trigo merced al 
esfuerzo del economizador: «Apretemos el cinto, pero 
exportemos." 
I"'a yevolución nacionalizó la propiedad ; el número de 
familias campesinas con labranza se elevó a 26 millones; 
pero lo conseguido hasta entonces no resuelve el proble-
ma, mas bien lo agudiza. ·((En el campo, dice Stalin, nos 
encontramos con un crecimiento demasiado lento de la 
producción. La producción agrícola, disemiuada y dis-
persa, no goza de las ventajas de nuestra gran industria 
· uacionalizada, en la que es posible la racionalización y 
la concentración. La agricultura queda así a merced del 
«kulak>>. 
Falta mucho para la socialización; entregada la pro-
piedad a las familias humildes que carecen de recursos 
económicos con que emprender la producción, impera 
· entonces el egoísrno de los pequeiios «kulaks>l, que s ' lo 
aspirau a hacerse poderosos; nada les importa de los cou- ~ 
flictos que sus exigencias puedan crear a la industria y 
al comercio; si es preciso, se resigna a no producir mas 
que para su propio consumo. 
El «kulak>> es el usurero de aldea que ha podido disfra-
zar sn mezquina industria con unas apariencias de tra-
bajador; dispone de los elernentos de trabajo (yuntas, ape-
ros, etc.), y su préstamo a los pobres campesinos le vale 
a veces dos t~rcios de la cosecha. 
El régimen soviético no puede esperar un enarto de si-
glo a que el campesino, remozado por las nuevas genera-
dones, cambiè de ideología. Existe el campesino medio 
{(Seredmaki» y el pobre. La alianza de éstos pued~ acabar 
con el kulak. 
El Estado soviético persigne la socialización a todo va-
por; para lograrla, en 1928 castiga contributivamente 
- 4I-
las labranzas individuales. El propósito no es tan sencillo, 
y su consecuencia trae dificultades de suministro y ocul-
tación de productos, reflejada en las estadísticas. En la 
lucha sé trata de demostrar quién es el mas fuerte; la 
ocultación es entonces perseguida severísimamente, y se 
duplicau otra vez los impuestos. 
Fueron estos momentos de difiéultad para el soviet ; la 
tenacidad del kulak no se doblega, y llega a producirse 
una aguda crisis de víveres por la ocultación de los labra-
dores del Caucaso y Ucrania, los mas firmes graneros de 
la población urbana. Esto convence al soviet de que no 
sirven contemplaciones, y acomete decidida una política 
de socialización, eximieudo de tributos a los humildes la-
bradores, que alcanzan en aquella época el 33 por roo 
de la población rural. 
Así llega Rusia al Plan quinquenal, que comienza en 
1929. En él se pretende un colectivismo superior absor-
bente para un ro por roo de la superficie cultivable, y 
olro 75 por roo en otros tipos de colectivismo, que pu-
diéramos llamar mas relativo. Ejemplo de estas institu-
cioncs es el «Artil.,, que deja un margen de un 25 por roo 
para economía privada. El Estado apoya las haciendas 
colectivas, aumentando para estos fines 75 millqnes de 
rubles en su presupuesto: dedica a elias las mejores tie- . 
rras y la mas moderna maquinaria ; les concede una dis-
minución de impuestos. Todo cuanto el Estado puede dar 
se otorga en beneficio de la labranza colectiva. Se fundan 
cooperativas para la obra total agrícola; otras, especiali-
zadas en la siembra solamente. 
Alvarez Vayo, en su obra «Rusia a los doce años)), nos 
dice Jo siguiente : «De la decisión con que el Gobierno 
soviético se ha lanzado a socializar el campo, hablan los 
resultados obtenidos en el Norte del Caucaso y en Cri-
mea, donde las haciendas colectivas reúnen hoy mucbos 
miles de haciendas privadas enanas, condenadas antE's a 
una economía individual rutinaria. En el transcurso de 
un año, el número de dichas explotaciones en la Unión 
se ha triplicada, y, según datos oficiales, cabe evaluar en 
400 mil pequeñas baciendas privadas las arrastradas por la 
reunión colectivista. Bien es verdad que aun así resulta un 
porcentaje todavía muy reducido, ya gue la cifra de ha-
I 
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ciendas rurales en toda la Unión oscila alrededor de los 
25 millones (téngase en cuenta que esto era escrito en el 
año r~9). 
»Partidarios. de la reforma con quienes hablé-y entre 
ellos los había, no sólo comunistas, sino gentes como el 
profesor :i\Iakarov, técnico burgués lleva do por su compe-
tencia al Comisariado de Agricultura-creían que la re-
sistencia a la inuovación, fruto también de la desconfian-
za con que el labriego mira todo lo que venga del Esta-
do, ·cedería con el tiempo, y alguien me citó incluso casos 
de kulaks que habían solicitado ser incorporades al mo-
viento ; claro que de parte del kulak no es sino una re-
solución desesperada. Puestos en el dilema de someterse 
o desaparecer, algunes optau por el mal menor, siempre 
cón una cierta esperanza de retener de este modo su pro-
piedad para el día de mañana, en que làs cosas cambien. 
>>Dispone el Gobierno de un arma poderosa para que-
brar la resistencia, y es el impuesto, que en el curso de 
1928 se ha aplicado con excepcional dureza. Tal como ha 
sido fijada la escala de impuestos con aumentos que llegan 
basta el 30 por roo con respecto a 1927, tiene que resul-
tarle muy difícil al campesino acomodado encontrar el 
resquicio por donde escapar. La misma estratagema de 
restringir el area de cultivo durante un determinado pe-
ríode, para ver si la presión oficial cesa y le dejan por 
otros años en paz, tropieza abora con el obstaculo del 
nucvo impuesto sobre el terrenc, que grava en proporción 
el campo fértil y no trabajado, bien por dejadez o por es-
píritu obstruccionista.» 
El Estado crea vastos dominics soviéticos, cuyas cose-
chas tiene el propósito de destinar especialmente a la ex-
portación. La técnica moderna produce los mejores re-
sultades; el tractor desalojél para siempre al arado primi-
tivo. El Plan quinquenal prevé para 1935 la existencia 
de rso.ooo tractores frente a 25.000 actualmente en uso. 
Cuatro millones de hectareas, distribnídas entre el Cauca-
so, Crimea, la región del Volga y Siberia, constituyen el 
campo de experimentación de estas explotaciones fiscales, 
especie de grandes latifundios del Estqdo. 
El ((sernotrust» es un organisme dc tipo colectivo, que 
dispone de r3s.ooo hectareas en el Norte del Caucaso. 
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Tiende a la mecanización de la producción, reclutando 
la mayoría de sus obreros entre las quintas licenciadas del 
Ejército y la Marina. La Asociación Ucraniana ru¡al re-
viste un caracter mas cooperativo, con la formación de 
grandes centrales de tractores, maquinarias y abonos, que 
se encargan de realizar en las aldeas agrupadas en su tor-
no todas las labores agrícolas, desde la siembra hasta la 
recolección, con el concurso manual de los campesinos 
interesados. Un tercio de lo obtenido va a parar a la Cen-
tral. Esa entrega considérase compensada con la perspec-
tiva de una producción mucho mayor, a base de un es-
fuerzo individual menor, y con la oportunidad que se le 
ofrcce al campesino modesto de poder dedicar su tiempo 
l ibre a otras empresas, como la avicultura o el cultivo de 
la huerta, de rendimiento seguro. (A1varez Vayo, obra 
citada.) 
Las estaciones experimentales agrarias subvencionadas 
por el Estado, y cuya creación se multiplica n'tpidamente, 
realizan una verdadera labor educativa en enanto a regí-
menes hidraulícos, características del suelo, condiciones 
climatológicas, selección de semillas, ganados, etc. En so 
labor investigadora toman parte tC:cnicos seleccionados. 
Una de sus actividades de mas sorprendente resultado es 
la investigación de cruzamientos. 11Me hablaron, por ejem-
plo-díce Alvarez del Vayo--de una nueva planta obte-
nida por el cruce del centeno y tri~o, que ofrecía la re-
sistencia del centeno durante el invlerno, y nna calidad 
muy aproximada a la del trigo.>> 
El Plan quinquenal ha acabada con el kulak. Desde 
que las masas de campesinos pequelios y meclianos se 
han decidido por la explotación colectiva, el movimiento 
colectivista ha empezado a desenvolverse, absorbiendo 
completamente distritos y regiones. El Plan quinquenal 
se desarrolla casi matematicamente. Rnsia hahía previs-
to para final de la campaña de 1930 239 millones de hec-
tareas de su superficie sembrada, con nna producción de 
221 millones de dz. Al finalizar el año agrícola de 1930, 
ha sembrada 245 milloncs de hectareas y ha obtenido 28¡ 
millones de dz. 
l\Iolotow, preside~te del Consejo de Comisarios del 
Pueblo, dice en su informe al Congrcso de los Soviets en 
marzo de 1931: "En el año pasado, nuestra producción 
de cereales alcanzó mil millones de puds (un puds, 16,38 
kilos), cantidad que antes no hubiéramos podido ni tan 
sólo soñar. El día primero de marzo de este año, a pesar 
dc que la campaña no había terminado aún, ha alcanza-
do ya la cifra de 1.313 millones de puds. Para dar una idea 
de la importancia de estas cifras, hemos de fijarnos en 
que en el año 1913 la producción total de cereales (inchú-
da la cantidad necesaria para el uso de los campesinos) 
alcanzó la cantidad de 1.300 millones, esto es, algo me-
nos de lo que nosotros hemos alcanzado en la cosecha de 
1930. De esos i.3oo millones de puds, correspondían a los 
grandes terratenienes 281 millones, y a los kulaks 6so mi-
llones; es decir, entre ambos el 75 por roo de los cerea-
les de entonces. · 
ccDe una gran importancia es la forma ~n que hemos re-
suelto el problema de los cereales. La solucióp. se encon-
tró pOlí medio de la transformaci6n de la agricultura, y 
gracias a la importancia creciente de las granjas soviéti-
cas, y especialmente de las explotaciones colectivas. En 
relaci6n con esto hay que re_cordar las profecías que hi-
cieron los clerechistas hace dos años. Entonces nos de--
cían: ccLas granjas soviéticas y colectivas no nos podran 
»proporcionar cereales lo menos hasta dentro de diez 
naños, y nosotros necesitarnos encontrar inmediatamente 
nsolución.>> O decían: ccApenas si se puede aceptar que 
en cinco años la sÚperficie de las granjas colectivas se 
quintuplique. Estas afirmaciones nos indican la situación 
en que se encontraban todos los elementos infl.uídos por 
desviaciones derechistas. Con esas profecías ocultaban su 
línea política. Según los ciilculos mas favorables, las 
granjas soviéticas debían entregar el año 1933 207 millo-
nes de puds de cercales para el mercado. 'La situación ha 
cambiado en tal forma, que podemos contar con que_ en 
el año 1931 recibiremos de 190 a 195 millones de puds de 
cereales para el mercado. Así que la misi6n que el plan 
quinquenal nos ha bía señalado para cinco años casi la 
hemos cumplido en dos.» 
La importancia del movimiento colectivista lo prueba 
el hecho que en 1927 habían ingresado solamente 286.ooo 
propiedades individuales; en primero de octubre de 193 r, 
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según Molotow, ascienden a 8.830. ooo; esto supone un 
35 por roo de la total propiedad territorial de Rusia. 
El plan quinquenal roso marca para el año agrícola 
de 193 I la obligación de colectivizar el so por roo de las 
explotaciones agrícolas. Los resultados obtenidos ante-
riormente casj, permiten asegurar el cumplimiento de esta 
obligación. 
LEGISLACIÓN 
ACCIDENTES DEL TRABAJO 
Decreto de Trabajo de 9 de mayo de 1931, rati:ficando el 
Convenio de la Conferencia de Ginebra. Gaceta I I de 
mayo. 
Decreto de Trabajo de 12 de junio de 1931, aprobando 
bases para aplicación de la Ley de accidentes del tra-
bajo. Gaceta 13 de junio de 1931. 
Decreto de Trabajo aprobando reglamento de la Ley de 
accidentes del trabajo, en 25 de agosto de 1931. Gaceta 
30 de agosto de I93 I. 
Ley de trabajo, autorizando indemnizaciones por acci-
dentes en forma de renta. Gaceta 7 de julio de I932. 
Orden de Trabajo de 2 de septiembre de 1931, dando ins-
trucciones para la constitución de las Mutualidades. 
Orden de Trabajo de 7 de enero de I 932 prorrogando el 
plazo para la constitución de las Mutualidades. 
4 
En la tercera reunión de la Conferencia Internacional 
de Trabajo, celebrada en Ginebra del 25 de Octubre al 
r6 de Noviembre de 1921, se adoptó un proyecto de con-
venio, relativo a la indemnización de los accidentes del 
trabajo en la Agricultura. 
Teniendo en cuenta, por una parte, que se trata de 
una aspiración muy justificada de los trabajadores agrí-
colas, los mas necesitados y basta abora los peor atendi-
dos, y por otra que la Delegación española en aquella re-
uníón de la Conferencia internacional del Trabajo se pro-
nunci6 en favor del mencionada proyecto de Convenio, 
Como Presidente del Gobíerno provisional de la Re-
pública, de acuerdo con éste y a propuesta del Ministro 
de Trabajo y Previsión, 
V engo en decretar lo síguiente : 
Articulo I .0 Se ratifica el Convenio acordado por la 
Tercera reunión de la Conferencia Internacional del Tra-
bajo, celebrada en Ginebra en Octubre de 1921, por el 
cual se establece la obligación de extender a todos los 
asalariados agrícolas el beneficio de las leyes y reglamen· 
tos cuyo objeto sea indemnizar a las víctimas de acciden-
tes sobrevenidos por el hecho del trabajo o con ocasión 
del mismo. 
Articulo 2.0 La presente ratificación seni notificada 
por el Ministro de Estado a la Secretaria general de la 
Sociedad de Naciones. 
Artículo 3.0 Por el Ministro de Trabajo y Previsión se 
introduciran en la vigente Legislación española sobre la 
materia, las modificaciones que sean precisas para !>U adop-
ción al Convenia que se ratifica por el presente Decreto. 
Dado en Madrid, a 9 de }.layo de 1931. 
El presidente del Gobierno provisional, El ministro de Trabajo y Previsióo, 
NICETO ALCALA ZAMORA FR.-\NCISCO L. CABALLERO 
-52-
DECRETO (1) 
La ley de ·30 de enero de 1goo, que estableció en Espa-
ña la indemnización por accidentes del trabajo sobre el 
principio del riesgo profesional, solamente protegía a los 
obreres agrícolas ocupades en faenas en que se utiliza-
ran motores accionades por una fuerza distinta a la del 
hombre, Y ya en 1902 la masa obrera campesina clamó 
por que se extendiese a toda ella la protección limitada a 
los trabajadores de la industria. 
(1) No puede hallar esta disposición de la República me-
jor comentario que el contenido en su propia exposición. 
asombra a un expfritu liberal que existiendo desde el año 
1921 un convenio internacional entre los paises civiliznòos 
haya podido Espaañ estar ausente de sus compromisos, y no 
precisamente por defecto de aspiración cludadana como lo de-
muestran las gestiones que han venido realizand.ose desde el 
año 1905, sino por la frialdad o el desprecto del Parlamento 
ante estos problemas. 
Es decir, que el espú·itu público, anticlp¡índose en su aspira-
ción de conquista a la tercera Conferencia Internacional de 
Trabajo, reclamó en Espa:fia en 1908 una ley de accidentes (fel 
trabajo en la agricultura, cuyo paso fué detenido por la obs-
trucción sistematica de los Parlamentos y los G<lbieruos del 
régimen. Asf Gobernaban los que a fuerza de sn dinero y usau-
do de la inmoralidad pública se arrogaban la representación 
del pueblo para detener ladinamente sus conqulstas. 
Hay todavia qulen niega oportunidad a esta disposición. 
¿ Deberfamos esperar todavía a que trascurrieran otros ve1n-
te años? .Aducen la grave crisis porque ntrn>iesa la agricultu-
ra en España y los gastós que esta medida oca~Iona. Falso 
argumento, porque para disminuir gastos se poSibilita la 
Constitución de mutualidades y porqúe la l!rave crisis de esta 
agricultura española obedece priucipalmente n ese concepto ar-
caico en que ha venido sosteniéndose r que es necesario rec-
tificar desde sus cimil?ntos. Medidas de esta naturaleza tien-
den a dar a la agricultura el rango social que le pertenece, Y 
estén seguros cuantos tengan reservas alarmistas de que úni-
camente por los caminos del mejoramiento social y del per-
feccionamiEmo téèn!co se lograra, para la actividad agrícola el 
porvenir a que tiene derecho. 
Se ha dicho, ademas, en un libro sobre esta materia, r¡ue 
ha merecido unénimes elogios (ei d'el SL Hueso. editndo por 
la Camara Agrícola de Zarag~a), que la ley de accidentes no 
separa al patrono del obrero, y que, en raso de accidente <h' 
aquél, no seria posible exigir a nadie indemnización: si~ <1u<1n, 
el autor se olvidó de que el parrafo 2.0 del art. 86 permlte que 
los patronos se aseguren a sf mismos con caracter voluntario. 
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Nada mas crearse en el año 1904 el Instituto de Re-
formas Sociales, los vocales obreros de este organismo 
plantearon ese problema de justícia y todas las represen-
taciones allí congregadas reconocieron unanimes, que no 
solamente se trataba de reconocer ese derecbo a los obre-
ros agrícolas, sino que implicaba una necesidad en la vida 
de los campos, y acordaron en el año 1905 declarar justo y 
urgente el extender a esos obreros la legislación sobre 
accidentes, inicüíndose en seguida los trabajos de elabora-
ción de un proyecto de ley que fué terminado en el año 
1908 y aceptado y llevado al Parlamento por sucesivos 
Gobierno, dos vece~ en el año 1919 y una en marzo de 
192 r, sin que llegara a convertirse en ley. 
En el mismo año 1921 las Delegaciones españolas en 
la Tercera Conferen~ia Internacional del Trabajo dieron 
sn voto al Convenio sobre indemnización de accidentes 
del trabajo en Agricultura, Convenio que allí fué adop-
tado y que el Gobierno de la República ba ratificada en 
nombre de España hace apenas un mes, estimando que es 
hora ya de que las necesidades y derechos unanimemente 
reconocidos desde tan largos años sean atendidos con rea-
lidades y no calmado por mas tiempo con meras pro-
mesas. 
El Consejo de Trabajo, por encargo del Gobierno, ha 
redactado, sobre las informaciones y estudios del Insti-
tnto de Reformas Sociales y otros nuevos últimamente 
realizados, un proyecto de bases para la extensión de las 
indemnizaciones por accidentes del trabajo a los obreros 
agrícolas, que constituye el contenido del adjunto D•: 
creto que el Gobierno provisional de la República, a 
propuesta del ministro de Trabajo y Previsión, ha acor-
dado implantar. 
En su virtud, como presidente del Gobierno provisio-
nal de la República, de acuerdo con éste y a propuesta 
del ministro de Trabajo y Previsión, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo único. Se aprueban las siguientes bases para 
la aplicación a la Agricultura de la ley de Accidentes del 
Trabajo, declarandolas en pleno vigor desde la publica-
ción de· es te Decreto : 
Base r.a Se considerara patrono :· 
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r. o La persona natural o jurídica por cuya cuenta se 
realicen los trabajos agrícolas o forestales, en concepto 
de propietario, aparcero, arrendatario, subarrendatario, 
usufructuario, enfiteuta, forero, etc. 
2.0 La que explote o ejecute dichos trabajos en vir-
tud de contrato, con cualesquieta de las personas a que 
se refiere el n6mero anterior. 
Cuando las labores se ejecuten por un contratista, exis-
tira responsabilidad subsidiaria del propietario, aparce-
ro, etc., el que tendra derecho para repetir contra el pri-
mero por el importe de la indemnización abonada y gas-
tos satisfechos. 
En caso de aparcería, el propietario vendra ob1igado a 
reintegrar al aparcero la parte de indemnización propor-
cional a su participación en el contrato. 
La responsabilidad de las personas por cuya cuenta se 
ejecuten los trabajos agrícolas o forestales, es subsidiaria 
a los efectos de las indemnizaciones que deban abonarse. 
Base 2.a Se reputaran obreros a los efectos de la pre-
sente ley: 
1. 0 Todo el que ejecuta habitualmente un trabajo ma-
nual por cuenta ajena, fuera de su domicilio o aun dentro 
de éste, si la casa la tiene como forma de retribución de 
su trabajo. 
2.0 Los criados que no estén dedicados exclusivamen-
te al servici o personal del pa trono o de su familia. 
Base 3. a No se conceptuaran obreros : 
!.0 Los índividuos de la familia de cualquiera de las 
personas a que se refiere la· base r. a. que les ayuden en 
los trabajos, siempre que vivan bajo el misrno techo y 
sean sostenidos por dichas personas sin recibr rernunera-
cón en concepto de obreros. Se entendera por índividuos 
de la familia los que lo sean en línea recta, sin limitación 
de grado, en la colateral basta el segundo grado civil, en 
ambos casos con consanguinidad o afinidad, teniendo ~rle­
rnas la rnisrna consideración legal los prohijados y los 
acogidos por el pattono, siempre que estén estos últimos 
sostenidos por él con un año de antelación por lo menos 
a la :fecha del accidente y no tengan otto arnparo. 
2.0 Los que cooperen ocasionalmente a los trabajos 
con el caracter de servicios de buena vecindad. 
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Base 4·" Daran lugar a responsabilidad con arreglo a 
esta ley: 
I.0 Los trabajos agrícolas o forestales, o sea los rela-
tivos al cultivo de la tierra en todas sus especies y el 
aprovechamiento de los bosques, hagase o no uso en di-
chos trabajos de maquinas movidas por fuerza distinta de 
la muscular. 
2.0 La cría, explotación y cuidado de animales. 
3.0 Los trabajos relativos a la explotación de la caza 
y los de la pesca fluvial. 
4.0 Los trabajos auxiliares o que sirvan de medio pa-
ra los trabajos agrícolas y forestales, como construcción 
de zanjas, acequias, saneaniiento de terrenos, riegos, etc., 
a menos que por su importancia o por el caracter de los 
obreros estén comprendidos en la legislación general de 
Accidentes. 
s. o La elaboración, transformación, transporte y ven-
ta de productos agrícolas, forestales, zoógenos, siempre 
que no constituyan industria separada o que sea aplicable 
la legislación general de Accidentes. 
6. o La guardería para todos los trabajos comprendidos 
en los números anteriores. 
Base 5. a A los efectos de esta ley, no se consideraran 
debidos a fuerza mayor, extraña al trabajo, los accidentes 
en trabajos que reconozcan por causa la insolación, el 
rayo u otros fenómenos analogos naturales. 
Base 6. a La víctima del accidente del trabajo tendra 
derecho: 
r. o A la asistencia médica y farmacéutica. 
2.0 A la indemnización correspondiente a la clase de 
incapacidad. 
En caso de fallecimiento, la indemhlzación correspon-
dera a sus derechohabientes en la forma que se indica en 
estas bases, y debera el patrona abonar los gastos de se-
pelio en la cuantía señalada por disposiciones reglamen-· 
tarias. 
Base 7.a Los patronos cumplir{m la obligación de asis-
tencia mediante la organización de ~Iutualidades locales 
que se constituiran en cada Municipio o Municipios li-
mítrofes, con un mínimo de cien patronos. 
Las Sociedades agrícolas locales, legalmente constituí-
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das, podran constituirse en Mutualidad si reúnen las con-
diciones exigidas para éstas, pudiendo ingresar en tales 
Sociedades los patronos que no pertenecieran a las wis-
mas. Es obligatorio para el patrono pertenecer a una ~Iu­
tualidad, salvo casos excepcionales taxativamente previs-
tos en las disposiciones reglamentarias, atendiendo a las 
garantías que existan para el cumplimiento de las obli-
gaciones legales. 
Base 8." Las Mutualidades deberan consignar en s us 
Estatutos su denominación, domicilio, objeto, régimen de 
la misma, normas de su funcionamiento interior, de ad-
ministraci6n de fondos sociales, de registro de asociados, 
altas y bajas de los mismos, contabilidad, inspección del 
tratamiento médicofarmacéutico, organización de clínicas 
en su caso, fijación de cuotas, constituci6n del fondo de 
reserva, maximum de gastos de administraci:' n, respon-
sabilidad mancomunada de los socios respecto a las obli-
gaciones de la Mutualidad, facultades de la Junta general 
y de gobierno, derecho y obligaciones de los asociados. 
Entre éstas figurara el resarcimiento a la Mutualidad 
cuando el accidente fuese debido a imprudencia o descui-
do graves o reiterados del patrono, u omisi6n de precau-
ciones reglamentarias. Los Estatutos y Reglamentos par-
dales en su caso deberan ser sometidos a la aprobación 
del Ministerio de Trabajo, previos informes del Instituto 
Nacional de Previsión y Consejo de Tra~ajo. 
Base g.a Los patronos asociados deberan facilitar a las 
Mutualidades los datos necesarios para el funcionamiento 
de éstas y establecimiento del seguro bajo las sanciones 
reglamentarias. 
Base ro. Las Mutualidades tendran capacidad para ce-
lebrar los actos y contratos relacionados con los fines de 
su instituci6n y personalidad para comparecer ante toda 
clase de Tribunales, oficinas y dependencias. 
El capital de la l\Iutualidad debera aplicarse estricta-
mente al objeto social. 
Las Mutualidades deberan prestar la fianza inicial que 
en cada caso se fije por el Instituto Nacional de Previsi6n. 
Base rr. Las l\Iutualidades constituídas conforme a la 
pre!?ente ley facilitaran la asistencia médico~farmacéutica 
al obrero basta que se balle en condiciones de volver al 
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trabajo o en virtud de dictamen facultativo se le conside-
re comprend.ido en el caso de incapacidad permanente, 
pacial o total, y no requiera el obrero dicha asistencia. 
Base 12. Las Mutualidades podr~n contratar con mé-
dicos y farmacéuticos libres las condiciones de la presta-
ción de la asistencia. 
Asimismo podr~n reclamar la asistencia de los faculta-
tiiivos titulares de la respectiva circunscripción, en virtud 
de concierto con la Mutualidad, conforme tarifa especial 
aprobada con intervención de la Inspecci6n Sanitaria. 
Podran también, de acuerdo con los Ayuntamientos 
respectivos, recabar que se considere la prestación de la 
asistencia médico-fannacéutica como servicio de la Bene-
:ficencia municipal, a cargo de los facultativos titulares re-
tribuídos por estos servicios especiales con arreglo a ta-
rifa especial por cnenta de la Mutualidad, según el con-
cierto que se celebre para incluir dicha obligación en los 
contratos con los titulares. 
En aquellos Municipios donde existan establecimien-
tos especiales de asistencia (Hospitales municipales, etc.), 
las mntuales de patronos podr~n contratar con los Ayun-
tamientos la utilización de tales medios de tratamiento 
que les sera faciliada por convenios adecuados. 
El obrero lesionado o su familia podr:í designar a su 
cargo uno o mas médicos c¡ue intervengan en la asistencia 
que preste el de la Mutualidad. Disposiciones especiales 
regularan esta cooperaci6n facultatit·a. 
Base 13. Los obreros dctimas del accidente del tra-
bajo, tendran derecho al abono de una indemnizaci6n, 
cuya forma y cuantía se regulara por las disposiciones ge-
nerales actualmente en vigor para los obreros víctimas de 
accidentes de la industria. 
Por salario se entendera el total de la remuneración o 
remuneraciones que gane el obrero en dinero o en especie 
o en una y otra forma, ya por salario :fijo o a destajo, ya 
por horas extraordinarias o en otro modo. 
Si se tratare de obrero con salario fi jo, la indemni7..aciC n 
se determinara por éste; si se tratare de trabajo e\·entual, 
a falta de pacto expreso respecto a la remuneración, ser-
vira de base el salario medio regulador que por partidos 
jud.iciales, y previos los informes que se estimen oportu-
- sB-
nos, se fijen con sujección a las disposiciones reglamen-
~riM. • 
Las disposiciones reglamentarias determinaran la cuan-
tía mínima de los salarios, a los efectos de la aplicación 
de la presente Ley. 
En caso de incapacidad temporal producida por acci-
dente ocurrido durante trabajos de corta duración retri-
buídos con remuneración extraordinaria, como siega, 
monda, etc., la indemnización se abonara durante un 
mes, a partir de la fecha del accidente, conforme a dicha 
remuneración, y pasado este mes, con arreglo al jornal 
medio de la región. 
Base 14. LM ~Iutualidades podran reasegurar el ries· 
go para que fueron constituídM en CÓmpañías estableci-
das legalmente. 
Base 15. Los patronos podran contratar directamente 
con Compañías de Seguros legalmente constituídas el se-
gura de accidentes de sus obreros. Dichas Compañías ha-
bran de reunir IM condiciones que determine el Regla-
mento en cuanto a :fianza y condiciones de la póliza de 
segura. 
Base 16. El hecho de no estar asegurado el patrona le 
constituye en sujeto directamente responsable de todM 
las obligaciones impuestas por la Ley, pudiendo el obre-
ro ejercitar acción directa contra el mismo. 
Base 17. El Instituta Nacional de Previsión redactara 
un proyecto de Ley para organizar el reaseguro a que 
se refiere la base 14 y ejercitar la inspección de las Mu-
tualidades. 
Se constituïra en el mismo Instituta un fondo de ga-
rantía para el pago de la indemnización, en el caso de 
que el obrera no haya podido hacerla efectiva del pa-
trono, de la entidad aseguradora, sea l\Iutualidad o Com-
pañía. Dicho fondo de garantía tendra acción directa so-
bre los hienes del patrona o de la entidad ase~radora 
para reintegrarse de los por él abonados, teniendo la con-
dición de acreedor singularmente privilegiada. 
EI fondo de garantía gozara, a los efectos legales, el 
beneficio de pobreza, así como las preferencias que las 
leyes atorguen. 
El fondo de garantia se formara con una aportación 
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inicial del Estado y sucesivas anuales, con subvenciones 
de Corporaciones públicas o particulares, con el impor-
te de las multas impuestas por in:fracciones en la aplica-
ción de esta Ley. 
Base r8. El Estado consignara cantidad en sus Pre-
supuestos para subvencionar las l\1utualidades que prac-
tiquen el seguro a que se refieren estas bases, así como 
para el sostenimiento de los servicios necesarios para la 
aplicación de esta Ley. 
Base rg. Disposiciones reglamentai-ias determinaran 
las multas que podran imponerse por la Inspección o por 
las mismas Mutualidades por incumplimiento de las obli-
gaciones que incumban a los patronos en el cumplimien-
to de la Lcy, o a las mismas Mutualidades o Compañía 
aseguradora, en el de su cometido. 
Base 20. Las :Mutualidades, así como el Instituto Xa-
cional de Previsión, gozaran de exención de toda clase 
de impuestos por los actos y contratos relativos a esta 
Ley, operaciones necesarias para su implantación y apli-
cación y documentación con ella directamente relacio-
nada. 
Las Autoridades de todos los órdenes libraran y expe-
diran gratuitamente los documentes que se relacionen 
con el cumplimiento de la Ley. 
Base 21. En todo lo no previsto en las anteriores ba-
ses se aplicaran las disposiciones pertinentes de los pre-
ceptos fundamentales y reglamentaries actualmentc en vi-
gor sobre accidentes del trabajo. 
Artículo adicional. Por el Consejo de Trabajo, con la 
colaboración del Instituto Nacional de Previsión, se re-
dactara y sometera a la aprobación del Ministerio de Tra-
bajo, en el plazo de dos meses, el proyecto de Regla-
mento general para el desarrollo y aplicación de las bases 
precedentes. 
1Dado en Madrid, a doce de Jmlio de mil novecientos 
treinta y uno. 
NICETO ALCAI.:\-ZA)fORA y TORRES 
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REGLAMENTO 
CAPITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES EN MATERIA DE ACCIDENTES DEL 
TRABAJO EN LA AGRICULTURA Y DE LA RESPONSABILI-
DAD EN l1ATERIA DE ACCIDENTES 
SECCIÓN PRI~ERA 
D efiniciones. 
Artículo r. 0 Para los efectos de este Reglamento, se 
entiende por accidente toda lesión corporal que el ope-
rario sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo 
que ejecute por cuenta ajena. 
Art. 2.0 Se considerara patrono: 
r.0 La persona natural o jurídica por cuya cuenta 
se realicen los trabajos agrícolas o forestales, en concep-
to de propietario, aparcero, arrendatario, subarrendata-
rio, usufructuario, enfiteuta, forero, etc. 
2. o La que explote o tenga a s u cargo la ejecución de 
dichos trabajos, en virtud de contrato con cualcsquiera 
de las personas a que se refiere el número anterior. 
Art. 3.° Cuando ejecute por su cuenta los trabajos 
agrícolas o forestales, el conceptuado patrono, según el 
núm. r. 0 del artículo 2. 0 , seni responsable directamente 
de los accidentes que ocurran a sus obreros, bien los hu-
biere contratado por sí o por medio de mandatarios. 
El responsable subsidiario tendra derecho a repetir 
contra el directo por el importe de la indemn..ización abo-
nada y gastos satisfechos. 
Art. 4.0 En caso de aparcería, el propietario vendra 
obligado a reintegrar al aparcero la parte de indemniza-
ción proporcional a su participación en el contrato. 
Art. 5.0 Se reputaran obreros, a los efectos de este 
Reglamento : 
I .0 Los que ejecuten habitualmente un trabajo ma-
nual fuera de su domicilio por cuenta ajena. 
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2.
0 Los criados que no estén dedicados exclusivamen-
te al servicio personal del patrono o de su familia. 
Art. 6. 0 No se conceptuaran obreros : 
r. 
0 Los individuos de la familia de cualquiera de las 
personas a que se refiere el art. 2.0 que les ayuden en 
los trabajos, siempre que vivan hajo el mismo techo y 
sean sostenidas por dichas personas, sin percibir remu-
neración en concepto de obreros. 
Se entendera por individuos de la familig los que lo 
sean: 
a) En línea recta, sin limitación de grados, y 
b) En la colateral, hasta el segundo grado civil. 
Gozar{m de la misma consideración legal los prohija-
dos y los acogidos por el patrono, siempre que estén es-
tos últimos sostenidos por él lo menos en un año de an· 
telación a la fecha del accidente y no tengan otro arn-
paro. 
2.
0 Los que cooperen ocasionalmente a los trabajos 
con el caracter de servicios de buena vecindad. 
SECOIÓN" SEGUN"DA 
R esponsabilidad. 
Art. 7.0 La víctima del accidente del trabajo tendra 
derecho: 
r. 0 A la asistencia médica y farmacéutica. 
2. o A la indemnización correspon di en te a la el ase de 
incapacidad. En caso de fallecimiento, la indemnización 
correspondera a sus derechohabientes, en la forma que 
se indica en este Reglamento, y debera el patrono abo-
nar los gastos de sepelio en la cuantía señalada por el 
art. 77. 
Art. 8. o Daran lugar a tesponsabilidad, con arreglo 
a este Reglamento : 
r.
0 Los trabajos agrícolas o forestales, o sea los rela-
tivos al cultivo de la tierra en todas sus especies, y del 
aprovechamiento de los bosques, hagase o no uso en di-
chos trabajos de maquinas movidas por fuerza distinta 
de la muscular. 
~~ 248J 
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2.0 La cría, explotación y cuidado de los animales. 
3.• Los trabajos relativos a la explotación de la caza 
y los de la pesca fluvial. 
4· • Los trabajos auxiliares o que sirvan de medi o 
para los agrícolas o forestales, como construción de zan-
jas, acequias, saneamiento de terrenos, ri egos, etc., a me-
nos que por su importancia o por el caricter de los obre-
ros estén comprendidos en la legislación general de ac-
cidentes. 
s.• La elaboración, tarnsformación, transporte y ven-
ta de productos agrícolas, forestales y zoógenos, siem-
pre que no constituyan industria separada o que no sea 
aplicable la legislación general de accidentes. 
6.0 La guardería para todos los trabajos comprendi-
dos en los números anteriores. 
Art. g.• La responsabilidad que establece el presente 
Reglamento es la referente a los accidentes ocurridos a 
los obreros con ocasión o por consecuencia del trabajo 
que realicen, a menos que el accidente sea debido a fuer-
za mayor extraña al trabajo en que el mismo se pro-
duzca. 
No se ·consideraran, sin embargo, debido a fuerza ma-
yor extraña del trabajo, a los efectos de la ley, los ac-
cidentes que reconozcan por causa el rayo, la insolación 
u otros fenómenos analogos de la Naturaleza. 
Art. ro. La imprudencia profesional, o sea la que 
es consecuencia del ejercicio habitual de un trabajQJ no 
exime de la responsabilidad al patrono. 
Art. n. Si, ocurrido un accidente, el pa trono enten-
diera que fué debido a fuerza mayor o causa fortuíta 
extraña al trabajo, lo ma,~ifestartÍ así a la Autorídad gu-
bernativa al dar el parte del accidente, obligación de la 
que no quedara relevado _por aquella apreciación, ni tam-
poco de la de prestar al accidentado la asistencia médica 
y farmacéutica inmediata, debiendo ademas hacer cons-
tar en tal caso la conformidad o disconformidad del 
obrero. 
SECCIÓN TERCERA 
Disposiciones generales. 
Art. 12. La obligación de asistencia médico-farmacéu-
tica al obrero víctima del accidente del trabajo se hani 
efectiva, por regla general, mediante los servicios de las 
Mutualidades a que respectivamente debera pertenecer 
cada patrono. 
No habra excepciones a esta regla mas que las con-
signadas en el artículo 84. (r) 
La obligación de indemnizar, en la cuantía prevista 
por las disposiciones legales, se hara efectiva mediante 
el Seguro organizado por las Mutualidades, si con elias 
contrata el riesgo de tal obligación el patrono, o el Se-
guro con Compañía particular. 
Art. 13. Tanto la asistencia médica y farmacéutica 
como las indemnizaciones seran obligatorias, aunque las 
consecuencias del accidente resulten modi:ficadas en su 
naturaleza, duración y gravedad o terminación, por en-
fermedades intercurrentes que constituyan complicacio-
nes derivadas del proceso patológico determinado por el 
accidente mismo, o tengan su origen en afecciones ad-
quiridas en el nuevo medio en que la :Mutualidad colo-
que al paciente para su curación. 
Art. 14. Los patronos daran, en término de · veinti-
cuatro horas, a las Mutualidades, y éstas a las Autorida-
des o a los funcionarios de la Inspección del Trabajo, 
los partes o informaciones reglamentarias de los acci-
dentes ocurridos en sus explotaciones, y si faltasen a 
esta obligación o no la cumpliesen dentro de los plazos 
marcados, seran castigados con las sanciones que deter-
mina este Reglamento. (2) 
Art. rs. El obrero, por su parte, o sus derechohabien-
tes, en caso de accidente grave, deben dar parte del ac-
(1) Se refiere a los patronos que ocupen orctinarinmente 
mas de 100 obreros y tengan servicio previo de asistencla mé-
dka y las que declare exceptuables el .i\.Iinlsterio de Trabajo. 
(2) 1[ulta de 25 n 100 pesetas, según el art. 151. 
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cidente al patrono. De lo contrario, éste quedara < xen -
to de la multa de que habla el artículo anterior. (3) 
Art. r6. Dentro de las cuarenta :v ocho horas signien-
tes al accidente, la Mutualidad clara conocimiento al Al-
calde, y en las capi tales de provincia al Cobernador, por 
medio de un parte escrito y firmaclo por quien Ja repre-
sente, en p!\pel común y remitido por correo cert.ificaclo. 
También facilitaran a los· Inspectores del 'I'rahajo 
cnantos da tos e informaciones les pidan, relacionades COll 
los accidentes ocurridos. 
Art. 17. En el parte que la Mutualidad dé a la Atl-
toridad gubernativa se hara constar: 
r. 0 Hora y sitio en que ocurrió el accidente. 
2.° Cómo se produjo. 
3.0 Quiénes lo presenciaren. 
4.0 Nombre de la víctima. 
5.0 Lugar a que ésta fuera trasladada. 
6.0 Nombre y domicilio de los facultatives que prac . 
ticaron la primera cura. 
7." Salario qué ganaha el obrero, y 
8.0 Razón social de la Compañía aseguradora, cuan. 
do exista contrato de Seguro. 
Rn caso de defunci6n inmediata, se haran constar en 
el parte los datos que sean pertinentes. 
Art. r8. Todos los documentos que la l\futnalida<l 
deba dirigir a la Autoridad gubernativa se presentaran 
por duplicada, uno de los cua les les sera devuelto con la 
firma del funcionario que lo recoja. 
(:l) JQl p¡u·ll' debení darse al patrono por los c·ompalit>ros 
del accidentado o por su!'l familiares, l'Yilanclo las c·onsN·uNt-
cias de una milla fp <·on el siguiente resguardo: 
ccLos que susc·rihen (obrems compnfíeros clc ... o fmniliar<>s 
de .. .) notific-an a ustedes el accidente d<' que :u¡uc'•l ha ~<iclo 
víctima. que le o<·asionó la muerte o lel'iones. Pn PI tifa cl<' hr1y 
a las horas durnnte su trabajo en . .. (In finra, o ea¡;a. o lu-
~ar), 11 los efectos de que por usted sc cumpla h. vl·lieaeión 
cie dar parte a las Antoridades correspondlentes. 
Firma de los interesados. 
Notificado. 
(Firma del patrono.) 
En cas~ de negarse a firmar, se suplir:'t Psta falta con la prl!. 
sencla de dos testigos que finnen . 
s 
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Art. 19. Ademas, es obligación dc las Mutualidades 
dar conocimiento escrito a la Autoridad gubemativa des-
de que haya empezado a hacerse efectiva la obligación 
por la responsabilidad del accidente. · 
En el escrito deben hacer constar su conformidad o 
disconformidad el obrero o las partes interesadas, por sí 
o por personas que los representen. 
Caso de indemnización, el patrono o la Mutualidad, 
según sea quien la haga efectiva, dara también conoci-
miento a la Autoridad gubemativa de haberla abonado, 
expresando la cuantía y el artículo, número y parrafo 
del precepto legal en que esta comprendida. 
Art. 20. El obrero tendra derecho a hacer constar las 
deficiencias del cumplimiento de las disposiciones fun-
damentales que, a su juicio, existan, ante la Autoridad 
gnbernativa que estime conveniente. 
Art. 21. Las obligaciones de los facultativos respec-
to a certificaciones y los derechos del obrero cuando no 
se considere curado o no estuviese confonne con la cer-
tificación de la inutilidad, así como lo relativo a recla-
maciones, estaran sujetos en un todo a las disposiciones 
fnndamentales y reglamentarias actualmente en vigor so-
bre accidentes del trabajo. 
Art. 22. Los operarios extranjeros gozar{m de los 
bet1eficios del presente Reglamento, así como sus de-
rechohabientes que residan en territorio español al ocu-
rrir el accidente. Los derechohabientes que rcsidan en 
el Extranjero gozaran de dichos beneficios en el caso de 
que la legislación de su país los otorgue en analogas 
condiciones a los súbditos españoles, o bien cuando así 
se haya estipulado en Tratados especiales. 
CAPITULO II 
ASISTENCIA MÉDICA Y FARMACÉUTICA 
Art. 23. Toda víctima de un accidente del trabajo 
tendra derecho a la asistencia médica y farmacéutica en 
la forma que determinau los siguientes artículos. 
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Art. 24. Las l\Iutualidades constituídas con arreglo 
a la ley facilitaran la asistencia médico-farmacéutica al 
obrero hasta que éste se balle en condiciones de volver 
al trabajo. 
Art. 25. También cesara la obligaci6n de la Mutua-
lidacl respecto a la asistencia médico-farmacéutica cuan-
do, a virtud de dictamen facultativo, el obrero lesiona-
do quede comprendido en el caso de incapacidad perma-
nente, parcial o total, y no requiera ya la referida asis-
tencia. 
Art. 26. La asistencia médica y fannacéutica le sera 
proporcionada al obrero lesionado sin demora alguna. Se 
acudira de momento en demanda de los auxilios sanita-
rios mas próximos, y la Mutualidad a que pertenezca el 
patrono facilitara el facultativo que haya de dirigir esta 
asistencia durante la curaci6n. 
Art. 27. Si para la dirección de la asistencia médica 
v certificación de los hechos, la Mutualidad designara 
facultati7Jos distintos de los que normalmente tenga en-
cargados del servicio, comunicara a la Autoridad guber-
nativa el nombre de los designados y las señas de su 
domicilio, en un plazo que no podra exceder de cuarenta 
v ocho horas. De no hacerse esta designa<.>ión ni acudir 
los que nonnalmente hagan el servicio, se entendedí. 
fJUC los facultativos que asisten al lesionado tienen im-
p1ícitamente la representación de la Mutualidad. 
Art. 28. El mismo día o el siguiente al en que se 
declare la incapacidad de un obrero, el médico que la 
califique y dé por terminada su asistencia extendera el 
dictamen facultativo .J' entregarcf un duplicada del mis-
ma al lesionada. 
Art. 29. La falta del certificado a que se refiere el 
artículo anterior establece a favor del obrero la presun-
ción de que ha necesitado asitencia facultativa basta que 
otro médico califique su incapacidad. 
Art. 30. El derecho de la víctima de un accidente a 
Ja asistencia fannacéutica comprende: 
a) El material que se considere necesario facultati-
vamente; 
b) Las medicinas que mediante receta prescriba el 
médico, y 
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e) Los analisis necesarios. 
Art. 3r. Tamhién puede el obrero lesionada o su fa-
milia proveerse de medicamentos en la farmacia que es-
time conveniente, si en la localidad existiera mas de 
una, y siempre que las recetas vayan firmadas o visadas 
por el médico de la Mutualidad. 
En tal caso, ésta no vendra obligada a pagar sino con 
arreglo a la ta.rifa de la Beneficencia mzll!icipal, o si en 
Ja localidad no la hnbierc, a la vigente en Madrid, hasta 
que se fije una general por Decreto. 
Art. 32. Para facilitar la asistencia facultativa de que 
se viene haciendo rnención en estos artículos, las Mu-
tualidades podran contratar los servicios médicos y far-
macéuticos en las condiciones expresadas en este Re-
glamento. 
Art. 33. Estan. ante todo, las ::\futualidades facul-
tadas para contratar la asistencia con médicos y farma-
céuticos libres. 
En tal caso, la retrlbnción y demas condiciones de la 
prestación del servicio estaran sujetas a lo especificado 
en el contrato. 
Art. 34 Si no hicieran uso de esta facultad o no hu-
hiera posibilidad de ejercitarla, podran las ~fntualida-
• des acudir a los facultativos titulares de la respectiva cir-
cnnscripción, y tan to los médicos como los farmacéuti 
cos titulares esfarcfn obligados a Prestar la asisfencia .. 
A este efecto, las Mntnalidades llflbrcfn de concertarsr 
con dichos facnltativos sobre la base de una tarifa espe-
cial, aprobada con intervenci6n de la Superioriclarl sa 
nitaria. 
Art. 35· En caso de no llegarse a. un acuerd(l entre 
las ~rutualidades y los facnltativns respecto a la arlica-
ción de la tarifa, cnalquiera de las partes podra some-
ter el asunto al Gohernador civil, ouien resolvera oven-
da al Inspector provincial de Sanidad, y de cuvo acuer-
do podra apelarse ante el Ministerio de Trahajo v Pre-
visión, el que resolvera oyendo a la Dirección de Sa 
nidad y al Consejo de Trabajo. 
· Art. 36. Otra forma de dar cumplimiento a esta ohli-
gación de las Mutualidades sera el acuerdo con los Ayun-
6g-
tamientos respectivos para recabar que la asistencia mé-
dica y fanuacl:utica se considere como un servicio de 
13enejicencia m,unicipal. 
Art. 37· En el caso a que se refiere el artículo ante-
rior, la asistencia médica y fa~macéutica es tara a cargo 
de los facultativos titulares, especialmente retribuídos 
para este servicio por cuenta de la Mutualidad y de 
acuerdo con una tarifa especial incluída en el conciertu 
que se ce-lebre. 
Art. 38. Si en la localidad donde se produce el ac-
cidente existieran establecimientos especiales de asistl:n-
cia {hospitales municipales, etc.), los Ayuntamientos, 
si Jiubieran contratado el servicio con las .Mutualidades 
de patronos, facilitaran tales medios de tratamiento, me-
diante convenios adecuados. 
Art. 39· ·Si el lesionado ingresare en un hospital, a 
los facultativos designados por la 1lutualidad o por el 
obrero se les concederan las mismas atribuciones que a 
los forenses. 
Art. 40. Cuando la íudole del accidente lo exija, o la 
imposibilidad de asísteucia médico-farmacéutica t::n el 
domicilio de la víctima obligue, a juicio de la direccií.n 
facultativa de la Mutualldad, a su ingreso y permanen-
cia en hospital o establecimiento aualogo, las estancias 
que se causen seran de cargo de la .Jlutualidad. 
En las estancias se comvrendera el imvorte de los 
alimentos, medicinas, honorarios de asistencia faculta-
tiva y demfls gastòs que se hubietan origiuado por la 
asistencia del obrero en sala de pago, según las tarifas 
generales del establecimiento. 
Art. 41. En todas las localidades doude los faculta-
tivos de cualquíer clase con quienes se haya contratado 
la asistencia sean varios, el obrl:ro lesionado podní ele-
gir de ·entre ellos, ·en las condiciones que prevea el Re-
glamento de la Mutualidad, a fin de·que no se perturbl! 
el servicio establecido' por ésta. 
Art. 42. En los conciertos que las Mutualídades ce-
lebren con lbs facultativos, ya indi\·i.duales, ya orgàni-
zados, se expresara claramente : ' 
!.° Clase y proct::dimieuto de la asistencia si uo 1esta 
detenuiuado en el Reglamento. 
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2. 0 Las tarifas de remune.ración, con arreglo al nú-
mero de servicios y a la densidad de la población. 
3.0 El procedimiento de remuneración al personal que 
preste estos servicios, sobre la base de que la obligación 
de pagarlos cae sobre las· Mutualidades o sobre las enti-
dades aseguradoras, en sn caso. 
Art. 43. Cuando el m6dico o el farmacéutico pres-
ten al obrero determinada servicio que estuviesen obli-
gades a prestarle, ya porque dicho obrero pertenezca a 
la Beneficencia municipal, ya por haberlo pagado s·egún 
el sistema de «Ígualas¡¡, el interesado o el médico lo de-
clarara así a la Mutualidad, y en este caso, si ésta re-
tribuyera a los facultatives por servicio y no a tanto 
alzado, la cantidad asignada por dicho servicio servira 
para aumentar la indemnización. 
Art. 44· El obrero lesionado, o sn familia, tienen 
ademús derecho a nombrar, por su parte, y a su cargo, 
con arreglo a la tarifa especial, uno o mas médicos que 
intervengan en la asistencia que le preste el facultativa 
designada por la Mutualidad. 
Art. 45· El médico del obrcro podra, de acuerdo con 
el médico del patrono, examinar al enfermo, enterarse 
de su tratamiento y formular las ohservaciones pertinen-
tes para la mas completa y acertada curación del acci-
dentada. Caso de disconformidad, se acudira a un mé-
dico de la Beneficencia municipal, el cual dara inme-
diatamente dictamen por escrito, que sèrvira de prueba 
pericial, en su caso, ante el Tribunal industrial o el 
Jucz de primera instancia. 
$i el pago de indemnización estuviese a cargo de una 
Compaiiía de Segures, ésta podra intervenir la asistencia 
facultativa del obrero lesionada en la misma forma que 
éste. 
Art. 46. El obrero que, por su parte, y a su cargo, 
nombre médico que intervenga en la asistencia, estara 
obligado a dar el nombre y la dirección del facultativo 
que le asista a la Autorida? gubernativa y a la Mutua-
lidad, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a 
la designaciún. 
También dara cuenta a la :Mutualidad de los cambios 
de residencia. 
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CAPITULO III 
DE LAS INCAPACIDADES E INDEMNIZACIONES 
SECCIÓN" PRIJY.J:ERA 
Prin cipios generales. 
Art. 47· TodÓ obrero víctima de un accidente tendra 
derecho a una indemnización correspondiente a la clase 
de incapacidad sufrida. 
Art. 48. La indemnización se regira en su forma y su 
cuantía por las disposiciones del presente Reglamento, 
según las clases diversas de incapacidad. 
Art. 49· I,a cuantía de la indemnización se f:jadi 
de acuerdo con el modo como estuviere determinado el 
salario: 
a) Si es por cantidad diaria, no se descontara mas 
que el de los domingos, y caso siempre de que antes del 
accidente utilizara el obrero el descanso dominical, sin 
percibir por los días de reposo salario alguno ; 
b) Si la retribución fuera a tanto alzado mensual, la 
indemnización se fijara mnltiplicando por .21, por r8 ó 
por 12, según las diversas cuantias de indemnización, la 
cantidad mensual que perciba el obrero, y 
e) Si se trata de un tanto alzado semanal, se multi-
plicara el importe de una semana por 52, adicionando 
una sexta: parte de la asignaeión semanal para fijar el 
total de la indemnización de un año. 
Art. so Para el c6mputo de las ohligaciones estable-
cidas en este Reglamento se entendera por salario, a 
efectos del pago de indemnizacíones, la remuneración 
o remuneracione5 que efectivamenle gane el obrero, en 
dinero o en cualquier otra forma, por el trabajo que eje-
cute por cuenta del patrono a cuyo servicio esté cuando 
el accidente ocurra, ya sean aquéllas en forma de sala-
rio .fijo o a destajo, ya por horas extraordinarias o bicn 
por primas de trabajo, manutencióu, habitación u otra 
rcmuueración de igual naturaleza. 
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En la aplicación de este precepto se observaran las 
siguientes reglas : 
a) Las remuneracioues que, aparte del salario fijo o 
a destajo, gane el obrero, en cada caso sólo se computa-
nín como salario cuando tengan caracter normal ; 
b) El salario diario, haya mediado o no estipulación 
no se considerara mmca menor de dos pesetas, aun tra-
tlíndose de mujeres o menores que no perciban remune-
ración alguna o que perciban menos .de esa cantidad; 
e) Para fijar el salario que el obrero no percibe en 
dinero, sea en especies, en uso de habitación o en oüa 
forma cualquiera, se computara dicha remuneración con 
arreglo a su promedio de valor en la localidad; 
d) Si el servicio se contrató a destajo, debe reg11lar-
se el salario apreci{mdose pntdencialmente d que, r·or 
término medio, correspondería a los obreros de umdi-
ciones semejantes a las de la víctima del accidente en 
iguales trabajos, y, en su defecto, en lo,; ma-; analngos 
posibles; 
e) Las horas extraordinarias se consideraran remune-
rables, conforme a lo que determinau las disposiciones 
vigentes, y 
f) Si se tratase de obreros accidentados en trabajos 
eventuales, a falta de pacto expreso respecto a la remu-
neración, servira de base el salario señalado por los Ju-
rados mixtos del, Trabajo rural de la comarca, v si no 
se hallasen constituídos dichos organismos, servira de 
base el salario medio del partido judicial a que pertenez-
ca el pueblo en que ocurrió el accidente. 
SECCIÓN SEGUNDA 
. Incapa.cidades. 
Art. 51. .Para los efectos de las indemnizaciones por 
accidentes del trabajo se considerara!' cuatro clases de 
incapacidades : 
a) Incapacidad temporal; 
b) Incapacidad perma11ente pa rei~ I para la ;'rofesión 
habitual; 
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e) Incapacidad permanente y total para la profesión 
habitual, y 
d) Incapacidad permanente y absoluta para todo 
trabajo. 
Art. 52. Se considerara incapacidad temporal, ~ te-
nor del artículo anterior, toda lesión que esté curada 
dentro del término de un año, quedando el obn:ro ca-
pacitado para el trabajo que estaba realizando al sufrir 
el accidente. 
Art. 53· Se considerara incapacidad permanentt par-
cial para el trabajo habitual toda l~ióu que, al ser dado 
de alta el obrero, deje a éste con una inutilidad que dis-
miuuya la capacidad para el trabajo a que se dcdicaba 
al ocurrirle el accidente, y, en todo caso, las siguientes: 
a) La pérdida funcional de un vie o de los elemeutos 
indispensables para la sustentacióu y progresión; 
b) La pérdida de la visión completa de un ojo; (x) 
e) La pérdida de dedos o falanges indispensables para 
el trabajo, y 
d) Las hernias, de cualquier clase que sean. 
Art. 54· Se consideraran como incapacidades penna-
neules y to tales para la profesi6n habitual toda s las h:-
siones que, después de curadas, dejeu una inutilidad ab-
soluta para todos los trabajos de la misma profesi6n, 
aunque el obrero accidentado pueda dedicarse a otra 
profesión u oficio, y especialmente las siguienles : 
e) La pérdida de las partes esenciales de la cxlre-
midad superior derecha, consideraudose como tales Ja 
mano, los dedos de la mano en sn totalidad, aunque 
subsista el pulgar, o, en igual caso, la pérdida de todas 
las segundas y terceras falanges ; 
b) La pérdida de la e>ti:remidad superior izquierda, 
en su totalidad o en sus partes esenciales, conceptuan-
dose como tales la mano y los dedos en su totaJidad; 
(lJ Amucnta Ja incapaeidad total cuanflo se !--llh".l ¡•c·nllt.l.l 
cle fuerza vh;ual en ruenos de ;,o por 100 t>n l'I otro ojo : y a in · 
c-apacidad perruanente y absoluta euando sobre¡msc psla pér· 
dida. 
-74-
e) La pérdida completa del pulgar de la mano que 
se utilice para el trabajo en cada caso particular; 
d) La pérdida de una de las extremidades inferiores 
en su totalidad ; 
e) La pérdida de un ojo, con disminución de la vi-
sión del otro en menos de un so por roo ; 
f) La sordera absoluta, y 
g) 'I'odas las similares que produzcan la misma in-
capacidad. 
Art. 55· Se consideraran como incapacidades perma-
neutes y absolutas para todo trabajo aquellas que inha-
biliten por completo al obrero para toda profesión u ofi-
cio, y especialmeute las siguientes : 
a) La pérdida total o en sus partes principales de 
las dos extremidades superiores o inferiores, de una ex-
tremidad superior y otra inferior, y de la extremidad 
superior derecha en su totalidad, conceptuandose como 
partes esenciales la mano y el pie; 
b) La pérdida de movimiento, analoga a la mutila-
ción de las extremidades, en las mismas condiciones in-
dicadas en el apartado anterior; 
e) La pérdida de los dos ojos, entendida como anu-
lación del órgano o pérdida total de la fuerza \"isual ; 
d) La pérdida de un ojo, con disminución del mas 
del so por roo de la fuerza visual del otro ; 
e) La enajenación mental incurable; 
f) Las lesiones organicas del cerebro, de los apara-
Los respiratorio y circulatorio, ocasionadas directa e in-
mediatamente por acción mec{mica del accidente y que 
se reputen incurables, y 
g) Todas las lesiones similares a las descrita's que 
produzcan la misma incapacidad. 
Art. 56~ La detenninación de las lesiones definidoras 
de la incapacidad parcial que formula el art. 53 no obs-
tara, sin embargo, para la apreciacii\n de las mismas 
con relacióu a la iucapaciclad profesional del lesiona do, 
a que se refiere el art. 54· · 
.Art. 57. Para la declaración de la incapacidild pro-
ducida por una hernia, en caso de litigio, y de no re-
stdtar plenamente probado que se trata de una verda-
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dera hernia de fucrza, o hernia por accidente, podra 
solicitarse por cualquiera de las partes, o acordarse por 
el Juez, la practica de una información médica, confor-
me a lo que se dispone en el artículo presente. 
Los obreros podran instar, dentro del plazo de tres 
meses a partir del momento que se sientan herniados, la 
información médica a que se refiere el presente artículo, 
y la instancia de ella interrumpini la prescripción a que 
se refieren los artículos 136 y I37-
La información habní de practicarse de oficio y a la 
mayor brevedad posible, bien por los Ayuntamientos de 
las localidades o bien por los Gobiernos civiles, a elec-
ción del obrero, cuando sea éste el que la reclame (1). 
Al efecto de la información, se citara, con todos los 
requisitos legales, al patrono, y acreditada esta citación, 
no podra interrumpirse el procedimiento por falta de 
comparecencia de aquél, sino que se continuara, en su 
rebeldía, con los documentos que presente el obrero, que, 
a falta de otros contradictorios, surtiran plenos efectos 
legales. 
Art. s8. En la información a que se refiere el artícu-
lo anterior se haní constar : 
I.0 Los antecedentcs personales del sujeto observa-
do y los resultados de los examenes anteriores que haya 
sufrido. 
FOIU!ULARIO 
(1) Dlm ...• obt·ero acl.~crito a la.• órd1·uc.v dc D. .. ., ba jo 
cuyal dirección l'eii{/O lrabajauflo 1m la la llOr ... rlesde el dia ..• , 
c1 í. S. expoue : 
Que ¡)(l.d{'ZCO slntomas fic /;.eruitl, tf/11' pre!luuw fué ¡n·odud-
tl.a. Cll l(¡,s /Mib.'l-' propil/s clP. mi trabajo d fli~1 ... ; y en .~u vir-
tud, a los etectos del prírrato 2.0 el{!/ nrt. :)7 de Ta Ley de Ac-
otclentes del 'J'rabajn c11 la A{Jricultum, ofrecicml<> c·omo pruc-
ba. te8fifieal la tk .. . 11 ... , rccinos y clnmi<'iliado.~ en ... (o .~iu 
prucbas), 
SJt¡tlticn .~e ¡>m<'liquc la infonnl/CÍIÍII méclic11 que diclw IA'l/ 
tletermina a lo;; ctccttJ.• QIIP. [II'OCP.clan. 
Viva V. S. muclw.Y cuïos. 
Se1ior .11c:a./fTe del .4 Jltlllia mento o C:o/Jeruailor (a elec:ci6n 
(/el obt·ero). 
J!Jn la. nformación se requerira h1 luformación testifical, RI 
la hubo ; el tra ba jo rNllizmlo ; la ¡¡osielón en el momeuto ((P.I 
accidente r el e!lfuerw que lo produju. 
• 
2." Las circunstancias del accidente, referidas por el 
paciente y confirmadas por los testigos, si los hubo, pun-
tualizando la naturaleza del trabajo a que se dedicaba 
el obrero, la posición exacta en que se encòntraba en el 
momento del accidente, si estaba cargado al efectuar el 
esfuerzo al que se refiere la producción de la hernia, y 
la ela se de ese esfuerzo. 
3.0 Los síntomas observados en el momento del ac-
cidente y en los días sucesivos, comprobando muy es-
pecialmente si se produjo un dolor brusco en el mo-
mento del accidente, su localizaciòn y condiciones; -si 
fué precisa la intervención inmediata de un médico, y 
el tiempo que duró la suspensión de las faenas del her-
niado, caso de haber sido necesaria esta suspensión. 
4· 0 Los caracteres de la hernia producida ; los rela-
cionados c"on el examen detenido del estado de integri-
dad funcional de la región afecta y de la pared abdomi-
nal, y los deducidos de los reconocimientos, en fechas 
posteriores, del lesionado. 
Art. 59· Los patronos o las Mutualidades podran 
exigir de los obreros que vayan a ser admiti<fos al tra-
bajo el que se sometan a un reconocimiento médico pre-
vio, desde el punto de vista especial de la predispòsi-
ción a padecer cualquier clase de hernia. 
El resultado de ese ¡·econocimiento se hara constar eu 
un libro que se llevara al efecto, autorizando cada ins-
cripción con su firma el médico que practique el referido 
reconocimiento y el obrero reconocido, y ese libro debe-
ra tenerse a la vista como documento de información 
en todos los casos de reclamación por ese concepto. 
Cuando un obrero no haya sido sometido a dicho re-
conocimiento médico, por dejación de la facultad que 
el patrono o la Mutualidad tienen para exigirlo, se pre-
sumira juris tanturn la sanidad del obrero. 
Art. 6o. La neg11;ti-ua del obre1o a someterse al reco-
nocimiento se consignara eri el libro especial indièaçlo 
en el artículo anterior, .debiendo Jirmar dicha diligencia 
el obrero. Cuando · éste se opusiera a ser recouocido, se 
hara constar en dicho libro esta oposicü·,u, finnando Ja 
• 
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diligencia, a petición del patrono o l\Iutualidad, dos tes-
tigos presenciales de la negativa. 
Si el obrero recon oci do no estu'Vie ra conforme con h 
opinión facultativa del médko nombrado por el patro-
no, podra nombrar otro por sí, para que lo reconozca 
nuevamente, ateniéndose a su resultado cuando coinci-
clan los dos diagnósticos. En el caso de c¡ue éstos sean 
distintos, se estan1, sin otro recurso, a lo que resulte 
del reconocimiento practicado por un tercer médico, que 
se nombrara, a instancia de una de las partes, por el 
Jnez de primera instancia del término en que el recono-
cimiento se verifique. 
A falta del reconocimiento médico del obrero, por 
negativa colllpleta a cualqniera de las forma1idades es-
tablecidas, da ra lugar a la presunción juris tan fum de 
que éste padecía con anterioridad una hernia o reunia 
condiciones organicas constituyentes de una predisposi· 
ción a la misma. 
Art. 6r. Todas las incapacidades son definidas, pero 
pueden coexistir con e llas otras de mcnos importancia, 
que se e\•aluaran con arreglo al siguiente cuadro, y ha-
r{m camhiar la categoria d~ aquéllas, cuando sumen mas 
de un so por roo, haciéndolas pasar a la superior inmc-
diata, con arreglo a lo dispnesto en el art. sr: 
CUADRO DE VALORACIOXHS Por rl •nlo 
1. • Pérclicla el e la seguuda falange del ¡ml-
gar derecho ...... · . . . . . . ... . . . . . . 25 
Idem íd. íd. del pulgar i;t.quierdo ... r2 
2. 0 P~rdida total del ínclice den:chr> ... 25 
Idem kl del índice izqnierdo ... . . ... r8 
J. 0 Pérdida de cualqnier otro de los cledos 15 
4. 0 Pérdida de una falange de cí.lalqniera de 
los demas dedos de la mano, excepto 
el pulgar ... ... ... ... ... ... ... ... q 
s.• Anquilosis de la muñeca derecha ... 4S 
I dem de la muñeca Í7.quierda . .. . .. 30 
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Cuando ocurran tan sólo lesiones de las mencionadas 
en el cuadro de valoraciones y no resultare plenamente 
probado que elias no producen por sí solas, indepcn-
dientemente de aquellas valoraciones, una incapacidad 
profesional, seran conceptuadas como causantes de inca-
pacidad parcial pennanente para la profcsión, si suma-
sen cincnenta o mas por dento las valoraciones corres" 
pondientes. 
Art. 62. A los efectos del artículo anterior, y cuan-
do se trate de mujeres, cualquiera que sea su edad, y 
de obreros mayores de sesenta años, bastara que la suma 
de las valoraciones llegue al 40 por roo para que la in-
capacidad pase a la categoría superior inmediata, o se 
califique de incapacidad parcial permanente para la pro-
fesión. 
Art. 63 La lesión conocida con el nombre vulgar de 
callo recalentado se considerara como incapacidad tem-
poral para los efectos de la indemnización. 
SEOOIÓN" TERCERA 
De las indemnizaciones (r) 
Art. 64. En caso de incapacidad temporal se abo-
nara al lesionado una cantidad igual a las tres cuartas 
partes de su jornal diario, desde el día, en que tuvo Iu-
gar el accidente hasta el en que se halle en condiciones 
de volver al trabajo, sin descontar los días festivos. 
Si transcurrido un año no hubiera cesado aún la in-
capacidad, la indemnización se regira por las disposi-
dones relativas a la incapacidad permanente. 
Art. 65. Si el accidente produce una incapacidad 
perrnanente y absoluta para todo trabajo, el patrono 
abonara a la víctima una indernnización igual al sala-
do de dos años. 
(1) En la Ley de fl de jnlio de Ul32 tnserta n oont1nua-
rión se ha cltspuesto que algunas tndemntzaciones se abonen 
en forma Cie renta vitnliria. (V'éase f]fçbn T.ey y E'l cuadro que 
rn la misma se contlene.) 
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Art. 66. Si la incapacidad es permanente y total pa-
ra la profesi6n habitual, pero no impide al obrero de-
dicarse a otro género de trabajo, la indemnizaci6n sera 
de dieciocho meses. 
Art. 67. Si la incapacidad es permanente y parcial 
para la profesi6n o clase de trabajo a que se balle de-
dicada la víctima, el patrono satisfara a ésta una indem-
nizaci6n equivalente a un año de salario. 
Art. 68. Toda indemnización se aumentara en una 
mitad mas si el accidente ocurre en explotaci6n cuyas 
maquinas y artefactos carezcan de los aparatos de pre-
canci6n reglamentarios. 
Art. 6g. En el caso de que una incapacidad tempo-
ral producida por un accidente ocurrido durante traba-
jos de corta duraci6n, retribuídos con remuneraci6n ex-
traordinaria, como la siega, la monda, etc., ya sea ma-
yor que la ordinaria o menor que ella, se abonara al 
obrero lesionado la indemnizaci6n dnrante un mes a 
partir de la fecha del accidente, conforme a la remune-
raci6n que ganaba al sufrir éste, y pasado dicho mes 
se le abonara con arreglo al jornal medio de la comar-
ca de que se trate. 
Art. 70. Si el accidente produce el fallecimiento de 
la víctima, la indemnizaci6n correspondera a sus dere-
chohabientes, y el patrono abonara los gast0s de sepe-
lio, todo en la forma y cuantfa señalada en las disposi-
dones de este Reglamento (I). 
Art. 7r. A los efectos del artículo anterior, se con-
sideraran con derecho a percibir la indemnizaci6n : la 
viuda, los descendientes legítimos o naturales recono· 
cidos menores de dieciocho años o inútiles para el tra-
bajo y los ascendientes, en su caso, según las reglas 
siguientes: 
a) Si la víctima deja· viuda e bijos o nietos huérfa-
nos que se hallasen a sn cuidado, así como si rleja siílo 
hijos o nietos, la indemnización sera igual al salario de 
los dos años que aquélla disfrutaba : 
b) Si rleja viuda sin bijos ni descendientes del di. 
(11 Los ~aRtos d<' R<']')ello t>stan llt>ter:Utnndoo segt1n e¡ 
<:enso de poblaclón en el ari-. 77. 
- 8o-
fnnto, o con hijos mayores de dieciocho aüos, la inden-
nización sera de un año de salaríos, y 
e) Si no deja viuda ni descendientes, pero sí padres 
o abuelos pobres, sexagenaríos o incapacitados para el 
trabajo, la indemnización sera dc diez meses de salaria, 
si fnesen dos o mas los ascendientes que la víctima hu-
biese dejado, o de siete si fuese uno solo el ascendiente. 
Art. 72. El viudo de una obrera fa11ecida por acci-
dente de trabajo tendra derecho a la indemnización co-
rrespondiente, siempre que dependiera de la vktima 
su subsistencia. 
Los hijos o nietos de la obrera fallecida tienen el 
mismo derecho que si la víctima hubiera sido varó11, 
siempre que sean huérfanos de padre. 
Art. 73. Igual beneficio que a los hijos legítim os se 
concecle a los adoptivos y a los prohijados por la vícti-
ma, a condición de que estuviesen sostenidos por ella 
un año antes del accidente y no teng:an otro amparo. 
A tal efecto, se abrira un registro especial en cada 
Reg-istro civil, donde consten los nombres de los acogi· 
dos, los de las personas que los aco_g:en y la fecha del 
acogimiento. 
Art. 74· Si el obrero fallecido deja ademas hijos de 
otro rnatrimonio anterior, se observaran las siguientes 
reglas: 
a) Correspondera a la viuda la rnitad de la indemni-
zación, y la otra mitad se distribuïra por igual entre los 
hijos de los rnatrirnonios, y 
b) La viuda percibira la parte de los hijos c¡ue <·s-
tan bajo su potestad, y la de los hijos de los varios rna-
trimonios se entreg:ara a quien los tenga a sn cargo, sea 
la viuda misrna o sea otra persona. 
Art. 75. Unas indemnizaciones no exclu)•en olms. 
Por tanto, las debidas por incapacidad pcrmanente son 
independientes de las determinadas para los casos de in-
capacidad temporal, y las indemnizaciones por causa de 
fallecimiento no excluyen .las qúe corresponderían a Ja' 
víctima durante el tiempo transcurrido desde el acciden 
te a la muerte. 
Art. 76. El patrono podra otorgar, en vez de las in-
demnizaciones establecidas para çaso de fallecimiento, 
• 
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pensiones vitalicias, siempre que las garantice a satisfac-
ción de los derechohabientes de las mism&s víctimas, en 
la forma y cuantía sigujentes: 
I.0 De una suma igual al 40 por 100 del salario 
anual de la víctima, pagadera a la viuda, hijos o nietos 
menores de dieciocho años. 
2.0 Del 20 por 100, a la viuda sin hijos ni descendien-
tes legítitnos, o naturales reconocidos, de la víctima. 
3.0 Del ro por roo, para cada uno de los ascendientes 
pobres, sexagenarios o incapacitados para el trabajo, 
cuando la víctima no dejase viuda ni descendientes, siem-
pre que el total de las pensiones no exceda del 30 por 
roo del salario. 
Estas pensiones cesaran cuando la viuda pase a ulte-
riores n~pcias, y respecto de los hijos o nietos, cuando 
llegaren a la edad señalada en el art. 71. 
Art. 77. La segunda obligación con traí da con la víc-
tima de un accidente, en caso de fallecimiento, es la de 
abonar los gastos de sepelio, y para cumplirla se atendera 
a las reglas siguientes : 
a) En poblaciones que no excedan de 2o.ooo habitan-
tes, roo pesetas; 
b) En las poblaciones de 2o.ooo a roo.ooo habitantes, 
150 pesetas, y 
e) En las poblaciones mayores de roo.ooo habitan-
tes, 200 pesetas. 
Art. 78. El importe de las indemnizaciones a e;ne 
tengan derecho los obreros víctimas de accidentes del 
trabajo o sus derechohabientes no podra, en ningún caso, 
ser objeto de cesi6n, embargo o retenci6n. 
Art. 79· Cuando el accidente produjese el fallecimien-
to de la víctima y no existiera derecho11abienie alguno 
a las indemnizaciones determinadas en los arts. 70 al 74, 
el patrono o la entidad subrogada vendra obligado a in-
gresar en el Fondo de garantia a que se refiere el art. 1:26 
una cantidad equivalente al salario de seis meses que la 
víctima viniese percibiendo. 
6 
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CAPITULO IV 
DEL SEOURO 
• 
SECCIÓN PRilY.I:ER.A 
Disposici6n general. 
Art. 8o. Los reputades patrones, scgún el presente 
Reglamento, debenin asegurar. el cumpljmiento de sus 
obligaciones relativas al pago de indemnización, bien 
adscribiéndose a una Mutualidad que torne a su ~argo 
satisfacer a los obreres víctimas de accidentes del trabajo 
la correspondiente indemnización, bien contratando con 
una Compañía de Segures, legalmente constituída, el 
pago de dichas indemnizaciones . 
.Art. 8r. El hecho de no estar asegurado el patrona, 
ademas de motivar la sanción correspondiente, le rons-
tituye en sujeto directamente responsable de todas las 
obligaciones impuestas por la Ley, conforme a lo dis-
puesto en el art. 122. 
SECCIÓN SEGUND.A 
De las Mutualidades. 
Art. 82. A los efectes de este Reglamento, se consi-
deraran Mutualidades patronales a las Asociaciones de 
este caracter, legalmente constituídas, cuyas operaciones 
se reduzcan a repartir entre los asociados el equivalente 
de los riesgos sufridos por una parte de ellos, sin que 
puedan estas Mutualidades dar lugar a beneficies de 
ninguna cl~e. 
Art. 83. Los patrones cumplin'in la obligación de asis-
tencia por el intermedie de Mutualidades locales, que se 
constituiran para un Municipio o un grupo de Munici-
pios limítrofes, con un mínima de cien patronos asocia-
dos en cada Mutualidad. Igualmente podran cumplirla 
mediante una Federación de Mutualidades locales. 
Las Sociedades agrícolas locales, legalmente constituí-
das, podran estableecr dentro de sí, como Sección au-
tónoma, o formar, mediante acuerdo con otras Socieda-
des agrícolas, una Uutualidad para el objeto indicado, 
siemprc que se cumplan las condiciones exigidas por 
las disposiciones vigentes y que la Caja y contabilidad 
se lleven èon la debida separación de las correspondien-
tes a los demas fines de las Sociedades. En estas :\Iutua-
lidades podra admitirse el ingreso de patronos no aso-
ciados en las Sociedades matrices, y sera obligatorio ha-
cerlo así siempre que para el mismo término no haya 
otra Uutualidad a que puedan pertenecer. 
Art. 84. Se exceptúan de la obligación a que se re-
fieren los artículos 12 y 83 : 
a) Las explotaciones que ocupen ordinariamente mas 
de roo obreros, y tengan el servicio de asistencia monta-
do por -sí mismas o concertado con entidades autoriza-
das, y, en todo caso, en condiciones de perfección y efi-
cacia no inferiores al promedio de las Mutualidades; 
b) Cualesquiera otras que el :Ministerio de Trabajo 
declare exceptuables con caracter general, previo infor-
me del Consejo de Trabajo, por asegurar en cualquier 
otra forma especial una mayor protecciém para el obrero. 
La excepción habra de ser ademib declarada en cada 
caso particular por el Ministerio de Trahajo. En Ja òis-
posición correspondiente se fijaran las garantías propor-
cionalmente necesarias para asegurar el bueil cumpli-
miento de la obligación de asistencia. 
Art.. 85. Las excepciones a que se refiere el artículo 
anterior podran dejarse sin efecto en cualquier momen-
to por el Ministerio de Trabajo, si resultare no estar ase-
gurado el servicio de asistencia con el mínimo requcrido 
de perfección y aficacia. 
Art. 86. En las Mutualidades podran ser aseguradas 
con caracter voluntario las personas que no se concep-
túan como obreros, según el art. 6.0 Este seguro volun-
tario podra hacerse por cuenta de los interesados, por 
la del patrono o por la de ambos a la vez. 
También se admitira que los patronos se aseguren a 
sí mismos con igual caracter voluntario. 
Para los seguros hechos al amparo del presente artícu-
lo, serviran de límite la mayor remuneración que alcan-
cen en la localidad los obreros que realicen trabajos igua-
les o los mas analogos a los de los interesados. 
Art. 87. En los Estatutos de las .Mutualidades se con-
signara: 
I.
0 Denominación, objeto, territorio que abarque, do-
micilio y duración. 
2.
0 Régimen de la Mutualidad sobre la base del re-
conocimiento de su personalidad jurídica y de su auto-
nomía; derechos y deberes de los asociados; altas y ba-
jas de los mismos, registro de asociados. 
3.0 Normas relativas al caso de modificación de los 
Estatutos y al de fusión de la Mutualidad con otra u 
otras. 
4.0 Normas de funcionamiento interior y gobierno de 
la Mutualidad, señalando las facultades de las Juntas y 
demas organismos directivos que pueda haber, y forma 
de nombramiento y separación de los empleados retri-
buídos que sean necesarios. 
5. 0 Relaciones de la Mutualidad con otra u otras Mu-
tualidades. Requisitos para la fusión. 
6. 0 Régimen económico y de administraci6n de la 
Mutualidad ,comprendiendo: 
a) Fijaci6n de cuotas ; 
b} Constitución del fondo de reserva; 
e) Normas de administraci6n y maximo admisible 
para los gastos de esta clase; 
d) Normas para el servicio de contabilidad. 
Art. 88. Entre las obligaciones de los asociados figu-
rara necesariamente la de resarcir a la Mutualidad cuan-
do el accidente fuere debido a imprudencia o descuido 
graves o reiterados del patrono u omisi6n dc precaucio-
nes reglamentarias. 
Art. 8g. Sera obligatorio también establecer la res-
ponsabilidad mancomunada de los socios respecto a las 
obligaciones de la Mutualidad, tanto con respecto a las 
indemnizaciones a los obreros o sus derechohabientes, 
como al Fondo de garantía, si las abonase, y, en gene-
ral, a las obligaciones que contractualmente o reglamen-
tariamente la alcancen; responsabilidad que no termi-
nara basta la liquidación del período correspondiente de 
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las operaciones sociales o la liquidación final en su caso. 
Art. go. Los Estatutos de las Mutualidades, y lo mis-
mo los Reglamenos particulares, en su caso, deberan 
ser sometidos a la aprobaci6n del Ministerio de Trabajo, 
previos los informes del Instituto Nacional de Previsión 
y del Consejo de Trabajo. 
A tal efecto, acompai'iaran a la instancia los doucu-
mentos siguientes : 
a) Acta de constitución inicial de la ~Iutualidad; 
b) Tres ejemplares de los Esta tu tos y de los Regla-
mentos que se sometan a su aprobación; 
e) Tres ejemplares de los cuadros de cuotas y mo-
delos de la documentación para ingreso en la Muttta-
lidad; 
d) Acta en que se obliguen los iniciadores a cons-
tituir la fianza inicial mínima. 
Si merecieran la aprobación, se devolvera uno de los 
ejemplares, con la diligencia correspondiente y sellado 
en todas sus hojas. En caso contrario, se especificaran 
los r.eparos para que puedan ser salvados en una nueva 
redacción. 
La redacción o los reparos habran de comunicarse 
dentro del plazo de dos meses, salvo que lo impidiese 
la discusión en alguno de los centros infofmantes, lo 
cual se comunicara también dentro del mismo plazo a la 
entidad interesada o a sus organizadores. 
A la misma autorización, mediante igual tramite, ha-
bra de ser sometida . toda modificaci<'m de los Esta tu tos 
y Reglamentos. 
Art. gr. Debera ser denegada la aprobación a todo 
documento en que se mermen, por cuaJquier medio, las 
indemnizaciones procedentes en casos de accidente o en 
que se estipulen condiciones por las que se dilate sin 
verdadera necesidad el pago de las cantidades debidas 
a quienes se otorgan. 
Art. g2. Las Mutualidades no podran comenzar su 
gesti6n sin que sus Estatutos hayan sido aprobados. El 
rnismo requisito sera indispensable para la implantaci6n 
de nuevo Reglamento o la de modificaciones de Estatu-
tos y Reglamentos. 
Art. 93 · Los patronos asociados seran obligados a 
' ' 
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comunicar a sus respectivas Mutualidades las altas y 
bajas de obreros, salarios, y, en general, todos los datos 
necesarios para el cumplimiento de sus fines y el buen 
funcionamiento de la Mutualidad. 
En caso de que los patronos no pudieran por sí poner 
tales comunicaciones, podran hacerlas por conducto de 
la Secretaría del Ayuntamiento correspondiente. 
La negativa o resistencia a facilitar tales datos, y lo 
mismo la inexactitud deliberada o producida por des-
cuido no disculpable, daran lugar a multa de 5 a so pe-
setas, la cual sera impuesta por la Directiva de la mis-
ma :Mutualidad, sin perjuicio de las demas responsabili-
dades en que los mutualistas pudieran haber incurrido 
y de la indemnización de perjuicios, si procedierê. 
En caso de reincidencia, dentro del término de un 
año, la cuantía de la multa podra elevarse basta roo 
pesetas. 
El importe de las multas ira a engrosar el fondo es-
pecial de garantía a que hace referenda el art.' r26. 
Contra la imposición de estas multas podra recurrir-
se, en término de quince días, ante la Delegación pro-
vincial de Trabajo, que resolvera inapelablemente. 
La sanción poddi reducirse a un simple apercibimien-
to en los casos menos graves, sobre todo, en el período 
de establecimiento de las Mutualídades. 
Art. 94· Las Mutualidades tendran capacidad jurí-
cUca para adquirir y poseer bienes y para celebrar todos 
los actos y contratos relacionados con los fines de su 
institución, y tendran personalidad para comparecer an-
te toda clase de Tribunales, oficinas y dependencias. 
Art. 95. El capital de las Mutualidades debera apli-
carse estrictamente al objeto social. 
Cuando una Nlutualidad atienda a la vez a asegurar 
el cumplimiento del deber de asistencia y al cumpli-
miento del deber de indemnizar, se establecera una com-
pleta separación entre los recursos destinados a uno y 
otro objeto. 
Art. 96. Las Mutualidades deberan constituir y re-
poner, en su caso, la fianza inicial que en cada caso sê 
fije y que no bajara de s.ooo pesetas. 
Art. 97· Las Mutualidades deber{m presentar en el 
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primer trimestre de cada año una declaración de las 
operaciones hechas en el año anterior para determinar, 
en relación con elias, el importe de las fianzas o el del 
fondo soc.ial de las Mutualidades. 
El importe a que hayan de ascender sera fijado por el 
Ministerio de Trabajo ,a propuesta del Instituto Nacional 
de Previsión. 
Art. g8. Las Mutualidades llevaran registros de los 
patronos que hayan convenido con elias el pago de las 
indemnizaciones en caso de accidente de trabajo sobrc-
venido a sus obreros, consignando, respecto a estos úl-
timos, edad, remuneración, oficio y clase de labores a 
que preferentemente se dediquen. Los mismos datos se 
counicaran por los patronos en enanto a los obreros even-
tuales. 
Se llevara también registro de los demas partícula-
res que se estimen necesarios para el mejor cumplimien-
to de lo dispuesto reglamentariamente. 
Art. 99· Cuando el fondo de reserva de una Mutua-
lidad iguale o supere al total importe de los siniestros 
satisfechos en el último quinquenio, se reduciran las 
cuotas de los asociados a lo necesario para reponer cons-
tantemente dicho fondo y cubrir los gastos generales 
de administraci6n. 
Art. too. Podra concederse también la reducción de 
cuotas cuando el fondo de reserva iguale, cuando me-
nos, al total importe de las indemnizaciones satisfechas 
en el último trienio y se cuente para acrecentarlo con 
fondos procedentes de donativos, legados, cultivo o ex-
plotación de hienes de común o de otras clases, y, en 
general, por virtud de cualquier ingreso licito. 
No se computaran, a estos efectos, las subvenciones 
que puedan percibirse del Estado o de las Corporaciones 
públicas. 
Los Reglamentos de las Mutualidades determinaran lo 
procedente en caso de reducción de cuotas, respecto a la 
situación de los mutualistas, según la fecha dc su in-
greso en la Mutualidad, en relación a las cuotas a sa-
tisfacer. 
Art. 101. Las Mutualidades podran nombar Delega-
dos para vigilar el cumplimiento de las disposiciones y 
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medídas por elias adoptadas, dentro de su especial com-
petencía. 
Podran requerir al efecto el auxilio de las Autoridades 
de todas clases, y especialmente el de los Inspectores del 
Trabajo. · 
Art. 102. Las Mutualidades podran hacer efectivas 
las cuotas de los asocíados morosos por vía de apremio. 
Mientras no se dicten disposicíones especíales se apli-
cara, con la indispensable adaptacíón, el procedimiento 
de apremio de deudores a la Hacienda. 
Art. 103. Para el cobro de cuotas, las Mutualidades 
gozaran de preferencia respecto de cualquier otro at•ree-
dor sobre los bienes del deudor, salvo lo ya .(lispuesto 
en las Leyes vigentes. 
Art. 104. Las Mutualidades estan obligadas a rt mi tir 
al lVIinisterio de Trabajo los Balances y ¡vfemoria auua-
les, e ígualmente todos los datos que. se les pidan para la 
publícacíón de la Estadística de accidentes o ·)ara d me-
f> jor régimen del Seguro de accidentes. 
Art. ros. Las Mutualidades podran reasegurar el 
riesgo para que fueron constituídas en Compañías legal-
mente establecidas y fundar una Confederación de :i\Iu-
tyalidades. 
SECCIÓ:N TERCERA 
Compañíws de Seguros. 
Art. ro6. Los patronos podran contratar directamen-
te con Compañías de Seguros legalmente constituída:; 
el Seguro de accidentes de sus obreros. Dichas Compa-
ñfas habran de reunir las condiciones que determina el 
presente Reglamento y ser de las autorizadas para estos 
efectos por el Ministerio de Trabajo. 
Art. 107. El riesgo de la indemnización especial que 
se deriva de no contar la explotación o labor agrícola 
con los aparatos de precaución exigidos no puede ser 
materia de seguros. Si se probara que alguna entidad 
aseguradora lo asumía, debera ser apercibida, y caso de 
persistir en pactar dicha condición, se le retirara la au-
torización oficial que se le hubiera concedido a los efec-
tos del prese?te Reglamento. 
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Art. ro8. Las Sociedades de Seguros que directa-
mente o por reaseguro tomen a su cargo las inderuni-
zaciones previstas en el presente Reglamento, consti-
tuiran una fianza especial, cuyo importe fijara el )fi-
nisterio de Trabajo, a propuesta de la Asesoría de Se-
guros. Dicha fianza estara en relación con el total de 
remuneraciones que hayan servido de base a los seguros 
del año precedente, sin que la fianza pueda ser inferior 
a 2oo.ooo pesetas cuando la Sociedad actúe en varias 
provincias, y a rso.ooo pesetas cuando actúe en una 
sola. 
Art. rog. Las fianzas que con arreglo al presente 
Reglamento han de prestar las entidades aseguradoras, 
podran constituirse indistintamente en la Caja general 
de Depósitos, en el Banco de España o en las Sucursa-
les respectivas, en metalico o valores públicos, a dispo-
sición del Ministro de Trabajo. 
1Las fianzas sólo podran devolverse a la liquidación o 
disolución de las entidades aseguradoras cuando no 
exista ninguna responsabilidad pendiente que pueda 
afectar las. 
Art. rro. La suma que el obrero ha de percibir de 
las Sociedades de Seguros, en ningún caso podra ser 
inferior a la que correspondería con arreglo a los artícu-
los correspondientes. 
Art. III. No obstante el seguro, el obrero y sus de-
rechohabientes podran ejercitar sus acciones directamen-
te contra el patrono, si así les conviniere; pero cuando 
dirijan la demanda contra la Compañía, deberan diri-
giria a la vez contra el patrono. 
Art. rr2. Las indemnizaciones por fallecimiento a 
cargo de las Sociedades de Seguros gozaran de la exen-
ción por reclamaciones de acreedores que reconoce el 
art. 426 del Código de Comercio vigente. 
Art. rr3. Las Sociedades de Seguros que tomen a 
su cargo el riesgo de accidentes de trabajo en la agri-
cultura deberan presentar en el primer trimestre de ca-
da año una declaración de los seguros hechos en el año 
anterior, para determinar el importe de las fianzas, que 
sera fijado por el Ministerio de Trabajo, a propuesta de 
la Asesoría de Seguros . 
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Art. II4- Las Sociedades de Seguros que deseen la 
autorización para sustituir al patrono, ademas de las 
señaladas por la Ley y Reglamento de Seguros, debe-
nín reunir especialmente las condiciones siguientes : 
r." Separación de las operaciones de seguro de acci-
dentes del trabajo de cualesquiera otras que realicen. 
2. a Las fianzas especial es determinadas ~n los artí-
culos anteriores. 
3." Aceptación de los preceptos legal es vigentes en 
materia de accidentes del trabajo. 
4·a Comunicación al Ministerio de Trabajo de los 
Estatutos, Balances y empleo del capital, condiciones 
de las pólizas, tarifas de primas, calculo de reservas, de 
seguro y renta vitalícia y estadística de contratos esti-
pulados, sus novaciones y cumplimiento o terminación. 
Art. II5. Las Sociedades de Seguros no podran fun-
cionar sin ser aprobadas en su concepto genérico, o sea 
respecto al seguro en general, por la Inspección general 
de Seguros, y sin ser insertas por su especialidad en el 
Registro de las autorizadas para sustituir al patrono en 
las obligaciones que le impone la Ley, Registro que esta 
a cargo de la Asesoría general de Seguros del Ministerio 
de Trabajo, creada por Real decreto de 27 de agosto 
de rgoo. 
Art. II6. El Asesor general de Seguros de acciden-
tes del trabajo informara y auxiliara al :Ministro de Tra-
bajo en los servicios de registro, comprobación, regla-
mentación y publicidad relativos al Seguro de accidentes 
del trabajo. 
Las Sociedades de Seguros seguiran abonando los de-
rechos de registro con arreglo a lo dispuesto en el Real 
decreto de 27 de agosto de rgoo. Estos derechos se se-
ñalaran anualmente por orden del Ministerio de 'rraba-
jo, que debera publicarse en la <<Gaceta». 
Art. 117. Para ser inscritas en el Registro a c1ue se 
refiere el artículo anterior, las entidades aludidas debe-
ran solicitarlo del Ministerio de Trabajo, acompañando 
a la instancia la documentación siguiente : 
a) Acta de constitución y dos ejemplares de los Es-
tatutos; 
b) Dos ejemplares del Reglamento; 
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e) Dos de las tarifa s primas ; 
d) Dos modelos de pólizas colectivas de accidentes ; 
e) Testimonio notarial del resguardo que demuestre 
haber constituído la fianza determinada por este Regla-
mento. 
Art. n8. En cuanto sea inscrita una Sociedad de se-
guros, la Asesoría de Seguros del Ministerio de Traba-
jo devolvera, a quien la represente, uno de los ejempla-
res de la póliza presentada, con el sello de dicha depeu-
dencia. Toda alteración que se introduzca en las póli-
zas debera ser sometida a la aprobación del :Ministerio 
citado, previo informe de la Asesoría. 
Art. IIg. No sera aprobada ninguna póliza l.:n c¡ue 
se mermen, por cualquier medio, las indemnizadones 
procedentes en caso de accide~te, ni aquellas en que se 
estipulen condiciones por las que se dilate inuect:l'atia-
mente el pago de las cantidades debidas t c1o1Ü'nes se 
otorgan. 
Art. 120. En las pólizas de seguros de a.xid·~'ltes del 
trabajo se consignara claramente : 
a) Si queda sustituído el patrono en t:>das su;:; eh1l-
gaciones, a bien se expresaran taxath•amente at1uellas 
en que la entidad aseguradora acepte su ~ustitm.itJn; 
b) El procedimiento por el c.:ual r:~Ja nbro•ro 'uvo 
riesgo haya de cubrir la póliza, tendra conocimiento del 
seguro contratado entre el patrono y la Compañía. 
Art. 121. Las Sociedades de seguros estan obligadas a 
remitir al Ministerio de Trabajo los Balances, las Me-
morias anuales e igualmente todos los datos que de las 
mismas soliciten para la publicación de la estadística de 
accidentes o para el mejor régimen del Seguro de a<'ci-
dentes. 
SECCIÒN CUARTA 
Inexistencia del seguro. 
Art. 122. En caso de no esta.r QJSegurado el patrono; 
regiran las siguientes prescripciones : 
1.• Vendra sujeto directamente a todas las obligacio-
nes impuestas en este Reglamento. 
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2.a El obrero víctima: del accidente tendra acción di-
recta contra el patrono. 
3·" La accíón se dirigira contra el que sea patrono, 
conforme a los términos del art. 2. 0 de este Reglamento, 
con las responsabilidades subsidiarias, en caso de contra-
ta o aparcería que, respectivamente, se establece en los 
arts. 3·o Y 4·o 
4· a En caso de ser varia s las personas por cuyas 
cuentas ejecutaren los trabajos agrícolas o forestales, 
cada una de elias respondera solidariamente de las in-
demnizaciones, y 
s.a El obrero, en todo caso, gozara preferencia entre 
los acreedores del patrono, de cualquier clase que sean, 
para el cobro de las indemnizaciones. 
SECCIÒN" QUIN"TA 
Del Instituta Nacional de Previsi6n. 
Art. 123. El Instituto Nacional de Previsión estu-
diara y redactara las bases para un proyecto de I.ey 
complementario del Decreto sobre accidentes del trabajo 
en la agricultura, a fin de establecer un sistema de re-
aseguro de accidentes agrícolas, con intervención del 
Estado, de suerte que las ~Iutualidades <1ue se consti-
tuyan con arreglo a este Reglamento puedan real.zar el 
reaseguro. 
Art. 124. Estaran a cargo, desde !nego, (lel lmli-
. tuto Nacional de Previsión, las sig-uientes funciones: 
r." Asesorar a las Mutualidades es todo lo relativo 
a la practica de sus operaciones para sustituir al patro-
no en el pago de las indemnizaciones. 
2.a Informar al Ministerio de Trabajo acerca de la 
constitución y funcionamiento de las Mutnalidades. 
J.a Promover la organizacién de dichas Mutuali-
dades.· 
4-a Asesorar gratuitamente respecto de las cuestio-
nes de caracter médico, jurídico y económico del Seguro 
de accidentes, en sus varias mqdalidades, ptoponiendo la 
forma de gestión mas oportuna. 
5-a Administrar el Fondo especial de garantia, a que 
se refiere el art. r26. 
-93-
6.a Realizar las funciones de arliitro y amigable com-
ponedor en los asuntos que se les sometan referentes a 
la esfera de su especial competencia. 
7. a Ejercer la inspección que se I e atribuye en es te 
Reglamento. 
Art. 125. El Insituto Nacional de Previsión estudia-
ní. el desarrollo de los servicios a que se refiere el artícu-
lo anterior, y propondra al Ministerio las cantidades que 
habran de consignarse en los presupuestos para su im-
plantación y funcionamiento. 
Art. 126. En el Instituto Nacional de Previsión se 
constituïra un Fondo especial de garantía, destinado a 
efectuar el pago de las indemnizaciones por causa de in-
capacidad permanente, parcial o total o por muerte, en 
caso de que el obrero no haya podido hacerla efectiva 
por cualquier causa del patrono o de la entidad respon-
sable, :Mutualidad o Compañía. 
El Fondo de garantia tendra acción directa sobre los 
bienes del patrono o de las mencionadas entidades, in-
cluso respecto de éstas sobre la fianza que hayan depo-
sitado, para reintegrarse del importe de las indemniza-
ciones abonadas y de los gastos que ocasionare el rein-
tegro, así como para el cobro de la cantidad que pudie-
ra corresponderle en el caso previsto en el art. 79, go. 
zanclo, a tales efectos, de la caliclad de acreedor 5ingu-
lannente privilegiado. 
'Gozara asimismo el Fondo de garantía del beneficio 
legal de pobreza y de todos los que establece la Ley, así 
como de las preferencias en ella concedidas. 
Art. 127. El capital del Fondo de garantía se for-
mara: 
1.° Con una aportación inicial del Estado, deducida 
de la subvención que concecle a las ~Iutualidades que 
practiquen el seguro, y en cuantía no inferior a 5 '' >.uoo 
pesetas. 
2.° Con aportaciones sucesivas en cada ejercicio apli-
cadas a la misma consignación, en cantidad no inferior 
a 25.000 pesetas. 
3.° Con las subvenciones que pueden conceder los 
Ayuntamientos y las Diputaciones provinciales. 
4.° Con los donativos de los particulares. 
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5.° Con las multas sancionadas en este Reglamento. 
6.° Con los ingresos que pudieran correspouderle en 
los casos previstos en el art. 79. 
Art. r28. El Fondo especial de garantía sólo respon-
de en caso de insolvencia del patrono, Sociedades de Se-
guros o Mutualidades patrona1es, del pago de indernni-
zaciones declaradas por sentencia judicial, decisión arbi-
tral o laudo de amigables componedores. 
Art. 129. La declaración de insolvencia del patrono 
o entidad que le sustituya en sus obligaciones, y los 
deberes y derechos consiguientes del Fondo especial de 
garantia, se ajustaran a lo dispuesto en los arts. 313 a 
329, ambos inclusive, del Código de Trabajo. 
Art. 130. La administración del Fondo especial de 
garantía consistira en la incorporación al mismo de las 
cantidades que el Instituta Nacional de Previsi6n per-
ciba, procedentes de las aportaciones del Estado, Pro-
vincias, Municipios y particulares y multas; en el pago 
de las indemnizaciones que procedan una vez publica-
da la declaración de insolvencia, y en la custodia de la 
suma, en todo momento disponible, que constituya di-
cho Fondo especial. 
Art. 131. Las operaciones de la gestión administra-
tiva del Fondo especial de garantía se reflejaran en una 
cuenta corriente que el Instituta Nacional de Previsión 
llevara al mismo Fondo, en la cual seran carga las can-
tidades recibidas, y data las indemnizaciones pagadas. 
Art . 132 . Anualmente el Instituta Nacional de Pre-
visión formara y remitira al "Ministerio de Trabajo y 
Previsión un estada de situaci6n del Fondo especial de 
garantía, en el cual se demuestren las cantidades reci-
bidas y las pagadas durante el última ejercicio, y el sal-
do disponible al finalizar, justificandolo con la relación 
detallada de las indemnizaciones satisfechas, expresiva 
del nombre del accidentado, el del patrona insolvente, 
la fecha del auto declarativa de la insolvencia y autori-
dad que lo dictó. 
Art. 133. En el caso de que en cualquier momento 
no existiera fondo disponible para atender al pago de las 
indemnizaciones declaradas, quedara el pago en suspen-
so hasta el ingreso de cantidades suficientes, informau-
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dose inmediatamente al Ministerio de Trabajo y Previ-
sión, acerca de las causas determinantes a que, a su juí-
cio, obedezca la insuficiencia, y de los medios que se pu-
dieran adoptar para solucionar el conflicto y evitar la 
posible repetición de lo futuro. 
Art. · I34· El Estado consignara en sus presupuestos 
la cantidad que se estime suficiente, destinada: 
I. • A subvencionar las Mutualidades constituí das 
conforme al presente Reglamento y que atiendan al pa-
go de indemnizaciones en .la proporción que determine 
el Ministerio de Trabajo y Previsión, mediante las con-
diciones, garantías y procedimientos que señala este Re-
glamento, destin{mdose 'especialmente las subvenciones 
a cubrir los gastos de administración de las Mutualida-
des, conforme a lo dispuesto en el art. roo, y 
2.0 A satisfacer los gastós que exija el sostenimiento 
de los servicios que se conñan al Instituto Nacional de 
Previsión y al Conscjo de Trabajo, determinados en la 
Ley y en este Reglamento. 
CAPITULO V 
RE C L A :\1 A C I O N E S 
Art. I35 · El obrero víctima del accidente, o la per-
sona o personas interesadas, tiene derecho a reclamar 
ante las Autoridades gubernativas y a demandar al pa-
trono o a la Mutualidad, en su caso, ante el Tribunal 
industrial, donde exista, o, en su defecto, ante el Juz-
gado de primera instancia conforme a lo dispuesto en el 
Código de Trabajo. 
Art. 136. Prescribiran al año las acciones para re-
clamar el cumplimiento de las disposiciones de este -De-
creto. 
El término de la prescripción estara en suspenso mien-
tras se siga sumario o pleito contra el presunto culpa-
ble, criminal o civilmente, y empezara a contarse desde 
la fecha del auto de sobreseimiento o de la sentencia ab-
solutoria. 
También se interrumpira el plazo de la prescripción 
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en el caso de henzias, mientras se realiza la informaci0n 
médica determinada para este caso en este Reglamento. 
Art. I37· El plazo de un año para la prescripción de 
las acciones empezara a contarse desde la fecha en que 
ocurre el accidente. Si éste no hubiera determinado, 
desde luego, la clase de incapacidad que debe ser in-
demnizada con aneglo a la Ley, el plazo podra empe-
zar a contarse a partir del día en que la incapacidad se 
hubiese declarado específicamente. 
Los plazos correran a un tiempo para los responsa-
bles principales y para los snbsidiarios. La demanda o 
cualquier otro acto contra los primeros no interrumpira 
la prescripción de la acción para reclamar, en su caso, 
contra los segundos, si éstos no hubiesen sido deman-
dades, citados judicialmente, requerides o advertides di-
recta o expresamente en fotma legal e indubitada den-
tro del mismo plazo. 
Solamente la~ causas o pleitos de culpabilidad suspen-
deran el término de la prescripción para unos y otros, 
dentro de los conceptes precisos del segundo parrafo del 
artículo anterior. 
Art. 138. Las reclamaciones que se formulaseu de 
daños y perjuicios por hechos distintos de los previstos 
en este Reglamento, o en que medie culpa o negligencia 
perseguible civilmente, estaran sujetas a las prescrip-
ciones de derecho común. Si los hechos consituyeren 
delito o falta, con arreglo al Código penal, conoceran de 
ellos en el juicio correspondiente las Autoridades judi-
ciales competentes según la Ley. 
Si los Jueces o Tribunales de lo Criminal acordaran 
el sobreseimiento o la absolución del procesado, queda-
ra expedito al interesado el derecho para reclamar la in-
demnización de daños y perjuicios, conforme a las dis-
posiciones de este Reglamento' considerandose interrum-
pido, en tal caso, el término para la prescripción duran-
te el tiempo de la tramitación del procedimiento cri-
minal. 
Estas disposiciones son ap1icables tanto al patrono co-
mo al obrero. 
Art. I39· Los beneficies otorgados por el Decreto de 
12 de junio de 1931, y por el presente Reglamento, no 
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podran ser renunciados, siendo nulos todos los pactO$ 
o actos jurídicos contrarios a sus disposiciones, salvo lo 
que pueda convenirse en el antejuicio o durante el cur-
so de las reclamadones formuladas ante los Tribunales 
industriales por avenencia entre las partes. 
Art. 140 . En el procedimiento y tramitación de re-
clamaciones por accidentes del trabajo en la agricultPra 
se estara a lo dispuesto en el Código de Trabajo para lo 
relativo a dichos acc~dentes en la industria. 
La reclamación ante la Autoridad administrativa ten-
dra lugar siempre que el patrono omita dar conocimien-
to en forma del accidente o no cumpla las obligaciones 
legales en caso de éste. 
Los hechos que no constituyan incumplimiento de la 
I,ey, sino diferencia de fondo entre las partes, seran ob-
jeto de demandas ante el Tribunal industrial o Juzgado 
que baga sus veces (1). 
En los casos señalados en el art. 138 en que se alegue 
dolo, imprudencia o negligencia que produzca el acci-
FORMULARI O 
(1) Sef'wr Presidet1te rlel Tribunal Jhdustrlal (.Jue:: tle r•ri-
mera. instrwciu rlondc ar¡ut'l 110 e.d.~fa) : 
Don ... , de ... arïos, de e11lado · ... ; jornalero 11 rlr~ eMa ¡·er in· 
dad domiciliada er~ ... , con cédula tJerS01Wl r<orrir!nle; an/r 
l'. S., como p1·ocedaJ mejor en De1·ec1w, comparrwe y tlie<>: 
1.0 Que ha sïdo obrero asalQ¡riado de n . .... realizando "' 
lrabajo de ... en las fincas àe st~ p1·opieda<i de estr• tt'rmitw. 
2.0 Que en el dta. ... s¡¿frió un aooirtenfe ric tmbajo, (le/ 
que t1té dada] ouet¡ta en forma legal, y a resnZtas dnt &ual et 
que susortbe ha s¡¿fr"ido la lesión. de ... , cornprendirJ,t¡ en el CIUI-
dro uenera.t como tncapacidad (total, absol11ta, ¡Jm·mauente, 
parcial, etc.) 
:{.0 Que 110 ob.~trmtc el tiempo transcwrrirlo 11 a. peRar de /o.'< 
,-equerimienlo.~ nmis{(,.~o.~ llechos al referido ¡)I/trona JJ • ...• r:l 
que .'fusc-rib~ 110 1w percibirlo todavilt la indemnlzar.iún que /r• 
f'QI"I'CS[lOIIde, l/ C/1. .~/ t:irlud 
Nu¡¡lico a V . • e;. que teniendo ¡Ior Pl"úlumtatlo este e.~crilo, 
¡1revia citación al rlemondado y rlemtí.~ trdmite8 legale.~ se -~ir­
va con.de1wr rtl n . ... a que 1/IP par¡ue la imlemnhación que pur 
el reterido a<·l>irlcnle tle tmbajo con·1·sponda, y que, .~f'fllÍII wi 
juicio, d{'be ser la de (tlieciocho meses, tl.os a1ïo.~ o un tuïo), de-
termf1tatl<~1 en el art . ... (artlculos M, (','), (',(¡ 11 !i7) pa.ra eslu 
r·/a.~e tle inca¡,aci4adcs. 
fiJs j!lslicia que pido en ... , a ... 
7 
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dente, se acudira directamente, por escrito, al Juez de 
instrucción. 
La justícia se administrara gratuitamente en las con-
tiendas que surjan de Ja aplicación del presente Regla-
mento. 
Art. I4I. Todas las reclamaciones que se formulen 
por el obrero o sus causahabientes, así como las certifi-
caciones y demas documentos que se expidan a los mis-
mos, tanto con ocasión de la aplicación de las disposicio-
nes fundamentales como de las reglamentarias, se ex-
tender{m en papel común. 
CAPITULO VI 
PREVENCION DE ACCIDENTttS 
Art. 142. El Ministerio de Trabajo y Previsión, pi-
diendo, si lo estimare conveniente, el informe del Con-
sejo de Sanidad y de la Academia de Medicina, y, en 
todo caso, el del Consejo de Trabajo, dictara los Regla-
mentos y disposiciones oportunas para hacer efectiva In 
aplicación de los mecanismos y demas medios preventi-
vos de los accidentes del trabajo y las medidas de segu-
ridad e higiene que considere necesarias. 
Art. 143. La inspección de cuanto corresponde a la 
higiene y seguridad del obrero en los trabajos a que se 
re:fiere el cap~tulo primero de este Reglamento corres-
ponde a la Inspección del Trabajo. 
Art. I44· Los patronos agrícolas a quienes alcanza11 
la definición y enumeraciones de este Reglamento tie-
nen el deber de emplear todas las medidas posibles de 
seguridad e higiene del trabajo eu beneficio de sus 
obreros. 
Art. I4S· Se consideraran, desde luego, como medi-
das generales de indispensable adopci6n }as enumeradas 
en el art. 246 del C6digo de Trabajo, en cuanto sean 
susceptibles de aplicación a la agricultura; las que se dic-
ten en lo sucesivo; las modificaciones a que dieran lugar 
los progresos de la ciencia y de los procedimientos de 
trabajo ; las reglas de seguridad e higiene d.: caracter 
general y las particulares que puedan dictarse acomo-
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dandose a las condiciones especiales de las explotaciones 
y labores agrícolas. 
Art. 146. Sera causa de responsabilidad para los pa-
tronos el incumplimiento de las medidas de vn:v1úòn dt 
accidentes y de higiene del trabajo a que hace referencia 
este capítulo y las disposiciones que se cticten. 
La adopción de las rúedidas de seguridad e higiene 
no dispensa¡ al patrona al pago de las indemnizacio-
nes que la ley determina, teniéndose en cuenta úuica-
mente para apreciar la responsabilidad civil o criminal 
que pudiera existir. 
La adopción de cualquier clase de medio preventivo 
para disminuir el riesgo propio de cada trabajo se apli-
cara con la mira de defender también al obrero contra 
las impntdencias que son consecuencia forzosa del ejer-
cicio continuado de su trabajo, que por sf o por las cir-
cunstancias de su ejecución, pueda ser peligroso. 
Art. 147. I-~a falta de medidas preventivas en el gra-
do e importancia previstos reglamentariamente, así como 
el incumplimiento de los preceptos del Real Decreto de 
25 de enero de rgo8, que clasfica las industrias y tra-
bajos prohibidos, total o parcialmente, a los niños me-
nores de dieciséis años y a las mujeres menores de edad, 
motivara que se aumente en una mitad las indemniza-
ciones que correspondan a los obreros, con independen-
cia de todas clases de responsablidades. 
La prevención de los accidentes es obligatoria, en un 
grado maximo, cuando se trate de trabajo realizado por 
mujeres, cualquiera que sea su edad, o por varones me-
nores de dieciocho años, debiendo darse e&~Jecial cum-
plimiento al real decreto de 25 de enero de 1908, que 
prohibe su trabajo en determinadas indnstrias. 
Art. 148. Se declararan faltas de previsión el em-
pleo de maquinas y aparatos en mal estado, la ejecu-
ción de una obra o trabajo con medios insuficientes de 
personal o de material y utilizar personal inepto en obras 
peligrosas sin la debida dirección. 
Art. 149. Corresponde a los Inspectores de Trabajo 
velar por el cumplimiento de las disposiciones concer-
llÍentes a la previsión de los accidentes e higiene del tra-
bajo. La practica del servicio inspectivo, tramitación de 
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actas y documentes, imposición de multas, exacción y 
destino, recursos y demas extremos relacionades con di-
chas disposiciones y las que se dicten en lo futuro, se 
realizadm según las nonnas generales del mencionada 
servicio, consip;nadas en el Reglamento de 8 de mayo 
de 1931. 
CAPITULO VII 
SANCIONES 
Art. 150. El incumplimiento de las obligaciones es-
tahlecidas en la Ley y en su Reglnmento, lo mismo por 
parte de los patronos que por parte de las Mutualida-
des o Compaiíías aseguradoras, senin castigadas con las 
sanciones que establecen los artículos siguientes. 
Art I5I. El pa trono que no diere a las Autoridades 
correspondientes los partes o informaciones reglamenla-
rias relativos a los accidentes del trabajo ocurridos, o los 
diete fuera de los plazos señalados, incurrira en mulla 
de 25 a roo pesetas. 
Art. 152. Los patronos, l\Iutualidades o Compañías 
de Segnros que no presenten eu los Gobiernos civiles o 
Ayunta,miento el parte de baja y hoja declaratoria de los 
accidentes del trabajo ocurridos, acompañados de un bo-
letín estadística, donde consignaran con la mayor exac-
titud los clatos respectives, seran castigades con la mul-
ta de 25 a roo pesetas. 
Art. I53· ~1 patrona que no haga el segura en el 
plazo reglamentaria, o no lo renueve oportunamenle. o 
no lo complete en caso de aumento de número de obre 
ros declarada primeramente ; el que cometa falta inten-
cionada de exactitud en las declaraciones para el Sep;tl· 
ro, exija a los obreros, directa o indirectamente, todo o 
parte de las cuotas del Seguro, e incurra en falta de pag-o 
cle estas mismas cnotas después de formulados los opoï-
tunos rer¡uerimientos por Jas Autoridades, sen\ castigado 
con multa de 2.5 a roo pesetas. 
Art. I54· El incumplimiento de los preceptos regla-
mentat;os referentes a la aplicación de los mecanismOS Y 
medios preventives de los accidentes del trabajo y de las 
medidas de higiene _y seguridad establecidas se castiga-
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dm, independientemente de la responsabilidad civil o 
criminal que proceda, con multa de 25 a 250 pesetas; en 
caso de primera reincidencia, con multa de 250 a 500, 
y en la segunda reincidencia, con multa de 500 a r.ooo 
pesetas, multas que se aplicanín al grado maximo cnan-
do, a juicio de la Inspección, pudieran ser gravísimos e 
inminentes los accidentes derivados de la inobservancia 
del Reglamento. 
Art. 155· Los infractores del Real decreto de 25 de 
enero de rgo8, relativo a las industrias y trabajos prohibí-
dos a los niños de dieciséis años y mujeres menores de 
edad, se corregiran con multa comprendida en los gra-
clos medio al maximo de las señaladas en el artículo an-
terior. 
Art. rs6. Los actos de obstrucción se castigaran con 
multa de 2_c¡o pesetas, siempre que tengan lugar en oca-
s;ón de visitas a explotaciones, obras o labores en que 
por la natnraleza del trabajo sea presumible, a juicio del 
Inspector, la posibilidad de accidente; pera que Pueda 
cnmplirse este precepto, el Inspector consignara aquel 
inicio en el oficio de remisión del acta. 
Se considerara como obstmcción al Servicio de Ins-
pección del Trabajo : 
'1. 0 La negativa de entrada a los centros de trabajo, 
aun cnando éstos se ballen ínstalados dentro del domici-
lio particular del patrono. 
2.0 La negativa o· resistencia, annque sea pasiva, a 
presentar lihros-registros del personal e informes relati-
. \'OS a las condiciones del trabajo. 
~.0 La ocultación del personal obrero. 
4. 0 Las informaciones falsas. 
¡;.° Cualqnier otro acto oue impida, pertnrbe o dila-
te el servício de inspección. 
Las reincidenci~s renetidas en la obstmccíón, así 
romo las infracciones, podran motivar el cierre del cen-
1 rn de trabajo. don de se prodm~can, has ta QUe la inspec-
~:rm se verifique sin el menor ohstnculo v se cumplan 
11)<; nreceptos Jegale.c; infringides. Jev:~ntando de ello acta. 
Dicho cierre se decretara por la .c\utoridad competen-
te. a propuesta del Conseio de Trabajo. motÍ\':'lna nnr el 
resultado del expediente instmído al efecto. 
-102-
Art. I57· Cualquier infracci6n, en general, de los 
preceptes de la Ley o de los dictades para su cumpli-
miento, no comprendidos e:xpresamente en los artículos 
anteriores, sení objeto de multa de 25 a roo pesetas. 
Art. rs8. Para todo lo relativo a inspección, señala-
miento y manera de hacer las sanciones efectivas y recur-
sos que puedan entahlar los interesados se estara a lo 
dispuesto en el Cí•digo de Trahajo en materia de acciden-
tes y Re.damento del Servicio de Inspección. 
CAPITULO VIII 
DISPOSt ClONES A DJCJOKAT,I\S 
Art. rsg. Tanto las Mutualidades a que se refiere este 
Reglamento como el Instituto Nacional de Previsión, es-
taran e.'1.·enlos de todas cla.ses de impuestos por los actos 
y contrntos relativos a la aplicación del presente Regla-
mento, librandose y expidiéndose gratuitamente por las 
•\utoridades todos los documentes que se relacionen con 
dicl1a aplicación. 
Art. r6o. En todo lo no previsto en este Decreto se 
estara a lo que dispoue el Código de Trabajo, cuyas dis-
posiciones tendran valor supletorio para todo lo relativo 
a los accidentes del trabajo ocnrridos en la agricult11ra 
Art. r6r. Las :i\1utualidades que estaran obligadas a 
fonnar los patronos habran de ser constituídas por éstos 
dentro de un plazo de tres meses, a contar de la publi-
cación del presente Reglamento .(r). 
Las disposiciones de éste entraran en vigor al termi-
nar el indicado plazo. 
Aprobado por el Gobierno de la República. 
Madrid, 2.') de agosto de rg.1r .-El Ministro de Trab~­
jo y Previsión, Francisco Largo Caballero. (Gacela de 
30 de agosto.) 
LEY 
Base r." F.l artículo r68 del Código de Trabajo sera 
sustitnído por el sig1úente: 
(1) Flstp plnzo fué prorrogado por otros dOS llli'Ses mas por 
onleu de 7 de l'nero de 1932. inscrita a contin\lU<'ión. 
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«Las indemnizaciones debidas en caso de accidente se-
guido de muerte o de incapacidad permaneute de la víc-
tima seran abonadas a ésta o a sus derechohabientes en 
forma de renta. 
Por excepción de esta regla, las indemnizaciones po-
dran ser abonadas, en totalidad o en parte, en forma de 
capital, cuando, a juicio de la aut<;>ridad competente, se 
ofrezca la garantia de empleo juicioso de dicha suma.)) 
Base 2.• Todo patrono comprendido en la ley de Ac-
cidentes del trabajo tiene obligación de estar asegurado 
contra el riesgo de accidente de sus obreros que produzca 
la incapacidad permanente de los mismos. 
Todo obrero de tales Empresas se considerara dc dere-
cho asegurado, aunque no lo estuviera su patrono. En el 
caso de que éste no indemnizare al obrero o a sus dere-
chohabientes en el plazo que se señale, la indemnizaciún 
sení abonada con cargo al fondo cie garantia. 
Base .).• Las rentas debidas en caso de accidente, con 
arreglo a la base r.•, artículo r6r del Código de Trabajo, 
seran las que para cada situaci6n se fijan en el cuadro si-
guiente. (Véase el cuadro de la pagina siguiente.) 
Base 4. • Dis posiciones reglamentarias determinaran 
las funciones de inspección, así como el procedimiento de 
revisión de las indemnizaciones en los casos de accidentes 
no mortales y las rnodílicaciones que deberan snfrir las 
rentas de los derechohabientes cuando varía la situación 
fJUe hubiese determinada su condici0n de beneficiario. 
Base ;;.• El patrono estara ohligaclo, ademas de faci-
litar la asistencia rnédica y fannacéntica al ohrero vícti-
ma del accidente, conforme al artículo r6o del Código de 
Trabajo, a prestar la asistencia quirúrgica que sea nece-
saria como consecuencia del accidente. 
Dicha asistencia podra estar a cargo de las Institnciones 
de Seguros y, en defecto de hallarse a cargo de éstas, lo 
estaní a la del patrono. 
Base 6. a La víctima del accidente del trabajo tendra 
tarnbién derecho a que se suministren y se renueven nor-
malmente, según los casos, por la Institucifn de Seguro 
o por el patrono los aparatos de pr6tesis y ortopedia que 
se consideren necesarios para la asistencia del acciden-
tada. 
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I.0 Incapacidad pennanente y 
absoluta para toda clase de 
RENTA 
trabajo . . . .. . .. . .. . .. . .. . so por roo del salario 
2.
0 Incapacidad permanente y 
total, pero no para todo 
trahajo .. . .. . . . . . . . .. . . . . 37 ,s por roo del salario 
.3. 0 Incapacidad parcial perma-
nente para la profesión ha-
bitual .. . . .. . . . . .. . .. .. . . . . 2S por roo del salari o 
4- 0 Muerte, dejando viuda e hi-
jos o nietos hnérfanos que 
se hali a ren a s u cuidado . . . so por roo' del salari o 
s.
0 Muerte, dejando sólo hijos 
o nietos huérfanos o her-
manos menores huérfanos 
a su cuidado . . . . . . . . . . . . so por Ioo del salario 
6.0 Muerte, dejando viuda sin 
hijos ni otros descendien-
tes . .. . . . .. . . .. .. . . . . . . . . . . 2S por roo del salari o 
7.0 Muerte, dejando padres o 
abnelos, dos al menos se-
xagenarios o incapacitados, 
pero no viuda ni descen-
dientes .. . . . . . . . .. . . .. . . . 20 por roo del salari o 
8. 0 Muerte, dejando sólo un as-
cendiente y no viuda ni 
descendien tes . .. .. . . . . . . . rs por roo del salari o 
Podra admitirse el abono de una indemnización suple-
mentaria, fijada al señalar la cuantía de la inclemnizaciótJ 
o al revisar dicha cuantía, indemnizacV:n que represente 
el coste probable del suministro y renovación de los apa-
ratos indicados. 
Disposiciones reglamentarías determinaran las medidas 
de inspección y la cuantía de la indemnización a que se 
refiere esta base. 
Base 7-a Las indemnizaciones fijadas por la Ley seran 
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objeto de un suplemento otorgado a la víctima del acci-
dente cuando por la incapacidad consecuencia de éste ne-
cesite la asistencia constante de otra persona. 
Disposiciones reglamentarias fijar{m las normas para la 
aplicación del parrafo anterior. 
Dicho suplemento sera señalado por la autoridad com-
petente para conocer de los litigios c¡ue se susciten con 
ocasión de los accidentes del trabajo, de no haber existí-
do acuerdo entre las partes interesaclas, y siu que dicho 
suplemento pueda e:xceder de la mitad d.:! la indemniza-
ción principal. 
Base 8." El Iustituto Nacional de Previsión creara la 
Caja Nacional de Seguro contra accidentes del trabaio 
en la industria, en caso de muerte o incapacidad pernla-
nente, con arreglo al arlículo 8. 0 de s us Esta tu tos, con 
separación completa de sus demas funciones y responsa-
bilidades. 
Base g.a La Caja cstara administrada por un Consejo. 
presidido por el Presidente del Instituto Nacional de Pre-
visión o el Consejero del mismo en quien delegue, y for-
mado por una representación del Consejo de Patronato. 
Vocales técnicos patronales y obreros y representantes 
de los Ministerios de Trabajo y de Hacienda. 
El Reglamento establecera su número y la fonna de su 
clesignación. 
El Consejo nombrara la persona que haya de asumir la 
dirección delegada de los servicios de la Caja. 
Base ro. La Caja podra utilizar los servicíos de las 
Cajas colaboradoras del Instituto Nacional de Prcvisión 
como delegadas de éste. 
Podran asimismo utilizar, como órganos locales auxilia-
res suyos, los servicios de :\Iutualidades patronales, tan-
to para el cobro de primas, como para propuestas de clasi-
ficación de riesgos, pago de indemnizaciones a los obre-
ros o a sus derechohabientes, etc. 
La Caja podra establecer conciertos con las :Mutualida-
des patronales que ofrezcan para ello las debidas garan-
tías para sustituir el sistenia de seguro directo en Ja Caja 
por el de entrega en Ja misma por la Mutualidad del ca-
pital necesario para adquirir la renta que debe ser abo-
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nada al obrero víctima del accidente o a sus derechoha-
bientes. 
Base rr. La obligación del patrono de estar asegurado 
del riesgo de accidente de sus obreros que ocasione muer-
te o incapacidad permanente podní ser cumplida: 
a) Mediante seguro directamente convenido con la 
Caja Nacional a crear por el Instituta Nacional de Previ-
sión en virtud de lo dispuesto en la base 8. a 
h) Mediante la inscripción en 1\Iutualidad patronal 
que tenga concertada con la Caja la entrega, en caso de 
accidente sufrido por obrero empleada por uno de sus 
asociados y que ocasione la muerte del obrero o incapaci-
dad permanente, del capital necesario para adquirir la ren-
ta que debe ser abonada como indemnización al obrero 
YÍctima dc la incapacidad o a sus derechohabientes en 
caso de muerte. 
e) Mediante seguro contratado con una Sociedad de 
Seguros legalmente constituída que torne a su cargo, en 
caso de sobrevenir accidente del trabajo que ocasione la 
muerte del obrero o una incapacidad pennanente, la en-
trega a la Caja Nacional del capitalnecesario para el abo-
no de la renta que corresponda como indemnización. 
Tanto las Mutualidades patronales como las Sociedades 
de Seguros constituídos legalmente, habran de prestar 
fiam~a. en la cuantía que señalan las disposiciones regla-
mentarias, para garantía del cumplimiento de sus ob1i-
gaciones. 
Las Sociedades de Seguros no podran operar con tari-
fas superiores a las que fije el Gobierno, oída Ja Caja Na-
cional. 
Base 12. La Caja publicara las tarifas de prirnas, cla-
sificando los riesgos según sus distintas categorías. Las 
tarifas seran revisables por el Consejo de la Caja y modi-
ficables en su aplicación por la Dirección de la misma en 
aquellos casos en que las medidas de prevención dismi-
nuyan el riesgo o la carencia de ellos lo aumenten. 
Las decisiones adoptadas por la Dirección podran ser 
objeto de recurso ante el Consejo de Administración de 
la Caja. 
Base 13. 'I'odo patrono debera snministrar periódica-
mente a la Caja, en los plaz0s que reglamentariamente 
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se señalen, declaracíón nominal de los obreros por él ocu-
pados y del importe de los salarios abonados a los mis-
mos, debiendo tener a disposici<'m de la Caja las listas de 
pago, en las que clebera especificarse el salario que perd-
be cada obrero. 
Base 14. Los patronos estaran obligados a abonar a la 
Caja o a sus Deleg-aclos las primas que correspondan, se-
g-Íln el riesgo de su actividad, el número de sus obreros y 
el importe del salario abonado a los mismos en cada ca· 
tegoría de riesgos. 
Base rs. Las pensiones que se abonen al ohrero o a 
sus derechohabientes como indemni7.ación por accidente 
del trahajo en los casos de incapacidad permanente o 
muerte, así como los capitales que pueden constitu1rsc 
para el abono de dichas pensiones o rentas, se declara-
ran exentos <ltl pago de Derechos reales v de cualquiera 
otros impuestos. 
Asimismo quedar:ín exentos del impuesto del timbre las 
pólizas y lihros. 
Base r6. El fondo especial de garantía se constituir{t 
con los siguicntes ingresos : 
1.° Con Jas multas que se impong-an por incumplimien-
to de las disposiciones leg-ales en materia de accidentes 
en la industria. 
2.° Con la cantidad que el Estaclo señale en su Presu· 
puesto general annalmente. 
3.° Con los capitales precisos para constitnir ulla ren-
ta del r.r; por roo del salario de los ohreros que mueran 
por accidente y sin dejar derechohabientes, con arreglo 
a la base tercera, capitales que deberan ser satisfechos por 
el patrono o entidad responsable. 
4.° Con las sumas que la Caja recuperara de los pro-
pios patronos responsables del accidente, en los casos en 
que el fondo de garantía haya sustituído a los mismos en 
el cumplimiento de sus obligaciones. 
5.° Con cnotas anuales que seran fijadas cada año por 
Decreto del )finisterio de Trabajo, a propuesta de la Caja 
Xacional, en milésimas de las primas del seguro o de los 
cnpitales constitutivos de las rentas. 
Base 17. Las indemnizaciones que abone la Caja goza-
- ro8-
ran de la exención a que se refiere el artículo 428 del Có-
digo de Comercio. 
Base r8. El Ministerio de Trabajo y Previsión publi-
cara en el término de tres meses, a partir de la promul-
gación de esta Lev, un texto refundido de la ley de Acci-
dentes del Trabajo, en el que figuren las disposiciones 
fundamentales que constituyen el título I del libro III del 
Código de Trabajo, con las adiciones y modificaciones 
procedentes en conformidad a las bases anterh~es. 
En término de seis meses publicara el mismo Ministe-
rio el Reglamento para la aplicación de la ley, adicionan-
do y modificando en lo necesario las disposiciones re-
glamentarias hoy en vigor sobre la materia. 
A la publicación de los indicados textos legales prece-
dera el informe del Instituto Nacional de Previsión, en 
lo que a él afecte, y del Consejo de Trabajo. 
Por tanto: 
Mando a todos los ciudadanos que coadyuven al cum-
plimíento de esta Ley, así como a todos los Tribunales y 
autoridades que la hagan cumplir. 
Madrid, cuatro de julio de mil novecientos treinta y dos. 
Niceta Alcalti-Zamora y Torres.- El ministro de Traba-
jo, Francisco L. Caballero. 
Ilmo. Sr. : Publicado en la Gacefa. de Madrid del día 
.10 de agosto 61timo el Reglamento sobre accidentes del 
trabajo en la Agricultura, y a los efectos de la constitu-
ci6n de las l\Iutualidades patronales en la citada disposi-
dón preceptuadas, este Ministerio ha dictado las siguien-
tes instrucciones: 
I.a El Dele.g-ado del Trabajo en cada provincia, o en 
su defecto el Gobernador civil, interesadt de los Alcal-
des de las cabezas de Partido de la misma, la convoca-
toria en el Ayuntamiento de los patronos agrícolas en 
tfrmino de quince días, para que se constituyan en Mu-
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tualidad para cumplir el deber de asistencia médica y 
farmacéutica con los obreros agrícolas que sufran acci-
dente del trabajo. los patronos residentes en la cabeza 
de Partido debenin concurrir personalmente a la re-
unión ; los de las demas localidades podran hacerse re-
presentar delegando por escrito en otro patrono o asis-
tir personalmente. 
2."' I,os patronps asistentes a la reunión determinaran 
si ha de constituirse una Mutualidad para todo el Par-
tido o mas de una, teniendo en cuenta d núnimo de cien 
patronos requerida para su funcionamiento, y la obliga-
ción de formar parte de elias, o si se fusionau con los 
patronos de otro u otros Partidos judiciales limítrofes 
para constituir una sola Mutualidad. 
J."' En el acto se constituïra la Mutualidad o Mutua-
lidades que hayan de funcionar en el Partido, adoptau-
do la denominación de cada una, que enunciara la ca-
racterístca del territorio en que actúe. (Mutualidad de 
patronos agrícola s del pueblo o pueblos de ..... o comar-
ca de .... . ) 
4... El Estatuto de cada :i\lutualidad se acomodara a 
lo preceptuada en el citado Reglamento de 25 de agosto 
último, artículos 87 y siguientes. 
s."' Para la organización de los servicios de asistencia 
se adoptara, conforme al capítulo II de dicho Reglamen-
to, cualquiera de estos sistemas : 
Primero. Creación de un servicio propio de la :\Iu-
tualidad, con nombramiento de Médico y de Fannacéu-
tico y designación de CHnica y Hospital donde, en caso 
necesario, sea prestada la asistencia. 
Segundo. Utilización de los servicios de los 1-lédicos 
v Farmacéuticos titulares de los pueblos mediante con-
cierto con los Facnltativos titulares y ntilización de CH-
nicas y Hospitales p~ra la asistencia, cuando se pre-
cisen. 
En caso de que la M utualidad compren da pa tron os de 
varios pueblos, se designara a un asociado delegado de 
h 1\futualidacl en cada pueblo, para la vigilancia de los 
servici os. 
6... Los Alcaldes deberan facilitar el rapido funciona-
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miento de la Mutualidad, procurando que los Ayunta-
mientos cooperen a su éxito con los acuerdos necesarios 
en orden a los servicios de los titulares, a la utilización 
de Clínicas y Hospitales municipales si los hubiere, a 
los gastes de traslado de lesionades para su inmediata 
asistencia, etc. 
7 .& Los patrones que formen la Mutualidad determi-
naran en su primera reunión : 
Primero. Si ademas de la asistencia médica y fanna-
céutica la Mutualidad ba de atender al pago de las in-
demnizaciones señaladas por las disposiciones legales eu 
caso de accidente, ya de los que incumba responder a to-
dos los patrones mutualistas, ya tan sólo a los que pre-
fieren asegurar el cumplimieuto de tal obligación legal 
por medio de la Mutualidad. 
Segundo. Inmediata obligación de constituir el Fon-
do inicial de reserva entre los patrones presentes y au-
sentes; bases para el reparto; fijaci6n del plazo, no su-
perior a un mes, en que debera efectuarse el ingreso en 
el Fondo de reserva. 
Cuarto. Nombramiento de Presidente, Secretaria, 
Contador y Tesorero de la lVIutualidad y retribuci6n del 
Secretaria, único cargo que podra recaer en guien no sea 
pa trono. 
Quinto. Tanto por ciento de los ingresos que podra 
aplicarse a gastes de administraci6n. 
Sexto. Caso de nuevo reparto provisional para nutrir 
el Fondo de reserva. 
s.a El Estatuto debera fijar la fecha de liquidación 
anual de los gas tos efectua dos por la M utualidad para el 
cumplimiento de sus fines y de los administratives, su 
presentaci6n a la Junta general y las condiciones del 
acuerdo de aprobación. 
g.a Igualmente establecera el Estatuto cuando ha de 
reunirse la Junta general y la Directiva, los derechos Y 
obligaciones c1e los asociados y de los que ejerzan pues-
tos de clirección y administr-ación y las condiciones de los 
asociados que fijeu las cuotas anuales, provisionales y 
definitivas que los asociados hayan de satisfacer para la 
solvencia del Fondo de reserva frente a las responsabili-
dades que le afecten. 
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ro. Se prevení el caso de cuotas extraordinarias, su 
fijación e ingreso en el Fondo. 
n. Se regularan los servicios, las relaciones de la 
Mutualidad con los facultativos y los recursos de los so-
dos ante la 1\Iutualidad; consignandose que contra el 
acuerdo de ésta cabra siempre aquellos recursos ante el 
Delegado provincial de Trabajo, y contra la resolución 
de éste habra alzada ante el Ministerio, que resolvera 
oyendo al Instituto Nacional de Previsión y al Consejo 
de Trabajo. 
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y 
efectos. 
~Iadrid, 2 de septiembre de I931.-Francisco Largo 
Caballero. 
Ilmo. Sr. : Ante las dificultades reiteradamente expues-
tas a este Ministerio para constituir las ~Iutualidadcs pa-
tronales a que se refiere el Reglamento de 25 de agosto 
último para la aplicación de la ley de Accidentes del tra-
bajo en la agricultura dentro del plazo que fijó el artícu-
lo r6r del mismo Reglamento, 
Este Ministerio ha decidido prorrogar clicho plazo por 
dos meses, a contar desde el dia siguiente al de la pu-
blicaci6n de esta Orden en la Gaceta de .'\f adrid. 
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efec-
tos. Madrid, 7 de enero de rg32. 
FRANcrsco r~. CABAU.F.Ro 
Señor Director general de Trabajo. 
ACEl TES 
Decreto del Ministerio de Economía abriendo informa-
ci6n sobre la materia. 5 de Junio de 1931, declarado 
1Ley el 16 de septiembre. 
Orden de Economia para que se reúna la Comisión. 7 de 
Agosto de 1931. Gaceta del siguiente día. 
Nueva orden de Economia sobre dicha Comisión. 24 de 
Agosto de 193 r. Gaceta del 25 de Agosto. 
Decreto de Agricultura creando la Oficina de Propaganda 
del Aceite y aprobando sus Estatuto~. 23 de Febrero 
de 1932. 
Decreto de Agricultura aprobando un Reglamento para 
estadísticas de aceite. 23 de Febrero de 1932. 
Orden de Agricultura fijando un plazo para la elaboraci6n 
de aceite. r6 de Man-:o de 1932. 
Tnstrucciones para cumplimiento de dicha orden. r8 de 
:\Iarzo de 1932. 
8 
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DECRETO 
La importancia de la producción de aceite en España, 
uno de los primeros valores de exportación de nuestra 
economía, obliga al Gobierno a proceder con suma cau-
tela al tratar de la revisión de las disposiciones de la 
Dictadura, que intentaron regular el comercio interior 
y exterior de aquella sustancia alimenticia y que para 
lograrlo intervinieron la producción, distribución y con-
sumo de los cuerpos grasos que con aquélla se rela-
cionau. 
Precisa, empero, atenidos a los preceptos del Decre-
to de la Presidencia del Gobierno provisional de la Re-
pública de IS de abril pasado, revisar el Real decreto-
ley de 8 de junio de 1926, relativo al régimen de acei-
tes de oliva o comestibles . 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su virtud, el Presidente del Gobieruo provisional 
de la República, a propuesta del Ministro de Economía 
Nacional, se ha servido disponer: 
r.
0 Que el titulado Real decreto-ley de 8 de junio de 
1926, referente al régimen de aceites de oliva o comesti-
bles, se considere incltúdo en el apartado d) del decre-
to de la Presidencia del Gobierno provisional de la Re-
pública, de IS de abril del corriente año, por exigen-
cias de realidad y excepcional conveniencia del interés 
público, con la sola excepción de su artículo transitorio, 
que queda expresamente derogado. 
2.
0 A partir de la publicación del presente Decreto 
en la Gaceta, quedar abierta, por plazo de un mes, Ín-
formación pública escrita sobre los extremos siguientes: 
Definición y clasificación de aceites de oliva o comes-
tibles. 
Régimen de fabricación, empleo y venta de aceites en 
España. 
Propaganda genérica del aceite de oliva español y su 
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fmnento en los mercados nacionales y extranjeros. Me-
dio de realizarlo.- Ingreso y administración. 
Régimen de importación y fabricación de semillas 
oleaginosas. 
Reglas para la exportación del aceite de oliva. 
Sistema y medios para fomentar la mejora del culti-
vo y la fabricación de sus aceites. 
Comisión mixta del aceite.-Organización y atribucio-
nes, pudiendo concurrir a ella las Camaras agrícolas, las 
de Comercio e Industria, Asociaciones y Cooperativas 
de Agricultores, Olivareros y exportadores, Asociacio-
nes de fabricantes de aceites y jabones de todas clases, 
y en general, cuantas personas jurídicas e individuales 
se crean interesadas en este problema, que dirigiran sus 
comunicaciones a la Subsecretaría del Ministerio de Eco-
nomí a Nacional, expresando: ((Información sobre 
aceitesn. 
~.0 ·Cerrado el plazo de información pública a que se 
refiere el número anterior, por el Ministerio de Econo-
mía se nombrara una Comisión integrada por elemen-
tos productores técnicos y administrativos, que clasifi-
qne y ordene el resultado de la información, recogiendo 
las aspiraciones que, como resultado de aquélla, se pon-
P"~n de manifiesto, v elabore una ponencia acerca de las 
bases a que a sn juicio debe someterse el régimen de fa-
hdcación, propaganda, uso y aplicaciones de las diver-
c;as clases de aceite. 
11.. 0 La Comisión mixta del aceite continuara consti-
t :1ída eri la forma actual, realizando los fines que se de-
terminau en el artículo ro del Real decreto-lev de 8 de 
innio de !926, sin mas atribuciones que las expresamen-
te contenidas en dicho artículo y con derogación de cual-
·:,iera otra que le hubiera sido conferida. 
<;. 0 De este Decreto se dara en sn dfa cuenta en las 
Cortes. 
nado en Madrid a cinco de junio de mil novecientos 
treinta y uno. 
NICETa ALCAL.~-ZAMORA v ToRRES 
El Ministro de Economfa Nacional , 
Lurs NICOLAU D'OLWER • 
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Ilmo. Sr.: En cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado tercero del Decreto de 5 de junio del corriente 
año, he acordado lo siguiente: 
r. 
0 Que se constituya el- día r. o de septiembre próxi-
mo la Comisión, integrada por elementos productores, 
técnicos y administrativos, que ha de clasificar y orde-
nar la información recibida sobre régimen de aceites, y, 
en consecuencia, formular la ponencia que, como resul-
tado de aquélla, elevara a este Ministerio en el plazo de 
nn mes, a partir de la fecha de su constitución, estable-
ciendo las bases a que, a su juicio, debe someterse el ré-
gimen de fabricación, propaganda, uso y aplicaciones de 
las diversas clases de aceite. 
2.
0 La Comisión, que presidira V. I., estara consti-
tuída en la siguiente forma : 
a) Ilustrísimos señores Directores generales de Agri-
cultura, Industria y Comercio, que actuaran como Vice-
presidentes; el Ingeniero Director de la Estación Agro-
nómica Central, el Ingeniero agrónomo asesor de la Co-
misión l\Iixta del Aceite y el Jefe de Política Arancelaria 
de la Direccic'ln general de Comercio. 
b) Por un representante y un suplente, designados 
por cada una de las entidades siguientes : Comisión .Mix-
ta del Aceite, Asociaci6n Nacional de Olivareros de Es-
paña, Unión de Olivicultores, Cooperativa de Veutas, de 
Jaén; Federación de Fabricantes de Aceites de Orujo, 
Asociación de Fabricantes de Aceite de Cacahuet, de 
Valencia; Unión Nacional de Fabricantes de Jabones, de 
Barcelona ; Unión de Fabricantes de Conservas, de Ga-
lícia; Camara Nacional de Industrias Químicas; Canse-
jo Superior de Camaras de Comercio, Industria y Nave-
gación; Asociación Gremial de Almacenistas de Aceitc, 
de Barcelona; Federación de Exportadores de Aceite 
de Oliva de España; por un representante, que desig-
naran conjuntamente las Camaras Agrícolas de Zaragoza, 
Sevilla, Malaga, Jaén, Toledo, Badajoz, Valencia .v Cór-
doba, que acudieron a ta información pública. 
e) Por tres Vocales y tres suplentes, de libre desig-
naci6n del Mínistro. 
Las entidades expresadas en el apartado b) commli-
caran directamente a la Subsecretaría de este Ministe-
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rio los nombres de sus representantes antes del día 25 
del mes actual. 
Actuaran como Secretaries los Vicesecretaries del Con-
sejo Asesor de Economía. 
3. o Constituída la Comisión, podra nombrar ponen-
das de entre los Vocales corporatives que la integrau, 
asesorados por los elementos técnicos de la Comisión , 
para cada uno de los temas señalados en el apartado se· 
gundo del Decreto de s de junio de 1931. 
Estas ponencias clasificanín y ordenaran la informa-
ción recibida y emitiran dictamen, que se llevara a la 
discusión y aprobación de la Comisión en pleno cuando 
lo acuerde la presidencia. 
La Comisión en pleno redactara una ponencia gene-
ral formulando las bases que, a su entender, deban re-
gir en materias de aceites, que se elevara al Ministro. 
4· o Corres pondera al Presidente convocar las sesiones 
.y la dirección, encauzamiento y régimen de las discLl-
siones. 
No se verificaran votaciones ni en las ponencias ui en 
la Comisión en pleno. Cuando hubiere discrepanda en-
tre los Vocales sobre el dictamen de cualquier asu;ltn, 
se redactaran tantas mociones cuantas sean las opiniones 
diversas, con expresión de las representaciones que os-
tenten. 
Los Vocales suplentes podran asistir a las sesiones de 
las ponencias y de la Comisión en pleno, y sólo toma-
ran parte en la~ discusiones eJ:.l ausencia del titular. 
Lo que comunico a V. I. para sn conocimiento y de-
i-nas efectos. Madrid, 7 de agosto de rg3r. 
NICOLAU 
Señor Subsecretario de este :Ministerio. 
Ilmo. Sr. : Vistas las instancias preseutadas por la 
Unión Nacional de Industrias de Aceites de semillas y 
la Cooperativa Resinera de Productores, solicitando for-
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mar parte de Í.a ~..-omi~ión integrada por elementos pro-
ductores, técnicos y administrativos, que ha de clasifi-
car y ordenar la información recibida sobre el régimen 
de aceites a que se refiere el Decreto de s de junio del 
corriente año; copio quiera que al nombrarse la referida 
Comisión por la Orden de 7 de los corrientes, dejaron 
de incluirse por error aquellas representaciones-, y te-
niendo en cuenta la conveniencia de que figuren en ella, 
he acordado lo siguiente : 
Que se consideren incluídas en el apartado b) de la 
Orden de 7 de agosto de 1931, la Unión Nacional de In-
dustrias de Aceites de semillas y la Cooperativa Resine-
ra de Productores, las que designaran cada una un re-
presentante y un suplente para actuar en unión de los 
que figurau en la citada Orden y a los fines que en la 
misma se indican. 
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y de-
mas efectos. Madrid, 24 de agosto de 193 I. 
NICOLAU 
Señor Subscretario de este Ministerio. 
D-;10. Sr.: La Comisión Mixta del Aceite, depen-
diente de este Ministerio de Agricultura, Industria y Co-
mercio, tiene por misión primordial organizar la propa-
ganda genérica del aceite de oliva español. 
Para que esta función se realice desde luego y con 
verdadera eficacia, he acordado, a propuesta de la ex-
presada Comisión, aprobar el siguiente Estatuto de la 
Oficina de Propaganda del Aceite : 
ESTATUTO 
Artículo r.0 Se crea por el Ministerio de Agricultu-
ra, Industria y Comercio una uOficina de Propaganda 
del Aceite», dependiente de la Comisión Mixta del Acei-
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te, destinada a difundir el conocimiento del aceite de oli-
va español en todos los mercados del Mundo, con el fin 
de intensificar su consumo y exportación. 
Artículo 2. o Dicha Oficina es tara regentada por un 
Director, que debera disponer de todos los medios, así 
como del personal necesario, para cumplir la misión que 
se le encomienda. Si algún empleado de la Oficina se 
nombrase entre el personal del Ministerio de Agricultu-
ra, Industria y Comercio, prestara sus servicios en aqué-
lla fuera de las horas de trabajo que le asigne la Admi-
nistración pública. 
Artículo 3. o El cargo de Director de la Oficina ser a 
provisto mediante concurso, que se anunciara en la Ga-
ceta de Madrid, procurando su maxima difusión, y se 
ajustara a las siguientes bases: 
a) Podra presentarse al concurso cualquier ciudada-
no español. 
b) IEl aspirante elevara una solicitud, dirigida al se-
ñor Presidente de la Comisión Mixta del Aceite, en el 
Ministerio de Agricultura, Industria y Comercio. 
e) A esta solicitud acompañara relación de los méri-
tos que pueda alegar, con los documentos probatorios 
correspondientes. 
d) Acompañara también diez ejemplares de una Me-
moria, etl la que proponga y razone un plan de propa-
ganda genérica del aceite de oliva español en el extran-
jero, e igualmente un proyecto cifrado de la organiza-
ción de la Oficina que habra de funcionar bajo su di-
r'ección. 
e) Se considerara como mérito el conocimiento de 
idiomas de los mercados en que se ha de hacer la pro-
paganda. 
f) Tendra que presentar certificada negativo del Re-
gistro Central de Penados y Rebeldes . 
Artículo 4· 0 El cargo de Director de la Oficina de 
Propaganda sera remunerada con la cantidad de 3o.ooo 
pesetas anuales. 
Artículo 5.0 El concursante favorecido debera aban-
donar toda otra actividad, para dedicarse exclusivamen-
te a la dirección de la Oficina, que sera incompatible con 
cualquier cargo pública o pdvado. 
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Artículo 6.0 ltas instancias de los concursantes, con 
los documentos que acompañen, seran sometidos al es-
tudio de la Comisión Mixta del Aceite, que es la encar-
gada de formular a la Superioridad, si procede, la pro-
puesta del nombramiento de Director. 
La Comisión, para emitir su fallo, podra pedir estu-
dios adicionales, pruebas o testimonios mas amplios, o 
explicaciones verbales a los concursantes. 
Artículo 7.0 El concurso podra declararse desierto si 
no hubiese concursante que reúna todas las condiciones 
exigidas, a juicio de la Comisión l\Iixta del Aceite, cuyo 
fallo sera inapelable: 
Artículo 8. o El Director de la Oficina de Propagan-
da tendra completa libertad de acción dentro de las di-
rectrices que le señale la Comisióu :Mixta del Aceite. 
Esta sera la encargada de vigilar y dirigir su actuación, 
aprobando o rechazando los proyectos de propaganda que 
el Director de la Oficina elabore. 
Artículo g. o Ll\ Comisión Mixta del Aceite podra 
anular el nombrarnieuto por falta grave o iucompeten-
cia en cualquier momento, a partir de su nombramiento 
como Director. 
Artículo ro. La Comisión Mixta del Aceite, en sus 
decisiones, procedera de la misma manera que el Conse-
jo de Administración de una eutídad privada, votando 
las propuestas, aceptímdolas o rechazandolas por mayo-
ría de votos entre los presentes. 
El Subsecretario de Agricultura, Industria y Comer-
cio, Presidente de la Comisión mixta, tendra voto de 
calidad que decidira en los empates. 
Artículo 11. Asumira el Subsecretario Presidente las 
funciones que corresponden al Gerente de una entidad 
mercantil, eucargandose por sí mismo o por la persona 
en quien delegue-que habra de fonnar parte de la Co-
misión mixta del Aceite-de tramitar a la Oficina de 
Propaganda los acuerdos de la Comisi6n mixta de con-
trolar su exacta ejecución y presentar a ésta los proyec-
los o ideas sugeridos por el Director de la Oficina. 
Artículo 12. Igualmente asumira la misi6n de pro-
curar directamente, por persona de la Comisión en quien 
delegue, la eficacia y buen funcionamiento de la Oficina 
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de Propaganda, siendo de su exclusiva competencia de-
cidir las cuestiones que, planteadas en la misma, estime 
que es preciso llevar al acuerdo previo de la Comisión 
mixta, por su caracter de urgencia o de tramite co-
rriente. 
Lo comunico a V. I. a los efectos consiguientes. Ma-
drid, 23 de febrero de 1932. 
MARCEI,INO DOMINGO 
Señor Subsecretario de este l\Iinisterío, Presidente de 
la Comisión mixta del Aceite. 
llmo. Sr. : La necesidad urgente de orgamzar en este 
Ministerio de Agricultura, Industria y Comercio un ser-
vicio especial de estadística de la Producción y existen-
cias de aceite de oliva y aceite de orujo de aceitUlla, de-
pendiendo directamente de la Comisión mixta del Acei-
te, para que sirva en todo momento de elemento de jui-
cio en las resoluciones que pueda adoptar sobre régímen 
de aceites, exige que se dicten las normas para su regla-
mentación. 
En su virtud, y a propuesta de la Comisión mixta del 
Aceite, 
Este 1\Iinisterio ha tenido a bien disponer que dicbo 
servício quede reglamentada en la síguiente forma : 
CAPITULO PRIMERO 
Estadística de Producci6n de aceite de orujo de aceitu-
na y refinaci6n de aceite. 
Artículo r. 0 Todos los fabriêantes de aceite de oru-
jo de aceituna y los refinadores de aceite, en la primera 
decena del primer mes de cada trimestre natural, a par-
tir de abril próximo, envï'anín a las Camaras de Indus-
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tria o de Comercio, Industria y Navegación, en cuyas 
demarcaciones estén establecidas sus fabricas, una de-
claración por cada fabrica, suscrita y ajustada al mode-
lo anejo a esta Orden, de la cantidad en kilogramos de 
aceite de orujo de aceituna y de aceite refinado que res-
pectivamente hayan producido en el trimestre anterior. 
J,os fabricantes de aceites de orujo de aceituna extende-
ran la declaración dicha al orujo que hayan extractado, 
y las refinerías, a los residuos obtenidos, todo con refe-
renda al mismo período antedicho. 
Articulo 2.0 Las expresadas Ciimaras seran las en-
cargadas de repartir entre los fabricantes las hojas de-
clarativas y de recogerlas de los interesados, si éstos no 
las hubieren presentado oportunamente. Las Camaras 
daran recibo de las declaraciones a los interesados. 
Artículo 3. 0 Las repetí das Ciimaras conservaran las 
declaraciones de los fabricantes, de las cuales solamente 
extraeran los datos necesarios para remitir a la Comi-
sión mixta del Aceite, antes del día 20 del primer mes de 
cada trímestre natural, relación expresiva, por Muuici-
pios, del número de declaraciones recibidas, del número 
de fabricas a que se refieren y de la suma total de los 
aceites fabricados, de los refinados producidos, del oru-
jo extractado y de los residuos obtenidos, y relación no-
minal de las fabricas que hayan dejado incumplida la 
obligación de presentar las declaraciones a que se refie-
re esta Orden. 
Articulo 4. 0 Los datos primarios facilitados a las Cii-
maras seran secretos, bajo responsabiliclad de los Secre-
tarios de dichas Corporaciones, sin otra excepción que 
su manifestación a los Inspectores que ocasionalmente 
pueda nombrar el Ministerio de Agricultw·a, Industria 
y Comercio, a propuesta de la Comisión mixta del Acei-
te, para la vigilancia de la buena ejecución del servicio. 
Artículo 5. 0 La Comisión mixta del Aceit~ <lebcr.! 
dar cuenta a la Dirección general de Comercio de las 
Ciimaras que incumpliereñ o retrasaren el ~umplimien­
to del servicio que se les encomienda por esta Urden. 
Articulo 6.0 Todos los servicios a que se refiere esta 
Urden serau absolutamente gratuitos Las hojas decla-
ratorias seran facilítadas por la Comisión mixta del Acei-
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te a las Camaras y por éstas a los fabricantes obligados 
a cumplimentarlas. 
Artículo 7. 0 Para los efectos de la comprobación de 
la exactitud de. los datos suministrados, los fabricantes 
deberan llevar cuenta no sujeta a modelo ni reintegro 
alguno, en la que consten asentadas las partidas bases 
de los datos que deben ser objeto de declaración. Los 
que no quieran llevar dicha cuenta especial vendran obli-
gados a exhibir las ordinarias de su negocio en la medi-
da que se estime estrictamente necesaria para comprobar 
los referidos datos. 
Artículo 8. 0 El íncumplimiento de la obligacíón de 
presentar las declaraciones establecidas en esta Orden 
y la inexactitud de las mismas, se castigara con una 
multa equivalente a so pesetas por roo kilogramos de 
aceite. 
CAPITULO II 
Estadística general de producci6n de aceite de oliva. 
Artículo g.0 Los dueños o encargados de fabrlcas, mo-
linos, almazaras, etc., y, en general, todo el que muela 
aceituna propia o ajena, llenara una hoja declaratoria 
conforme al modelo anejo, al terminar la molienda; en 
dicha hoja se especificara la cantidad de aceituna molida, 
aceite extraído y número de días què ha trabajado la fa-
brica, molino, etc. 
Artículo ro. Los Ayuntamientos repartiran las ho-
jas declaratorias entre los interesados con la anticipa-
ción suficiente, y cuidaran de recogerlas al dar por ter-
minada la campaña en su término municipal. Al mis-
mo tiempo daran cuenta de los casos, si los hubiere ha-
bido, de negativa o, resistencia a llenar la hoja declara-
toria. 
Artículo rr. Las Sección Agronómica provincial cui-
dara de remitir en tiempo oportuno a los Ayuntamientos 
de la provincia, el número de hojas declaratorias sufí-
dente; adoptara las disposiciones necesarias para . el 
cumplimiento del servicio por los Ayuntamientos; fija -
ra la fecha aproximada en que cada Ayuntamiento debe 
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enviar sus hojas declaratorias; totalizara los datos reci-
bidos, formando con ellos dos estados, uno por Munici-
pios en el que aparezca simplemente la cifra de aceitu-
na molida y aceite obtenido en el término respectivo, y 
otro estado en el que se relacionen nominalmente las fa-
bricas existentes en la provincia y la producción obteni-
da en cada una. 
La Sección Agronómica conservara ademas en su po-
der, debidamente clasificadas y ordenadas, las ho jas de-
claratorias originales y dara cuenta a la Comisión mix-
ta del Aceite de los particulares o Ayuntarnientos que 
hayan opuesto resistencia a su cumplimiento. 
Articulo r2. La Comisión mixta del Aceite formara 
el resumen general de la campaña, recabara los datos 
que hayan sido omitidos v verificara las comprobacio-
nes que estime necesarias para depurar la verdad de las 
declaraciones recibidas. Si fuera necesario se impondran 
las sanciones previstas en el articulo 8.0 , y si algún 
A.yuntamiento hubiere incumplido el servicio, se dara 
cuenta a la Superioridad para que le imponga la sanción 
que corresponda. 
CAPITULO III 
Estadfstica de existencias 
Articulo 13. El día I.0 de octnbre de cada año todo 
tenedor de aceite en cantidad superior a cien kilogramos 
vendra obligado a declarar sus existencias. 
Artículo 14. Todos los tenedores de aceite llenaran 
una hoja declaratoria conforme al modelo adjunto, en la 
cual, con sn firma, expresaran la cantidad de aceite 
comestible, aceite para usos industriales y aceite de oro-
jo de aceituna que tengan en su poder en dicha fecha. 
Articulo rs. Los Ayuntamientos facilitaran las ho-
jas declaratorias a los tenedores de aceite en los ocho 
últimos días de septiembre, enviandolas a continuación 
a la Sección provincial Agronómica, a la cual expendran 
los casos, si hubiera habido alguno, de negativa, omi-
sión o resistencia a llenar la hoja declaratoria. 
Articulo r6. Las Secciones Agronómicas provincia-
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les cuidaran de enviar a cada Ayuntamiento, con anti-
cipaci6n suficiente, el número de hojas que estimen ne-
cesarias, recogeran las que éstos envíen y formaran un 
resumen por Municipio, en el que aparezca simplemen-
te las cif ras totales de existencias en el M unicipio res-
pectivo. El resumen se enviara a la Comisión mixta del 
Aceite, en el Ministerio de Agricultura, Industria y Co-
mercio, antes del 20 de octubre, conservando en su po-
der la Sección las declaraciones origiuales y enviando re-
lación de los Ayuntamientos, si hubiere habido algmio, 
que haya manifestado resistencia a cumplir el servicio. 
Artículo 17. La Comisión mixta del Aceite, en vis-
ta de los res(!lnenes provinciales recibidos, formara el 
resurnen general de existencias. 
En los casos de resistencia o negativa de los particu-
lares a facilitar los datos, se impondran 1as sanciones ex-
presadas en el artículo 8.0 , y si se tratara de Ayunta-
mientos, se poudra en conocimiento de la Superioridad 
para las sanciones que proceda. 
DISPOSICION TRANSITORIA 
En el presente año, y por excepción, las declaracio-
nes a que se refiere el artículo I. 0 cornprendera los rne-
ses de octubre últirno a ma:rzo inclusive, y la fecha se-
ñalada en el artículo 13 se en tendera la el I. 0 de rnayo 
de~ corriente año. 
Lo qne comunico a V. I. para su conocirniento y efec-
tos correspondientes. Madrid, 23 de febrero de r932. 
MARCET.INO DOMINGO 
Señor Subsecretario de este Ministerio. Presidente de 
la Comisión mixta del Aceite. 
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MODELOS QUE SE CITAN 
MODELO A 
SERVICIO DE ES'l'ADIS'l'ICAS DE PRODUCC'ION 
DE ACEITES 
COMISION MIX'J'A 
DEI, ACEI'l'E 
7\fr:>:JS'l'ERJO DE AGRICUL1'URA, JNDUS'I'RTA 
V COMERCIO 
Señor Secretario de la Cama ra de ......................... .. 
de ............... , como (r) .. ......... . ... de la fabrica 
de ( 2) .......... . .... , establecida en ( 3) .................. , de 
conformidad con lo previsto en la Orden de 23 de fe-
brero de 1932, declaro que la citada fabrica ha produci-
do en el próximo pasado trimestre : 
1(4) Aceite de orujo. 
Orttjo extractado. 
Refinado de aceites. 
Residnos de refinaci6n. Kilogramos. 
(Fecba y firma.) 
(l) Propietari o, Admlnistra<lor, àpoderado, etc. 
(21 I~xponPr si es de nceite de orujo o refineria. 
(3) Población. 
(.J) Tachar los conceptos no utilizables. 
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:i\IODELO B 
SERVICio DE EsTADISTICAs DE PRonuccioN 
DE ACEITES 
:MINIS'l'ERIO DE AGRICUI,TURA, INDUSTRIA 
Y COMERCIO 
Seiïor Presidente de la Comisión mixta del Aceite. 
MADRID 
Tengo el honor de comunicarle que basta el día xo 
del mes corriente he recibido, con referencia al anterior 
trimestre (1) .. .. . .. .... .. .... . declaraciones de .fabricantes 
de aceite de orujo, de las cuales se extraeu los siguien-
tes da tos: 
ACEITE ORUJO ACEITE RESIDUOS 
MUNICIPIO 
DE ORUJO EXTRACTADO REFINADO DE REFINACIÓN 
Kgs. Kgs. Kgs. 
Han omitido presentar las correspondientes declara 
ciones los siguientes fabricantes: 
NOMBRE 
(1) Número. 
INDUSTRIAL SEÑAS MUNICIPIO 
(Fecha y firma del Secretaria de 
la Camara de Comercio, Indus-
tria y Navegación, remitente.) 
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MODELO C 
MINISTERIO DE AGRICUJ,TURA, 
INDUSTRIA Y COMERCIO 
SERVIcro DE EsTADISTICA nH 
PRODUCCION DE ACEI'l'E 
Señor Presidente de la Comisión mhrta del Aceite. 
MADRID 
Don (título o razón social de la Empresa) 
............... , 
como (cosechero, fabricante, etc.) .................. , y con-
forme al Reglamento para la Estadística de Producción 
y existencias de aceite, de 23 de febrero de 1932, decla-
ro que el (molino, almazara, etc.) . . . . . .. . . . . . . . .. . . . . . a mi 
carg0¡ ha trabajado en la actual campaña . . . . . . . . . . . . dí as, 
desde ......... a ......... : ha mblido ............ q. m. de 
aceituna y ha producido . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . kilogram os de 
aceite. 
(Fecha y firma.) 
9 
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MODELO D 
l'v!JNISTERIO DE AGRICULTURA, 
INDUSTRIA Y COMERCIO 
SERVICIO DE EsTADISTICA DE 
PRODUCCION DE ACEITE 
Señor Presidente de la Comisión mixta del Aceite. 
MADRID 
Don (título o razón social de la Empresa), con domi-
colio en ............ , provincia de ............ , calle ...... . .. , 
número ............ , conforme al Reglamento para la Es-
tadística de Producción y existencias de aceite, de 23 
de febrero de 1932, declaro que en !.0 de octubre del co-
rriente tenía en mi poder las siguientes existencias de 
aceite: 
Aceite de oliva comestibles, kgs. 
Aceite para usos industriales (tur-
bios, aceitones, etc.), kgs. . ...................... . 
Aceite de orujo de aceitunas, kgs ............ . 
(Fecba y firma.) 
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O RD EN 
Ilmo. Sr. : En la necesidad de que la intervenci6n del 
Poder público se produzca en los términos que sean pre-
cisos para corregir practicas nocivas a la producción, lo-
grando que ésta tenga lugar con arreglo a los dictados 
de la técnica y libre de costumbres perjudiciales para la 
buena calidad de los productos y el mejor aprovecha-
miento de los frutos que se transformen; teniendo en 
cnenta que cònviene reducir el período de entrojamien-
to de la aceituua que se dedique a la elaboración de acei-
te, para que de esta suerte se mejoren las calidades, evi-
taudose al propio tiempo el desarrollo de plagas que da-
ñan las plantaciones olivareras, los intereses de los cul-
tivadores y los generales del país, 
Este Ministerio se ha servido disponer : 
¡r .0 Se autoriza a la Dirección general de Agricultu-
ra para que fije el período de tien1po durante el cual ha 
de procederse a la elaboración del aceite. 
2.0 Transcurrido que sea dicho período, sin que el 
propietario del fruto haya procedido a la elaboración 
del aceite, la Dirección general de Agricultura podr6. • 
incautarse del fruto, previo su inventario, y ordenar sea 
sometido a elaboración por cuenta del propietario, a 
quien se entregara el aceite obtenido, después de pagar 
la cuenta de gasto de elaboración. 
3- 0 La presente Orden comenzara a regir desde sn 
¡mblicación en la Gaceta. 
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efec-
tos. Madrid, r6 de marzo de 1932. 
MARCEI.JNO DOMINGO 
Señor Director general de Agricultura. 
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DIRECCION GENERAL DE AGRICULTURA 
Tnstrucciones Para el cumplimiento de la Orden del Mi-
nisterio de Agricultura, Industria y Comercio de 16 
de m.arzo de 1932 (Gaceta del 17), regulando la ela-
boraci6n de aceites PMa reducir el período de entro-
jamiento de la aceituna. 
Con objeto de dar cumplimiento a la <4sposici6n del 
Ministerio de Agricultura, Industria y Comercio, fecha 
r6 del corriente, publica.Ja en la GOiceta del 17, que tra-
ta de regular la elaboración de aceites, a fin de redu-
cir, en la medida que permitan los elementos de que ac-
tualmente se dispone, el período de entrojamiento de la 
aceituna, cuya prolongación excesiva constituye moti-
vo para la clifusión de ciertas plagas y tanto hace desme-
recer la calidad de los aceites obte:nidos, 
Esta Dirección general se ha servida dictar las Ins-
trucciones siguientes : 
1." En el período de diez días, a contar de la fecha 
de la publicación de estas Instrucciones en la Gaceta 
• de Mad:rid, deberan quedar confeccionadas por términos 
municipales las estadísticas de almazaras, molinos y fa-
bricas de aceites de oliva, con su capacidad productora, 
así como las de existencias de aceituna que quede por 
molturar. 
2.• Para ello, los propietarios de almazaras, molinos 
y fabricas de aceites de oliva quedau obligados a diri-
girse a la Sección Agronómica de la provincia, declaran-
do los inmuebles de esta naturaleza que posean, su em-
plazamiento y las características de las prensas y ele-
mentos extractores instalaclos en estado de funciona-
miento. 
3.• Asimismo, los propietarios de oli-vares declararan 
en la Alcaldía del término municipal en donde aquéllos 
radiquen la cantidad de aceituna que les quede por mol-
turar y que no se balle entrojada en molinos, almazaras 
y fabricas, estando sujetos a igual cleclaración los due-
ños de estas instalaciones respecto al fruto que tengan 
entrojado, sea propio, procedente de maquilas o de la 
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pertenencia de su clientela, debiendo confeccionar la Al-
caldía con estos datos la estadística de la producción aún 
no elaborada. 
4·" Tanto las Secciones Agronómicas como las Alcal-
días llevaran a cabo, en sus respectivas demarcaciones, 
las inspecciones e investigaciones que juzguen necesa-
rias para la comprobación de las deélaraciones que los 
propietarios y los industriales les proporcionen. 
5·" Expirada el plazo de diez días, los Alcaldes re-
mitiran a las Secciones Agronómicas provinciales la rela-
ción estadística a que se refiere la Instrucción 2." 
6." Las Secciones Agronómicas, tenien do en cuenta 
las estaclísticas y la capacidad de elaboraci6n de las ins-
talaciones para la transformación de la aceituua, esta-
hlecidas en cada uno de los diferentes términos munici-
pales, señalaran, con la amplitud y variedad que juz-
guen necesarias, el període de elaboración, fijando el 
plazo en que ésta haya de tealizarse. 
7.• Finalizado para cada término municipal el pla-
zo señalado y• previa la oportuna investigación, las Sec-
ciones Jl..gronómicas, si a ello hubiere lugar, se dirigi-
ran a este Centro manifestando los remanentes de acei-
' tupas que aún quedaran por tratar y el informe que so-
bre el caso estimasen oportuna, para que esta Dirección 
¡meda adoptar, en su consecuencia, las medidas que juz-
gue procedentes para dar cnmplimiento a lo que dispo-
ne el apartada 2.0 de la Orden a que se refieren estas 
Instrucciones sobre la elaboraci6n fòrzosa del aceite por 
cuenta del propietario del fruto. 
Lo que comunico a V. E. para su conocimiento y la 
consiguiente publicación en el Boletín Oficial de la pro-
vincia. 1\fadrid, r8 de marzo de 1932. El Director gene-
ral, A. Pérez Torreblanca. 
Señores Gobernadores civiles de las provincias e In-
genieros jefes de las Seccicnes Agronómicas provin-
ciales 
• 
ALGODÓN 
ürdên de Agricultura c'le 6 de Febrero de 1932, exten-
diendo a Io.ooo hecHireas la protección del cultivo. 
Decreto de Agricultura, 22 de l\Iarzo de 1932, estable-
ciendo un progrfima de cultivo y ampliandolo a wo.ooo 
hectareas. 
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DIRECCION GENERAL DE AGRICULTURA 
COJIHSARIA ALGODONERA DEL ES'l'ADO 
En uso de las facultades de que dispone la Dirección 
g-eneral de Agricultura, por Decreto de 7 de noviembre 
de I9.)T, que Je confiere las atribuídas por disposiciones 
anteriores a los suprimidos organismos de la Comisarfa 
Algodonera del Estado, y teniendo en cuenta muy en 
particular las señaladas en los artículos J.0 v 6.0 del Re-
• glamento de 1 de febrero de 1926, -
Esta Dirección general ha acordado extender a ro.ooo 
hectareas, como maximo, la protecci6n al cultivo del al-
g-odón en la campaña 1932-191.1, fijando los precios a 
que ha de pagarse por el Estado el algodón obtenido, 
con arreglo a dicha e>.:tensión superficial, a la produc-
dón probable y a las disoonibilidades presupuestarias 
para estos fines, en la siguiente forma: 
Primera clase.-Precio del kilo, 1,25 pesetas. 
~egm1da clase.-Precio del kilo, 0,90 pesetas. 
Tercera clase. --Precio del kilo, o,65 pesetas. 
Al pronio tiempo esta Direcci6n acuerda que esa Dele-
g-aci6n nneda autorizar v firmar. como consecuencia, en 
~n no111hre. los correspondientes contratos de cultivo. 
Ooortnnamente, y si las nosibilidades económicas lo 
nermitiesen. 
F.<;ta T'irección general acordara los precios que pu-
rlieran otnrgarse. a los cultivadores con inòependencia 
de los nn•cios fihdos ..,... establedendo el criterio manifies-
to de estimular ía mayor producci6n por hectarea. tanto 
en sec::mo como en regadfo 
Lo cme comunico a V. S. para su conocimiento v Ja 
divnlgación cot1veniente, a los efectos perseguidos. Ma-
drid, 6 de febrero de 1932.-El Comisario-Director ge-
neral, A. Pérez Torreblanca. 
Señor Ingeniero jefe de la Sección Agrouómica de Se-
villa, Delegado de la Comisaría Algodonera del Estado. 
El Gobiemo se propone extender a roo.ooo hectareas, 
en un plazo de cinco años, el cultivo del algodón. Las 
provincias en que dicho cultivo puede implantarse con 
«!xito son las de Sevilla, Huelva, Córdoba, Badajoz, Ca-
diz, Malaga, Granada, Almería, Caceres y Toledo. Para 
que el cultivo se reallce es indispensable: que no haya 
heladas desde la primera decena de mayo a la segunda 
de octubre; que las lluvias no sean inferiores a soo mi-. 
lésimas annales y que no se utilicen mas que tierras de 
buena calidad. 
El cultivo del algodón, aun con los precios actua-
les, cubre los gastos. No debe, en este momento de des-
nivelación de precios, aspirarse a mas. En el aspecto 
agrícola España posee, en calldades y cantidades, terre-
no suficiente para dedicar a dicho cultivo. Socialmente 
urge emplear sobre la tierra que hnelga los brazos que 
huelp.;an también. Bajo t<;>dos los términos, la extensión 
del cultivo del algodón resnelve problemas que, plantea-
dos de tiempo y por dejarlos sin solnción habían deter-
minada la desarticulación y empobrecimiento de la eco-
l'Omía española. Deber de la República es redimir la eco-
nomia de esta situación, posibilitandola desonvolvimien-
tos y actividades saludables, que hoy no tiene. 
Por ello, el Gobierno de la República decreta : 
Artículo r. o Con arreglq a las prescripciones del pre-
sente Decreto, se establece un programa para cultivo del 
¡tlgodón, hajo la {nmediata protección y vigilancia del 
Estado. que debera alcanzar la cifra de roo.ooo hecta-
reas en· plazo ma);:imo de cinco años, subdividido en ins-
cripciones mínimas de 20.000. e 
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Artículo 2. 0 El cultivo del algodón no podra reali-
zarse mas que en aquellas tierras que reúnan las debi-
das condiciones, a juicio del personal agronómico. 
Artículo 3·0 Las inscripciones de terrenos dedicados 
al cultivo algodonero, deberan hacerse: para la provin-
cia de Sevilla, en las oficinas del Instituto de Fomento 
del Cultivo Algodonero (antigua Factoría de Tabladi-
lla), y en las demas provincias, en las oficinas de la Sec-
ción Agronómica, con arreglo al modelo que se inserta 
al final de esta disposición; Secciones que deberan lle-
var tlfi registro especial para estas iriscripciones. 
Artículo 4. 0 Recibidas las inscripciones en cualquie-
ra de las oficinas mencionadas, se procedera por el per-
sonal agronómico de sn dependencia a la inspeccióu de 
los terrenos inscritos, debiendo ser remitidos duplicados 
de estas inscripciones al Instituto de Fomento del Culti-
\'O Algodonero de Sevilla, acompañados del correspon-
diente informe, aquellas que sean admitidas, y con el 
fin de oue por el mencionado Instihlto pueda ser remi-
tida la correspondiente semilla en tiempo oportuno y se-
,g-ún indicación del personal agronómico, para evitar que 
la siembra se haga a destiempo. 
Artículo 5.0 P9r el personal técnico de las Secciones 
v Centros agronómicos de cada provincia, se vigilara 
cuidadosamente la marcha del cultivo, aconsejando y en-
señanclo a los cultivadores la época y forma de realizar 
cada una de las diferentes labores, anotando cuidadosa-
mente las características de la plantación, desarrollo, flo-
ración, etc., con el fin de reunir cuantos datos puedan 
servir para la mejor formación de la debida estadística y 
avances de cosechas probaqles, as{ como para tener Ún 
perfecto conocimiento de cómo se desarrolla cada semi-
lla en cada una de las zonas cultivadas. 
Artículo 6. o Con arr~glo a la marc ha que siga el 
mercado exterior del algodón, por este Ministerio, y con 
intervención de los organismos interesados, se fijara 
cada año en el curso del mes de enero las indemnizacio-
' nes, anticipos o precios que se establezcan para el cul-
tivo del algodón; qÚe para el presente año son las si-
guientes: 
a) La semilla necesaria, a razón de so kilos por bec-
-140-
tarea, que ser~ entregada gratuitamente por el Instituto 
de Fomento del Cultivo Algodonero. 
b) Una subvención de roo pesetas por hectarea cul-
tivada,. tanto en secano como en regadío, que percibira 
el cultivador directo de la parcela inscrita, una vez efec-
tuado el aclarado de la plantación. 
e) Un anticipo de so pesetas por hectarea en secano 
y de 100 en regadío para aynda de los gastos de recolec-
ción, que sera deducido de la liquidación del algodón 
entregado a Ja desmotaci6n. 
d) Si el precio del mercado del algodón fibra reba-
sara proporcionalmente los precios que se fijan para el 
bntto en la presente campaña, y que son: 
Primera clase, una peseta por kilogramo. 
Segnnda clase, o,8o pesetas por kilogramo. 
Tercera clase, o,6o pesetas por kilogramo. 
Este l\finisterio determinara en cada año la cantidad 
que sera prorrateado entre el número total de kilos re-
colectados y entregada a los cultivadores en concepto de 
premio y proporcionalmente a la cosecha entregada por 
cada uno. 
Artículo J. 0 Los propietarios de terreno de secano 
adecuados al cultivo del algodón que cedan Iotes de dos 
hectareas como maximo en arrendamiento, con el sólo 
v exclusiva objeto de dedicarlos a este cultivo, ademas 
• de la renta fijada en el contrato, que debera figurar en 
ln hoja de inscripción, percibiran el ro por roo del algo-
d6n recolectado en la parcela cuando por el colono ha-
yan de hacerse las labores preparatorias de siembra, y 
si estas labores son realizadas por el propietario y ade-
mas proporciona al colono el ganado y aperos para las 
labores del cultivo, percibira en este caso el 25 por roo 
del algodón .. recolectado. · 
La renta estipulada mas el tanto por dento antes 
fijado para cada caso, sera deducida del valor del algo-
~ dón entregado a la desmotación, percibiendo su parte 
cada interesado directamente y con absoluta indepen-
dencia. 
Esta clase de contratos no tienen aplicación mas que 
para el cultivo del algodón en secano, debiendo quedar 
lilm~s las tierras en la segunda quincena de octubre, sin 
.. 
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que el colono tenga derecho a indemnización por nin-
gún concepto. 
Artículo 8.0 .A base de la actual Factoría de Tabla-
dilla, con sus laboratorios, oficinas, dependencias, la fa-
brica de aceites y tortas que se establece y dotada de los 
necesarios campos de experimentación y demostración, 
se crea el Instituta de Fomento del Cultivo Algodone-
ro en España, el cual funcionara cou arreglo a las nor-
mas que se dicten por el Ministerio de Agricultura, In-
dus tria y Comercio. 
Articulo g.<> Para la desmotación de los algodones 
producidos, se creau las siguieutes factorías de desmo-
tación en las actuales zonas de cultivo : 
Provincia de Sevilla.-En Utrera, Paradas, Fuentes 
de Audalucía y Lora del Río. 
Provincia de Badajoz.-En Almendral. 
Provincia de Córdoba.-En Pedro Abad. 
Artículo 10. Estas factorías de desmotación estaran 
regidas y seran propiedad, cada u~a de elias, de un Sin-
clicato de Cultivadores de Algodón, del cual deberan 
formar parte la totalidad de los cultivadores de la res-
pectiva zona, los que responderan mancomunada y soli-
dariameute de la buena marcha de la factoría, cuya ins-
talación. debera ser solicitada previamente por el Sindi-
cato. 
El capital necesario para su implantación sera pro-
porcionada en la siguiente forma: so por 100, aporta-
ción del Estado, y el so por 100 restante, anticipada por 
el Banco de Crédito Industrial, a amortizar en diez años. 
Este Ministerio, en todo caso, se reserva la facultad 
de inspección administrativa y dirección técnica de es-
tas factorías. 
Artículo II. Los Sindicatos que se constituyan con 
arreglo a lo determinada en el artícnlo anterior forma-
ran una Federación para el aprovechamiento de los pro-
ductos derivados de la semilla. Este aproyechamiento se 
,·erificara en la fabrica que al efecto, y a base de h ma-
quinaria ya adquirida por el Estado, se establezca. 
De esta Federación sedí parte integrante, y e.u la 
cnantía que representen las aportaciones del Estado, el 
T rstituto de Fomento del Cultivo Algodonero. 
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EI Estado aportara en maquinaria o efectivo el 50 por 
100 del valor total de las mstalaciones· el otro 50 por 
100 sera anticipado a la Federación de Sindicatos por el 
Banco de Crédito Industrial, a amortizar en diez años. 
Articulo 12. Las utilidades derivadas del aprovecha-
miento de las semillas, después de separar las cantida-
des necesarias para la amortización de los anticipes rea-
lizados por el Banco de Crédito Industrial, seran dis-
tribuídas proporcionalmente a las respectivas participa-
dones, destinandose las de los Sindicatos a sus partíci-
pes, y las del Ilistituto, a aquelles fines que este Minis-
terio determine en relación con el Fomento del Cultivo 
del Algodón. 
Articulo 13. Los aceites obtenidos de la semilla del 
algodón no podr{m, en ningún caso, destinarse en Es-
paña a la alimentación ; deberan ser exportades, y la 
parte que para aplicaciones industriales se consuma en 
la nación sera previamente desnaturalizada. 
Articulo 14. Para atender a los gastes derivades de 
la implantación de lo dispuesto en este Decreto, en el 
presente año se destinau en primer término los dos mi-
llones de pesetas consignades en presupuestos para la 
Comisaría Algodonera, que se suprime, mas todas las 
cantidades que por cualquier concepto estan en poder 
de la misma, y luego la cantidad de un millón de pese-
tas que aporta el Comité Industrial Algodonero para 
contribuir a esta obra. 
En los años sucesivos se fijaran previamente, antes 
de la campaña, las cantidades que deben ser aportadas 
por el Estado y el Comité, cuya forma de aportación 
sera señalada. 
Articulo 15. Todas las cuestiones que afecten a pro-
cedimientos, clases de maquinaria a emplear y reglas de 
cultiva de esta planta textil, seran de la exclusiva reso-
lución de este Ministerio, con el informe del Instituto 
de Fomento del Cultivo Algodonero. 
ArÚculo 16. Con anterioridad a la campaña de des-
motación se fijar!m las normas de venta del algodón des-
motado, que se realizara por los organismes interesados 
en la forma que por este Ministerio se reglamente. 
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Dado en Madrid a veintidús de marzo de mil novecien-
tos treinta y dos. 
NrcETo ALcALA-ZAMORA v ToRRES 
El Ministro de Agricultura, Industria y Comercio, 
1YIARCELINO DOMINGO y SAKJUAN 
(FRENTE DEL l\.JODELO) 
MINIS'I'ERIO DE AGRICULTURA, INDUSTRIA 
Y COMERCIO 
INSTI'I'UTO DE FOMENTO DEL CULTIVO ALGO-
NERO.-SEVILLA 
lNSCRJPCIO~ P.\RA SIEMBRA DE FDlCA 
PARCr:LADA Y COLONIZADA 
¡ --
···························· ... 
PROVINCIA DE ......... . .... . TER"UNO DE .............. . 
Don .. . , vecino de .. . , co11 domicilio en .. . , calle de ... , 
mhnero ... , propietario de la finca ... , de secana, mani-
fiesta que, acogiéndose a los beneficios que concede el 
artículo 7.0 del Decreto del Ministerio de AgricuUura, 
lndustrilll y Comercio del ... de Marzo de 1932, ha par-
·celado la haja de ba1becho de dicha finca en lates de dos 
hecttfreas como maximo, y ha arrendada twa de estas 
parcelas de seca.no, cuya> superficie es de ... hecttíreas, 
a D . ... , '!Jecino de ... , calle de ... , nzímero ... , por la can-
lidad total de ... pesetas, con el solo. y exclusiva objcto 
de cultivar algodón; ~· cu~>a parcela debera dejaiT libre 
dicho colona antes del día 1.0 de Noviembre pr6ximo. 
El propielario que srtscribe, ... se compromete a eje-
cutar las labores de barbeclto y preparatoria, para la 
siembra y a facilitar al colona el ganado de labor y ape-
ros necesatrios para el cultivo. 
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Dic ha finca y parc ela esta situada en el Pago de ... , 
término municipal de ... 
!Jas comunicaciones para inspeccionar estos terrenos 
son por (carretera de ... o ferroccurril, estaci6n de ... ) . 
En caso de ser admitida esta inscripci6n, se consigna-
ra la semilLa. a D . ... , en ... , calle ... , número ... ,por ( .. . 
o ferrocarril, estaci6n de ... ). 
El iltnporte del arrendam.iento, con mtis el t~nto por 
ciento del 'Valor de la cosecha entregada, que setiala el 
referida Decreto, se abonara directamente al que sus-
cribe, como propietario , y las cQJntidades que se otorgan 
en concepto de sub'Venci6n, anticipos o premios, mas la 
liquidaci6n del resto de la cosecha, las percibirci diTec-
lamente el que suscribe, como colono anendatario . 
... , a ... de ... de 193··· 
Con la confonnidad de cuamto antecede, firma-mos: 
Er, PROPIETARIO, EL ARRJ;;NDA'l'ARIO, 
Seiior Jngeniero ]efe de la Secci6n agron6mica de 
N ota.- -Para la provincia de Sevilla se diriginín las 
solicitudes al Ingeniero Director del Instituta de Fo-
mento del Cultivo Algodonero.-Sevilla. 
(DORSO DEL MODELO) 
I NFORME 
Visitada esta parc ela en ... , se estima que . . . ·reúne 
condiciones apropiadas para el culti'Vo algodone ro, por 
lo que ... procede en'Viar al solicitalllte ... kilogratnos de 
se milla. 
ÜBSERVACIONF.S SOBRE LA PARCEI.A: 
Clase de terreno .................... . 
'Calidad ................... ..... . ....... . 
Topografía .......................... . 
A ltifud apro:timada ................. . 
Labores .. . .... . ............ : ....... . ... .. 
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e ulti'IJ o anterior . ...................... . 
Ot ras obseroaciones ................. . 
... , a ... dà ... de 193 ... 
Er. ............... , 
(Firma del Ingeniero o Ayudante que 
efectúa la inpecci6n, y sella de la Ofi-
cina o Centro a que pertenece.) 
Admitido y regist?-ado en esta Secci6n Agron6mica con 
el número ... , se remi te el duplicada con esta f ec ha; al 
Tnstiluto de Fomento del Culti'Vo Algodonero . 
. . . , a . . . de . . . de 193 ... 
EL INGENIERO JEFE, 
(FRENTE DEL MODELO) 
INSPECCION P,\RA LA SIE:UBR:\ 
NmntRo ............ .. . 
PROVINCIA DE ........ . TERMINO DE ....... . . 
Don ... , 'Vecino de ... , con domicilio en ... , calle de ... , 
número ... , como (propietario o arrendatario) de llll finca 
... , salicila la semilla de algod6n necesaria para la siem-
bra de una parrcela dc (secana o regadío), cuya superficie 
es de ... hecttfreas, acogié1zdose a las condiciones señala-
das Para la actual camplllña de I93··· 
La Parc ela indicada per ten e ce a la finca ... , situada en 
el Pago de ... , término municipal de ... 
Las comunicaciones para inspeccionar estos terrenos son 
Por (ca.rretera de . .. o ferrocarril, estaci6n de ... ). 
10 
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En caso de ser admitida. esta inscripci6n, se consignara 
la semilla a D . ... , calle, ~n ... , por (ferrocarril, estaci6n 
de .. . ) . 
... , a ... de. ... de 193 .. . 
(Firma del peticionaria.) 
Señor Ingeniero Jefe de la Secci6n Agron6micOJ de 
N ota.-Para la provincia de Sevilla se dirigiran las so-
licitudes al Ingeniero Director del Instituto de Fomento 
del Cultivo Algodonero.-8evilla. 
(DORSO DEL MODELO) 
INFORME 
Visitada esta parc ela en ... , se esti1na que . . . reúne 
condiciones apropiadas para el culava algodonero, por 
lo que ... procede enviar al solicttOJnte ... kilogramos de 
semilla.-
0BSERVACIONES SOBRE LA PARCELA : 
Clase de terrena ... ................. . 
:Calídad .... . .. . ........................ . • 
Topografía ...................... . ... . 
Altitud Q/j)roxi?nada ................ .. 
Labores ................................. . 
Cultivo anterior .......... .. .......... .. 
Otras obse1vaciones ...... .... ...... .. 
.J. ' '''' ' ' '''''''''''''''''' ''' '''''''''' 
... , a . .. de .. . de 193 ... 
EL ...... .. ....... , 
(Firma del lngeniero o Ayudante que 
efectú.a la inpecci6n, ~· sello de la Ofi-
cina o Centro a que pertenece.) 
A dmit.ido 'V registrada en esta Secci6n Agron6mica con 
el número .~., s~ remite el duplicada con esta fec1ta al 
Jnstituto de Fomento del Cultivo Algddonero. 
a , ... de ... de 193 ... 
EL INGENIERO J EFE, 
A R R E N D A M t E N T O S (1) 
Decreto de Justícia de 29 de Abril de 1931, prohibiendo 
los desahucios cuando la renta no exceda de r.soo pe-
setas. (Elevado a Ley en 30 de Diciembre de 1931.) 
Decreto de Justícia de 13 de Junio de 1931, aclarandolo. 
Decreto de Presídencia, n de Julio de 1931, sobre revi-
sión de rentas. 
Otro de 6 de Agosto, aclaníndolo. 
Orden del J\Iinisterio de Justícia, aclaratoria del Decreto 
anterior. ro de Septiembre de 1931. (Gacela del 12.) 
Decreto de Justícia, 31 de Octubre del 31, estableciendc 
nuevas bases para la revisión. 
Decreto de Justícia, 5 de Mayo de 1932, sobre ampliación 
del número de jueces y aclarando algunos preceptos. 
Decreto de Justícia, 13 de junio de 1932, sobre circuns-
tancias de la reducción. 
(1) Véase Arrendamientos colecti~os en Asocine>iones. 
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El Estatuto de la tierra, los magnos problemas de la 
economía agraria española, no pueden ser planteados ni 
mucho menos resueltos en breves días, y por justos que 
sean los anhelos del cultivador y grandes los entusias-
mos con que el Gobierno de la República emprende la 
tarea, fuerza es conceder a la reflexión oficialmente do-
cumentada y a los órganos que han de recoger las di-
versas aspiraciones, el tiempo necesario para armonizar 
y formular las normas fundaïnentales del nuevo tégimen. 
Por lo que se refiere a los arrendamientos agrícolas, 
el perfodo de interinidad que ahora se abre impone a los. 
Poderes públicos el elemental deber de conservar las re-
laciones contractuales que ligan al dueño con el llevador, 
impedir los desahucios entablados para deformar o des-
figurar la respectiva posición jurídica y evitar el abu-
sivo empleo de los medios coactivos que las Leyes vi-
gentes ponen en manos del propietario. 
Con tal finalidad, y sin animo de prejuzgar la solu-
ción futura de las arduas cuestiones en estudio, como 
Presidente del Gobierno provisional de la República y 
a propnesta del Ministro de Justícia, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo primero. En lo sucesivo, )' mientras no se 
resuelva por los Poderes públicos sobre el régimen de la 
propiedad inmueble, nò podra ejercitarse la acción de 
desahucio en los contratos de arrendamiento de fincas 
rústicas, cultivadas o aprovechadas por agricultores o 
labradores, y cuya renta o merced anual no exceda de 
r.soo pesetas, excepto cuando la demanda se funde en 
falta de pago del precio convenido. 
Art. 2. 0 Quedaran en suspenso igualmente y con la 
núsma excepción la tramitación de los desahucios incoa-
dos con anterioridad a la fecha de este Decreto y las 
providencias judicíales mandando ejecutar sentencias 
ISO-
que lleven aparejado el lanzamiento, si todavía no se hu-
biesen cumplido en todas sus partes y el demandada con-
tinuase en la tenencia efectiva de la finca arrendada. 
Art. 3. o Las anteriores dispos1ciones seran aplicables 
por analogía a las aparcerías y tipos contractuales simi" 
lares, cuando el beneficio media obtenido por el tit1,1lar 
de la propiedad en los últimos cinco aüos no hubiera 
excedido de r.soo pesetas. 
NICETO ALCALA-ZAJIIORA y TORRES 
El Ministro de Justícia, 
FER..'\A:-:oo .òE Los RIOs URRUTI. 
(1) Elevado a Ley este Decreto, y con la excusa de llDU ex-
ce¡x:ión estnblecida !>Obre las demandas que se tuvieren ya for-
mulndas al amparo del articulo 1.5ï1 del Código civil, o sea las 
que tuvieren por fundamento la transmisión de la finca y e! 
ejercicio del derecho de desahucio por el nuevo dueñ.o, se ba 
intentado bul"lar los efectos de la ley, dando la interpretaciól.l 
c:a¡¡richosn de que al amparo del art. 1.571 del Código eixil po-
drlan seguir interponiéndose demandas de desahucios. Natura!. 
meute, eomo era de esperar, ante esta derivac:lón capciosa de los 
principios de la ley se produjeron simultanenmente multitud 
de ventas dc ftncas, simuladas para tener un fundameut~ con 
que interponer la demanda de desahucio. Ell poder público que 
legisla en la República, para que se cumplan los manuatos, y no 
para dejar portillos abiertos con los ç:ue sc burle la I~y, snlló 
lll paso de la maniobra aclarando en 13 de Jun1o. dc 1!l:32 que. la 
excepción establecida al aruparo del art. 1.571 del ( 'ümgo dY iJ 
se refiere únicaruente a aquellas demandas de <Lesallucios que 
huiernn sido interpuesas antes del 29 de abril de 1931 ; y pro-
hibiendo concretamente tod·a demanda posterior de desahucio 
que no lleve por fundamento la falta de pago de la renta. 
A nadie que conozca la vida rural se le ocultau los efectos 
polítlcos soclales de esta ley, que viene a destrozar los ciruien-
tos del caciquismo. 
Cou el arrua poderosa de los arrendamientos, con la prome-
sa de «te daré en arr.iendo esa tierra)) o con la amenaza d~l 
tlesnhucio, los propietarios de fi.ncas rústicas han podido sPr 
:irbitros de todas las cuestiones políticas, <llsponiendo a su an-
tojo de los ,-otos de sns con>ecinos humlldes. Semejante coac-
ción Uevabn por consecuencta lamentable la miseria del arren-
<hllario <li!!llo, sin que slrvieran para evitarlo sus méritol:l <1e 
buen labrador ul su seriedad en el cumplimlento del contrato, 
al fin y al cabo únicos dos factores que debleran tenerse en 
cuenta J>:lra la rescisión de los arrendam,ientos. 
• 
DECRETO 
De acuerdo con el Consejo de :Ministros y a propues-
ta del de Justícia, 
Vengo en autorizarle para que presente a las Cortes 
un proyecto de ley relativo al ejercicio de la acción de 
desahucio en los contratos de arrendamiento de fincas 
rústicas cuya renta o merced anual no exceda de I.soo 
pesetas. 
Dado en Madrid a trece de junio de mil novecientos 
treínta y dos. 
NrcETO ALCALA-ZAMORA y ToRRES 
El :i\Iinistro de Justícia, 
ALVARO DE ALBORNOZ Y LIMINIANA 
A LAS CORTES COXSTITUYENTES 
El Decreto de 29 de abril de 193 I dispuso que en tan-
to no resolvieran los Poderes públicos sobre el régimen 
de la propiedad inmueble, no se podría ejercitar la ac-
ción de desahucio en los contratos de arreudamiento de 
fincas r6sticas cuya renta no excediera de J.soo pese-
tas anuales, con la sola excepción de que la demanda se 
fundara en falta de pago del precio convenido. :\las al 
elevarse a Ley, en 30 de diciembre, el Decreto de 29 de 
abril, se introdujo en el art. 2 . 0 que se refe·ría al efecto 
retroactiva de lo dispuesto en términos generales en el 
cuerpo de la citada disposición, una modíficación que ha 
sid o interpretada erróneamente por algunos J uzgados Y 
Tribunales. Consistió la modíficación en añadir al cita-
do art. 2. 0 un parrafo en el que se dice que este precepto 
no sera aplicable a los desahucios promovidos al ampa-
ro del art. I.S7I del Códígo civil, y se creyó que dicho 
parrafo añadido se aplicaba a todo el Decreto de 29 de 
abril, estableciendo así una nueva causa de desahucio, 
ademas de la falta de pago, cuando, en realidad, lo úni-
co que en el cita do parrafo segundo del art. 2. o se qui-
so decir fué que no quedarían en suspenso los desahu-
• 
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cios a que se refiere el parrafo primero del mismo articu-
lo, o sea los comenzados a tramitarse antes de la fecha 
del Decreto, cuando hubieran sido promovidos al ampa-
ro del art. 1.571 del Código civil. 
Interpretando abusivamente el citado parrafo segun-
do, muchos propietarios de fincas rústicas vienen hacien-
do uso del derecho concedido al comprador por el articu-
lo 1.571 del Código civil para desahuciar a los arrenda-
tarios o colonos merced al otorgamiento de ventas reales 
o simuladas 
• o •• o. o o ••• o • o •• o •••••••• o ••••• o ••• o • o o ••• 
Artículo r. 0 No podra ejercitarse la acción de 
desahucio en los contrafos de arrendamiento de fincas 
rústicas cultivadas o aprovechadas por agricultores o 
labradores cuya renta o merced anual no exceda de 1.500 
pesetas, excepto cuando la demanda se funde en falta de 
pago del precio convenido. 
Art. 2.0 La tramitación de los desahucios incoados 
con anterioridad a la vigencia de esta ley, y las providen-
cias judiciales mandando ejecutar sentencias que lleven 
aparejado el latnamiento, quedaran en suspenso, con la 
excepción consignada en al articulo anterior, si todavía 
no se hubiesen cumplido en todas sus partes y el deman-
dada continuase en la tenencia efectiva de la finca arren-
dada. 
Este precepto no sera aplicable a los procedimientos 
que por las normas del juicio especial de desahucio se 
hubiesen pr.omovido con anterioridad al 29 de abril de 
1931 para hacer efectivo el derecho concedido al compra-
dor por el art. I.57I del Código civil, ni à los casos de 
precario. 
Art. 3.0 Las anteriores disposiciones serari aplicables 
por analogfa a las aparcerías y tipos contractuales simi-
lates, cnando el beneficio medio obtenido por el titular 
de la propiedad en los últimos cinco años no hubiere ex-
cedido de r .soo pesetas. 
Art. 4. 0 Quedau derogadas cuantas disposiciones se 
opongan a lo preceptado en la presente ley. 
El Ministro de Justícia, 
ALvARO . DE ALBORNOZ Y LntiNIANA 
La excepcional situación en que el año agrícola ha co-
locado a los arrendatarios a los efectOs del pago de ren-
ta, al par que la necesidad ba tiempo sentida de proce-
der a una revisión de éstas a fin de pouerlas en concor-
dancia COll¡ un criterio de justícia mas depurado que el 
que ha presidido basta ahora tal~s relaciones económi-
cas, mueven a los Ministros firmantes, presionados por 
las circunstanciàs, a proponer algunas medidas urgentes 
valederas para este año, ya que no han de ser obstaculo 
a un proyecto de ley organic6 en que se abarque y espe-
cifique cuanto concierne a la regulación de los contra-
tos de arrendamientos de tierras (*). 
En su virtud, el Presidente provisional de la Repú-
blica a propuesta de los Ministros de Justícia y Traba-jo, viene en decretar : 
r. o En los contra tos de arrendamiento de fincas rús-
ticas deprecio basta rs.ooo pesetas anuales (r), los arren-
datarios podran pedir la revisión del contra to al único efec-
to de reducción del precio. Esta reducci6n tendra lugar 
siempre que el precio del arrendamiento sea superior a 
la renta que corresponda a la finca arrendada conforme 
al avance catastral o al líqudo irnponible que figure en 
el atnillaramiento donde no se haya efectuado el avance 
catastral o a lo que dada la actual cosecha sea equitati-
vo pagar. 
2.
0 Pe la revisión a que se refiere el artículo anterior 
entenderan los Jurados mixtos de la Propiedad rústica (z). 
3.0 Quedara en suspensa la tramitaci6n de los desahu-
cios por falta de pago en el mismo instante en que el 
(*) Para evitat· la natura¡ confusión es inler,>saute hacer 
constar gue estas dtsposiciones sobre revisión de contratos tu-
vieron eficacia y vida legal basta el 31 de Octubre de 193'1. en 
cuyn fecba se dictó por el Ministerio de ,Justícia un nue\'o de-
creto estableciendo las bases y el procédimiento para <licba re-
vlsión, que son n las que actualmente bny que referlrse (vliasc 
el Decreto de .rustlcia de 31 de Octubre de 19!H). 
(1) Ampliado a todos los contra tos sin tljación de precio por 
decreto de 6 de Agosto, tnserto en este libro. 
(2) En donde no existe Jurado mixto entendeni e¡ .Juez rte 
Instl"Ucc16n (decreto de 6 de Agosto de 1H31). 
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arrenàatario acredite en autos por certificación del Jura-
do mixto haber solièitaao la revisión de la renta (:x). 
Acordada la reduccón de la renta por el Jurado mixt:o 
para este aüo, el arrendatario podra evitar el desahucio 
consignado en la Secretaria del .Tuzgado la renta ya fija-
da en el expediente de pensión. 
4. 0 En los contratos de aparcería, en cultives herba-
cecs de alternativa sobre tierras conocidas en distintas 
regi ones con los nombres de «cal mas» o «pan llevar>,, 
los Jurados mixtos tendran en cuenta, a los efectos del 
jnicio de revisión, las distintas aportaciones que en el 
coutrato se asigne a propietarios y aparceros, proponien-
do eu vista de todo ello las reducciones que la justícia 
aconseje. 
5.0 Todo arrendatario podra solicitar del Jurado mix-
to la concesión de aplazamiento o de un escalonamiento 
en el pago de las rentas del año agrícola presente ; el 
Jurado la concedera, siempre que considere económica-
mente justificadas las causas que sirvan de fundamedo 
a la petición. Este aplazamiento total o parcial de la ren-
ta en ningún caso podra exceder de un año. 
Los subarrendatarios tendran en relación con los 
arrendatarios los mismos derechos que estas hases conce-
den a los arrendatarios frente a los propietarios. 
7.° Contra las resoluciones de los Jurados mixtos de 
la Propiedad rústica en las cuestiones que son objeto de 
estas bases, únicamente se podra interponer recurso de 
apelación ante la Comisión mixta arbitral agrÍcola. 
Dado en Madrid a once de julio de mil : ov~cientos 
treinta y uno. 
NrcE'l'O ALCAL,\-ZAMORA Y ToRRES 
El l\1inistro de Tnsticia, 
ALV:\RO DE ALBORNOZ y LIMINIA~A • 
El ministro de Trabajo y Previsión, 
FRANCISCO L. CABALLERO 
(1) Acreditando C'on ceitificación haber depositado la renta 
(decreto de 6 de Agosto de 1931). 
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Desde la fecha de la publicación del Decreto de I I de 
julio del corriente año sobre revisión de renta de los con-
tratos de arrendamiento de fincas rústicas, se han fonnu-
lado reclamaciones en el sentido de que se extendiera su 
alcance a toda clase de arrendamientos, cualquiera que 
fuese su precio ; y como se han alterado los supuestos de 
hech.o y la pre,·isión, por tanto, que indujo al Gobierno 
a fijar ellímte m:L-..imo de rs.ooo pesetas de renta, como 
campo de aplicación del Decreto, se ha estimado de justi-
cia, haciéndose eco de dichas reclamaciones, extender el 
Decreto mencionado a toda clase de arrendanlientos, sin 
consideración a la cuantía de su renta . 
• • • • • • • • • • • o ••••••• o •••••••• o ••••• o. o o o 
En virtud de lo expuesto, el Presidente del Gobierno 
de la República, a propuesta de los Ministres de Justicia 
y Trabajo, viene en decretar : 
Articulo r .0 Las disposiciones contenidas en el Decre-
to de II de Julio último, con las ampliaciones contenidas 
en el presente Decreto, seran aplicables a todos los con-
tratos de arrendamientos de fincas rústicas, cualquiera 
que sea su precio. 
Artículo 2.0 En las localidades en donde no estén cons-
tituídos los Jurados mixtos, los arrendatarios o apar.::e-
ros de fincas rústicas podran presentar las solicitudes de 
revisión de renta, aplazamiento o escalonamiento del pa-
go ante el Juzgado de primera instancia correspondiente. 
A medida que se constituyan los JJll'ados mixtos, los Jue-
ces de primera instancia les remitirfm las solicitudes pre-
sentadas. 
Artículo 3.0 Quedara en suspenso la tramitación de 
los desahucios de fincas rústicas o de cualesquiera otros 
procedimientos judiciales incoados por falta de pago des-
de el rr de Juli<? del corriente año, desde el momento en 
que el arrendatario acredite en autos por certificación del 
Juez de primera instancia del distrito correspondiente, 
haber solicitado en los términos del Decreto de rr de J u-
lio la revisión del contrato. 
Artículo 4· 0 Xi los J uzgados de primera instancia, ni 
los Jurados mixtos expediran las certificaciones a que se 
refiere el artículo anterior y el artículo 4· 0 del Decreto de 
II de Julio, en tanto el solicitante no consigne ante el 
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Juez de primera instancia o ante el Jurado mixto el im-
porte de la renta catastral, o, én su caso, el del líquido 
imponible que acredite el amillaramíento. Cuando no fue-
re posible conocer la cantidad representativa del líquido 
imponible o de la renta catastràl, el solicitante debera 
consignar la cantidad que el Juez de primera instancia o 
el Jurado mixto fijen a su prudente arbitrio, teniendo en 
cnenta las circunstancias especiales de cada caso. 
Dado en Madrid a seis de Agosto de mil novecientos 
treinta y uno. 
NICETO ALCALA-ZAMORA y 'I'ORRES 
El Ministro de Justícia, 
FERNANDO DE LOS RÍos UR1W1'1 
El )Iinistro de Trabajo y Previsi6n, 
FR.ANCISCO 4. CABALLERO 
Excmo. Sr.: Los preceptos contenidos en los Decre-
tos de II de Julio y 6 de Agosto últimos, sobre revisi6n 
de los contratos de arrendamiento de fincas rústicas, ex-
presaban con toda claridad el espíritu del Gobierno de la 
República en esta materia y su criterio de àlllparo de los 
intereses de los arrendatarios, que representau el elemen-
to vivo y eficaz en la economía. A pretexto de deficien-
cias en la· disposici6n, y quiza en algún caso con un fin 
obstacnlizador por parte de los llamados a aplicar estos 
Decretos, se suscitaron diferentes cuestiones en algunos 
Juzgados, que, al ser denunciadas a este Ministerio, die-
ron ocasi6n a las aclaracion.es contenidas en los telegra-
mas circulares expedidos los días 14 ~ r8 del pasado 
Agosto; mas, no paredendo suficientes las nornías hasta 
ahora dictadas, 
Este :Ministerio ha tenido a bien disponer: 
r. o Cuando por no existir constituído el correspon-
dieu te Jurado mixto, haya de presentarse al Juzgado de 
primera instancia la solicitud <fe revisión de co~trato de 
arrendamiento, debera consignarse al mismo tlempo la 
renta presunta en cualquiera .de las fonnas admitidas (en 
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metalico o en especie), y si se hubiera planteado el juí-
cio de desahucio, el Juez, sin prejuzgar el fallo, suspen-
dera su tramitación, absteniéndose de practicar embar-
go alguno. 
2.
0 Si el arrendatario o aparcero optase por efectuar 
la consignación de la renta presunta en especie, el Juez 
proveera a determinar el lugar en que haya de deposi-
tarse el gra:no, atendiendo tanto a la seguridad del de-
pósito como a la debida conservación del grano depo-
sitado. Los gastos que ocasione el depósito seran satis-
fechos por mitad en las dos partes litigantes al darse 
por terminado el juicio de revisión. 
3. 0 En el caso de que el contra to cuya revisión se 
pide fuese de aparceria y es.tuviese aún sin partir la co-
secha, si el aparcero, al solicitar la revisión del contra-
to, optase por entregar en especie la parte del propíe-
tario, podra solícitar se divída la cosecha y se deposíte 
dicha parte, entregaudose el resto al aparcero. De la 
partición se levantara acta, en que se hara constar la for-
ma en que se ha realizado y la cantidad que a cada par-
tícipe corresponde. Se haran tres copias de dicha acta, 
debidamente autorizadas con las firmas de los contra-
tantes, cada uno de los cuales retendra un ejemplar, y 
el tercero se entregara al Juzgado o Jurado míxto en su 
caso, para que haga fe en el juicio de revisión. En ta-
les casos, la resolución definitiva que se dicte en el juí-
cio de revisión, habra de determinar lo que haya de ha-
cerse con la cantidad de grano que hubiere sido cons-
tituído en depósito. · 
4. 0 Se encarece a los Jueces de primera instancia la 
mayor diligencia y celo en el cumplimiento de estos ser-
vicios, cnya demora les haría incurrir en las sanciones 
establecidas en el capítulo I del título VII del Código 
penal vigente, especialmente las señaladas en el parra-
fo segundo del artículo 368 de dicho Cuerpo legal. 
Lo que participo a V. E. para su conocimiento y efec-
tes consiguientes. Madrid, ro de septiembre de ·rg3r. 
FERNAXDO DE Los Ríos URRUTI 
Señor Presidente de la Audiencia territorial de ... 
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Las dudas surgidas en el cumplimiento de las dispo-
stctones dictadas sobre revisión de rentas de fincas rús-
ticas, han dado lugar a numerosas demandas de · aclara-
ción dirigidas a este Ministerio. Ello impone la necesi-
dad de sintetizar en un solo decreto y de un modo sis-
tematico cuanto a la revisíón de rentas de fincas rústicas 
se refiera, aclarando extremes dudosos, supliendo invo-
luntarias omisiones, marcando orientaciones mas deter-
minadas para la fijación de rentas y señalando un trami-
te expeditiva y de garantía que facilite la resolución de 
los juicios revisories. 
o •••• o ••••••••• o •• ••• o ••••••• • • o ••• o •• • o •• 
Por todo lo expuesto, el Gobierno de la República, a 
propuesta del Ministro de Justícia, y de acuerdo con el 
Consejo de Ministres, decreta : 
Artículo I. o Los contra tos de arrendamiento de fiu-
cas rústicas en explotación agrícola o pecuaria que ha-
yan vencido o venzan antes del día 2 de :Marzo de 1932, 
siempre que el arrendatario continúe en la tenencia de 
la finca, se entenderan prorrogades obligatoriamente por 
una anualidad, a no ser que el arrendatario renuncie a 
la prórroga dentro de los quince días siguientes al ven-
cimiento del contrato. 
Artículo 2. 0 En los contratos de arrendamíento de fio-
cas rústicas, cualquiera que sea stt precio, así como en 
los de aparcería y formas forales analogas a ellos, cua] 
la <<rabassa morta», podran los arrendatarios y aparce-
ros solicitar la revisión del contrato al única efecto de la 
reducción de la renta o participación del año agrícola 
presente. 
Esta revisión sólo podra solicitarse hasta el día en que 
deba hacerse el pago de la renta, o en los quince días 
siguientes al de la publicación del presente Decreto, cuan-
do se trate de rentas va vencidas. 
Artículo 3. 0 Los s~barrendatarios tendran, respecto de 
los subarrendadores, los mismos derechos de revisión Y 
prórroga que el presente Decreto concede a los arrenda-
tarios respecto de los arrendadores 
Artículo 4.0 De la revisión a que se refieren los ar-
tfculos anteriores entenderan los Jurados mixtos de la 
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propiedad rústica, y en los lugares donde aún no se hu-
bieren constitufdo, los Jueces de primera instancia del 
partido correspondiente, hasta tanto que se constituyan. 
El Juez, s.in dejar de entender en el asunto hasta su 
terminación, pondra en conocimiento del Ministerio del 
Trabajo y Previsión haberse formulado petición de re-
visión de renta, para que éste proceda, ·si lo estima con-
veniente, a la constitución del Jurado mixto. 
Artículo 5.0 Para solicitar la revis!ón a que se refiere 
el artículo 2. 0 , sera condición indispensable que el arren-
datario consigne, en metalico o en frutos, ante el Jurado 
mixto o ante el Juzgado de primera instancia si se trata 
de arrendamiento, la renta catastral o la mitad de la ren-
ta pactada, seg(m se trate de finca catastrada o no catas-
trada, y si se trata de aparcería, la mitad de la partici-
pación que corresponda al arrendador. La cantidad con-
signada en metalico ·o en frutos, pertenece a éste. 
Cuando el arrendador hubiese trabado embargo sobre 
los hienes del arrendatario o aparcero para el pago de 
la renta, no sercí necesario verificar la consignaci6n. 
Tampoco seriÍ necesaria la consignación cuando el co-
lono o aparcero teuga anticipada al arrendador la mitad 
al menos de la renta, y así lo acredite. 
La consignación establecida por el presente artículo 
debera verificarse al tiempo de solicitar la revisión, o, 
en su defecto, dentro del plazo que el Juez de primera 
instancia o Presidente del Jurado mixto determinen, con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo II. · 
No haciéndose la consignación en el tiempo estableci-
do en el parrafo anterior, se declarara caducado el dere-
cho del solicitante, y no se dara curso a su solicitud. 
Las consignaciones practicadas antes de la promulga-
ción de este Decreto se tendran como validas en lo que 
se refiere a su cuantla, y se entregaran al arrendador 
conforme a lo que se dispone en el artículo 12. . 
Artículo 6.0 La revisión y, en su caso, la revistón de 
cuentas, se ajustara a las normas siguientes: 
a) En la zona catastrada.-El Jurado mixto o el Juez 
de primera instancia, a su prudeute arbitrio, teniendo en 
cuenta las condiciones que se determinau en el artícu-
lo 7.0 , tendera a aproximar las rentas contractuales a 
~ IÓO-
las fijadas por el Catastro desde r de Enero de rgzr, in-
crementando las valoraciones anteriores a esa fecha con 
el so por roo en los t~rminos municipales valorados an-
'tes de r de E;nero de 1916, y con el 25 por roo en los 
t&rminos municipales valorados después de r de Enero de 
1916 y antes de r de enero de 1921. 
En ningún caso la renta que se fije en el juicio de 
revisión podra ser inferior a la renta catastral, determi-
nada en la forma que establece el parrafo anterior. 
b) En la zona no catastrada.-El Jurado mixto o el 
Juez de primera instaneia, a su prudente arbitrio, te-
niendo en cuenta las condiciones que se determinan en 
el articulo 7.0 , podra reducir la renta contractual basta 
un so por roo, que sera. el límite maximo de reducción. 
Cuando el propietario pruebe cual era la renta de la fin-
ca o fincas durante el año agrícola de 1913 a 1914, la 
cuantía de esta renta marcara dicho limite maximo de 
reducción. No procedera rebaja alguna cuando la renta 
sea igual o inferior al liquido imponible del amillara-
miento. 
Dentro de los límites maximos de reducción marca-
dos en el parrafo anterior, si el arrendatario prueba que 
la finca arredanda paga en concepte de renta una canti-
dad igual o superior a la que satisfacía la misma finca en 
el año agrícola I9r8-1919, procedera la rebaja del 20 
por roo como mínimum, siempre que dicha renta, en re-
lación con la de I9I3-1914, haya sufrido al menos un 
aumento del 20 por roo. 
Artículo 7. 0 En el juicio de revisión se tendra en 
cuenta para .fijar la cuantía de la redttcción, cuando pro-
ceda, las siguientes circunstancias : 
a) En relaci6n con el arrendador, e imputandolo a su 
ja'lJOr. 
Primera. Itl valor de las mejoras útiles que haya rea-
lizado por su cuenta en la finca, así como la exención 
tributaria que esto le hubiera creado. . 
Segunda. La favorable situación patrimoroal del arren-
datario en relación con la del arrendador de un fundo 
pequeño o mediano. 
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Tercera. La circunstancia de ser el arrendador impo-
sibilitado, huérfano menor de edad, mujer soltera, huér-
fana o viuda (1). , 
Cuarta. La moderada cuantía de anteriores arrenda-
mientos, combinada con la continuidad de los mismos 
arrendatarios. 
b) En relación con el arrendatario, e imputtíndolo a su 
fav01'. 
Primera. El valor de las mejoias útiles que hubiese 
realizado por su cuenta en la finca. 
Segunda. El hecho de llevar el arrendatario largo tiem-
po explotando las fincas arrendadas. 
Tercera. El absentisme del arrendador. 
Cuarta. La ventajosa situación económica de éste en 
relación con la del arrendatario. 
Quinta. Por lo que a este año agrícola afecta, la can-
tidad y calidad de la cosecha, la elevación de los jorna-
les y los gastos extraordinarios que haya tenido que ve-
rificar el arrendatario. 
Artículo 8.0 En los contratos de aparcería, los Jura-
dos mixtos o el Juez de primera instancia, en su defec-
to, tendr{m en cuenta, a los efectos del juicio de revi-
síón, las distintas prestaciones que en el contrato se asig-
nen a propietario y a aparcero, graduanda la mutua par-
ticipacíón teniendo en cu~nta como referenda las orien-
taciones señaladas en el artículo anterior. 
Artículo g. 0 Quedara en suspensa la tramitación de 
los desahncios de fincas rústicas o de cualesquiera otros 
procedimientos judiciales incoados por falta de pago des-
de el I! de Julio del presente año, en enanto el arreu-
dataria o aparcero acrediten en autos por certificación 
del }uez de primera instancia o del Presidente del Jurado 
mixto haber solicitado en los términos previstos en este 
Decreto la revisión del contrato. 
También quedaran sin efecto los desahucios o cuales-
quiera otros procedimientos judiciales intentados por 
vencimiento del ténnino del contrato, cuando se den las 
11) O 1n~;t ru<'ión de neneJic'eneiu, segt\n a<lición de 1?, <lc 
.Julio de 1932. 
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circunstancias señaladas en el artículo r.0 de este De-
creto . 
._Acordaqa la reducción de la renta por el Jurado mixto 
o por el Juez, el arrendatario podra evitar el desahucio 
consignando en la Secretada del Juzgado la renta que 
haya sido fijada en el juicio de revisión. 
PrepQ(ración del juicio de revisión y consignación de la 
renta. 
Artículo ro. En la tramitación del juicio de revisión 
ante el Jurado mixto o ante el Juzgado de primera ins-
tancia en defecto de aquél, se observara lo preceptuado 
en los artículos r.8n y siguientes de la ley de Enjuicia-
miento civil, en cuanto no se opongan a las siguientes 
reglas: 
Primera. Todas las actuaciones seran gratuitas y se 
extenderan en papel de oficio. 
Segunda. La solicitud debera contener, cuando sea 
posible, los extremos siguientes : 
A) Nombre, apellidos y vecindad del solicitante. 
B) Nombre, apellidos y vecindad del arrendador. 
C) Relación de la finca de que se trate, con expresión 
de su cabida y término donde se encuentre. 
D) Cantidad que_ el solicitante viene satisfaciendo co-
mo renta, sea en metalico o en frutos, y, si se trata de 
aparcería, participación que en ella percibe, así como 
cuantas prestaciones, obligaciones y cargas pesen sobre 
el arrendatario o aparcero y no vayan inclnídas en el 
concepto de renta. 
E) Mejoras realizadas por el arrendatario o aparcero, 
y a su costa, en la finca arrendada. 
F) Mejoras realizadas por- el arrendador, y a su costa. 
G) Rebaja de renta que se solicita. 
Este escrito se formulara sintéticamente, sin alega-
ciones d·e ninguna clase, y limitandose exclusivamente a 
suministrar los datos enumerades. A dicho escrito se 
acompañar{m cuantos documentes sirvan para acreditar 
las manifestaciones que en el mismo se contengan. 
Se acompañara también una copia del escrito, sin que 
sea necesario acompañar copia d~ los demas documen-
tos (1). 
Artículo n. Cuando en el momento ~e formular la 
solicitud no se verifique la consignación en la forma es-
tablecida por el artículo 5-0 de este Decreto, el Presidente 
del Jurado mixto o el Juez de primera instancia requeri-
ra al solicitante para que la efectúe en un plazo que no 
podra exceder de diez días, advirtiéndole que de no ha-
cerlo así declarara caducado su derecho. 
La consignación en metalico se verificara depósitando 
en la mesa del Jnzgado la cantidad correspondiente. La' 
consignación de . fru.tos se verificara constituyéndose el 
propio solicitante en depositario interino de los mismos, 
mientras el Jurado o el Juez ordena su entrega al arreu-
(1) Fo rum J 11 ri o : 
Sr. Prc.~i<lentc del Jurad<J .lli.xtu de ... (o Jue:; dc Prim cru 
ln8/ancia.J. 
D . ... , mayor de cdacl y vecin<i de .. . , con céclula 11ersonal cu· 
rriente, com¡Ku·ecc r¡ lo.~ eteetos de intenJoner demanda cle re. 
d~<1Ó11 tlt· c·"'il' 1/o tic arrendrllnic-llfu, y dice: 
1.0 Que a vï1·tud de eontrato de techa ... , es arrendatario de 
la 8i{¡ui.ente finca (de¡;crlbirla con todo detalle). 
2.0 Que de dicha fiuca es pro¡rietario D. Fuf.auo de Tal, re-
cina de ... , dumlciliadu en ... 
3.0 Que po·t e¿ ex¡wesado Uh'rieudo satt.stace la ca.ntidad anual 
dc .. pesetcts c11 concep to de reu ta ; viniendo ademús obliga du· 
al TJar¡u cie la. coutrilnu·i6n, iui¡Jortante ... pe-~etas 11 ... (los de-
lmi.~· !JIIslr¡s Cfl/C rea/ice). 
4.0 Que en la expresada tvnca ha realizadu '!;Q/untarlamente 
la~ siyuientes mejoras: (Reseñarlas). 
5.0 Que por otra parte el a,rrendad01· lta 1·ealizculo lct.s si,-
ffllientes: (Il.eseilarlas, o no ha realizado ninguna). 
G.o Que considem q11e la renta de la ex¡rresacla finca rlebe 
reba.jarse a la can.tiàad de ... peseta s. 
i .0 J' que en vit·tud rle lo eJ·puesto, 
S111>lica a U. S. que admitiendo este escrita 11 su dvpllcallo, 
se .~in•a tener por interpuesta la correspondiente drmanda a juí-
cio rle rerisi6n y, prerias las citaciones y demús trtímitc_.~ que 
.~r·a11 ¡ll·ec:i-'"·~- acortla1: Ta red1tcci611 de renta que proceda. 
Ol robí di(fO: Que el de¡Jósito de la renta lo reritioo en estc 
acto (o lo rel'ificaré en el ¡Jla::o que marca la Te¡¡ ¡Jrez-io rer¡ue-
rimiento) (o 110 procedc ¡Jor pesar embargo sobre mis /.Jir.ne8 a 
i11stancia del U.l'tentlador) (o no p1·oced~ po1· tener 11a anl/ciparla 
la mitaà de la renta). 
Es justícia que pi do en ... , a ... , tan tos de tau to~<. 
dador o¡ su dep6sito definitivo, con arreglo a los dos ar-
tículos siguientes : 
Artículo 12. El Jurado o el Juez de oficio requerira 
inmediatamente al arrendador para que se haga cargo 
de la cantidad consignada en la mesa del Juzgado o de 
la parte de frutos depositada interinamente en poder del 
solicitante. En este momento le haní también entrega de 
la copia de la solicitud presentada por la persona que 
haya solicitado la revisi6n. 
Artículo 13. Cuando el requerido se negare a recibír 
la consignaci6n o no se hiciere cargo de ella inmediata-
mente, el Juez o el Jurado procedera al dep6sito de los 
frutos o renta en la forma que determina el Real decreto 
de 24 de diciembre de rgo6. Los gastos que origine este 
depósito seran de cuenta del arrendador. 
Artículo I4· Si el propietario no formulare oposici6n 
pasado el término de ocho días, a contar del siguiente al 
en que le fué entregada la copia de la solicitud, el Jurado 
o el ]uez de primera instancia, de oficio o a instancia 
del solicitante. aprobara la consignación verificada y 
sin otro tramite dictara resoluci6n determinando la renta. 
Si el propietario formulare oposici6n, el Jurado o el 
Juez, aprobando la consignación verificada, declarara ini-
ciado el juicio arbitral de revisi6n de renta. 
Artículo rs. Los certificados de los amillaramientos 
o Registros castastrales que sean solicitados por los arren-
datarios o aparceros para su presentaci6n en el juicio ar-
bitral de revisi6n de rentas o por los Presidentes de los 
Jurados mixtos o Jueces de primera instancia, se exten-
deran gratuitamente en papel común. 
]uicio arbitral de rèvisi6n. 
Articulo r6. Declarado iniciado el juicio arbitral de 
revisión, seran citadas las partes para el acto conciliato-
rio. Si el demandante no asistiere, ha.biendo sido citado, 
se le tendra por desistida de su demanda. Si no asistiere 
el demandado \r los motivos de su inasistencia no eshtvie-
ren justificado~ a juicio del Juez o del Jurado mixto, se 
le impondra unOJ multa, que no excedera de soo pesetas 
ni bajara de so. 
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La asistencia a este acto podra verificarse por medio de ' 
mandatario o representante, siempre que éste se balle 
provisto de poder o autorización con expresa facultad 
para transigir. IJa a1itorizaci6n podra ser extendida en 
documento privàdo. 
Artículo 17. -La misión del Juez <le primera instancia 
o del J urado mix to sera, en este .acto. m. presamente con-
ciliadora y tendera principalmente a conseguir que de-
mandante y demandado driman todas sus diferencias. A 
estos efectos, el uez de primera instancia, el Presidente 
del Jurado mixto o cualquiera cle ws Ycrales, podran in-
teresar de las partes las explicaciones que estimen opor-
tunas y propornerles fórmulas de concordia. 
Articulo r8. Si se consiguiera el acuerdo, de su resul-
tado se extendení la oportuna- acta, en la que se consig-
nar{m con claridad y concisi6n las nuevas estipulaciones. 
Si el acuerdo no se consiguiera, se hara constar así en 
el acta, que debera centener un extracto, lo mas breve 
posible, de las alegaciones del demandante y del deman-
clado. A este acta se uniran cuantos documentes presen-
ten' las partes. Inmediatamente el Jurado mi?cto o el Juez 
señalara el día para la celebraci6n del juicio de revisi6n, 
haciéndolo constar en el acta, con lo que las partes que ha-
yan concurrido se tendr.ín por citadas. 
Si el demandado no 'hubiese asistido, alegando causa 
justificada, se suspendera el acto, señalando otro día para 
sn celebraci6n. Caso contrario, se tendra por intentado 
sin avenencia, sin perjuicio de la sanci6n que establece 
el artfculo r6. 
A1tículo rg. Si el juez de primera instancia manifes-
tase por sí o el Jurado mixto declarase por unanimidad 
haberse instruído suficientemente para formar juicio con 
los documentes presentados en el acto conciliatorio Y lo 
manifestada por las partes, lo haran constar en el acta, 
declarando concluso el juicio para sentencia, sin necesi-
dad de volver a oír a demandante y demandado. 
Artículo 20. El Jurado mixto o el Juez de primera im>-
tancia podra requerir la asistencia de personas técnicas 
en concepte de asesores. 
También podran pedir a las partes y a las dependen-
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\ cias u organismos oficiales todos aquellos documentos que 
con~ideren necesarios. 
Oel mismo modo podran llamar a su presencia a testi-
gos, propuestos o no por las partes, inter-rogandoles libre-
mente sin sujetarse a interrogatorio fonnuladG previa-
lcleute por demandante o demandado, y, en general, uti-
lizar cuantos medios de prueba estimen pertinentes para 
formar exacto juicio sobre la cuestión promovida. 
Articulo 2!. A la sesión en que se celebre el juicio de 
revisión podran asistir las partes, previamente citadas, 
con todos los elementos de prueba de que intenten valer-
se. Si asistieren, el Juez o Jurado oira sus alegaciones y 
practicara en el acto las pruebas que sean ofrecidas y de-
claradas pertinentes. 
El Juez de primera instancia, o el Presidente del Ju-
rado mixto en su caso, dirigira los debates y tendra fa-
cultad para declarar suficientemente discutido el asunto. 
Artículo 22. La sentencia seni dictada por el Juez de 
primera instancia en el acto. Sin embargo, podra demo-
rar hasta el término de tres dfas el plazo para dictar sen-
tencia cuando necesite practicar alguna diligencia para 
el mejor conocimiento de la cuestión. 
Si el juicio de revisión se celebrase ante el Jnrado mix-
. to, se sometera a los Jurados el ~orr~spondiente veredic-
to, que sera redactado por el Presidente, oyendo las in-
dicaciones de los Vocales y de las partes que se hallaren 
presentès. Los acuerdos se adoptanín por may<nía de 
votos. 
Artículo 23. De la sesión en que se celebre el juicio 
arhitral se levantara la cQrrespondiente acta, haciendo 
constar en forma muy sucinta todas las incidencias de la 
misma. 
Artículo 24. La sentencia sera notificada a las partes, 
haciéndoles saber que pueden utilizar el recurso de ape-
lací6n ante la Comisión mixta arbitral ag!Ícola, del ~li­
nisterio de Trabajo y Previsión, en el plazo de cin-
co días (I). 
11) l'U('clt> ht~n•rst> Yt>rhnlmt>ntt' en el misruo acto del Ju1clo 
(cle<:>reto de 5 de ~layo de 1!132). 
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Interpuesto en tiempo habil el recurso de apelación, se 
remitir{m todas las actuaciones a dicha Comisión mixta, 
comunic{mdolo así inmediatamente a las partes. 
Para la ejecución de la sentencia, una vez firme, se se-
guiran los tramites señalados en la ley de Enjuiciamien-
to civil para la ejecución de sentencias. 
Artículo 25. Todas las citaciones, notificaciones y re-
querimientos se practicaran en la forma determinada en 
Ja ley de Enjuiciamiento civil. 
~o sera necesario valerse de Abogado y Procurador en 
ningún caso. Los interesados podran hacerse acorn).).añar 
de hombres buenos. 
Los Jurados mixtos y Jueces de primera instancia ten-
dran en cuenta las disposiciones generales contenidas en 
la ley de Enjuiciamiento civjl para cuantas dudas surjan 
en la interpretación de las n01mas establecidas por el 
presente Decreto. 
Artículo 26. Quedan derrogadas cuantas disposiciones 
se opongan a lo preceptuado en este Decreto. 
I 
DISPOSICIO~ES TRA:XSITORIAS 
Primera. Las revisiones que se hubieren practicado 
por los Jurados mixtos con arreglo a las disposiciones an-
teriores a este Decreto, si estuvieren en grado de apela-
ción seguiran su curso, y si hubieren ganado ya firmeza, 
o cu.ando la ganen, se ejecutaran por los tran_}Ítes deterrni-
nados en la ley de Enjuiciamiento civil para la ejecución 
de las sentencias. 
Segunda. Las revisiones que basta el momel!-to pre-
sente se hnbieren solicitado ante los Jurados mixtos, o 
se hubieren preparado ante los Juzgados de primera _ins-
tancia y estnvieren pendientes de resolución, se regtran 
por las normas del presente Decreto. 
Tercera. Los convenios extrajudiciales sobre reduc-
ción de rentas celebrados con posterioridad al Decreto 
de n de jnlio del presente año, no podran ser objeto 
del juicio de revisión. 
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Dado en Madrid a treinta y uno de octubre de mil no-
vecientos treinta y uno_ 
El Presidente del Gobierno de la República, 
:r.iAi\'UEL Aztt.~A 
El Ministro de Justícia, 
FERN'A~Do D.E Los Ríos URRUTI 
El número extraordinario de demandas de revisión 
de contratos de arrendarniento de fiucas rústicas, enta-
bladas al amparo del Decreto de 3I de octubre de rg3I, 
hizo necesaria la adopción de medidas que tienden a 
que los juicios promovidos sean tramitades y resueltos 
con la mayor rapidez posible ; medidas que se hallan 
contenidas en el Decreto de 26 de Marzo y en~ la vrden 
ministerial de rg de Abril pasado. No basta, sin ~mbar­
go, establecer una jurisdicción especial que entienda en 
tales litigios; es necesario también que esa jurisdicción 
especial pueda actuar sujetandose a normas procesales, 
que, sin privar a las partes de las garantías de la de-
fensa, permitan abreviar la tramitación de los juicios aún 
pendientes. 
Por estas razones, a propuesta del Ministro de }tlsti-
cia, y de acuerdo con el Consejo de :J\1inistros, 
V engo en decretar lo siguiente : 
Articulo I.0 El número de Jueces especiales nombra-
dos por la Sala de Gobierno del Tribunal Suprem o pm a 
la tramitación y resolución de las demandas de revisión 
de contratos de arrendamiento de fincas rústica.c;, podra 
ser aumentado, siempre que a juicio de dicha Sala re-
quiera el pronto despacho de los asuntos en curso. 
\Artículo 2.° Cuando a juicio de la Sala de Gobierno 
lo requiera el número de demandas en curso de trami-
tación en un solo partido, podran dividirse entre dos o 
mas Jueces especiales, determinandose en el acuerdo de 
-169-
nombramiento los términos municipales de su respecti-
va competencia. 
Artículo 3. 0 Para cada J uzgado especial podran ser 
habilitades dos o mas Secretaries, quienes se sustituiran 
respectivanmente entre sí, sin necesidad de habilitaci6n 
para cada caso. Sin pjerjuicio de la facultad que conce-
de a los Jueces el artículo 3.0 del Decreto de 26 de l\Iar-
zo y el número cuarto de la orden de 19 d~ Abril Úl-
timos, para habilitación de Secretarios, las Salas de Go-
bierno podran nombrar para el ejercicio de la fe públi-
ca et~ estos juicios a Secretarios en propiedad o suplen-
tes de Juzgado municipal de cabeza de partido, sin ex-
ceptuar los de la capital del territo.rio. El desempeño del 
cargo sera obligatorio. 
Artículo 4.0 Posesionados de la jurisdicción que se 
les encomiende, procederan los Jueces a examinar si las 
demandas presentadas lo han sido dentro del término 
prevenido en el artículo 2.• del Decreto de 31 de Octu-
bre de 1931, y si ha sido efectuada en tiempo y forma la 
consignación prevenida en el artículo s.•, señalando en 
los casos en que no se hubiere ya determinado el plazo 
estatuído en el artículo II para verificaria. 
Los Jueces declararan caducadas de derecho, y sin ne-
cesidad de últeriores tramites, las demandas presenta-
das fuera de término, y aquellas en que no se hubiese 
efectuado, o no se efectuase dentro del plazo señalado, 
la consignación correspondiente. 
Las cuestiones relativas al depósito de rentas o fru- , 
tos o sobre la eficacia de la consignaciún que pareciese 
suficiente al Juez o Jurado mixto, no suspenderan ni 
demoraran el curso del juicio. 
Art. s.• Asimismo,- procederan los Jueces a decre-
tar de oficio las acumulaciones prevenidas en el artfcu-
do s.O del Decreto de 26 de Marzo último. 
Las acumulaciones podran ser decretadas en vista de 
lo consignado en las respectivas demandas, o durante 
la tramitación del procedimiento, antes de la celebra-
ción del juicio de revisión. 
Salvo el caso de pertenecer a un mismo propietario, no 
podran ser acumuladas demandas que afecten a fincas si-
tas en distintos términos municipales. 
• 
• 
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Contra el acuerdo de acumulación no procedera recur-
so alguno. 
Artículo 6. 0 Al efectuarse el requerimiento prevenido 
en el artículo 12 del Decreto de 31 de Octubre de 1931, 
se prevendra al propietario que puede formular oposición 
a la demanda dentro del término de ocho días, a contar 
del siguiente al en que haya sido entregada la solicitud, 
bajo apercibimiento de que no verificandolo se procede-
ra a la determinación de la renta sin mas citarle ni oír-
le. En el propio requerimiento pedra ser consignada la 
fecha en que debera tener lugar, para el caso de formular-
se oposición, el acto conciliatorio. . 
Artículo 7.0 El acto de conciliación se celebrara con 
arreglo a lo prevenido en los artículos 16, 17 y r8 del 
Decreto de 31 de Octubre de 1931. Si se tratase de de-
mandas acumuladas, resultanóo avenencia, sera snficien-
te expresar para todas las fincas los pactes que sean idén-
ticos. En cuanto a las :fincas en que el acuerdo no se 
consiguiera, se observara lo propio respecto de las alega-
ciones comunes a varias partes. 
Artículo 8.0 A tenor de lo prevenido en el artículo 6. 0 
• del Decreto de 31 de Octubre de 1931, cuando en el acto 
conciliatorio las partes se mani:fiesten conformes en el he-
che de que la renta o parte de frutos son equivalentes en 
las zenas catastradas a la renta catastral determinada con 
arreglo a lo preceptuada en el parrafo a) de dicha dispo-
sición, y en las zonas no catastradas, que no son superio-
res a las que por la misma :finca se hallaban pactadas du-
rante el año agrícola de 1913 a 1914, se sobreseení en l:oos 
actuaciones, declarando en el mismo acto no haber lugar 
a la revisión. En caso de discrepancia sobre este hecho, 
la prueba del juicio se limitara a su comprobación. 
Igual prescripción se observara a tenor de la disposi-
ción tercera de la transitorias del precitado Decreto, sir.m-
pre que se. alegare haberse celebrado convenio de reduc-
ción o nuevo co:Q.trato, con posterioridad al Decreto de 
II de Julio del mismo año, salvas en todo caso las accio-
nes procedentes con respecto a su validez y eficacia, las 
cuales deberan ser ejercitadas ante los Tribunales ordi-
narios competentes, con arreglo a la legislación vigente. 
Artículo 9.0 El Juez, y en su caso el Jurado mixto, 
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se declararan suficientemente instruídos, declarando con-
doso el juicio cuando lo cc·nsideren procedente, en vista 
de los documentos presentades en el acto conciliatorio y 
lo manifestado por las partes, y ademas siempre que re-
sultase conformidad en 1os hecho'5. 
Artículo 10. En la sesión en que se celebre el juicio 
de revisión, la compareceocia de las partes no sera obli-
gatoria. En los juicios acumulados, las partes compare-
cidas podran alegar por las ausentes, sin necesidad de 
poder, procurandose que la~ alegaciones sean comunes, 
salvas, empero, las rectificaciones necesarias. En la prue-
ba testifical podran fonnularse preguntas, sin necesidad 
de previo interrogatorio, y sólo se haran constar las con-
testaciones que afecten al fondo del asunto o respecto 
de las cnales lo solicite exp:-esamente una de las parles. 
El J uez o I urado mixto tendra en todo caso la facultad 
que les co:ò.cede el articulo 20 del Decreto de 31 de Octu-
bre último. Para la practica de estas diligencias no sera 
precisa la citación de las partes. 
Artículo II. r~as prueb'lS se limitar{m a los hechos so-
bre que no· haya recaído conformidad, y no podran ver-
sar sobre otros extremos que los prevenidos en los artícu-
los 7.0 y 8.0 dei Decreto de 31 de Octubre de 1931. El Juez 
o Tribunal rechazara de oficio las impertinentes. 
Artículo 12. En la tramitación del procedimiento se 
observaran las prescripciones de la ley de Enjuiciamieu-
to civil en enanto no se opongan a lo dispuesto en los 
Decretos de 31 de Octubre de 1931 y 26 de Marzo delco-
rriente año y con sujeción a las siguientes prevenciones : 
a) Las partes presentaran los documentos originales, 
si obraren en su poder, pero tendnín facultad de produ-
cir al mismo tiempo copia simple de los mismos, la cual, 
previamente cotejada, si el documento fuese público, o 
reconocida su autenticiclad en otro caso, se uoira a los 
autos con devolución de aquéllos. 
b) Los testimonios se expediran siempre en relación, 
salvo respecto de las clausulas o pactos en qu. se pidiere 
expresamente testimo11io literal. La misma ProYidencia, 
de acuerdo en que ordenen, !-'era notificada al funciona-
ric que deba expeclirlos, y servira de mandamiento. Cuan-
clo un mismo funcionaria deba expedir testimonios que 
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afecten a distintos juicios, podran serie ordenades eu un 
solo oficio o mandamiento; pero deberan ser expedidos 
con la oportuna separación. 
e) Todas las demandas correspondientes a una mis-
ma jurisdicción seran numeradas correlativamente por 
el orden de su presentación, y ademas con referenda al 
término municipal a que pertenezcan las fincas. Ambos 
números se haran constar en todos los oficios, exhortos y 
notificaciones, citaciones y requerimientos que se practi-
quen y en las sentencias. 
d) Las notificaciones, citaciones y emplazamientos po-
dran practicarse mediante la entrega de copia del acuerdo 
o comunicación al efecto, firmando Ja persona que lo 
reciba u otra, a su ruego, un duplicado de la misma, que 
se unira a los autos. La entrega podra ser encomendada 
a los Jueces municipales, Alcaldes y a cualesquiera Agen-
tes de la Autoridad, quienes, bajo sn responsabilidad, 
cuidaní.n de devolver los duplicades debidamente firma-
dos y autorizados ademas con su propia firma. En caso de 
negligencia, y sin perjuicio de las responsaqilidades en 
que incurran, podran ser las Autoridades y Agentes del 
fuero ordinario corregides con una multa que no bajara 
ni excedera de so pesetas. Si la persona que reciba la no-
tificación, citación o emplazamiento, se negare a firmar 
el duplicado, la Autoridad o Agente de ella que efectúe 
la entrega hadí constar, hajo su finna y responsabilidad, 
el nombre del receptor y la fecha y hora de la entrega, 
teniéndose por hecha la notificaci6n. 
e) Los Jueces podran obrar por sí en la ejecución de 
sus acuerdos. Cuando estimaren necesario proceder por 
exhorto o carta-orden, éstos tendran la forma de oficio 
y se limitaran a exponer concretamente lo que se inte-
rese. Los Jueces exhortades procederan en la forma pre-
venida en este Decreto. 
f) Sólo se haran a las partes las notificaciones nece-
sarias para el emplazamiento del demandado, la celebra-
ción del acto conciliatorio y, en su caso, la celebración del 
juicio arbitral de revisión y la de la sentencia, sin per-
juicio dél derecho de la parte a examinar los autos en 
Secretaría. 
g) En las solicitudes de revisión deben1 expresarse, 
173-
ademas del nombre, apellidos y vecindad el domicilio 
del propietario, y si no constase, el de su a~oderado o re-
presentante en la localidad. Este defecto sera subsalla-
ble dentro de los diez días sigmentes al de la fecha de 
este Decreto. 
Si no se consignase dicho domicilio y el demandado 
no pudiese ser citado, caducara de derecho la demanda. 
h) Las senteucias se redactaran en la forma siguiente: 
I. 0 Se consignaran el lugar y fécha en que se dicte. 
2. 0 Se expresara la numeración del juicio y en la ca-
becera o fallo el nombre de los litigantes y respectiva ca-
lidad de propieta¡ios o arreudatarios, sin otras circuns-
tancias. 
3. o Ba jo la fórmula de vist o se continuara una refe-
ren cia a la fecha de la demanda, acto conciliatorio y de 
la sesión del juicio, y a los documentos producidos por 
las partes o reclamados por el Juez; sólo se añadiran re-
sullQ/ndos cuando el Juez lo estime necesario. 
4.0 Los considerandos, que tendran uumeración co-
rrelativa, se redactaran eu forma sucinta, concretaudose 
a fijar el funclamento del fallo. 
5.0 El fallo precisara, en caso de reclucción, los tér-
minos concretos de la misma ; eu caso dé no accederse 
a ella, se empleara la fórmula de absolución. 
6. o Se en tendera efectuada la publicación con la fir-
ma del Secretaria al pie de la sentencia. 
Si actuare el Jnrado mixto, el veredicto surtira los 
efectos de sentencia. 
i) En los juicios acumulados sera suficiente que la 
cédula de notificación contenga la numeración del juicio 
y los resultandos, cousiderandos y pronunciamientos que 
afecten a la parte notificada. Si la sentencia se dictase 
en el acto del juicio, la notificación se practicara segui-
damente por diligencia, no entregandose copia ni no fue-
re solicitada. 
j) Las apelaciones podran interponerse oralmente si 
la notificación de la sentencia siguiera al juicio, en cuyo 
caso se hara constar la interposición por medio de di-
ligencia sucinta o por ~scrito presentado, dentro. ~el tér-
mino legal. Las apelactones se entenderan adm1t_1das ~e 
derecho, y sólo su inadmisión sera objeto de provtdencla, 
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que sera debidamente notificada. En el primer caso no 
sera necesaria otra diligencia, y los autos se remitiran 
seguidamente a la Comisión mixta arbitral agrícola del 
\Iinisterio de Trabajo y Previsión, sin necesidad de no-
tificación al apelante. 
k) Si se tratare de juicios acumulados en los cuales 
la apelación no afecte a todas las partes, el Juez podia 
disponer que se eleven las actuaciones originales a la Co-
misión mixta arbitral agrícola, quedando testimonio de 
la parte de sentencia que deba ser ejecutada seguida-
mente. 
Z) Contra las providencias o acuerdos interlocutorios 
no se admitira recurso alguno. La parte que se conside-
re agraviada podra consignar su protesta a los efectos 
que procedan en caso de apelación a la sentencia defi-
nitiva. 
ll) En las providencias y acuerdos se prescindira de 
todo formulismo innecesario, limitandose a consignar es-
cuetamente la fecha y la resolución que se dicte y la fir-
ma del Juez y Secretario. 
Dado en ~Iadrid a cinco de Mayo de mil novecientos 
treinta y dos. 
N'rcETo ALcAd-ZA~IORA v ToRRES 
El Ministro de Justícia, 
ALVARO DE ALBORXOZ v LIMINIANA 
El Decreto de 3 r de octubre de 193 I, referen te a la re-
visión de coniratos de arrendamientos de fincas rústi-
cas señaló diversas circunstancias que los Juzgados de pri~era instancia o lòS J urados mL"«tos en su caso ha-
brían de tener en cuenta para reducir lo menos posible 
las rentas pertenecientes a pequeños propietarios, du-
das y huélianos. Diferentes razones aconsejan extender 
ese criterio de equidad a las instituciones benéficas, ya 
que éstas no se lucrau con la Renta, sino que la dedican 
•al cumplimiento de los pausibles fines sociales que le 
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estan confiados. Por lo que, de acuerdo con el Consejo 
de l\Iinistros y a propuesta del de Justícia, 
V engo en decretar lo siguiente : 
Artículo único. El artículo 7 .0 , apartado a) del De-
creto de 31 de octubre de 1931, quedara redactado en la 
siguiente forma : 
a) En relación con el arrendador e imputandolo a su 
favor: 
Primera. 'El valor de las mejoras útiles que haya rea-
lizado uor su cuenta en la finca, así como la exención tri-
butaria que esto le hubiere creado. 
Segunda. La favorable situación patrimonial del 
arrendatario en relaci6n con la del arrendador de un fun-
do pequeño o mediano. 
Tercera. La circunstancia de ser el arrendador impo-
sibilitado, huérfano, menor de edad, mujer soltera o 
huérfana o viuda o institución de beneficencia. 
Cuarta. La moderada cuantía de anteriores arrenda-
mientos, combinada con la continuidad de los mismos 
arrenda tarios, 
Dado en ~Iadrid a trece de junio de mil- novecientos 
treinta y dos. 
NrcETo ALCALA-ZAMORA v ToRREs 
El Ministro de Justícia, 
ALvARo DE ALBORNOZ Y Larna.u-:A 
ASOCIACIONES 
Orden de Trabajo de ro de Septiembre de 1931, nom-
brando la Comisión. 
Decreto de Trabajo aprobando el Reglamento. 2 octubre 
de 1931. Gaceta del 21 de Octubre. 
Decreto de Trabajo, 19 de Mayo de 1931, sobre arrenda-
mientos colectivos. 
Reglamento ídem ídem. 10 de Julio de 1931. 
Ley de Trabajo, 25 de Marzo de 1932, aprobando Con-
venia de Ginebra. 
Ley de Trabajo, 8 de Abril de 1932, sobre Asociaciones 
profesionales . 
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Ilmo. Sr. : Para dar cumplimiento a lo dispuesto eu 
la disposición transitoria s.a del Decreto de la Presideucia 
del Gobierno de la República fecha 4 de julio último, 
He tenido a bien nombrar para formar parte de la Co-
misión creada para el estudio y presentación al Gobierno 
de un proyecto de bases a que hayan de sujetarse los au-
:A"ilios directos a las Cooperativas, la tributación de las mis-
mas y sus exenciones, a D. Antonio Fabra Ribas, Direc-
tor general de Trabajo; D. Felipe Gómez Cano, Subdi-
rector general de Acción Social, y D. José Alas Cores, 
J efc de Administración civil de tercera clase y de la Sec-
ción de Cooperación, en representaciún todos ellos de 
este l\Iinisterio; D. Antonio Roman Herrero, Abogado 
del Estado en la Dirección general de lo Contc.:ncioso ; 
D. ~Iiguel Granja Gómez, Jefe de Administraci6n de 
segunda clase del Cuerpo de Profesores mercantiles al 
servicio de la Hacienda, adscrito a la Dirección general 
de Rentas públicas, y D. Emilio Grake Redondo, Jefe 
de Administración de tercera clase del Cuerpo general de 
Administración de la Hacienda pública, adscrito también 
al último Centro directivo expresado, los tres a propues-
ta y en representación del Ministerio de Hacienda, y don 
Antonio Gascón Miramón, Jefe del Servicio de Publica-
dones Agrícolas del Ministerio de Economía Nacional, 
a propuesta y en representación del mismo. 
Lo que comunico aV.~- para su conocimiento y demas 
efectos. Madrid, ro de septiembre de 193 r. 
FRANCISCO L. CABALLERO 
Señor Director general de Acción Social. 
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DECRETO 
Como Presidente del Gobiemo de la República, de 
acuerdo con el mismo y a propuesta del :\Iinistro de Tra-
bajo y Previsión, 
Vengo en aprobar el adjunto Reglamente para la eje-
cución de la Ley de Cooperativas. 
Dado en Madrid, a dos de octubre de mil novecientos 
treinta y uno. 
NrcETO _ALCAL:\-ZA:MORA v ToRRES 
El :Ministro de Trabajo y Previsi n, 
FRANCISCO L. C\BALLERO 
REGLAMENTO 
para la aplicación de Cooperativas 
CAPITULO PRIMERO 
Naturaleza, personalidad y condiciones generales de la,, 
coope1·ativas 
Artículo 1.0 Para todos los efectos legales se enten-
dera por Sociedad cooperativa la asociación de personas 
naturales o jurídicas que, sujetandose en su organización 
y en su funcionamiento a las prescripciones legales y ten· 
diendo a elimin~r el lucro, tenga por objeto satisfaccr al-
guna necesidad común, procurando el mejoramiento so-
cial y económico de los asociados mediante la acción con· 
junta de éstos en una obra colectiva. 
Son condiciones legales necesarias para todas las co-
operativas: 
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I.a Estar regidas con plena autonomía, dentro de lo 
legislado, por sus propios Estatutos y los acuerdos de la 
Asamblea general. 
2. a Igualdad del derecho de voto para to dos los soci os. 
Ko obstante, podran establccerse mínimos de edad o de 
antigüedad cuando los Estatutos sociales lo consignen 
así expresamente. Unicamente en las cooperativas clasifi-
cadas como profesiona1es podran establecerse por los Es-
tafutos que algunos socios tengan hasta un maximo de 
tres votos, según la cuantía de su participación en las 
operaciones sociales, pero siempre con inclepeudeucia del 
capital aportaclo y sip. que la pluralidad de votos sea apli-
cable a los asuntos de índole personal. 
3·" Que ninguna función directiva o de gestión esté 
vinculada en persona o entidad determinada, ni sea de-
legada en Empresa gestora alguna. 
4." Que las participaciones en el capital social no sean 
transferibles sino entre los socios, con los requisitos que 
se fijen, y que en caso de atribuírseles algún interés, ten-
ga éste un límite previamente fijado y nnnca superior al 
interés legal. 
5.4 Que en caso de distribuir los excedentes, se haga 
el reparto proporcionalmente a la participación de cada 
asociado en las operacíoncs sociales. 
Art. 2.0 El número de socios no sera inferior a vein-
te, salvo en los casos en que legal o reglamentariamente 
se establezca un mínimo distinto para las Sociedades de 
algnna clase determinada. 
Nà podra limitarse el crecimiento del número de so-
cios ni estatutariamente ni de hecho, salvo en las coópc-
rativas de trabajadores y en las de la vivienda, y las c¡ue 
en casos muy justificados obtengan autorizaci6n del :'\Ii-
nisterio de Trabajo, de acuerdo con el informe de la Sub-
comisión especial correspondiente del Consejo de Tra· 
hajo . . 
Art. 3.0 Nadie podra pertenecer a una Sociedad c-o-
operativa en concepto de empresario, contratïsta, socio 
capitalista 11 otro analog~. 
No podra haber acciones preferentes, ni partes de fun- ep 
dador, ni combinación alguna que tienda a asegurar pri-
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vilegios o ventajas especiales a determinadas personas, 
siendo nulo todo acto o acuerdo en contrario. 
Art. 4.0 Las Sociedades cooperativas tendran plena 
personalidad jurídica propia. Podran adquirir, poseer y 
enajenar hienes y derechos, contraer obligaciones, ejer-
citar acciones civiles y criminales y realizar todos aque-
llos actos que sean conducentes al cumplimiento de sus 
fines y a la defensa de sus intereses, conforme a las Leyes 
v a las reglas de su constitudón. 
Art. 5. 0 Las Sociedades cooperativas pueden ser: 
a) Cooperativas de responsabilidad limitada, de cuyos 
compromisos y obligaciones responde sólo el haber social. 
b) Cooperativas de responsabilidad suplementada, en 
la~ que los socios pueden constituir una garantía suple-
mentaria con un maximo :fijado de antemano. 
e) De responsabilidad ilimitada, en las que cada socio 
responde con la totalidad de sus hienes. 
Las Cooperativas de consumidores no podran consti-
tuirse con la condición de responsabilidad ilimitada. 
Las personas jurídicas no podran formar parte de una 
cooperativa con responsaoilidad ilimitada. 
Art. 6. 0 El uso de la denominación de cooperativas 
corresponde exclusivamente a las Sociedades clasificadas 
como tales con arreglo al presente Decreto. Ninguna otra 
Asociación, Sociedad, Compañía o establecimiento podra 
usar en su denominación subtítulos, rótulos, etiquetas, 
membretes, anuncios, ni en documento alguno la palabra 
((Cooperativa)) ni otra de sentido analogo o que se preste 
a confusi6n. 
CAPITULO II 
Art. 7.0 El Registro de Cooperativas se llevara en el 
servicio correspondiente del :\Iinisterio de Trabajo, el 
cual tramitara en general, y salvo atribuciones expresas 
a otro organismo, los asuntos referentes a la ejecución de 
las clisposiciones legales sobre cooperación. 
Las resoluciones sobre clasificación, calificaci6n y mo-
dificación de Cooperativas se dictaran por la Direcci 'n 
~ general con informe de la Snbcomisión especial corres-
pondiente del Consejo de Trabajo. 
La resolución de recursos corresponden al Ministerio, 
oyendo a la mencionada Subcomisión. 
Art. 8.0 Encargada del estudio, preparación y difu-
sión de las disposiciones con la cooperación relacionadas, 
seguir la marcha del movimienio cooperativo, difundir el 
conocimiento de los hechos, los principios y la técnica de 
la cooperación y fomentar su desarrollo en España, fun-
cionara dentro del Consejo de TrabajoJ una Subcomisión 
especial, asistida de una sección correspondiente de la Ase-
sona general de dicho Consejó. 
Dicha Subcomisión administrara el fondo para difusión 
y enseñanza de la cooperación. 
Art. g.° Con el fin de abreviar tramites, el Registro 
pasara directamente a la Subcomisión especial, para el 
oportuno informe, la documentación de las Sociedades 
que soliciten sn inclusión o la aprobación de reforma de 
los Estatutos. 
De igual modo le facilitara directamente los datos e in-
formes que la Subcomisión necesite para sus trabajos. 
Art. ro. Los informes sobre calificación y clasifica-
ción de Cooperativas de la Subcomisión especial, pasaran 
desde luego directamente al Ministerio, salvo cuando al-
guno de los Vocales de ésta soliciten que sea previamente 
sometido a la Comisión permanente del Consejo de Tra-
bajo. 
Art. rr. La Subcomisión del Consejo de Trabajo, en 
la meclida mas ampJia que permitan los medios de que 
disponga, hara una intensa labor de difusión y divulga-
ción, utilizando la imprenta, las proyecciones, la radiodi-
fusión y demas medios auxiliares. 
Organizara por sí o de acuerdo con algún otro Centro 
oficial o con las organizaciones cooperativas y con la apro-
bación del Ministerio de Trabajo, las enseñanzas especia-
les y complementarias que en cada ocasión parezcan mas 
convenientes, atendiendo de un modo señalado a la for-
mación de los futuros Profesores de cooperación y de los 
Directores e Inspectores de Cooperativas. 
·Podra también organizar la enseñanza ambulante, pres-
tar ayuda a los Centros deseosos de dar cursos breves o 
lecciones especiales sobre cooperación y contribuir a Ja 
organización y celebración de Concursos, Exposiciones, 
Conferencias y Congresos, por propia iniciativa o secun-
dando iniciativas ajenas. 
Art. r2. El fondo para la difusión y enseñanza de la 
cooperación se nutrira : 
I.° Con las cantidades que de derecho le correspon-
clan, con arreglo a las disposiciones legales. 
2." Con Jas aportaciones y subvenciones del Estado y 
de las Corporaciones. 
3 ." Con las aportaciones voluntarias, donativos y le-
gado de las Cooperativas, Asociaciones y Sociedades de 
todas clases y de los particulares. 
4." Con el producto de las publicaciones editaclas con 
cargo al fondo y a las cuales se fije un precio módico, a 
fin de estimular su mejor utilización y evitar el despil-
farro. 
s." Con cualquier otro ingreso lícito que el Consejo 
de Trabajo acepte o el Ministerio autorice. 
Art. r3. Con cargo al fondo para la difusión y ense-
ñanza de la Cooperación, sólo se podran abonar servicios 
y gastos que respondan estricta y directamente a tales 
fines y de ningún modo servicios de caracter administra-
tivo ni material de oficina, aun cuando se relacione con 
la difusión y enseñanza de l_a cooperación. 
Art. r4. En el Consejo de Trabajo se organizara el 
servicio de consulto.rio para contestar directamente, sin 
comprometer el criterio de la Corporación, las dudas y · 
consultas que sobre puntos de legislación y organizacitn 
cooperativas le sean sometidas. 
Redactaran también Estatutos-tipo para las clases de 
Sociedades mas frecuentes, Reglamentos interiores, mo-
delos de documentación, etc., para que pueclan servir de 
orientación y guía a las Cooperativas, pero sin que en 
modo alguno sea obligatoria su aceptaci6n. 
Art. rs. Las autoridades y dependencias oficiales de 
todo orden estan obligadas a facilitar a los servicios de 
Co()peración del Ministerio y del Consejo de Trabajo y 
a los Inspectores de Cooperativas, los datos y anteceden-
tes que les pidan y puedan contribuir al mejor desempe-
ño de su cometido. 
- r8s-
CAPITULO III 
Registro y clasijicación de Cooperali11as 
Art. r6. Las personas que traten de constituir una 
Cooperativa, lo comunicaran al Registro, acompaiiando 
tres copias de los Estatutos o Reglamentes por los cuales 
haya de regirse. La comunicación y las copias de los 
Estatutos o Reglamentes habd.n de estar suscritas por 
cinco o mas individues mayores de edad, con expresión 
de las respectivas profesiones y domicilios, salvo lo espe-
cialmente dispuesto para las Cooperativas escolares. 
Examinados los Estatutos o Reglamentos, se hara la 
clasi11cación provisional de la futura Cooperativa o se 
formularan los reparos que procedan. 
Si los organizadores insistieren, sin e.xplicación satis-
factoria, en alguno de los puntos reparados, se denegara 
la admisión. 
Se tendra por desistida la peticiÓn si los iniciadores 
dejan transcurrir mas de un mes sin atender a contest<ir 
los n:paros. 
Art. 17. Durante los tres meses siguientes a Ja apro-
bacióa de los Estatutos, podra celebrarse la sesión de cons-
tituci·)n, desde cuya fecha comenzara a contarse Ja dura-
ción de la Sociedàd. En el ~eta de constitución se con-
signaran los nombres de los elegidos o designados para 
formar la primera Junta directiva. · 
Dentro del plazo de seis d.ías sc remitira al Registro 
una copia del acta de constitución, autorizada por el Pre-
sidente y el Secretaria de la Asamblea y un número de 
fundadores asistentes al acto que no baje de seis. 
Recibida el acta de constitución y resultando todo 
conforme con las prescripciones legales, se hara la clasi-
ficación definitiva y Ja correspondiente inscripción en el 
Registro. 
Art. r8. Contra el acuerdo denegando la admisit'Jn de 
los Estatutos, o la inscripción en el Registro .y contra 
la clasificación provisional o la definiti\·a, podra recu-
rrirse en plazo de veinte di~s ante el ]l!inisterio, el ·que 
resolvení oyendo al Consejo de Trabajo. 
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Art. rg. La inscripción en el Registro de Cooperati-
vas sera gratuïta. 
Las certificaciones que hayan de ser expedidas por el 
Registro, se extenderan en papel común. 
La copia diligenciada del acta de constitución y de los 
Estatutos, con la anotación de inscripción, equivaldra, 
para todos los efectos legales, a una escritura pública. 
Art. 20. El Registro clasificara a las Cooperativas 
en los siguientes grupos fundamentales : 
I. Cooperativas de consumidores. 
2. Cooperativas de productores. 
a) De trabajadores. 
b) Profesionales. 
3· Cooperativas de crédito, de ahorro y· de seguros. 
4· Cooperativas mixtas e indeterminadas. 
Art. 21. Entre las Cooperativas de consumidores se 
distinguira: 
1.° Cooperativas distributivas o de consumo. 
2. 0 . Cooperativas de suministros especiales (agua, gas, 
energía eléctrica, etc.). 
3.° Cooperativas sanitarias (socorros, asistencia mé-
dico-farmacéutica, hospitalización, transportes, etc.). 
5.° Cooperativas de la vivienda. 
Art. 22. Las Cooperativas profesionales, atendiendo 
a la naturaleza de la industria ejercida o servida, se sub-
dividiran en la siguiente forma : 
I. 0 Agrícolas, pecuarias y forestales. 
2 .0 Pesqueras y de servicios marítimos. 
3.0 Mineras y minero-metalúrgicas. 
4· 0 De producción industrial. 
5. 0 De la construcción. 
6. o De transportes y comunicaciones. 
7. o Comerciales. 
8. o De servicios y profesiones diversas. 
g. 0 Mixtas e indeterminadas. 
Art. 23: A propuesta del Consejo de Trabajo podní 
establecerse algún nuevo grupo de Cooperativas o mo-
dificar la subdivisión de los ya establecidos. 
También podran adopta¡se otras clasificaciones con 
el caracter de auxiliares, cuando así convenga para deter-
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minados fines y, en particular, para facilitar la compara-
ción con las estadísticas de otros países. 
Art. 24. Cuando alguna Cooperativa ejerza simul-
t{meamente funciones diversas, se clasificara atendiendo 
a la que predomine claramente sobre las demas. Si nin-
guna función estuviere en este caso, se clasificara a la 
Sociedad como Cooperativa mixta. 
Las Cooperativas de consumidores no perderan su con-
dición de tales porque produzcan las cosas necesarias 
para sí, para sus asociados o para otras Cooperativas 
concertadas. 
Art. 25. A cada Cooperativa se le induïra en un solo 
grupo de la clasificación fundamental. Podra ser incluída 
en dos o mas de las subdivisiones correspondientes. 
Art. 26 . Dentro de cada división se distinguira a las 
Cooperativas según que sean de responsabilidad limitada, 
suplementada o ilimitada, y según que tengan o no la 
condición de populares. 
Las organizaciones de segundo grado se clasï"i'icaran 
en sección especial, dentro de cada clase, según la natura-
leza de las Cooperativas que las formen. 
Entre las Cooperativas de productores se hara anota-
ción especial de las que de una manera exclusiva o muy 
predominante se dedique a la venta de productos o al sn-
ministro a los asociados de instrumental y primeras ma-
terias. 
Art. 27. Se cancelara la inscripci6n en el Registro 
de las Sociedades acerca de las cuales no conste que 
comenzaron sus operaciones en los doce meses siguicntes 
a su constitución o las interrumpieron durante seis meses 
consecutivos. 
CAPIT{JLO IV 
ORGANIZACIÓ~ Y RÉGIME:\ DE LAS COOPER.\TIVAS 
EN GENERAL 
Art. 28. En los Estatutos de las Cooperativas ha-
bran de consignarse claramente los siguientes particu-
lares: 
Denominación, objeto y duración de la Sociedad. 
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Localidad en que radique el domicilio social. 
Expresión de si se constituye con la condici6n de res-
ponsabilidad limitada, suplementada o ilimitada. 
Derechos y deberes de los socios y condiciones para su 
admisión, cesación y exclusión. 
Régimen de administración y gobierno de la Sociedad, 
expresando el procedimiento que haya de seguirse para 
la convocatoria y celebración de las Asambleas generales. 
Medios económicos de que haya de valerse la Coopera-
tiva y forma de constituir el fondo social. 
Aplicación que haya de darse a los rendimientos de 
cada ejercicio. 
Caso de disolución, procedimientos que deban seguirse 
para llevaria a efecto y aplicación que haya de darse al 
haber social líquido. 
Art. 29. Las Cooperativas adoptaran libremente su de-
nominación social, cumpliendo con Ips siguientes re-
quisitos: 
I. o Que la denominación adoptada no induzca a error 
respecto a la naturaleza y condiciones de la Sociedad. 
2. 0 Que no coincida con la denominación de otra 
Sociedad anteriormente registrada en la misma provin-
cia, ni sea tal que se preste a confusión. 
Art. 30. Las Cooperativas registradas clebenín hacer 
constar su condición de tales en sus rótulos, etiquetas y 
anuncios y en toclo documento que haya de surtir efecto 
para con terceros. 
Art. 3 I. Los mayores de dieciséis años no necesitau 
la autorización expresa de sus padres, tutores o procu-
radores, ni la mujer casada 11ecesita la licencia del marido 
para formar parte de una Cooperativa de responsabilidad 
limitada, iutervenir en las operaciones y abonar o per-
cibir las cantidades que estatutariamente les correspon-
clan. 
Art. 32. Los asociados en una Cooperativa podran 
retirarse de ella dando aviso por escrito con la antelación 
que impongan los Estatutos, y que en las Cooperativas 
de consumidores no podra exceder de un mes. No obs-
tante, quedaran sujetos a la liquidación de las ohliga-
ciones y responsabilidades contraídas al tiempo de la 
separación. 
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Unicamente en la Cooperativas calificadas como pro-
fesionales se podra establecer el compromiso de perma-
necer en la Asociación y participar en las operaciones 
sociales por plazo superior a un año. 
Art. 33. En ningún caso podní exigirse responsabili-
dad alguna a los socios de una Cooperativa por razón 
de los compromisos y obligaciones sociales después de pa-
sados dos años de su separación o exclusión o de la diso-
lución de la Sociedad. 
Art. 34· Cuando un socio sea baja en la Sociedad, 
sc le liquidara su participación en el haber social y se le 
abonara el saldo que a su favor resulte en la forma y 
plazos que los Estatutos determinen, si la participación 
no estuviere sujeta a la liquidación de responsabilida-
des pendientes. 
Caso de que los Estatutos establezcan que el reinte-
gro de la participación se haga con alguna deducción, 
ésta no podra nunca ser superior al 20 por roo del tt>tal 
importe suscrito y tampoco podra exceder de lo desem-
bolsado. 
Xo podra hacerse deduccién alguna cuando la baja 
sea por fallecimiento. 
Art. 35· Los acrcedores personales de un asociado no 
tendran derecho alguno sobre los hienes de la Asocia-
ción ni sobre la partícipación del asociado en el haber 
social para obtener prenda o pago de lo que les sea 
debido. 
Unicamente podra solicitarse embargo o ejecuc1<n 
sobre las imposiciones voluntarias que hayan entrado a 
formar parte del capital social, y la Cooperativa dispon-
dn'í, para satisfacer las correspondientes cantidades, de los 
mismos plazos de que dispondría si hubiera de reinte-
grarlas al asociado. 
Art. 36. En el caso de. que la participación de los aso-
ciados en el capital social de la Cooperativa esté repre-
sentada por acciones, éstas seran nominativas y de un 
valor no superior a roo pesetas cada una. 
Art. 37· Un ro por roo, cuando menos, de los ren-
dimientos de cada ejercicio se aplicara a la formación de 
un fondo de reserva colectivo basta alcanzar una suma 
igual a la de los capitales individuales que los socios 
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hayan aportada con caracter forzoso, a menes de que 
las Leyes y Reglamentes impongan en este particular 
mayor obligación para las Cooperativas de alguna clase o 
caracter y salvo lo que en el mismo sentido establezcan 
los Estatutos sociales. 
Art. 38. En toda Cooperativa habní una Junta direc-
tiva, formada por cinco individues cuando menos. 
La elección y renovaci6n se hara según determinen los 
Estatutos sociales, sin que ningún cargo de la Junta di-
rectiva pueda ser desempeñado por la misma persona 
mas de cuatro años consecutives. 
Art. 39· En las Cooperativas de mas de cien socios 
sera obligatorio el funcionainiento de una Comisión de 
inspecci6n de cuentas, formada por tres o mas individues 
elegides anualmente por la Junta general. 
Las Cooperativas ç_uyo número de socios no exceda de 
dento podran libremente establecer o no dicha Comisi6n 
y fijar el número de sus individues. 
La comisi6n inspectora pedra convocar por si la Junta 
general en los casos que considere graves y de urgen-
cia. 
Art. 40. Las designaciones para las Juntas o Consejos 
directives y Comisiones especiales y todo género de au-
torizaciones y mandatos para actuar en nombre de la 
Sociedad seran revocables por acuerdo de Asamblea gene-
ral, sin que pueda prevalecer pacto en contrario. 
Art. 41. Las Cooperativas llevaran su contabilidad 
y sus registres con arreglo a las instrucciones y modeles 
aprobados por el Ministerio de Trabajo, a propuesta del 
Consejo de Trabajo, tendiendo siempre a la mayor cla-
ridad y sencillez posibles para cada clase de Coopera-
tivas. 
Art. 42. En las Cooperativas de mas de r.ooo socios 
o cuyo territorio comprenda varias localidades con dis-
tancias de so o mas kilómetros, podran los Estatutos 
sociales autorizar la celebraci6n de asambleas de segundo 
grado. 
Art. 43. En la asambleas de segundo grado no se po-
dran tomar acuerdos de caracter general y obligatorio 
cumplimiento para lo sucesivo sobre asuntos que no hayan 
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sido previamente discutidos en.. las reuniones primarias de 
los grupos, secciones o delegaciones correspondientes: 
En las reuniones primarias los partidarios de cada 
solución o tendencia podran designar un delegada, el cual 
tendra en la asamblea de segundo grado tantos votos 
como correspondan en junto a quienes le hayan otorgado 
sQ representación. 
Art. 44· Los Estatutos de las Cooperativas podran 
prohibir el voto por delegación o autorizarlo. La delega-
ción, cuando proceda, debera recaer en un asociado. Cada 
asociado no podra representar a mas de otros tres 
salvo lo establecido para las asambleas de segundo grado. 
No podran votar por delegación ni los mi em bros de la 
Junta directiva ni los socios que sean al mismo tiernpo 
empleados de la Sociedad. 
Art. 45· Las Cooperativas podran imponer a sus aso-
ciados multas por imcumplimiento de las obligaciones 
establecidas en los Estatutos. Estas exacciones habran de 
ser de cuantía moderada. La mitad, cuando menos, del 
total importe de las impuestas en cada semestre se des-
tinaran al Fondo central para difusión y enseñanza de la 
cooperación. El resto se aplicara al fondo de reserva 
irrepartible de la Cooperativa. 
Si los Estatutos lo autorizan de una manera expresa, 
podran también exigir cuotas de entrada irreivindicables, 
las Cooperativas que no tengan la condición de populares 
cuyo importe se destinara íntegtamente al fondo de re-
serva irrepartible. 
Art. 46. El Ministerio, a propuesta del Consejo de 
Trabajo, publicara una lista de las obras sociales oficial-
mente aprobadas y que las Cooperativas, sin mas autori-
zación, podran sostener o contribuir a sostener con fondos 
de inversión obligatoria, siempre que cumplan los requi-
sitos que para cada obra se :fijen. 
Las Cooperativas podran en todo tiempo solicitar la 
aprobación de alguna otra obra sociaL Caso de merecer 
la aprobaci6n se publicara para que sea considerada como 
inclnída en la lista. Esta se publicara refundida siempre 
que sea preciso y cuando menos una vez cada dos años. 
Con fondos de libre disposición podran las Cooperati-
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vas sostener las obras sociales que prefieran, figuren o no 
entre las oficialmente aprobadas. 
Art. 47· Las Cooperativas podrím admitir de sus aso-
ciados imposiciones voluntarias, funcionando como Caja 
de Ahorros, sujetandose en la cuantía de las imposicio-
nes y en el interés abonaclo a los límites que haya esta-
bleciclos para las Cajas de Ahorro de patronato del Go-
bierno. 
Las cantidades así reunidas podran emplearse como fon-
do de movimiento de la Cooperativa, y la mitad, cuando 
menos, en operaciones que permitan la facil realizaci6n 
en plazo no superior a un mes. La parte no invertida con 
estas limitaciones poclni invertirse en valores que fignrén 
en la lista de los aprobados por el ::\linisterio de Trabajo. 
Art. 48. Cuando las Coperativas hagan préstamos en 
clinero a los socios, no cobraran a título de premio, prima 
o con otro nombre suma alguna que reduzca la cantidad 
efectiva prestada a menos del importe nominal del prés-
tamo, salvo el descuento por abono anticipado de intere-
ses, si así se hubiere establecido. 
El tipo de interés no poru·a excecler del maximo que 
tenga fijado el Ministerio de Trabajo, y no podra ser au-
mentado durante la vigencia del préstamo. 
Art. 49· Las Cooperativas estan obligadas: 
r. 
0 A remi tir al Registro, dentr.o de los clos meses si-
guientes a la terminación de cada ejercicio social, una co-
pia de la Memoria, balance y cuenta de pérdidas y ga-
nancias. 
2.
0 A comunicar, dentro del plazo de quince días, to-
das las alteraciones habidas en sus organismos directivos. 
Cuando se trate de Sociedades de responsabilidad ilimita-
da, comunicaran también las altas y bajas de los socios. 
J. 0 A comunicar verazmente los datos que oficialmen-
te les sean pedidos para fines fiscales o estadísticos. 
4. 0 A facilitar la inspección hecha por funcionario 
competente y darle entrada y acceso a todos los locales y 
dependencias de la Cooperativa. 
5.0 A proveerse de un libro de visitas que estara siem-
pre a disposición de los Inspectores para que puedan con-
signar las diligencias que procedan. 
I . 
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CAPITULO V 
M odificaci6n y disoluci6n de las C ooperativas. 
Art. so. Las modificaciones en los Estatutos de las 
Cooperativas no podran acordarse sino en a:samblea ge-
neral extraordinaria especialmente convocada al efecto, 
con el mínimo de asistencia y número de votos conformes 
que los mismos Estatutos señalen. 
La modificación no entrara en vigor mientras no se haya 
hecho la correspondiente anotación en el Registro, apli-
candose a este caso, con la conveniente adaptación, el pro-
cedimiento y plazos establecidos para la primitiva ins-
cripción. 
Si la modificación envolviere alguna nueva obligación 
o responsabilidad para los socios, podran retirarse de la 
Cooperativa en plazo de un mes los socios que hayan vo-
tado en contra de la reforma, sin que pueda prevalecer 
acuerdo o pacto en contrario, y siempre sin perjuicio de 
las responsabilidades contraídas. 
Toda modificación de los Estatutos que afecte a la res-
ponsabilidad para con terceros, se entendera hecha sin 
perjuicio de los compromisos contraídos. 
Art. 51. Las Cooperativas se disolveran : 
Por resolución de Autoridad competente, con arreglo a 
la ley. 
Por ocurrir cualquier suceso que esté señalado en los 
Estatutos como determinante de la disolución. 
Por haberse reducido el número de socios a menos del 
Iegalmente necesario para que la Sociedad pueda subsistir. 
Por acuerdo de la asamblea general extraordinaria, 
con las garantfas y requisitos que los Estatutos exijan, y 
que nunca seran menores que los necesarios para la mo-
dificación de los mismos Estatutos. 
Art. 52. Cuando se disuelva una Cooperativa, la de-
signación de liquidadores se hara según prescriban los 
Estatutos. Si pasado un mes, a partir del acuerdo de di-
solución, no hubieren comenzado las operaciones de li-
quidación, cualquiera que sea el motivo, o se interrum-
pieren por mas de ese tiempo después de comenzadas, o 
13 
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se llevaren con lentitud maliciosa, el Ministerio, a peti-
ción de un número de socios que no baje de la quinta 
parte del total, o a propuesta de la Subcomisión especial 
del Consejo de Trabajo, podra designar uno o varios co-
misarios encargados de ultimar lo mas rapidamente posi-
ble las opèraciones de liquidación. 
Art. 53· Al liquidar una Cooperativa no podra adju-
dicar a ningún socio valor superior al que le correspon-
dería si él se hubiera separado voluntariameute de la So-
ciedad, continuando ésta su funcionamiento. 
Las cantidades procedentes de los fondos de reserva 
obligatorios no podran ser repartidos entre los socios en 
ningún caso. Se adjudicaran a la obra cooperativa de en-
señanza o de beneficencia que la asamblea general acuer-
de, siguiendo las normas que establezcàn los Estatutos 
social es. 
Todas las cantidades acerca de cuyo destino no se haya 
resuelto oportunamente y en buena y debida forma, se 
aplicaran a1 Fondo para la difusión y la enseñanza de la 
cooperación. 
•Art. 54· Las cantidades procedentes de los fondos de 
reservà repartibles de las Cooperativas populares y asi-
miladas no podran adjudicarse sino a otra enticlad coope-
rativa que esté también calificada como popular, y que al 
tiempo de disolverse la Coperativa donante lleve, a lo 
menos, un año de funcionamiento no interrumpido. La 
aplicación de dichas cantidades no podra ser otra que la 
de acrecentar su fondo de reserva irrepartible. 
Art. SS· El último Presidente de toda Cooperativa, 
Concierto, Unión o Federación de Cooperativas que se di-
suelva, estara obligado a dar cuenta de ello al Registro, 
dentro del plazo de ocho dias a partir del acuerdo de la 
disolución. 
Igualmente se debera comunicar toda interrupci6n de 
las operaciones sociales que dure mas de cuatro meses. 
A falta de Presidente, las obligaciones a que este articu-
lo se refiere corresponde, por el orden que se indica, al 
Vicepresidente, al Secretario y a todos los individuos de 
la última Junta directiva. Cuando se trate de· organiza-
ciones cooperativas escolares, la obligacion alcanzara tam-
bién a los Jefes del establecimiento en que radiquen. 
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CAPITULO VI 
Inspecci6n. 
Att. 56. Las Cooperativas habr{m de ser inspecciOna-
das, a lo menos, una vez cada tres años, sin perjuicio de 
las visitas extraordinarias que pnedan ser precisas. 
La inspecci6n podn1 hacerse : 
r.
0 
Por Inspectores especiales de nombramiento minis-
terial, a propuesta de la Snbcomisión de coopefación. 
2.
0 Por Inspectores temporales autorizados para c~1SOS 
concrctos y determinados o ~or plazo no superior a seis 
meses. Estos Inspectores habr{m de ser funcionarios tér-
nicos del l\Iinisterio o del Consejo de 'I'rabajo. 
En caso de especial importancia podran nombrarse Co-
misiones inpectoras formadas por dos Vocales de la Sub-
comisión del Conscjo de Trabajo, asistidos, E>n c:;:;o lif:( e· 
sario, por un funcionario administratiivo o t.2cnÍ"(). 
Art. 5ï. Las personas autorizadas para la :nspe~dón 
de Cooperativas seran conceptuadas como autoridades pú-
blicas a los efectos de la responsabilidad imputable a qnien 
cometa atentado contra elias o las haga objeto de actof> 
o palabras ofensivas para su prestigio, ya en actos del 
servicio, ya fnera de él, pero con motivo de él. 
Art. 58. La inspecci6n de Cooperativas se hara con 
criterio mas preventivo que represivo. Los Inspectore~, 
prestando su asesoramiento en la medida mas amplia po-
sible en cada caso, ayudaran a las Cooperativas a evitar 
el Í!lcurrir en infracción. 
Art. 59· Los Inspectores no podran, hajo pena de exo-
neración y sin perjuièio de las demas sanciones a que 
hubit:ra Jugar : 
r .
0 Inspeccionar Cooperativas de que sean socios. 
2.° Comunicar a extraños los actos de las Sociedades 
de que tengan conocimiento por razón de sus funciones 
inspectoras. 
J.
0 Ejercer, fuera de las funciones públicas, profèsión 
lucrativa en asuntos relacionados con las Sociecladcs ins-
peccionadas. 
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Art. 6o. Para la imposición de sanciones regiran las 
siguientes normas de procedimiento : 
I.a El Inspector que observare alguna infracción ex-
tendera la correspondiente acta y hara la oportuna con-
signación en el libro de visitas. En el acta se hara cons-
tar ·la denominación y domicilio de la Cooperativa, cir-
cunstancias de la infracción y disposición infringida. 
El acta, aun sin la firma del representante de la Coope-
rativa visitada, se considerara como documento probato-
rio de los puntos de hecho observades por el Inspetor, 
salvo demostración en contrario. 
2. a El acta de infracción se enviara a la Delegación 
provincial .del Consejo de Trabajo en unión de un oficio 
en que se baga la exposición sucinta del caso y se señale 
la sanción procedente, a juicio del Inspector. Se enviara 
una copia del acta a la Cooperativa, para que ésta pueda 
enviar a la Delegación provincial el escrito de descargo 
en plazo de diez días. 
3·a La Delegación formara el oportuno expediente, po-
dra practicar las comprobaciones que considere adecua-
das y adoptara su resolución en el plazo maximo de trein-
ta días habiles a partir del recibo de la Comunicación del 
Inspector. 
La resolución sera notificada a la entidad interesada por 
correo certificado, o si fuera preciso, por medio de la Al-
caldía correspondiente. De ella se enviara también tras 
lado al Inspector denunciante y al Consejo de Trabajo. 
Art. 61. Contra el acuerdo de la Delegación cabe re-
curso ante el Ministerio con arreglo a las siguientes 
normas: 
I.a La persona o entidad multada podra presentar el 
recurso ~n la Delegación provincial en el plazo de quince 
días a partir de la notificación de la multa, con la prueba 
documental que se aduzca, así como el interrogatorio y 
lista de testigos, si se quisiera utili~ar esta prueba. 
2.• L;¡ Delegación provincial lo remitira todo con su 
informe al Consejo de Trabajo. Si fuera admitida la prue-
ba testifica} se pedira su practica al Juzgado municipal 
correspondien te. 
3·a Una vez completas las actuaciones, la Subcómisiótl 
del Consejo de Trabajo formulara un proyecto de resolu-
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c1on, que sera elevado al Ministerio para el correspon-
diente acuerdo. 
4·" No se admitira el recurso si no se acompaña copia 
literal del documento justificativo de haberse depositado 
en la Caja Central de Depósitos en la sucursal de la pro-
vincia o en cualquiera otra dependencia oficialmente au-
torizada para ello el importe de la multa mas el 20 por roo. 
Con el 20 por roo adicional se atendera, hasta donde 
alcance su importe, a las costas que se produzcan en el 
Juzgado municipal, siendo de aplicación los Aranceles 
para la exacción de multas gubernativas. El sobrante de 
este 20 por roo, si lo hubiere, acrecera la multa y se in-
gresara en el fondo para difusión y enseñanza de la co-
operación. 
s." El Inspector denunciante podra también recurrir 
contra el acuerdo de la Delegación, si fuere desestimando 
la multa o reduciendo la propuesta por aquél. 
6. ·' Contra la resolución del Ministerio no se dara re-
curso alguno, ni en vía gubernativa ni en la contencioso-
administrativa. 
La notificación se hara por medio de la Alcaldía corres-
pondiente. Cuando el caso pueda servir de ejemplo se pu-
blicara la resolución en la Gaceta de Madrid. 
Art. 62. Caso de no recurrir contra la sanci6n · los 
multados, remitinin dircctamente el importe de las mul-
tas al Consejo de Trabajo, dentro del plazo para interpo-
ner el recurso. 
Si así no lo hicieren, se pasara la oportuna comunica-
ción al Juzgado correspoudiente para que proceda por vía 
de apremio, a fiu de hacer efectives el importe de la mul-
ta y las costas. 
Analogamente se procedera cuando, interpuesto recur-
so por el inspector, se resuelva imponer multa anterior-
mente desestimada o aumentar su cuantía. En tal caso, 
el plazo de que dispondra el multado para satisfacer la 
cantidad correspondiente sin exacción de costas sera el 
de quince días, a contar de la notificación de la reso-
lución. · 
Art. 63. Cuando, interpuesto recurso por el multado, 
se confirme en todo o en parte la multa propuesta, se co-
municara a la Caja de Depósitos o a la dependencia don-
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. de se hubiere depositado el importe de la multa, para que 
haga el correspondiente envío al Consejo de Trabajo. 
Si Ja multa fuere revocada) las costas que se hayan pro · 
elucido en los J uzgados se declararan de oficio y se ex-
tendera la oportuna orden de devoluci0n del depósito. 
CAPITULO VII 
Sanciones. 
Art. 64 Incurrir{m en multa de 25 a 250 pesetas las 
Cooperativas que no remitan al Registro o a la dependen-
cia qut! proceda los documentes prescrites por las dispo-
siciones legales y las que no faciliten los datos que les 
sean pedidos por dependencia o funcionario competentes. 
Si los facilitase inexactes intencionadamente o por ne-
gligencia punible, la multa sera de so a soo pesetas. 
Art. 65. Incurriran en multa de so a soo pesetas las 
Cooperativas que no consignen sn condiciún de tales en 
los contratos con terceres y en los documentes de toda 
clase destinades a la publicidad, y las que operen con una 
denominación social distinta de la registrada. 
Art. 66 . Incurriran en multa de roo a r .ooo pcsetas: 
Las Cooperativas que falten a las restricciones o limi-
taciones impuestas a sus operaciones por las disposiciones 
legales o por sus propios "Estatutos. 
Las Cooperativas de consumidores que, teniendo esta-
blecida la norma de no servir al público, falten a ella o 
adopten artificios encaminades a facilitar la prestacjón o 
transferencia de servicios y artículos a terceras personas. 
Las Cooperativas que pongau dificultades al servicio de 
inspección. 
Cuando se cornpruebe que la infracción ha sido cometi-
da por algún empleado o agente de la Cooperativa, con-
traviniendo las órdenes de sus superiores, el límite infe-
rior de la multa podra reducirse a la mitad, y la sanci{;n 
recaera sobre el empleado o agente infractor, siendo la 
Cooperativa subsidiariamente responsable del pago. 
Art. 67. Podran ser Çeclarados incursos en infracción, 
con imposición de multa de 25 a 500 pesetas : 
I 
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Los miembros del organismo directivo de la Sociedad, 
que en las :\Iemorias, estados de cuentas o comunicacio-
nes a la Asamblea general cometieren inexactitud inten-
cionada o expusieren deliberadamente los bechos en forma 
tal que induzca a error acerca de la verdadera situación 
de la Coperativa. 
Los individuos de la Comisión de inspección de quienes 
se compruebe que ban hecho dejación de sus funciones o 
las han ejercido con negligencia. 
Los Directores de la Cooperativa, cualquiera que sea 
la denominación del cargo, que por sí o por instrucciones 
comunicadas a sus subordinados impidau el ejercicio de 
algún derecho que esté reconocido a los socios por dispo-
sición legal o por los Estatutos sociales. 
Art. 68. Por toda infracción de las disposiciones !e-
gales referentes a las Cooperativas que no tengan señala-
da sanción especial, podra imponerse multa de 25 a 200 
pesetas. 
Art. 6g. Las sanciones consignadas en los artículos 
anteriores podran ser reducidas a un apercibimiento cuan-
do se aprecie que no bubo deliberado propósito de faltar 
a lo dispuesto, sino simplemente ignorancia o negligen-
cia no grave. 
Para ello sera precisa instancia del interesado recono-
ciendo la falta y renunciando a todo otro recurso. 
Esta reducción para la misma o analoga infracción no 
podní. repetirse en favor de una persona jurídica basta 
pasaclos dos años, y en ningún caso en favor de los indi-
viduos. 
Art. 70. En casos de reincidencia se duplicara la cuan-
tía de los límites señalados para las multas en los artfcu-
los anteriores. 
Si la reincidencia fuere rep~ticla, podra ademas retirar-
se a las Cooperativas infractoras, hasta por un año de 
plazo, de los beneficios de las calificaciones becbas a su 
favor. 
Art. 7 I. Toda. Sociedad inscrita en el Registro de Co-
perativas, que, aun cumpliendo en lo externo con los re-
quisitos impuestos a las de su clase, encamine su funcio-
namiento a realizar o servir cualquier combinación lucra-
tiva, sera requerida, dandole nn plazo prudencial no su-
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perior a treinta días, para que ponga el oportuno remedio. 
Si no lo hiciese así, o si reincidiere, podra, con informe 
del Consejo de Trabajo, serle retirada la calificación de 
Cooperativa, temporal o definitivamente, atendiendo a 
las circunstancias del caso y sin perjuicio de las demas 
sanciones a que haya lugar. 
Art. 72. Se impondra multa de roo a r .ooo pese tas a 
las Sociedades y a los dueños y directores de estableci-
mientos y empresas que ostenten indebidamente la con-
dición de Cooperativas o contravengan en cualquier for-
ma a lo dispuesto en el artículo 6.a del Decreto de 4 de 
Julio de 1931 y disposiciones concordantes o las que le 
sustituyan. 
En caso de reincidencia, la multa sera de 200 a 2 .ooo 
pesetas, y los infractores podran ser condenados a publi-
car a sus expensas el fallo en los periódicos, en número 
no superior a tres, que en el mismo fallo se ordene. 
Art. 73. La cuantía de las multas se determinara en 
cada caso atendiendo a la gravedad de la infracción y a 
la capacidad econf>mica de las personas o entidades res-
ponsables. Su importe se destinara íntegro al Fondo para 
difusión y enseñanza de la cooperación. 
Art. 74· Se considerara como reincidentes a los in-
fractores que, habiendo sido castigados por una infrac-
ción, cometan otra de la misma índole. 
Art. 75· Sera pública la acción para denunciar las in-
fracciones del presente Reglamento y demas disposicio· 
nes sobre el r~gimen de las Sociedades cooperativas. 
Las denuncias podran dirigirse al Ministerio, a la Sub-
comisión dei Consejo de Trabajo o a persona autorizada 
para la inspección. Seran siempre consideradas como 
confidenciales y se guardara el mayor secreto acerca de 
su origen. 
Art. 76. La acción para perseguir las infracciones del 
presente Reglamento y dem as disposiciones sobre e 1 ré-
gimen de las Sociedades cooperativas prescribira a los 
tres años. 
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CAPITULO VIII 
De las Federaciones, uniones y conciertos de Cooperati?Jas. 
Art. 77· Las Cooperativas podran constituir Uniones 
o Federaciones para defender sus intereses comunes y 
para la mejor realización de sus propios fines. 
Podran también formar Conciertos para la mejor rP.ali-
zación de algurias operaciones de interés común. En e!'tos 
Conciertos podran entrar, cuando no se opongan a ello 
expresamente los términos de su constitnción, las insti-
tuciones de beneficencia y las benéficodocentes. 
Ninguna Cooperativa podra pertenecr simultaneamente 
a mas de una Federación que persiga el mismo fin. 
Art. 78. Cinco o mas Cooperativas locales o comarca-
les podran constituir una Unión o una Federación pro-
vincial. Ocho o mas Cooperativas locales o comarcales po-
dran constituir una Unión o una Federacifn, cuya acción 
se extienda a mas de una provincia. 
TrP.S o mas entidades provinciales, intetprovinciales y 
del distrito podran constituir una entidad de orden su-
perior. 
Los Conciertos para fines determinados podran cons-
titnirse por dos o mas entidades cooperativas de la misma 
o diferente clase. 
Art. 79· Con la consiguiente adaptación y el necesa-
rio cambio de nombres se aplicara a las Federaciones, 
Uniones o Conciertos lo establecido respecto a la perso-
nalidad, registro, gobierno y disolución de las Socieda-
des cooperativas, relaciones con las dependencias oficia-
les, inspección, infracciones, exenciones, beneficios y san-
ciones, siempre que no haya disposición especial que a 
las Federaciones, Uniones o Conciertos se refiera. 
CAPITULO IX 
Cooperati-vas de consumidores. 
Art. 8o. Seran consideradas como Cooperativas de con-
sumidores las que tengan por objeto principal procurar, 
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en las mejores condiciones posibles de calidad y precios, 
las casas y servicios para el consumo o el uso de los aso-
ciados y sus familias. 
Es condición necesaria de las Cooperativas de consumi-
dores que el excedente de los rendimientos, después de 
atender al fondo de reserva y a obras sociales, se repar-
ta, cuando haya Jugar a su distribución, proporcional-
mente al importe satisfecho por los asociados como pago 
dc las casas y servicios proporcionades por la Sociedad. 
Art. 8r. Las Cooperativas de consumidores podran 
servir al pública, siempre que lo consignen así expresa-
mente en sus Estatutos y cumplan las condiciones que es-
tablezcan los Reglamentes. 
El exceso de percepción correspondiente a las opera-
dones que las Cooperativas de consumidores puedan, en 
su caso, hacer con el pública no asociado y que no sea 
devuelto a los mismos compradores, no sera jamas distri-
buído entre los socios, sino que se aplicara al fondo de 
reserva irrepartible y a obras sociales que figuren entre 
las oficialmente aprobadas. , 
Art. 82. No se reputara que una Cooperativa de con-
sumidores infringe la condición de no servir al pública : 
r." Por servir a los socios de otra Cooperativa a títu-
lo de reciprocidad. 
2. o Por hacer con persona extraña las transacciones 
necesarias para liquidar saldos de artículos en que cese 
de operar o que desmerecerían considerablemente con una 
conservación prolongada. 
3.0 Por servir a Cooperaciones y aun al pública en ge-
neral, cuando lo baga por encargo de autoridad compe-
tente y por motivos de utilidad pública. 
Art. 83. Las Cooperativas de consumidores tendran 
representación en los organismes oficiales constituídos en 
su localidad para \'elar por el justo precio y la buena dis-
tribución de las subsistencias y servicios de mayor ne-
cesidad. 
Las Federaciones provinciales, regionales y nacionales 
tendnin la misma representación en los organismos pro-
vinciales, regionales o nacionales, respectivamente, quP 
les correspondan, según su clase. 
E1 11inisterio determinara en cada caso los organismos 
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en que hayan de estar representadas las demas c.lases de 
Cooperativas. 
Art. 84. Las Cooperativas de consumidores podran 
abastecer directamente a sus asociados de cames, pesca-
dos, verduras, frntas, leche y cualesqniera artícnlos que 
estén oficialmente declarados como de primera necesidad, 
independientementc de todo concierto que los Ayunta-
mientos puedan tener hechos con otros abastecedores. 
Art. 85. Tendran la consideración de Cooperativas po-
pulares las de consumo en cuyo Estatuto se consigne la 
declaración de estar primordialmente constituídas para 
mejorar la condición económica y social de obreros y per-
sonas de medios modestos en general, encaminando a ello 
su funcionamiento y cumplimiento, ademas de las signien-
tes condiciones : 
El número de socios no podra ser inferior a 200 en las 
poblaciones de mas de roo.ooo habitantes y a 75 en las 
capitales de provincia y poblaciones de mas de rs.ooo ha-
bitantes, y en ningún caso podran tener 1nas de un 5 por 
roo de asociados que por su condición económica no pne-
da considerarseles de clase modesta. 
La aportación obligatoria de cada socio para la forma-
ción del capital social no podra exceder de 300 pesetas, 
ni exigirse para el íngreso una primera entrega de mas 
de ro pesetas, disponiendo el cooperador para completar 
su aportación del plazo que los Estatutos señalen, no in-
ferior a tres años, y siéndole de abono los excesos de per-
cepción que puedan corresponderle. 
Del exceso de percepción correspondiente a las opera-
dones hechas con los asociados se destinara un so por 
roo, cuando menos, al fondo de reserva irrepartible y a 
obras sociales que figuren entre las aprobadas oficialmen-
te, sin que a ninguna de estas inversiones se pueda apli-
car menos de nn ro. 
En caso de abonar algún interés a la participación de 
cada asociado en el capital social, el tipo correspondiente 
no podra ser superior al que rija en las Cajas de Ahorro 
del Patronato del Gohierno. 
Art. 86. Las Cooperativas sanitarias podran tener far- ' 
macías y laboratori os de productos .farmacfuticos bajo la 
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direcci6n, vigilancia y responsabilidad profesional de un 
titular colegiado. 
Para que puedan tener farmacia deberan cumplir, ade-
mas, con las condiciones siguientes : 
Primera. Que no se abone interés al capital social ni 
se reparta exceso de percepción. 
Segunda. Que los rendimientos de cada ejercicio, des-
pués de atender a la formación del fondo de reserva irre-
partible, se destinen al mejoramiento de los servicios y a 
obras sociales de caracter sanitario. 
Tercera. Que la Cooperativa esté constituída exclusi-
vamente para fines de los atrihuídos en el presente De-
creto a la Cooperativas de su clase especial. La relaciC,n 
con las Cooperativas de otra clase podra establecerse en 
el sentido de que la Cooperativa sanitaria reciba de ella 
subvenci6n, auxilio o ayuda, pero nunca en sentido in-
verso. 
Art. 87. Las Cooperativas de la vivienda podran, ex-
cepcionalmente, :fijar un limite maximo al número de so-
cies o constituirse con un número indefinido de grupos o 
secciones con número limitado de socios en cada una. 
No podran realizar operaciones activas sino con sus so · 
cios o con otras Cooperativas concertadas, salvo autori-
zaci6n expresa del Ministerio en casos excepcionales. 
CAPITULO X 
• 
Cooperativas de productores. 
Art. 88. Seran consideradas como Cooperativas de tra-
bajadores aquellas cuya finalidad primordial sea mejorar 
el rendimiento y las condiciones del trabajo personal de 
sus asociados: Contratando el trabajo en común de todos 
o de grupos de ellos; ejecutando en común obras, tareas 
o servicios para terceras personas o entidades ; adquirien-
do en común y distribuyendo a los soci9s los materiales 
y utensilios para su trabajo individual o familiar a domi-
cilio ; adquiriendo e instalando medios au:l-:iliares del tra-
bajo para su uso por cuenta personal de los socios; con-
duciendo cooperativamente talleres, fincas y centros de 
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producción, ya sean propiedad de la Sociedad, ya en 
arriendo, siempre que el capital so.cial puesto en juego 
no exceda de los limites que se marquen reglamentaria-
mente en relación con el número de cooperadores y con la 
importancia del trabajo realizado por éstos, vendiendo, de 
preferencia, a otras entidades, Cooperativas y al público 
en general la producción social o la individual de los asc-
ciades ; contribuyendo a la màyor cultura y preparación 
técnica de los asociados y sus familiares; realizando cua-
lesquiera otras operaciones que, dentro de las disposicio-
nes legales y los principies cooperatives, sean conducen-
tes al mejor cumplimiento de los fines propios de este 
grupo de Sociedades. 
Es condición necesaria y característica de las Coopera-
tivas de trabajadores que, en caso de distribuir el exce-
dente de los rendimientos, después de atender al fondo de 
reserva y a las obras sociales, se baga el reparto propor-
cionalmente al valor asignado al trabajo personal puesto 
por los asociados en la obra común, 
Art. 8g. Las aportaciones de cada individuo asociado 
al haber social de las cooperativas de trabajadores no po-
dran exceder de r .ooo pesetas en el año ni de s.ooo en 
total. 
Art. go. Las Cooperativas de trahajadores no podran 
emplear de un modo permanente otros trabajadores que 
sus mismos cooperadores. Podran, no obstante, utilizar y 
remunerar los servicios complementaries de su industria 
propia y el concurso profesional del personal técnico y de 
contabilidad en la medida precisa para el desarrollo de 
las operaciones sociales. 
El número maximo de aprendices y sus condiciones de 
trabajo, aun cuando-sean asociados, se ajustara a lo que 
haya establecido para la industria correspondiente, salvo 
disposición especial que imponga mayor limitación. 
Art. gr. Para hacer frente a aglomeraciones impre-
vistas de trabajo, las Cooperativas de trabajadores podran 
emplear auxiliares no asociados, cuyo número no exceda 
nunca de la mitad del de asociados, empleades en la tarea 
de que se trate: 
En las faenas de recolecci6n y operaciones de duración 
no superior a un mes sobre material facilmente alterable 
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podran admitir basta un número igual de los asociados 
que tomen permanentemente parte activa en el trabajo 
en cuesti6n. De esta faculad no podra usarse mas de dos 
veces en el año. 
Para la prevención de daños inminentes o reparación de 
accidentes, el número de auxiliares admisibles sera ili-
mitado. 
El total de jornadas de trabajo hechas por el personal 
no asociado, por unos u otros motivos, no podra exceder 
al cabo del año de la tercera parte de las hechas por los 
cooperadores. 
Art. 92. Al liquidar el ejercicio, el suplemento de la 
remuneración que, proporcionalmente, corresponda en las 
Cooperativas de trabajadores a la remuneración del per-
sonal no. asociado, caso de no ser abonado a éste, se in-
vertira en obras sociales aprobadas de que puedan parti-
cipar los no asociados. 
Art. 93· Las Cooperativas de trabajadores que lleguen 
a tener un haber social líquida que exceda de ro.ooo pe-
setas por sacio, pasaran a la categoría de Cooperativas 
profesionales a partir del ejercicio siguiente al en que tal 
ocurra. 
Art. 94· Las Cooperativas de trabajadores y sps con-
ciertos, uniones y federaciones, tendran derecho a con-
currir como licitadores a la subasta y concurso de obras o 
servicios del Estado, las Mancomunidades, las Diputacio-
nes, los Municipios y las Corporaciones públicas en ge-
neral, y se les clara preferencia en igualdad de condicio-
nes. Las fianzas que hayan de constituir se reducitan a 
la cuarta parte de la correspondiente a cada caso. En com-
pensación de este beneficio se retendra un ro por roo de 
las cantidades que la entidad concesionaria haya de per-
cibir por razón de la obra ejecutada o del servicio o su-
ministros hechos, hasta completar el total importe de la 
fianza. Las cantidades retenidas se devolveran juntamen-
te con la fianza constituída . 
Las dependencias del Estado y las Corporaciones de toda 
clase podran concertar con las Cooperativas de trabaja-
dores las obras, servicios y suministros de pequeña cuan-
tfa que legalmente puedan contratarse por adjudicación 
directa. 
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Art. 95. Tendran la consideración de populares las 
Cooperativas de trabajadores que, ademas de llenar todos 
los requisitos necesarios para las de su clase, consignen 
en los Estatutos y cumplan en su funcionamiento las si-
guientes condiciones : 
Que la aportación obligatoria de cada asociado no ex-
ceda de r.ooo pesetas, ni de roo la primera entrega, per-
mitiéndose a los cooperadores que completen su aporta-
ción con los suplementos de remuneración que puedan 
corresponderles, y, en -caso de ser insuficientes, con un 
descuento basta del s por roo de las remuneraciones nor-
males. 
Que no se abone interés alguno a las aportaciones. 
1Que el valor en pesetas del haber social líquido aparte 
del fondo de reserva irrepartible, dividido por el número 
de socios, no dé un cociente superior a 3.ooo pesetas. 
Que los rendimientos líquidos de cada ejercicio se desti-
nen, cuando menos en un so por roo, a la constitución y 
aumento de un fondo de reserva irrepartible y al sosteni-
miento de obras sodales que figuren en la lista ·de las ofi-
cialmente aprobadas, siendo, por lo menos, un rs por roo 
de los rendimientos del ejercicio lo destinado a cada una 
de las dos aplicaciones indicadas. 
Art. g6. Seran consideradas como Cooperativas t>rofe-
sionales las constituídas por agricultores, ganaderos, in-
dustriales, comerciantes y, en general, por personas o en-
tidades dedicadas a una misma profesión o profesi·mes 
relacionadas para realizar conjuntamente y sobre è~e co-
operativa determinadas operaciones encaminadas al me-
joramiento económico, técnico de su explotación, y, se-
ñaladamente, adquirir o producir y distribuir a los aso-
ciados los artículos que sean objeto de su comercio y las 
primeras materias, instrumentos y toda clase de medios 
de producción; adquirir maquinaria y medios de produc-
ción de todas clases para uso de los asociados; realizar en 
común las operaciones preliminares de la producción, o, 
inversamente, realizar las últimas transformaciones sobre 
los productos de la industria de los asociados, basta po-
nerlos en condiciones de vent_a o rea:Iizar alguna opera-
ción intermedia ; ejercer en común cualquier industria y 
en particular las industrias auxiliares v complementarias 
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de las ejercidas por los asociados; explotar combinada-
mente las fincas o industria de los asociados, formando 
una Empresa de orden superior con la unión cooperati-
va de las diferentes Empresas particulares ; hacer analo-
ga combinación para la ejecución de obras y servicios; 
vender los productes de la Cooperativa y los productes 
de la industria de los asociados; facilitar a éstos el crédi-
to necesario para sus operaciones, mediante prenda o la 
mutua garantía; realizar cualesquiera .otras operaciones 
encaminadas al mismo fin generaJ, que sean complemen-
to natural de las anteriormente señaladas o que sirvan pa-
ra su mejor ejecución. 
Es condición necesaria de las Cooperativas profesiona-
les que la distribución del remanente, cuando proceda 
practicaria, se haga a prorrata del importe de las opera-
dones hechas por cada asociado con la Asociación, según 
se determine para cada caso. 
CAPITuLO XI 
Cooperativas diversas. 
Art. 97. Las Cooperativas de crédito podran admítir 
imposícíones de fondos, hacer anticipes, préstamos y des-
cuentos, hacer cobros y pagos por cuenta de los asocia-
dos, prestax:les los servicios de Banca necesarios y realizar 
cualesquiera otra operación que sea complementaria de 
las anteriores o sirva para su mejor cumplimiento. 
Estas Cooperativas sólo podran conceder créditos a los 
individues o entidades que tengan la condición de aso-
ciados. 
El :L\linisterio de Trabajo fijara los lfmites maximos de 
interés en relación con el interés legal del dinero. 
Art. g8. Tendran la consideración de populares las 
Cooperativas de crédito en cuyos Estatutos y funciona-
miento no se encuentre cosa alguna que pugne con tal 
caracter y cumplan con las siguientes condiciones: 
Que el número de socios no sea inferior a roo. 
Que el tipo de interés abonado a las imposiciones no 
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exceda en mas de una unidad por dento al que rija en las 
Cajas de Ahorros del Patronato del Gobierno. 
Que no hagan préstamos de cuantía superior a s.ooo 
pesetas, como no sean Cooperativas inscritas en el Re-
gistro. 
Que de los rendimientos líquidos de cada ejercicio se 
destine cuando menos el 35 por roo a la constitución y 
aumento de un fondo de reserva irrepartible. 
Art. 99· Las Cooperativas de seguros se regiran, den-
tro de lo establecido en las disposiciones legales y en sus 
propios Estatutos, por los acuerdos de la Asamblea de 
asegurados, los cuales habran de ser todos socios de la 
Cooperativa. En caso de adoptar el régimen de prima fija, 
la parte de los excesos de percepción que se apliquen a 
la constitución de fondos de reserva o al sostenimiento de 
obras sociales aprobadas se devolvera a los asegurados a 
prorrata de las primas abonadas. 
Art. roo. El Ministerio de Trabajo podra autorizar a 
las Cooperativas de seguros para que constituyan un fon-
do inicial de garantía con aportaciones distintas de las 
cuotas y primas e incluso con el concurso de. per$onas 
o entidades no aseguradas, siempre que los aportadores 
n~ adquieran por ello derecho alguno a influir en la mar-
cha social y esté determinada la forma en que las corres-
pondientes entidades hayan de ser sustituidas en un plazo 
maximo prudencial con fondos propios de la Cooperativa 
y se cumplan ademas las siguientes condiciones : 
Que se reserve a la Cooperativa la facultad de reinte-
grar o sustituir esas cantidades, en todo o en parte, 
en cualquier momento. 
Que si se trata de cantidades en metalico no se abone 
por su uso un interés total superior al inten'!s legal; y si 
se trata de valores cuyos cupones o rentas perciban los 
propietarios, no se abone por el servicio mas de uno y 
medio por dento del importe de Ja garantía a que dichos 
valores estén afectos. 
Art. ror. Con informe favorable del Consejo de Tra-
bajo, y por analogía a lo dispuesto para las Cooperativas 
de consumo, las de trabajadores y las de crédito, podra 
el ~Iinisterio reconocer el caracter de populares a otras 
Cooperativas no profesionales que, cumpliendo los requi-
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sitos propios de las de su clase, consignen en sus Estatu-
tos la declaraci6n de estar primordialmente constituídas 
para mejorar la condición económica y social de obreros 
y personas de medios modestos en general y cumplan ade-
mas los siguientes requisitos : 
El número de socios no podra ser inferior a rso en las 
poblaciones de mas de !00.000 habitantes y a 75 en las 
capitales de provincias y poblaciones de mas de rs.ooo 
habitantes, ni inferior a 200 para las Sociedades cuyo te-
rritorio comprenda mas de un partida judicial, cualquiera 
que sea la localidad en que tenga su domicilio. 
La aportación obligatoria de cada sacio para la forma-
ción del capital social se reducira a la precisa para el 
desenvolvimiento de las operaciones. Este punto se apre-
ciara discrecionalmente por el Ministerio, según la natu-
raleza de la Cooperativa. 
No podra exigirse para el ingreso una primera entrega 
de mas del 10 por 100 de la aportación obligatoria, dis-
poniendo el cooperador para completar su aportación del 
plazo que los Estatutos senalen, no inferior a tres años y 
siéndole de abono ls ex:cesos de percepción que puedan 
corresponderle. 
En caso de abonar algún interés a la participación .de 
cada asociado en el capital social, el tipo correspondiente 
no podra ser superior al que rija en las Cajas de Aho-
rro de Patronato del Gobierno. 
Del ex:ceso de percepdón se destinara el 30 por 100, 
cuando menos, al fondo de reserva irrepartible y a obras 
sociales que figuren entre las aprobadas oficialmente, siu 
que a ninguna de estas inversiones se pueda aplicar menos 
de un ro por 100. 
Art. 102.· Por disposfción ministerial podra fijarse un 
límite superior al cociente de haber social lfc¡uido de las 
Cooperativas populares, partida por el número de coope-
radores y también a la cuantía de las operaciones (prés-
tamo en las de crédito, riesgo cubierto en las de seguro, 
etcétera, etcétera). 
Art. 103. Se incluira en el Registro especial de Coope-
rativas escolares a las constituídas entre los alumnos de 
los Centros de enseñanza, por sí o con la ayuda y el con-
curso de Profesores, padres y alumnos o personas que 
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hagan sus veces, antigues alumnos y personas que simpa-
ticen con la obra y deseen favorecerla con objeto de incul-
car entre los escolares la idea de la cooperación y adies-
trarlos en las practicas de la organización y régimen co-
operativa. 
El registro especial de Cooperativas escolares se llevara 
por el servicio técnico correspondientc dei Consejo de 
1'rabajo, bajo la inspección inrnediata de la Subcomi-
sión de cooperación. 
Art. 104. Entre los objetos señalados a las Coopera-
tivas escolares figurara, en primer término, el suminis-
tro para los asociados de material de estudio y artículos 
de consumo y usp personales. 
La Sociedad podra también, sin que por ello pierda 
su caracter predominante de Cooperativa de consumido-
res extenderse a practicar en pequeña escala todas las for-
mas de cooperación que tenga a su alcance y a organi-
zar cualesquiera obras socfales completamentarias, bien 
directamente, bien por medio de secciones en que puedan 
inscribirse los cooperadores que lo deseen. Las Coopera-
tivas escolares se constituiran todas con la condición de 
resposabilidad limitada. 
Art. 105. Los Maestros de las Escuelas nacionales y 
los Jefes o Directores dc todos los Centres oficiales de 
enseñanza facilitaran, por los medios que tengan a su al-
cance, la creación y el fuÜcionamiento de las Cooperativas 
escolares respectivas. 
Art. ro6 No se permitira que en un mismo Centro 
de enseñanza y para la misma finalidad se_ constituya mas 
de una Cooperativa escolar, salvo el caso de que, por ser 
muy grancle el número de alumnos y concurrir alguna 
otra circunstancia excepcional, se conceda autorización 
especial por el Ministerio de Trabajo, oyendo a la Sub-
comisión de cooperación. 
La característica diferencial entre una y otra Cooper:l-
th·a no podra referirse a cuestiones de confesión o de 
partido. Se cuidara muy especialmente dc que la duplici-
dad de Cooperativas no sirva para provocar o ahondar di-
visiones o antagonismos entre los escolares. Se hara siem-
pre resaltar el principio de que la cooperación entre los 
escolares, mucho mas aún que entre los adultes, ha de ser 
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campo común de concordia, colaboración y comprensión 
mutua, y no instrumento de lucha. 
Art. 107. Las Cooperativas escolares tendr{m todas la 
condición de populares. 
Art. ro8. Los tramite.<; para la constitución de las Coo-
perativas escolares se acomodaran a lo establecido para 
las Cooperativas en general, con las siguientes modifica-
dones: 
La petición de calificación profesional y los ejemplares 
de los Estatutos iran :firmados por cinco alttnlnos inicia-
dores, cualesquiera que sea su edad, pero sera preciso 
el informe del Maestro si se trata de una Escuela o del 
Jefe del estableci.J.niento de enseñanza respectivo. 
En caso de recurrirse contra la negativa de admisión 
o de inculcación en el Registro, el recurso habra de estar 
interpuesto con autorización de los padres o representau-
tes legales de los iniciadores. 
Art. rog. Los socios no alumnos podran tomar parte 
en todas las operaciones de las Cooperativas escolares 
en enanto suponga ejemplo ; guía, estímulo o ayuda, 
pero no para su propia ventaja. 
A los fines de ejemplo, estímulo y ayuda, los asociados 
no alumnos podran participar en las operaciones de las 
Cooperativas escolares, sin limite alguno durante el pri-
mer ejercicio social, y, respect9 a los servicios de nueva 
implantación, durante los tres primeros meses de funcio-
namiento. 
Las mismas Cooperativas señalaran las limitaciones 
que estimen convenientes, fuera de estos períodos, siem-
pre que seau adecuadas para asegurar que la participa-
ción total de los asociados no alumnes no exceda, al cabo 
de cada ejercicio, de la cua.rta parte del volumen de ope-
raciones de la Çooperativa. 
-Art. uo. Fuera de la elección de Depositario de fon-
dos y Asesores, los socios no alumnes sólo podran tomar 
parte en las votaciones cuando se trate de modi:ficación 
de los Estatutos, disolución de la Cooperativa y demas 
casos que estén expresamente consignades en los Estatu-
tos. 
Art. III. En cada Cooperativa escolar habra un De-
positario de fonclos, socio no alumno mayor de edad, 
-
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elegido por la Junta general. Cuando haya mas de diez 
que reúnan las condiciones de padres de socio alumno, 
Ja elección debera recaer necesariamente en uno de ellos. 
La contabilidad y el detalle de los servicios de Tesore-
ría estaran a càrgo del sòcio o socios almnnos, individues 
de la Junta directiva, elegides según prescriban los Es-
tatutos. El Consejo asesor prestara la asistencia que sea 
precisa en cada caso. 
Art. 112. El funcionamiento de una Comisión de ins-
pección de cuentas, formada por socios alumnos y ele-
gida por la Junta general, serií preceptiva en las Co-
operativas escolares de mas de 40 socios y recomendable 
en todas. 
Art. II3. En las Cooperativas escolares habra un Cen-
sor, que sera el Maestro si se trata de Escuela primaria, 
o el Profesor en-quien delegue el jefe del Establecimiento. 
Habra también un Consejo formado por dos o cuatro 
asesores elegidos por los socios no ahm1nos entre los de 
su número que sean mayores de èdad, bajo la presidencia 
del Censor. 
El Censor debera asistir a todas las reuniones y cui-
dara muy especialmente de que no se infrinjan las dis-
posiciones legales ni los Estatutos y Reglamentes de la 
Cooperativa y de que ~sta no sirva de pretexto para pla-
nes, combinaciones o acuerdos impropios de sus fines y 
canícter. 
En caso necesario podra substituir al Censor uno de los 
asesores. 
Art. 1I4. Los Censores señalaran los act1erdos que se 
opongan a aiguna disposición legal o a los Estatutos 
de la Cooperativa. Tales acuerdos quedaran en suspenso 
a partir de la fecha en que la oposición sea señalada. 
En plazo de quince días, a partir de la misma fecha, 
la Cooperativa podra : desistir del acuerdo de una manera 
expresa; modificarlo, haciendo desaparecer la oposición; 
acudir en consulta a la Subcomisión de cooperación. 
De no hacerse ninguna de estas tres cosas, se considerara 
el acnerdo definitivamente anulado. 
Art. ns. L·os Censores, los Asesores, los socios nn 
alumnes y en caso necesario, los Profesores del Estable-
cimiento, prestatan ayuda y cónsejo a los cooperadores 
-214-
escolares, ilus~r{mdo1es acerca de las cuestiones legales 
o de organización cooperativa y cualesquiera otras de la 
competencia de aquéllos que se susciten, pero sin suplan-
tar jamas la iniciativa de los escolares. Muy al contrario, 
procuraran estimular en ellos el desarrollo del espíritn 
de iniciativa y el sentimiento de responsabilidad. 
Art. rr6. Cuando se trate de Cooperativa·s, de alum-
nos de enseñanza uni\·ersitaria o de gracio superior 
equivalente, la intervención de los socios no alumnos se 
reducira al mínimo indiSpensable y los Censores se limi-
taran al cuidado vigilante del cumplimiento de lo dis-
puesto en los artículos 113 y II4. 
Art. II7. Los Cooperativas escolares no podran servir 
al público. Esto no excluye la asistencia y participación 
de personas no asociadas a los festivales, concursos, pe-
queñas Exposiciones y demas actos analogòs que las Coo-
perativas puedan organizar, por sí o por sus secciones 
deporti vas, artísticas, etc., si las tuvieren. 
Art. II8. En caso de perturbación estudiantil, las 
Cooperativas escolares podran ser intervenidas al solo 
efecto de evitar que sirvan de instrumento para la per-
turbación o que ésta cause daño a los intereses de la Coo-
perativa. 
La necesidad de la intervención babra de ser declarada 
por el Ministerio de que dependa el centro de enseñanza 
correspondiente. 
Art. ng. Para la inspección de las Cooperativas es-
colares y la imposición de sanciones, en su caso, se se-
guirttn las reglas espeeiales siguientes : 
I.a La inspección pedra hacerse por los funciona-
rios autorizados por el Ministerio para inspeccionar Co-
operativas y, también, por cualquier funcionario del 
Ministe.rio, del Consejo de Trabajo, del Profesorado ofi-
cial o de la Inspección de enseñanza, desiguado por la 
Subcomisión de cooperación. 
2. a La imposición de sanciones correspondení a la 
Delegación local del Consejo de Trab.1jo, si lg hubiere, 
y, en su defecto, a la provincial. La resoludón definitiva 
de los recursos correspondera a la Subcomisi6n de co-
operación . 
. 3.. En el fallo se consignaní la cüantía "de Ja multa 
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que corresponderia imponer dada la naturaleza de la 
infracdón, si no se tratase de una Cooperativa escolar; 
pero la multa impuesta podní, sin límite, reducirse dis-
crecionalmente atendiendo a la edad y grado de prepara-
ción de los infractores. El maximo no pasara., en nin~ 
gún caso, de la quinta parte del marcado en las reglas 
para la misma o. analoga infracción. 
Art. 120. En todo lo no expresamente determinado 
para las Cooperativas escolares, por la Ley, Reglamen-
to o disposición ministerial, se aplicaran por analogia:. 
las reglas generales. 
Las resoluciones del lVIinisterio de Trabajo sobre cues-
tiones relativas a las Cooperativas escolares, se conside-
raran de canícter discrecional, sin ulterior recurso. 
Art. 121. Lo dispuesto en los artículos anteriores no 
se opone a que los estudiantes de capacidad legal sufi-
ciente formen, con independencia de los Centros de ense-
ñanza, cualesquiera Cooperativas no escolares y sin su-
jección a sus limitaciones. 
CAPITULO XIII 
DISPOSICIO~ES GENERALES 
Art. 122. Salvo disposición expresa en contrario 
se aplicaran a las Cooperativas que obtengan la califica-
ción de populares las exenciones, facultades y beneficios 
de toda clase concedidos por dlferentes disposiciones a 
las denominadas obrcras. 
Art. 123. Las exenciones y beneficios de todas clases 
concedidos a las Cooperativas, seran aplicables a sus obras 
sociales, sin perjuicio de las demas ventajas que en vir-
tud de disposiciones especiales les puedan corresponder, 
y siempre que dichas obras sociales figuren en la lista 
de las oficialmente aprobadas. 
Art. 124. Las Cooperativas intervenidas de funciona-
dos, las de Casas baratas, Jas de las Colonias agrícolas, 
las de los Pósitos de pescadores y, en general, todas las 
establecidas al amparo de una legislaci ~n especial ha bran 
de solicitar su inscripci.Sn en el Registro y guardaran 
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con el Consejo de Trabajo y sus Delegaciones las mismas 
relaciones que las demas Cooperativas, pero continuaran 
dependiendo, ademas, del Centro oficial a que correspon-
da por razón de los beneficios especiales que les estén 
concedidos y de las correlativas obligaciones impuestas. 
Art. 125. La Subcomisión de cooperación del Consejo 
Trabajo, podra encargarse de la resoluciGn de diferencias 
entre los socios y las Cooperativas o entre unas Coopera-
tivas y otras o sus Uniones y Federaciones, cuando las 
partes interesadas se sometan voluntaria y expresamente 
al fallo de la Subcomisión. 
Art. r26. El servicio de consultorio, la distribución 
de publicacioues y modelos y la iuclusión en algunas es-
tadísticas podran hacerse extensivos a Jas entidades que, 
aun 11":) :--udiendo ser incluídas en el Registro de Cooper'l-
tivas, estén en vías de transfon.~1arse en Cooperativas, o 
participen del caracter de tales, o estén ligadas con el 
movimiento cooperativo en medi da suficiente a • juicio 
de la Subcomisión de cooperación, 
DISPOSICIONlli? TRANSITORIAS 
r. a Las entidades constituídas con anterioridad al 
7 de Julio de 1931 que quieran acogerse al nuevo ré-
gimen de Asociaciones cooperativas, habn'ín de solici-
tarlo en ténnino de tres meses, a partir de la publica-
ción del presente Reglamento en la ccGaceta de 1\Iadridl>, 
remitiendo al registro de Cooperativas dos ejemplares de 
sus respectivos Estatutos y Reglamèntos. 
En plazo de tres meses, a partir de la fecha en que 
les sean señalados los puntos necesitados de modifica-
cióu para acomodarse a las nuevas disposiciones lega-
les, deberan haber aprobado la reforma de los Estatutos 
y remitiendo la certificación del acta correspondiente. 
De no hacerlo así, se considerara desistida la solicitud. 
Recibida la documenta<::ión y resultando todo conforme 
se hara la clasificación e iuclusión en el Reg-istro. 
Eu la tramitación y en los recursos que puedan origi-
narse se aplicara por analogia lo dispuesto para la ins-
cripción de nuevas Sociedades. 
2.a Las~ Sociedades anteriormente constituídas que no 
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soliciten su inclusión en el Registro de Cooperativas o 
a las que le sean denegada, no podran ostentar el carac-
ter de Cooperativas ni induir en sus rótulos, membre-
tes, etc., las palabras cooperativas y cooperación, ni sus 
derivades y similares, pasados que sean tres meses des-
pués de expirado el plazo para solicitar la inclusión, o 
de la denegación de ésta, en su caso. 
Si las palabras en cuestión formaren parte integrante 
de la denominación de la 5ociedad, habran de adoptar 
otra nueva : pero durante dos años podran hacerla se-
guir de. la · indicación de la denominación antigtta, en 
forma que no haya duda acerca de cual sea la que esta en 
vigor. 
3. a Las Sociedades constituídas con anterioridad al 
¡ de julio de 1931 cuyo caracter cooperativo no ofrèzca 
dnda en los demas respectes, pero en las que haya partes 
de fundador, acciones preferentes o derechos especiales o 
cualesquiera combinaciones analogas a las referidas en 
el artículo 3.0 del Decrèto de 4 de julio de 1931, podran 
ser registradas como Cooperativas, previa la anulación 
en forma legal de los referides derechos, acciones, partes 
de fu:1dador o combinaciones analogas. 
Cuando cstas ventajas hayan sido establecidas como 
indemnización parcial por trabajos personales hechos y 
no remunerades, o en pago de aportaciones y gastos su-
plides, podra autorizarse su transformación en un cré-
dito contra la Cooperativa, amortizable en la forma y 
plazos que se determinen, con arreglo a la cuantía del 
crédito y a los medios de la Cooperativa. Sera condición 
que la valoración del crédito y ~1 plan para su amortiza-
ción sean aprobados por el 1\Iinisterio, con informe favo-
rable del Consejo del Trabajo. 
4-a Durante un plazo que terminara en 31 de diciem-
bre de 1931, las Sociedades cooperativas constituídas 
con anterioridad al 7 de julio de 1931, quedar{m excep-
tuadas de los dispuesto en el penúltimo parrafo del ar-
tículo 85 y en último del artículo 95· 
s.a El establecimiento de la enseñanza de la coopera-
ción en todos los Centros de enseñanza dc grado supe-
rior al primario, se hara de una manera progresiva y con 
toda la rapidez que permitan los recursos del presupuesto 
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y la necesidad de ballar o formar el correspondiente per-
sonal especializado. 
La implantación de las nuevas enseñanzas • debera que-
dar terminada en el plazo maximo de ciuco años. Duran-
te el período de implantación podran utilizarse en unos 
Centros los servicios de Profesores de otros, y podran 
también nomorarse Profesores interinos, si los respectivos 
Ministerios lo estiman así conveniente. 
6. a El ~linistro de Trabajo determinara las organiza-
ciones que hayan de designar los Vocales representau-
tes de Cooperativas para completar la Subcomisión de co-
operación, ínterin se celebrau las elecciones de Vocales 
para el Consejo de Trabajo. 
Madrid, 2 de octubre de I931.-Francisco Largo Ca-
ballero. 
Las próximas Cortes han de pronunciarse pronto en 
cuanto al ordenamiento de una cabal refonna que, orien-
tada hacia los principiós de justícia y utilidad social, 
renueve el régimen de la propiedad de la tierra y el de 
los contratos agrarios. Esta próximo el momento de aco-
meter tan grave tarea; pero entretanto, por inmediata 
que aparezca, existen necesidades perentorias que preci-
sa satisfacer, desde luego, porque no aguardan ninguna 
dilación después del advenimiento de la República. 
Tal fué el caso de la suspensión provisional de los 
procedir;nientos judiciales de lanzamiento de la tierra por 
causa que no fuera la falta de pago de la · renta; suspen-
sión acabada de decretar respecto a los contratos en que 
el valor de la misma no exceda de 1.500 pesetas anuales 
y que es similar al histórico uínterinll de Carlos III en 
materia de foros, con la importante diferencia, no obs-
tante, de que mientras la duración de éste excedió de si¡do 
y medio, aquélla tendra breve realización. 
Del niismo modo, cuando apenas- se ha extinguido la 
excepcional crisis agraria que tan dolorosamente afligió 
a las provincias andaluzas desde el otoño último- a la pri-
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mavera actual, es de manifiesta urgencia la preparach.n 
de un régimen de arrendamientos colectivos en favor 
de las Sociedades obreras, con la doble finalidad de re-
mediar los paros periódicos en el trabajo de los obreros 
del campo y evitar el parasitismo de los intermediarios 
con intolerable e inmoral sistema de subarriendos, satis-
faciendo, sobre todo y ante todo, el ansia de tierra que 
siente la población rural, como lo mejor y mas íntimo 
de su vocación generosa. 
Italia y Rumania que, singula~mente, han hecho la 
prueba favorable de esta clase de contratos colectívos 
en la variedad de tipos que presenta la Institución, abo-
nau con su experiencia la provechosa utilidad de un 
régimen que puede asimismo prosperar en una N aci6n 
hermana por la raza y de an:Hogas condiciones naturales 
y sociales. 
En su consecuencia, el Gobierno provisional de la 
República decreta: 
Artículo r. o Las Asociaciones de obreros del campo 
legalmente t:onstituídas, sin perjuicio de conservar su 
propio caracter de defensa de los intereses de clase, po-
dran celebrar contratos de arrendamiento colectivo sobre 
uno o mas prcdios, según su relativa capacidad para tra-
bajarlos en común y aplicar los beneficios de la labor 
conforme a los pactos que los socios establezcan a este 
efecto. 
Art. 2. o Las tierras sobre las cuales podran reca er los 
arrendamientos colectivos por parte de las Asociaciones 
obreras, seran las siguientes: 
a) Las que siendo de cultivo y estando arrendadas 
pertenezcan al patrimonio comunal de los Municipios, 
en toda la amplitud a que alcance su reconstitución 
próxima. 
b) Las adjudicadas al Estado como heredero abintes-
tato, dandose a las rentas la aplicación prevenida en 
el Código civil. 
e) Las que siendo aptas para el cultivo, según la 
clasificación reglamentaria, hubiesen sido adjudicadas a 
la Hacienda por débitos a la misma. 
d) Las de propiedad particular que libremente les 
sean concedidas por sus dueños a este efecto. 
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e) Las que sus dueños no cultiven por sí mismos, 
una vez que hayan vencido los vlazos contractuales o 
legales de los arrendami:entos que hubieren estado pen-
clientes sobre elias, siempre que tengan la extensión mí-
nima superficial que determúianí el oportuno reglamento. 
Art. 3.0 A los efectos del aprovechamiento de las 
tierras señaladas ba jo las letras b) y e) en el artículo an-
terior, la representación legal de las Asociaciones obre-
ras concertara con el Delegado de Hacienda respectivo 
los contratos oportunos mediante una equitativa retri-
bución, que se fijara reglamentariamente. 
Art. 4.° Con relación a las tierras que se indican en 
la letra e) del artículo 2. 0 , se concede a la representa-
ción legal de las Asociaciones obreras que se prop'ongan 
aprovechar las ventajas que les otorga este Decreto, el 
derecho de informarse en el Registro de la Propiedad 
correspondiente o, en su caso, en las Secciones especia-
les del Registro de Arrel}.damientos creadas en los pue-
blos mayores de 2.ooo habitantes, y en las demiis Ofici-
nas públicas, de los vencimientos de los contratos de 
aquella clase celebrades sobre predi.os que puedan inte-
resarles, al efecto de explotarlos colectivamente. 
Tres meses antes del vencimiento rcspectivo, los re-
presentantes legales de las Asociacio1;1es referidas dehe-
ran dirigirse si persisten en su propósito, al dueño d~l 
predio en cuestión, planteandole la pregunta de si se pro-
poue en lo 'sucesivo cultivar directamente, o, por el con-
trario, continuar en el régin;ten dc arrienclo. 
Si la respuesta del dueño fuese esta última, quedara 
subrogado de derecho el contrato de arrendamiento en 
favor de la Asociación obrera, en igualdad de condicio-
nes y por el plazo convencional que acuerden las partes 
o por el legal que corresponda, según la legislación vi-
gente. 
Elll todo caso, cada una de las dos partes, si se con-
sidera perjudicada én la cuantía de la renta, por consi-
deraria notoriamertte abusiva por exceso o pot defecto 
en relación con los arrendamientos de la comarca para 
fincas o cultivos analogos y desproporcionada con las 
posibilidades de producción de la finca y el valor de los 
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frutos, podra hacer uso del procedimiento de rectifi.ca-
ción establecido en la legislación vigente. 
Art. 5.0 No obstante la preferencia del arrendamien-
to colectivo obrero sobre el arrendamiento de caracter 
individual, se declarau exceptuaclas de la aplicación de 
este decreto las tierras llevadas en arrendamiento de 
este último can'Ícter por labradores que las trabajen per-
sonalmente o en unión de los miembros de su familia, 
para atender de esta suerte a su sostenimiento econó-
mico, aunque cultiven a la vez tierras propias que por 
si solas serían insuficientes para ello. 
Art. 6. 0 Si, por excepción, se tratase de tomar en 
arrendamiento colectivo un pred:o antes arrendado a un 
particular y no inscrito en el Registro de esa clase de 
contratos, los representantes legales de la Socíedad obre-
ra podran requerir al propietario para que, ante el Juez 
municipal de la localidad respectiva, declare el precío y 
condiciones del contrato de arrendamiento últimamente 
celebrado y aún pendiente sobre la finca, al efecto de 
que, vencido el término del mismo y no cultivando el 
propio dueño directamente, la Sociedad obrera pueda 
subrogarse en los ténninos del último contrato en cues-
tión. De esta comparecencia y de las declaraciones del 
propietario y partes interesadas se levantara acta por el 
Juez municipal respectivo. 
Las falsedades que con este motivo puedan cometer-
se, si se comprueban debidamente, tendr{m la sanción 
que les corresponda según el Código penal. 
Art. 7. o Se considerau extendidos a las Asociaciones 
de que se ocupa este Decreto los beneficios que atribu-
yen a los Sindicatos agrícolas las disposiciones vigentes. 
Consiguientemente, y a solicitucl de la Asociación in-
teresada, el Ministerio de Hacienda, previo informe del 
de Trabajo y Previsión acerca de la naturaleza y ~ficien­
cia de aquélla, otorgara las exenciones tributarias co-
rrespondientes, así de impuestos de Derechos reales y 
Timbre del Estado, como del de Utilidades. 
Art. 8. 0 Las Asociaciones de Obreros del campo que 
hayan obtenido uno o mas predios en arrendamiento co-
lectivo, podran solicitar y obtener de la Sección Agro-
nómica provincial correspondiente y de los Estable.::i-
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mientos oficiales de Experimentación y Enseñanza :;grí-
colas la intervención técnica necesaria o convenien te ¡:f.! ra 
instruir a los miembtos de las mismas en la elección de 
cultivos, practica de los mismos y organización comer-
cial para la venta de los productes. 
Art. g.0 Del mismo modo las referidas Asociaciones 
podran solicitar y obtener de los Pósitos y del Servlcio 
1\ acional de Crédito Agrícola los préstamos que _i) recisen 
como capital de explotación. 
Art. 10. Al efecto de la prevención de los riesgos 
que amenazan a las explotaciones agrícolas, las .t\so-
ciaciones de Obreros del campo que asuman esa activtdad 
como parte de su!> fine.:; deber{m asegurarse contra ellos, 
bien organizandose unas con o ttas en ·forma de Mutua-
lidades o ingresando en los servicios del Estado aplicades 
al Seguro agrícola. 
En todo caso, los accidentes del trabajo ~eran e:bjeto 
de indemnización como carga inherente a la cxplot::dón 
colectiva. 
Art. n. En las labores de los predios explotades co-
lectivamente por Asociaciones de Obreros del campo se 
declara prohibido el empleo de cultivadores asalariados. 
debiendo realizarse todas aquéllas por asociados en la 
explotación, bajo la sanción, por sólo esta contravención 
debidamente comprobada, de perder los beneficies que 
otorga el presente Decreto a las Asociaciones dedicadas, 
sin perjuicio de su caracter específico obrero, a la coope-
ración de trabajo y producción rurales. 
Esto no obstante, tales Asociacioines podran recurrir 
excepcionalmente al trabajo asalariado para necesidades 
perentorias de la explotación; así como también, en caso 
necesario, podran organizar servicios de intercambio 
convenien tes entre los miembros de las diversas Asocia · 
ciones establecidas en el mismo término municipal. 
Art. 12. Los arrendamientos colectivos, asumidos por 
las Asociaciones de Obreros del campo, se regiran, en 
enanto no esté prescrito en el presente Decreto, por las 
disposiciones del derecho común en materia de arren-
damientos. 
Art. 13. En los Registres de la Propiedad y en los 
Juzgados municipales de los pueblos que no sean cabeza 
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de partido judicial, se llevara, sin caracter fiscal, un ín-
dice de arrendamientos colectivos obreros. 
Art. 14. Un Reglamento especial desarrollara los 
preceptos de este Decreto. 
Dado en Madrid a diez y nueve de mayo de mil nove-
cientos treinta y uno. 
NrcETo ALcALA-ZAMORA v ToRREs 
FRANCISCO L. CABALLERO 
Reglamento sobre arrendamientos colectivos 
CAPITULO PRIMERO 
De las Asociaciones obreras que pueden celebrar arrenda-
mientos colectivos. 
Artículo I. 0 Las Asociaciones obreras en beneficio de 
las cuales se establece el régimen de arrendamientos co-
lectivos, son preferentemente las constituídas por jorna-
leres del campo, compuestas, por lo menos, de 20 socios, 
para la mejora de las condiciones de su clase, en cuanto 
al régimen de trabajo asalariado que la califica. 
Art. 2. 0 A este efecto se entiende por jomalero del 
campo a todo aquel que necesita vivir del salario durante 
una cuarte parte del año por lo menos, empleando su 
trabajo por cuenta ajena en faenas mrales, aunque a la 
vez, como dueño de tierra o co]ono, pague en concepto 
de contribución territorial una cuota inferior a 25 pese-
tas, y, en ocasiones, excepcionalmente, recurra también 
por su parte a la mano de obra de otros. 
Art. 3.0 Se concede también la facultad de acogerse a 
los bene:ficios del Decreto de arrendamientos colectivos, 
reglamentada por el presente texto, a las Sociedades obre-
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ras agrícolas constituídas expresamente para fines coope-
ratives. 
Art. 4. 0 En todo caso no podran gozar de las ventajas 
del Decreto sino las Asociaciones legalrnente constituídas 
en que, con arreglo al articulo anterior, todos sus socios 
autónomamente constituídos, tengan el canícter de obre-
ros del campo. 
Art. 5.0 Las referidas Asociaciones podran concertar 
libremente los pactos precisos.para la organización de las 
labores agrarias, aplicación de los rendirnientos de la mis-
ma y garantía y responsabilidad económica de la Asocia-
ci6n, siendo SUJ?.letorias de" estos pactos, en su caso, las 
disposiciones del Código Civil en cuanto al contrato de 
Sociedad. 
Art. 6. 0 Las Asociaciones obreras que se propongan 
concertar arrendamientos colectivos, deberan dirigirse al 
Ministerio de Trabajo y Previsión, enviandole con la cer-
tificación de su propia constitución legal, copia autori-
zada del proyecto de sus Estatutos o Reglamento para 
la explotación de predios rústicos en arrendamiento co-
lectivo, a fin de que sea debidamente · aprobado si el re-
ferido Ministerio le considera suficiente y exento de an-
tinomias o contradicciones, que en otro caso, y previa su 
adecuada explicaci6n, deberan subsanar los interesados 
mismos, aprobandose después si así se cumple. 
Con la orden de aprobación de los Estatutos o Regl~­
mentos para los arrendamientos colectivos, y comunica-
da a la respectiva Asociaci6n, el Ministerio de Trabajo y 
Previsión publicara en la Gaceta la autorización para em-
prender tales operaciones, que el Boletín Oficial de Ja 
provincia reproducira inrnediatamente. 
Art. 7. 0 El Ministerio de Trabajo y Previsión llevara 
un registro especial de Asociaciones obreras dedicadas a. 
la explotación colectiva de tierras mediante arrendarnien-
to colectivo. 
Art. 8.0 De oficio, o a instancia de parte Jegítimarnen· 
te interesada, el )Iinisterio de Trabajo y Previsión podra 
decretar la inspección de las operaciones de las Asocia-
ciones obreras dedicadas a arrendamientos colectivos, a 
fin de normalizar las situaciones defectuosas que en ellos 
se advirtieren. 
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Art. g. 0 Las Asociaciones obreras de la misma locali-
dad podran concertarse entre sí para la explotación cc-
lectiva en arrendamiento de predios enclavades en ella; 
como también podran organizarse interlocalmente las de 
las localidades limítrofes que traten de asumir arriendos 
sobre fincas que se extiendan por mas de un término 
municipal. 
Los pactos relativos a la constitución de una y otra 
clase de comunidades, seran objeto de previa aprobación 
por el :i\11nisterio de Trabajo y Previsi6n. 
Art. ro. El Ministerio de Trabajo y Previsión no j)O-
dra autorizar el func-ionamiertto, en enanto a arrE>nóa-
mientos colectivos, de Asociaciones obreras que se pre-
tendieran formar por disidentes de una organización an-
terior, si éstos no acreditau antes debidamente ha11arse 
exentos de toda responsabilidad para con ésta. 
CAPITULO II 
De las tierras sobre que pueden recaer los arrendamientos 
colecti'VOS. 
Art. II. Los arrendamientos colectivos a que se re-
:fiere el Decreto de rg de mayo del corriente año, des-
arrollado por este Reglamento, no podran recaer sino 
sobre predios con extensi6n suficiente para el cultivo 
y aprovechamiento sociales. 
Se exceptúan, por tanto, de la aplicación de aquel 
régimen: 
a) En cultivo de secano, los predios cuya extensión 
superficial no exceda de la labor de una yunta, apre-
ciada según los usos locales, y 
b) En regadío, los que sean menores de una hec-
tarea. 
Art. r2. Esto no obstante, las Asociaciones obreras 
podran solicitar y obtener arrendamientos colectivos so-
bre predios menores lindantes con los suyos de exten-
si6n superior, y ya en explotación colectiva, corno me-
dio de lograr una concentración parcelaria, ya que no 
en cuanto a la propiedad de las parcelas, por lo menos, 
respecto de su cultivo y explotación. 
15 
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CAPITULO III 
De la demanda de tierra.s para arrendamientos colecii'Uos 
y de los proyectos de los mismos. 
Art. 13. Ninguna Asociación obrera podra obtener 
tierras en arrendamiento colectivo que no radique el 
predio en todo o en parte en su propio término muni-
cipal. 
Esto no obstante, a tenor de lo prescrito en el artícu-
lo g. 0 de este Reglamento, las Asociaciones obreras de 
distintos términos municipales colindantes podran aso-
ciarse para trabajar y explotar en común predios encla-
vados en mas de un término municipal. 
Art. 14. Los pueblos que .por anormal excepciótl 
carezcan de término municipal o que posean un término 
muy reducido, se consideraran agregados al término 
municipal mas amplio, formando con él una unidad te-
rritorial a los efectos del posible aprovechamiento por 
sus vecinos, organizados en Sociedades obreras, de las 
tierras tomadas en arrendamientos colectivos. 
Art. 15. Las Asociaciones obreras autorizadas por el 
Ministerio de Trabajo y Previsión para emprender 
arrendamientos colectivos, según el artículo 5. 0 del 
Decreto de 19 de mayo del corriente aüo, podran diri-
girse al Ayuntamiento respectivo en solicitud de que 
les sea expedida certificación de las üerras que forman-
do parte del patrimqnio comunal del Municipio puedan 
ser objeto de arrendamiento colectivo, por ser de cul-
tivo y estar arrendadas a personas que no sean de las 
que, según el citado artículo, no obstante la preferen-
cia del arrendamiento colectivo sobre el individual que 
por él se establece, pueden continuar llevandolas en 
arrendamiento de esta última clase como forma de su 
trabajo personal o familiar. indispensable a su sosteni-
miento. En esta certificación se hara constar asilllismo 
el momento de vencimiento de los contratos de arren-
damientos pendientes sobre los predios, una vez Ilegado 
el cual podran ser sometidos al nuevo régimen de 
arrendamiento colectivo. 
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Art. r6. Del mismo modo, las Asociaciones obreras 
autorizadas legalmente para contratar arrendamientos 
colectivos podran dirigirse al Delegado de Hacienda de 
la provincia respectiva solicitando certificación de las 
tierras adjudicadas al Estado en el territorio de aquli:-
llas, como heredero abintestato, y a la Hacienda por 
débitos a la misma, así como del vencimiento de los 
posibles contratos de arrendamiento que estuvieran pen-
clientes sobre las primeras. 
Art. 17. La representación legal de las Asociaciones 
obreras legalmente constituídas y autorizadas por el Mí-
nisterio de Trabàjo y Previsión para asumir arrenda-
mientos colectivos podran acudir a los Registros de la 
Propiedad correspondiente, o en su caso a las Secciones 
especiales del Registro de arrendamientos establecidos 
en los püeblos mayores de 2.ooo habitantes, y a las de-
mas oficinas públicas para certificarse de los vencimien-
tos de los contratos de arrendamiento celebrades sobre 
predios rústicos que puedan interesarles al efecto de 
explotarlos colectivamente. 
Art. r8. Si, por excepción, las Asociaciones obreras 
a que este Reglamento se refiere intentasen tomar en 
arrendamiento colecth·o predios antes arrendades a par-
ticulares y no inscritos en Registro alguno de tal clase 
de contratos, la representación legal de las mismas po-
dra requerir a los propietarios de estos prcdios para 
que ante el Juez municipal de la localidad respectiva 
declaren el precio y condiciones- del último contrato 
de arrendamiento que hayan celebrado y que todavfa 
estén pendiente sobre los predios expresados. 
De esta comparccencia y de las declaraciones del pro -
pietario y arrendatario que cese se Ievantara acta por 
el Jnez municipal respectivo, de la que se entregara 
copia autorizada a la representaci6n legal de la Asocia-
ci6n en el instante. 
Las falsedades que puedan cometerse con este moti-
vo, una vez debidamente comprobadas, tendran la san-
ción que les corresponda según el Código penal. 
Art. rg. Acordada por alguna Asociación obrera au-
torizada legalmente para ello la conveniencia de tomar 
en arrendamiento colectivo alguno de los predios libres 
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çle las categorías anteriormente expresadas o de los de 
propiedad particular que esponb1neamente les sean con -
cedidos por sus dueños a este efecto, procederan a tra-
zar los respectivos planes de explotación, utilizando 
los servicios de los funcionarios técnicos de. la Sección 
agronómica provincial correspondiente y demas estable-
cimientos oficiales. 
Art. 20. Tres meses antes del vencimiento de los 
contratos ordinarios de arr.endamientos pendientes so-
bre predios que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 2. 0 
del Decreto de 19 de mayo del corriente año, puedan 
ser tomados en arrendamiento colectivo por las Asocia-
ciones obreras legalmente autorizadas para ello, la re-
presentación legal de las mismas, si persisten en sn 
propósito, deberan dirigirse a los ducños de los predios, 
plante{mdoles categ(>ricamente la pregunta de si se pro-
ponen cultivar directamente o, por el contrario, conti-
nuar en el régimen de arrendamiento. 
1
En el primer caso quedara sin efecto toda pretensión 
por parte de las Asociaciones obreras para instaurar el 
régimen de arrendamiento colectivo. 
Art. 21. El requerimiento de que habla el artículo 
anterior surtira el efecto de impedir la posible recon-
ducción tacita del contrato de arrendamiento ordinario 
pendiente sobre el predio, a tenor de los artículos 1.566 
y 1.577 del Código civil. 
Art. 22. Las partes interesadas en estos preparati-
vos, o sea de un lado las Asociaciones obreras y de otro 
los dueños de los predios, cuidaran, para garantía de 
sus derechos, de asegurar de nna manera auténtica la 
entrega del requerimiento y la respuesta a que se refie-
ren estas disposiciones. 
CAPITULO IV 
De ' la celebraci6n y otorgamiento de los con tratos 
de arrendamien to colec tivo. 
Art. 23. Cuando recaigan sobre bienes comunales de 
los Municipios los contratos de arrendamiento colecti-
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vo, se celebraran entre los Ayuntamientos y la repre-
sentación legal de las Asociaciones obreras autorizadas 
previamente al efecto, debiendo constar en las actas de 
la Corporación las estipulaciones relativas, así como toda 
modificación que se introdujêre posteriormente. 
Art. 24. Si el objeto del contrato fuesen hienes ad-
quirides por el Estado a título de heredero abintestato 
mas alia del grado en que se extingue el llamamiento 
de la línea colateral o hienes adjudicades a la Hacien-
da pública por falta de' pago de la respectiva contribu-
ción térritorial, los contratos de arrendamiento colecti-
vo por parte de las Asociaciones obreras legalmente au-
torizadas para ello se concertaran y oto.rgaran con los 
Delegades de Hacienda de la provincia correspondiente, 
baciéndolos constar en documentes administrativó o no-
tarial, según corresponda a su naturaleza o cuantía, 
11 tenor de las prescripciones del Código civil. Dicho 
documento se inscribira en el Registro de la Propiedad, 
debiendo sobreseer y considerarse en su caso nulos los 
expedientes de información posesoria que se intenta-
sen sobre las fincas objeto del arriéndo colectivo. 
Art. 25. Las Delegaciones de Hacienda determina-
ran cada cinco años y haran públicas las rentas tipos 
para los contratos de arrendamiento colectiv'o sobre hie-
nes del Estado por parte de las Asociaciones obreras. 
Si ésta:s no estuvíeran conformes con las rentas tipos, 
rodran reclamar la intervención del Jurado mixto co-
rrespondiente, el cual resolvera en definitiva. 
Estas rentas podran ser objeto de impugnación por 
parte de las referidas Asociaciones. 
Art. 26 . En los contratos de arrendamiento colecti-
vo sobre predios de propiedad particular que en razón 
de no ser cultivades directamente por sus dueños pue-
dan ser sometidos a aquel régimen en virtud de la pre-
ferencia que sobre cualquier arrendarniento ordínario le 
atribuye el Decreto de 19 de mayo último, desarrollado 
por este Reglamento, quedara subrogado de derecho al 
contrato en favor de la Asociación obrera en igualdad 
de condiciones y por el plazo convencional que acuer-
den las partes o por el legal que corresponda, según la 
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legislación vigente, a menos que las partes convengan 
libremente en otras condiciones. 
Art. 27. Los contratos de arrendamiento colectivo so-
bre la clase de hienes a que se refiere el artículo anterior 
se haran constar en documento público o privada, según 
su naturaleza o importancia, a tenor de lo dispuesto en el 
Código civil. Dichos contratos se inscribiran en un Regis-
tro especial en el Ministerio de Trabajo y Previsión. 
Art. 28. Los arrendamientos colectivos asumidos por 
Asociaciones de obreros del campo se regiran en cuanto 
esté prescrita en el Decreto de rg de mayo del año ac-
tual y el presente Reglamento, por las disposicioues del 
De~::echo común en materia de arrendamiento de pred<:.S 
rústicos. 
Art. 29. En todo caso, cada una de las dos puttes, si 
se considera perjudicada en cuantía de la renta pot con-
sideraria notoriamente abusiva por exceso o por defecto 
en relación con los arrendamientos de la comarca para 
fincas o cultivos analogos y desproporcionada con las 
posibilidades de producción de la finca y el valor de los 
frutos, podra plantea.r el asunto ante el Jurado mixto de 
la Propiedad rústica correspondiente, a tenor de lo pre-
ceptuada en el Decreto organico de estas instituciones de 
7 de mayo del 'año corriente. r 
Art. 30· En los Registros de la Propiedad y en los 
Juzgados municipales de los pueblos que no sean cabeza 
de partida pudicial, se llevara, sin caracter fiscal, un 
índice de arrendamientos colectivos obreros. 
, CAPITULO V 
De los beneficios :r· ca.rgas de los anenda-m.ientos colecti-
'IJOS obreros 
Art. 3 r. Se consideraran extendidos a las Asociacio:. 
nes obreras q1,1e estando legalmente autorizadas par;¡ ello 
hayan asumido de hecho arrt11damientos colectivos, los 
beneficios que atribuyen a los Sindicatos agrícolas las 
disposiciones vigentes. 
Consiguientemente, y a solicitud de la Asoci~ción in-
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teresada, el Ministerio de Hacienda, previo informe dei 
de Trabajo y Previsión acerca de la eficacia de aquélla, 
otorgara las exenciones tributarias correspondientes, así 
del impuesto de Derechos reales y Timbre del Estado 
como del de Utilidades. 
Art. 32. Las Asociaciones de obreros del campo que 
hayan obtenido predios en arrendamiento colectivo, po-
dran solicítar y obtener de la sección agronómica pro-
vincial correspondiente y de los Establecimientos oficia-
les de experimentación y enseñanzas agrícolas, la inter-
vención necesaria o conveniente para instruir a los obre-
ros en la elección de cultivos, practica de los mismos y 
organización comercial para la venta de los productos. 
Art. 33· Del mismo modo, las referidas Asociaciones 
podran solicitar y obtener de los Pósitos y del Servicio 
Nacional de Crédito Agrícola los préstamos que precisen 
como capital de explotación, ateniéndose a los Regla-
mentos re$pectivos. 
Art. 34· Al efecto de la prevención de los riesgos que 
amenazan a las explotaciones agrícolas, las Asociaciones 
de obreros del campo que, conforme ai Decreto de 19 de 
mayo del corriente año y al presente Reglamento asuman 
esta actividad como parte de sus fines, deberan asegurar-
se contra ellos, bien organizandose unas con otras en for-
ma de Mutualidades, bien ingresando en Instituciones 
generales de esta dase o contratando un seguro con em-
presas. 
Art. 35· En todo caso, los accidentes del trabajo se-
rím objeto de indemnizacíón, a tenor del Decreto de 12 
de junio del corriente año, como carga inherente a la 
explotación colectiva. 
Art. 36. En las labores de los predios explotados co-
lectivamente por los miembros de las Asociaciones de 
obreros del campo, debidamente autori:r.ado!? para ello, se 
declara prohibido el empleo de trabajadores asalariados, 
debiendo realizarse todas elias por asociados en la explo-
tación hajo la sanción1 por sólo esta contravención, de-
bidamente comprobada, rle perder los beneficios que otor-
ga el Decreto desarrollado por este Reglamento a las Aso-
ciaciones dedicadas, sin perjuicio de su caracter específi-
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co obrero, a la cooperación de trabajo y producción agrí-
colas. 
Art. 37· Esto no obstante, tales Asociaciones podran 
recurrir excepcionalente al tre,bajo asalariado para nece-
sidades perentorias de la exolotación, así como también, 
w caso necesario, podran organizar sercicios de inter-
cambio convenientes entre los miembros de las diversas 
Asociaciones establecidas en el mismo término municipal. 
En las relaciones con los asalariados que, excepcional-
mente, pudieran contraer las Asociaciones obreras en 
cuestión, éstas responderan a la estricta observancia de 
la legislacíón protectora del trabajo. 
Art. 38. Para asegurar el derecho de los dueños de 
los predios a recibir êon la debida puntualidad y exacti-
tud, el pago de la renta anual correspondiente, las Aso-
ciaciones obreras legalmente constituídas y autorizadas 
para celebrar contratos de arrendamiento colectivo que 
de hecho hubieran asumido, vendran obligadas a consti-
tuir un fondo especial de garantía en la forma y límites 
que determinen las disposiciones especiales reglamenta-
rias. 
Art. 39· El fondo especial de garantía a que alude el 
artículo anterior, se constituïra gravando los gastos de 
explotación de los predios tornados en arrendamiento co-
lectivo, con una cantidad igual al número de jornales 
prestades po'r los miemqros de las Asociaciones que les lle-
varan en arrenél.amiento colectivo, multiplicando por o,25 
céntimos de peseta. 
Art. 40. El Instituto Nacional de Previsión estara en-
cargado de la recaudación y adtrtinistración del fondo es-
pecial de garantía que, en caso de insolvencia de las Aso-
ciaciones obreras, respondera del pago de la renta a los 
propietarios de predios, dados a aquéllas en arrendamien· 
to colectivo. 
Art. 4r. Siendo el espíritu del Decreto de rg de mayo 
del año corriente, que desenvuelve este Reglamento, la 
educación en el trabajo colectivo de los elementos obre-
ros organicamente asociados y el fomento consiguiente de 
las Instituciones cooperativas de trabajo, en ningún caso 
se consentira, so pena de nulidad de lo actuado en con-
trario, y en caso de reincidencia de incapacitación de la 
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Asociación para los arrendamientos colectivos, que lo:; 
contratos de conducción asumidos por elias se desnatu-
ralicen en el sentido de convertirlos en arrendamientos 
colectivos de conducción dividida, esto es, de fraccio-
namiento del predio o predios en parcelas o Iotes adju-
dicados individualmente entre los asociados. 
Art. 42. Los Jurados mixtos de la Propiedad rústica, 
instituídos por Decreto de rg de mayo del corriente año, 
extender{m su competencia según los términos de este 
texto legal a los contratos de arrendamiento colectivo 
asumidos por Asociaciones obreras. 
CAPITULO VI 
De la disoluci6n de las Asociaciones obrerlliS que llevaren 
arrendamientos colectivos 
Art. 43· Los arrendamientos colectivos emprendidos 
por una Asociación obrera legalmente constituída y auto-
rizada para ello, que de hecho resultaren abandonados 
por inercia de los mismos o por defección de los elemen· 
tos individuales que la integraran, podran ser continua-
dos por nuevas Asociaciones que se constituyan al efecto 
o que estuvieran ya creadas. y obtuvieran la autorizaci6n 
correspondien te. 
Art'. 44· En otro caso, esto es, a falta de Asociación 
continuadora, y a requerimiento de la parte propietaria 
del predio tomada en arrenàa!Diento, de orden del Mi-
nisterio de Trabajo y Previsión, se designara un Comisión 
gestora encargada de proseguir el cultivo hasta terminar 
el año agrícola y de liquidar las operaciones. 
Aprobado por Orden ministerial, de fecha 8 de julio 
de 19~1. 
FRA~CISCO I-<. CAB.\I.LERO 
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DECRETO 
De acuerdo con el Consejo de Ministros y a propuesta 
del de Tra-bajo y Previsión Social, 
Vengo en autorizar a éste para que presente a las Cor-
tes Constituyentes un proyecto de ley ratificando el Con-
venio relativo a derecbos de asociación y coalición de los 
obreros agrícolas, adoptando en la sesióln de la Conferen-
cia Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra el año 
rg2r, y autorizando al Gobierno para que registre esta 
ratificación en la Secretaría de la Socíedad de Naciones, 
de acuerdo con lo que dispone la Constitución. 
Dado en Madrid a veinticinco de marzo de mil nove-
cientos treinta y dos. 
NICETa ALCALA-ZAMORA Y ToRRES 
El ministro de Trabajo y Previsión, 
FRANCISCO L . CABALLERO 
A LAS CORTES CONSTITUYENTES 
En cumplimiento de los compromisos contraídos por 
España al adherirse a la Organización Internacional del 
Trabajo, y a tenor de lo dispuesto en el tercer parrafo 
del apartado e) del artículo 76 de lo Constitución vigente, 
el Ministro que suscribe tiene el honor de someter a las 
Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Artículo único. Se ratifica el adjunto Convenio re-
lativo a derechos de asociación y de coalición de los ()bre-
ros agrícolas, adoptado en la sesión de la Conferencia In-
ternacional del Trabajo, celebrada en Ginebra el año 
1921, y se autoriza al Gobierno para que registre esta ra-
tificación en la Secretaría de la Sociedad de las Naciones, 
de acuerdo con lo que dispone la Constitucién. 
Madrid, 25 de marzo de 1932. 
El Ministro de Trabajo y Previsién, 
FRANCISCO L. CABALLERO 
-235-
Artículo r.0 Todo miembro de la Organización In-
ternacional del Trabajo que ratifique el presente Conve-
nio, s~ obliga a asegurar a todas las personas ocupadas 
en la agricultura los mismos derechos de asociación y 
de coalición que a los trabajadores de la industria, y a 
derogar toda disposición legislativa o de otra clase que 
tenga por efecto restringir dichos derechos en lo que 
atañe a los trabajadores agr:ícolas. 
Art. 2.0 Las ratificaciones oficiales del presente Con-
venio, en las condiciones determinadas en la Parte XIII 
del Tratado de Versalles y en las partes correspondientes 
de los otros T.ratados de Paz, seran comunicadas al Se-
cretaria general de la Sociedad de las N adones y resgis-
tradas por él. 
Art. 3. o El presepte Conveni o entrara en vigó'r tan 
pronto como las ratificaciones de dos miembros de la Or-
ganización bl.ternacional del Trabajo hayan sido regis-
tradas por el Secretario general. 
Xo obligara sino a los miembros cuya ratificación haya 
sido registrada por la Secretaria. 
· En lo sucesivo, el presente Convenio entrara en vigor, 
para cada miernbro, en la fecha en que su ratificación 
haya sido registrada en la Secretaria. 
Art. 4· o Tan pron to como las ratificaciones de dos 
miembros de la Organización Internacional del Trabajo 
hayan sido registradas en la Secretaria, el Secretario ge-
neral de la Sociedad de las N adones notificara el hec ho a 
todos los miembros de la Organización Internacional del 
Trabajo. Igualmente les notificara el registro de las rati-
ficaciones que les fueron comunicadas posteriormente 
por los demas miembros de la Organización. 
- Art. 5. 0 A reserva de las disposi ci ones del artículo 
3·0 , todo miembro que ratifique el presente Convenio se 
obliga a aplicar las disposiciones del artículo !.0 lo mas 
tarde el r. 0 de enero de :¡:934 y a tomar las medi das ne-
cesarias para hacer efectivas dichas disposiciones. 
Art. 6. 0 Todo miembro de la Ü¡:ganización Inter-
nacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio 
se obliga a aplicarlo a sus colonias, posesiones y protec-
torados, con arreglo a las disposiciones del articulo 421 
del Tratado de Versalles y de los artículos correspon-
dientes de los otros Tratados de Paz. 
Art. '¡. 0 'l'odo miembro que haya ratificada el presen-
te Convenio podra denunciarlo al expirar un período de 
diez años desde la fecha de la entrada en vigor del Con-
venia, mediante una aclaración comunicada al Secretaria 
general de la Sociedad d~ las N adones y registrada por 
él. La denuncia no surtira efectos basta un año dèspués 
de haber sido registrada por la Secretaría. 
Art. 8. 0 El Consejo de Administración de la Ofici-
na Internacional del Trabajo debed., por lo menos, una 
vez cada diez años presentar a la Conferencia general 
una Memoria sobre la aplicación del presente Convenio, 
y resolvera si procede induir en el orden del día de la 
Conferencia .la cuestión de la revisiqn o de la modifica-
ción 'de dicho Convenio. 
Art. 9.0 Los textos francés e inglés del presente Cou-
venia seran igualmente auténticos. 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA ESPA-
1.\rOLA, 
A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed : 
Que las CORTES han sancionada y decretada la si-
guiente 
' LEY 
Artículo r. 0 Todas las Asociaciones constituí das o que 
se constituyan por patronos o por obreros para la defensa 
de los intereses de las clases respectivas en determinadas 
profesiones, industrias o ramos de éstas, babran de suje-
tarse a los preceptos de la presente Ley. 
Art. 2.0 Las Asociaciones profesionales que se propon-
gan ostentar o representar los intereses de determinadas 
industi:ias o profesiones, habr{m de estar constituídas ex-
clusiv:amente: las primeras, por patronos, y las segun-
das, por obreros, 
El ingreso en unas y otras sera voluntario . 
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Art. 3.0 Solamente podran iÚgresar en las Asociacio-
nes profesionales patronales quienes hayan alcanzado la 
capacidad legal para ejercer el comercio y paguen la con-
tríbución correspondiente al ejercicio de las profesiones, 
industrías o ramos de éstas, cuyos intereses patronales se 
proponga de!ender la Asociación. 
Si se trata de Asociaciones de patrones agricultores, po-
dnin formar parte de elias los propietarios de tierras que 
paguen mas de so pesetas anuales por contribución r6sti-
ca y labren por su cuenta. 
Las mujeres menores de edad o casadas que reúnan las 
condiciones expresadas en los p:hrafos anteriores, podran 
ingresar en las Asociaciones de su clase, sin necesidad de 
autorización expresa de sus representantes legales. 
Los tutores y representantes legales de los comerciantes 
o industriales menores de edad o incapacitades, podran, 
en nombre de éstos, formar parte de las Asociaciones. 
Las Sociedades civiles o mercantiles de todas clases 
podran también formar parte de las Asociaciones profe-
sionales patronales, representandolas en éstas el Presiden-
te o un Vocal del Consejo de Dirección o Administración, 
elegides con arreglo a los Estatutos respecti vos, o sus- di-
rectores, gerentes o apoderades, siempre que tengan po-
deres o mandatos consignades en escritura p6blica. 
Art. 4.0 Solamente podran ingresar en las Asociaciones 
profesionales obreras los individues mayores de Jieciséis 
años que pertenezcan a los oficies y profesiones cuyos iu-
tereses obreres tfate de defender la Asociación. Los meno-
res de dieciocho años sólo tendr{m voz, per~ no vot.:>, en 
las .T•mtas g~m raies. • 
Si se trata de Asociaciones de obreres agrícolas, podran 
formar parte de elias los trabajadores del campo que per-
ciban como retribución asalariada por su mano de obra 
cien jornales al año, aun cuando sean a la vez pequeños 
propietarios o arrendatarios. 
Las mujeres podran formar parte de las Asociaciones 
en las mismas condiciones de los varones, sin que las ma-
yores de dieciocho años necesiten autorización paterna, 
marital ni tuitiva. 
Podran también formar partc de las Asociaciones los 
obreres de uno y otro sexo que hayan pertenecido duran-• 
te un año, al menos, a los oficios o profesiones correspon-
clientes, si no han adquirida la condición de patronos. 
Una misma persona no podra pertenecer a mas de una 
Asociación obrera de una determinada profesión en una 
misma localidad. 
Art. 5.0 Las Asociaciones profesionales obreras habran 
de reunir quince socios, al menos, al tiempo de consti-
tuirse, y no podran subsistir cuando el número de aso-
ciados quede reducido a menos de diez. 
Las Asociaciones profesionales patronales habran de 
estar constituídas por tres socios al menos. 
Art. 6.0 Los patronos, y asimismo los obreros, podran 
separarse libremente en cualquier momento de las Asocia-
ciones de que formaban parte, sin perjuicio del derecho 
de éstas a reclamar las obligaciones o débitos contraídos 
por el socio saliente. 
Toda cHiusula o estipulación que niegue o limite aque-
lla facultad, sera nula. 
Art. 7. 0 Los obreros y los pa tron os podran ser da dos 
de baja en las Asociaciones respectivas, aun contra la vo-
luntad de aquéllos : 
!.0 Por inhabilitación para el goce de los derechos ci-
viles, decretada en sentencia judicial. 
2. 0 En virtud de sanción que les fuese impuesta por 
/comisión de faltas, conforme a lo previsto en los Estatn-
tos de la Asociación. 
3. ó Por haber perdi do la condición de obrero o la de 
patrona; y en relación con los socios patronos, por haber 
cesado en el ejercicio de la profesión, industria o ramo de 
ésta a que con-esponda la Asociación. 
Art. 8. o Los organizadores o fundadores de una Aso-
ciación profesional presentaran, ocho días por lo menos 
antes de constituirlas, al Delegada de Trabajo de la pro-
v~ncia en que haya de tener aquélla su domicilio, tres 
ejemplares, firmados por ellos mismos, de los Estatut-os, 
Reglamentos o acuerdos por los cuales la Asociación ha-
ya de regirse, en los que se expresaran las denominada· 
nes, fines, e:xtensión territorial o industrial de la misma, 
domiCilio, forma de su administración o gobiernoJ recur-
sos con que cuente o con los que se proponga atender a 
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sus gastos y aplicación que haya de darse a los fondos o 
haberes sociales, en caso de disolución. 
En el acto mismo de la presentación se devolvera a los 
interesados uno de los ejemplares, con la anotación de la 
fecha en que aquélla se hizo y con la firma del Delegado 
y sello de la Delegación. 
La admisión de los documentos a registro sera obliga-
torla e ineludible en las Delegaciones del Trabajo, y cuan-
do los interesados tropiecen con una negativa, podran !e-
vantar acta notarial, acta que surtira los efectos de la re-
presentación y admisión de los mismos, y que, ademas, 
servira para exigir responsabilidades al funcionaria que 
haya cometido la falta. 
Art. g. o El Delegado provncial del Trabajo, den tro del 
plazo de los ocho días siguientes a la fecha de la presen-
tación de los Estatutos o Reglamentos, podra devolver 
éstos a los interesados, señalandoles las faltas de que ado-
lezcan, para la debida subsanación. 
Transcurrido el plazo antes señalado sin que el Delè-
gado provincial de Trabajo haya formulada reparo algu-
no, podra la Asociaci6n constituirse con arreglo a los Es-
tatutos presentades y del acta de constitución se remitira 
al Delegado y al Gobernador civil copia autorizada por 
duplicada, den tro de los cinco días sigui en tes a la fecha 
en que se verifique (1). 
(1) Formula1·io : 
D<Yn, Se(YT"etwrio de la- Jl.sooi<wión P1·o[esional il{lric:ula (Obre 
t·a o Patronal) den01Wf¡¡u¡,da ... , 
OerUtwo: Que al folio primero rZeZ libt·o de acta s de cliclla 
Asooiaoión figu1·a la de st¿ constitución, qtte, copiada, rliN-. a8f: 
aE?b el pueblo de ... , a ta?~tos de ta;ntos. 
Reunidos los susoritos en número sutiaiente, segúm el articu-
lo 5 de la ley de 8 de AbrW de 1932 para la. constittwi6n de tma 
Asociaoión Protesiona.l Agrícola (Obrera o Patronal). 
Presentados en la Delegación fJI"o't:fncial de Traba}o con te· 
cha ... los Reglamentos o Estatuto:s po1· que ·ha de regirse esta 
Asociación, y habienflo transcttn'id.o co11 e;rceso el t>lazo de oclw 
dia s previsto en la Le11 sin ltaber recibid.o obje<:i(m alguua. 
aotwrd(JI1l por unatzimidad declat·ar consttitulrl<J, en e.~tr· acto lrt 
Asociación Protesional Agdcola (Obrera o Patmnal) de eRtr 
términ.o, dencm~ina.da , , ., con s-ujección a los reterido.~ rer¡lo-
mentos y oontorme a las disposwiones oficiales. 
Acto seguido,, y ccmtonne a lo ¡¡revisto en el articulo ... de los 
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Art. ro. Si el Delegada provincial del Trabajo formu-
lara reparos a los Estatutos o Reglamentes presentades, 
según lo prevista en el artículo anterior, podran los inte-
resados avenirse a la subsanación de las faltas señaladas 
o recurrir contra aquéllas ante el lVlinisterio de Trabajo y 
Previsión en el plazo de cinco días. 
En el primer caso se presentaran de nuevo los Regla-
mentes ante el Delegada provincial y habran de cumplir-
se los mismos tramites y plazos indicados en los artículos 
precedentes, para que la Asociación se pueda constituir. 
En el caso de interposición de recursos, éstos habran de 
presentarse a la Delegaci6n para ante .el Ministerio de 
Trabajo y Previsi6n, que resolvera en el plazo de diez días 
a partir del registro de aquéllos, y la constituci6n de la 
Asociaci6n estara supeditada a la resoluci6n que se dicte 
o a que haya transcurrido dicho plazo sin haberse adop-
tada resoluci6n alguna. 
Art. II. Cuando se trate de la modificaci6n de los Re-
glamentes o Estatutos por los cuales venga rigiéndose 
una Asociaci6n, habra de procederse, para que aquélla 
tenga eficacia, en igual forma que para la presentación de 
Estatutos nuevos. 
Art. r2. De todos los Reglamentes, Estatutos o mo-
dificaciones de éstos que autoricen los Delegados provin-
ciales de Trabajo, remitiran un ejemplar al Ministerio de 
Trabajo y Previsión, y asimismo de la copia autorizada 
del acto de constitución de cada Asociación profesional, 
lo que comunicaran también al Gobemador civil de la 
provincia respectiva. 
Art. 13. En la Delegaci6n provincial de Trabajo se 
Reglannentos, se procede a; la e1ecci6n ae ()(JII'gos, resultam-do nom-
braàos los siguientes : .. . .. . .. . 
Segu.iàamente se pose8ionaron estos señ.ores de sus respecti-
vos cargos; 11 no habiendo otros asuntos que tratar, el seño1· 
Presidente levantó la sesión, eztendiéndose la presente, de que 
yo, SecretQirl.{), certifico. (Firmas del Presidente, vocales y Se-
cretario.) 
Ooncueràa con 8'1~ origim.<U; 11 cumplienào l.o ordenc4.o pat·a 
remitir al (Sr. Gobemad-or o Delegad.o de Trabajo) e.Tpido la 
~resente por d1tJ)licado en tamtos de tantos. Vista Bueno, el 
Presiàe?~te, ... (Acompañando modelos de Estatutos.) 
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llevara un Registro especial de Asociaciones profesiona-
les, dividido en dos Secciones : una de patronales y otra 
de obreros, en que seran inscritas todas aquellas cuyos Es-
tatutos o Reglamentos se hayan autorizado. 
Con numeración correspondiente a dicho Registro es-
pecial, y a medida que sean presentadas las actas de cons-
titución de las Asociaciones, se abrira un expediente ini-
dandolo con los Estatutos, Reglamentos, contratos o 
acuerdos por los cuales hayan de regirse la5 mismas, e in-
corporando sucesivamente las referidas actas de constitu-
ción y to$fos los demas tramites, diligencias y resolucio-
nes a que dé lugar la vida de la entidad. 
Art. 14. La existencia legàl de las Asociaciones se 
acreditara con certificados expedidos con relación al Re-
gistro especial a que se refiere el articulo anterior, los 
cuales no podran negarse a los Direatores, Presidentes o 
representantes de la Asociación. 
Xinguna Asociación podní adoptar una denominación 
idC:ntica a la de otra ya registrada en la misma localidad. 
Art. 15. Al mismo tiempo que se entreguen en la De-
legación provincial del Trabajo las copias autorizadas del 
acta constitutiva de una Asociación, se habran de Presen-
tar, para que sean habilitados por la misma Autoridad, y 
marcados en todos sus folios, correlativamente numera-
dos, con el sello de la Delegación, los libros de regislros 
de socios, de actas y de contabilidad que la Asociación es-
tara obligada a llevar, según se dispone en los dos artícu-
los siguientes. 
La diligencia de habilitación de los libros por la Dele-
gacíón provincial habra de ser :r'ealizada en el ténnino de -
tres días bables, y en el expediente relativa a la Asocia-
ció_!l se tornara nota de la diligencia, con expresión de la 
fecha en que se realiza y del número de folios de cada 
uno de los libros habilitades. 
Art. r6. En el libro registro de socios se habran de 
consignar, sin interrupción, los nombres, apellidos u ofi-
cios y domicilio de cada uno de los asociados, con expre-
si<Ín de las fechas de las altas y bajas de los mismos. 
Cuando se trate de Sociedaêes ciYiles o mercantiles, en 
el Iibro registro se consignaran su nombre o razón social, 
la naturaleza de Ja Sociedad, la fecha de su constitución 
16 
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y la de su inscripción en el Registro mercantil, si lo bn-
biere, capital social, domicilio y nombre, apellidos y do-
micilio de sus Presidentes, gestores y directores. 
En los meses de enero y julio de cada año, las Asocia-
ciones debenin remitir a las Delegaciones de Trabajo de 
las provincias respectivas una relación nominal de las al-
tas y bajas de socios que hubiesen sido registraclas du-
rantc el semestre anterior. 
Art. 17. También habran de llevar las Asociaciones 
profesionales uno o varios libros de contabilidad, en los 
cuales, hajo la responsabilidad de los que ejerzan cargos 
administrativos o directivs, figuraran todos los ingresos 
y · gastos de la Asociación, cxpresando de manera inequí-
voca la procedencia de aquéllos y la inversión de éstos. 
Las Asociaciones formalizaran semestralmente las cuen-
- tas de sus ingresos :r gastos, las publicaran o pondran de 
manifiesto a sus socios y entregaran dos ejemplares de 
elias en la Delegación p.roYincial de Trabajo, dentro de 
los cinco días siguientes a sn formación. 
Art. r8. El Delegado provincial de Trabajo podra or-
denar la practica de una inspecci6n en los domicilios so-
ciales de las Asociaciones, cuyos representantes legales 
estaran obligados a exhibir al Inspector los libros-regis-
tros, los de contabilidad, de actas y los justificantes de 
cuentas y demas documentaciún social, al efecto de las 
comprobaciones que se estimen necesarias. 
Art. rg. Son facultades de las Asociaciones profe-
sionales: 
r." Ejercitar el derech,.o de petición ante los Poderes 
públicos y ante las Autoridades, conforme a la Constitu-
ción del Estado. 
2." Organizar enseñanzas de especialización para 'la 
instrucción y perfeccionamiento profesional de sus miem-
bros, así como talleres, Exposiciones, Museos, Laborato-
rios, Escuelas têcnicas, concursos, conferencias, publica-
dones, etc. 
3." Fundar instituciones de previsión y asistencia 
social. · 
4... Designar las representaciones que- hayan de for-
mar parte de toda clase de organismos mixtos y de carac-
ter oficial establecidos por las disposicionès v!gentes para 
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entender en los conflictos que surjan, dentro de los gre-
mios u oficios, entre el capital y el trabajo, y para la pro-
puesta y aplicación de la legislación vigente. 
s.a Adquirir y poseer toda clase de hienes, percibir 
subvenciones, donativos, herencias, contraer obligaciones 
de todo género y ejercitar los derechos concedidos a las 
Asociaciones civiles por las leye,s vigentes. 
6.& Ejercitar ante los Tribunales de Justícia, por me 
dio de sus Juntas directivas, todas las acciones civiles y 
criminales que procedan con arreglo a las leyes. 
7.a Designar entre sns socios, cuando se trate de Aso-
ciaciones obreras, en la forma y con los reqnisitos que 
exijan las leyes sobre la materia, a los representantes que 
hayan de intervenir en la gestión de las Empresas indus-
triales de detemlinada importancia. 
8.• Intenrenir, a los efectos oficiales, en la celebración 
de pactos o contratos colectivos de trabajo. 
g.a Comparecer, por medio de representantes legales, 
ante los Tribunales Industriales y ante los organismes 
mixtos oficialmente encargados de la regulación e inter-
pretación de las bases ,. contratos de trabajo, bien en 
nombre propio o en representación delegada de sus so-
cios, cuando éstos o al_g1mo de ellos hayau de comparecer 
como demandantes o dcmandados. 
La actnación de la Asociación no impedira a los ínte-
resados remmcíar en cualquíer momento a la representa-
ción sindical, desistir de la demanda, defenderse por sí 
mismos, por medio de Letrados o Procuradores o por hom-
bres buenos, éegidos libremente, confor.ue rlispongan J:..s leyes. 
to. Concertar uniones permanentes o circtmstancia-
les para el amparÒ de los íntereses profesionales comu-
nes, mediante acuerdo adoptado en cada Asociaci6n. El 
acta del acuerdo puntualizara el objeto, el alcance de la 
adhesión y las obligaciones que se contraigan. Para la 
eficacia del acuerdo debera ser comunicado a la Delega-
ción provincial de Trabajo. 
Art. 20. Las Asociaciones profesionales patronales v 
las obreras, en sus relaciones para la defensa de los rcs-
pectivos íntereses en la profesión, estaran oblígadas a se-
guir los cauces jurídicos que tracen las leyes para procu-
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rar la conciliación y solución armónica de los confl.ictos 
Y a respetar los preceptos legales, las normas comple-
mentarias o bases de trabajo que adopten los organismos 
mixtos profesionales, legalmente autorizados, y los pac-
tos o contratos colectivos que las propias Asociaciones 
celebren en el ejercicio de la libertad contractual, per-
mitida por aquéllas para la regulación de las condiciones 
de trabajo de un determinado oficio o profesión. 
A este efecto, las Asociaciones estableceran en sus Es-
tatutos, o por acuerdo de sus Juntas generales, el proce-
climiento y el modo .de determinar las sanciones que elias 
habran de imponer a los socios que con stts actos infrin-
. jan o perturben el cumplimiento de las obligaci<mes im-
puestas por la ley o contraídas por la Asociación. 
Art. 21. Correspondera a las Juntas generales de las 
Asociaciones profesionales, a mas de los asuntos y reso-
luciones que expresamente les asignen los respectivos Es-
tatutos, la elección de las Juntas directivas y administra-
tivas, acordar las reformas y modificaciones estatutarias, 
los pactos o contratos éolectivos de trabajo, la declara-
cióll de huelgas o lock-outs, el establecimiento de insti-
tuciones de asistencia y previsión social, la unión, fede-
ración o confederación con otras Asociaciones, la inter-
vención e inspección de las gestiones de las Juntas admi-
nistrativas y de los balances y cuentas o la reparación de 
elias, la fijación de las cuotas ordinarias y el acuerdo de 
las extraordinarias, el acuerdo de las bajas definitivas de 
los socios y el de la disolución de la Asociación. 
Art. 22. Las Juntas generales seran convocadas por el 
Presidente o por el Secretaria, según determinen los Es-
tatutos, c.m publicidad y tiempo bastantes, y con anun-
cio dellugar en que hayan de celebrarse y del orden del 
día, para que todos los socios y las Autoridades tengan 
adecuado conocimiento. 
Los Estatutos determinaran la manera de celebrarse 
las Asambleas generales y los requisitos para la validez 
de los acuerdos. Estos habran de ser adoptados, salvo re-
gla estatutaria en contrario, por mayoría de los asociados 
asistentes, y acatades en todo caso por la minoría y por 
los ausentes. 
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Art. 23. ·Las Asociaciones se regiran por la Junta di-
rectiva, elegible por la Asamblea general de asociados, 
expresamente convocada para este objeto. La elección se 
efectuara por mayoría de votos de los asistentes y me-
diante votación secreta. 
Art .. 24. Seran funciones de la Junta directiva las que 
detemunen los Estatutos, y entre ellas dirigir, adminis-
trar y representar a la Asociación ; velar por la ejecución 
de los Estatutos sociales; convocar y asistir a las Juntas 
generales, señalando el orden del día y presentando los 
balances y cuentas; representar a la Asociaciún en los 
casos de conciliación y arbitraje establecidos en las leyes 
y en la conclusión de pactos o contratos colectivos de tra-
bajo, salvo especialidades reguladas o que se regulen por 
intervención especial de personas o mandatarios distin-
tos, y cuidar de la debida administraciún y separación de 
fondos de las cajas e instituciones y obras de la Aso-
ciación. 
Se prohibe reservar a las Juntas directivas, a los Admi-
nistradores o gestores, a los Deiegados y a los Comités 
especiales el derecho de tomar por sí y sin intervención 
de las Juntas generales acuerpos o decisiones que afec-
ten al interés general de la Asociación o al particular o 
profesional de los asociados fuera de sus atribuciones es-
tatutarias o reglamentarias, ado1cciendo, por tanto, de 
nulidad toda ch1usula, estipulación o acuerdo en con-
trario. 
Art. 25. Las Juntas djrectivas no podran adoptar re-
solución, publicar manifiestos, dictar órdenes o tomar 
acuerdos sin publicar al pie los nombres y apellidos de 
los miembros que las constituyen, o al menos del Fresi-
dente y del Secretaria. 
Art. 26. Todos los nombramientos de las Juntas di-
rectivas y administrativas de las Asociaciones seran co-
municades al Delegado provincial de Trabajo dentro de 
las cuarenta y ocho horas siguientes a la elecciém o re-
novación. 
Art. 27. Para ·~ormar parte de là Junta directiva de 
toda Asociación se exigira ser español, mayor de t'ein-
tiún años de edad y no hallarse inhabilitada por otras 
circunstancias para el ejercicio de los derechos civiles ; 
pertenecer a la Asociación y ejercer o haber ejercido la 
profesión u oficio del ramo asociado durante un año an-
tes de la elección. 
Art. 28. El Presidente, o quien estatutariamente le 
snstituya, ostentara la representación legal de la Aso-
ciación, actuara a su nombre y debera ejecutar los acuer-
dos adoptados por la Asamblca general de asociados o 
por la Junta directiva, ejercitando ademas las atribucio-
nes que especialmente se le confierau por los Estatutos 
Art. 29. El ·Presidente, o qnien le sustitnya, estara 
obligado a dar cuenta a la D~legación prpvincial de Tra-
bajo de los cambios de domicilio social en el plazo de 
cinco días. 
Art. 30. Los Estatutos de las Asociaciones determi-
naran los modos de administrarlas y las obras sociales que 
. se hayan de realizar. Estas podran ser el establecimit.:n-
to de snbsidios a los asociados en casos de enfermedad, 
invalidez, paro forzoso u otras e-ventualidades o cuales-
quiera otra de índole an~lloga . 
. Art. 3 r. Los actos realizados por las Asociaciones p1 o-
fesionales, en relación con los fines de previsién seña-
lad.os en el artículo anterior, quedaran exentos del pago 
del impuesto de Derechos reales, Timbre del Estado y 
del de Utilidades, y de las contribuciones analogas que 
se establezcan en las provincias o regiones qne concier-
ten su vida econónlica con el Estado. 
Art. 32. El Estado subvencionara las obras de previ-
si6n que organicen las Asociaciones obreras en propor-
ción al valor de elias, quedando obligadas en este caso 
dichas entidades a organizar las referidas obras de pre-
visión con la independencia debida, y quedando someti-
das a la Inspección del Ministerio de Trabajo y Pre-
visión. 
Art. 33· Para desempeñar cargos de administraci"n 
y gerencia en las instituciones de previsión que organi-
cen las Asociaciones, se exigira ser español y mayor de 
veintitrés años, utilizandose los empleados técnicos y ad-
ministrativos necesaríos para los · servicios. 
Art. 34· Las Juntas generaies acordaran los recursos 
ordinarios y extraordinarios con que se deba atef!der a 
/ 
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los gastos y fines de la Asociación, indicando la aplica-
ción que deba darse a lo recaudado. · 
A este efecto se determinara : 
r. o ·El importe de las cuotas de entrada y forma. de 
pagar las. 
2.
0 
"El importe de las cuotas periódicas, ordinarias y 
extraordinarias y modo de pagarlas. 
3. o El importe de las cuotas social es que hayan de 
percibir las Uniones, Federaciones y Confederaciones. 
4· 0 La parte de cuota o cu o tas especiales que se ha-
yan de destinar a las instituciones de previsión. 
s. o La aplicación de. donativos y legados. 
6. 0 El destino de los fondos en caso de disolución de 
la Asociación y el modo de vigilar los fondos especiales. 
Art. 3S· El importe de las cuotas que hayan de satis-
facer los asociados debera fijarse necesariamente median-
te acul!rdo de la Asamblea general, expresamente con-
vocada. 
La cuota de entrada en las Asociaciones obreras no 
Podrtí exceder del importe del jornal, salario o sueldo 
de tres días. 
Art. 36. Los cobradores de las cuotas seran nombra-
dos por acuerdo de la Junta general o de la mayoría ab-
soluta de la Junta directiva, debiendo comunicarse el 
nombre y domicilio de los designades al Delegado pro-
vincial de Trabajo en el término de cinco días. 
Art. 3 7. Las faltas de cumplimiento de los precep-
tes de esta Ley, relativos a la publicidad semestral del 
movimiento de socios y de las cuentas y balances de la 
Asociación, publicidad de las convocatorias de las Jun-
tas generales y comunicaciones obligadas a las Delega-
ciones provinciales de Trabajo, así como los actos de 
obstrucción a las Inspecciones previstas en el artículo r8, 
seran castigadas con multa>S de so a rso pesetas, que im-
pondra el Delegado provincial a cada uno de los Direc-
tores o socios que ejerzan en la Asociación algún cargo 
de gobierno, sin perjuicio de las responsabilidades civiles 
o criminales que fueren procedentes. 
Art. 38. Las Asociaciones que no cumplan las reglas 
estatutarigs conforme a los nreceptos de esta Ley para 
su funcionamiento social, o las oblígaciones establecidas 
en el articulo 20, seran objeto de sanciones, que impon-
dran las Delegaciones provinciales de Trabajo y que 
podran consistir en la suspensión temporal para la Aso-
cü>ci6n infractora de las facultades consignadas en los 
apartades cuarto, séptimo, octavo y noveno del artícu-
lo rg. 
Cuando hayan transcurrido dos meses desde que fué 
concedido el cumplimiento de las reglas estatutarias o 
de las obligaciones que establece el artículo zo, no podran 
imponerse las san~iones anteriormente aludidas. 
Contra los acuerdos de las Delegaciones provinciales en 
esta materia, podran las Asociaciones recttrrir en plazo 
de ciuco días ante el Ministro de Trabajo y Previsióu, 
que resolvera, previo informe de la Delegación y de la 
Comisi6n per¡nanente del Consejo de Trabajo, en el tér-
nlino de un mes. 
Art. 39· Cuando por la gravedad y trascendencia de 
las transgresiones cometidas por una Asociaci6n profc-
sional, la Delegación provincial de Trabajo estime im-
prescindible suspender el funcionamiento de aquélla, po-
dra decretar la suspensión, poniéndolo en conocimiento 
del Juez de instrucción competente y del 1\Iinisterio de 
Trabajo y Previsí6n, en el plazo de veinticuatro horas, 
especificando con toda claridad los fundamentos en que 
se apoya y remitiendo los antecedentes y los nombres de 
los asociados o concurrentes que aparezcan responsables 
·de los hechos. 
El ·Ministro de Trabajo ·y Previsi6n, en plazo de tres 
días anulara o confirmara la decisión del Delegado pro-
vincial, comunicando su resolución al Juez. 
La suspensión prevista queda sin efecto si la Autori-
dad judicial no la confirma en el término de veinte días. 
Art. 40. En caso de ser suspendida una Asociación 
profesional, la representacióu legítima o, en sn defecto, 
una Comisión nombrada por la Delegaci6n provincial de 
Trabajo conservara la personalidad de la Asociacié.n para continu~r la gesti6n de ésta en los contratos de trabajo 
y en la acci6n de previsión, cultura y beneficencia. 
Al proceder a designar, en su caso, la Comisión pre-
vista en el parrafo anterior, debera la Delegación pro-
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vincial de Trabajo dar preferencia a los elementos de la 
misma organización. 
Art. 4r. La Autoridad judicial podn1 decretar la sus-
p.ensión de las ~nciones de cualquier Asociación profe-
Sl~nal desde e~ mstante en que diète auto de procesa-
miento por delito que dé Jugar a que se acuerde la diso-
lución en la sentencia. 
~odra también decretada en las sentencias qut dicte 
contra los asociados por delitos cometidos por los me-
dios de las Asociaciones pro.fesionales les proporcionen, 
teniendo en cuenta en cada caso la naturaleza y circuns-
tancias del delito, la índole de los medios empleados y las 
iutervenciones que la Asociación profesional haya teni-
do en el empleo de dichos medios y en los hechos eje-
cutados. -
.Art. 42. La Autoridad judicial sera la única compe-
tente para decretar la disolución de las AsociacionP.s pro-
fesionales constituídas con arreglo a esta Ley. 
Debera acordaria en las sentencias en que declare ilí-
cita una Asociación profesional, conforme a las disposi-
dones del Código penal, o en las que dicte sobre deli-
tos cometidos en cumplimiento de los ac!'erdos de la 
misma. 
Art. 43· Decretada por sentencia firme la disolución 
de una Asociación profesional, no podra constituirse otra 
con la misma denominación ni con igual objeto, si éste 
hubiera sido declarado ilfcito. Si no lo hubiese sido y se 
constituyera otra Asociación profesional con igual de-
notp.inación u objeto, no podran formar parte de ella 
los individuos a quienes se hubiese impuesto pena en di-
cha sentencia. 
La suspensión producira el efecto de impedir que se 
constituya otta Asociación profesíonal con la misma de-
nominación u objeto de que formen parte individuos de 
la Asociación profesional suspensa, e incapacitara a los 
asociados de ésta para reunirse en el local de sus sesio-
nes o en otro que adoptaren para ello durante el tiempo 
que la supensión de ba subsistir. 
Art. 44· De las sentencias o autos en que se acuer-
de la disolución, suspensión de las funciones de una 
Asociación profesional o en que ésta se deje sin efecto, 
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dara la Autoridad judicial conoéimiento al l\Iinistro de 
Trabajo y Previsión, al Delegada provincial de Trabajo 
y al Gobernador civil de la provincia en el término de 
segundo dí a. 
Art. 45. Las Asociaciones se disolveran : 
I. ° Cuando así lo acuerde la Asamblea general de los 
asociados por mayoría absoluta del número total de los 
mismos, si en los Estatutos no se ha previsto norma mas 
restrictiva. 
2.° Cuando decrete la disolución la Autoridad judi-
cial, con arreglo a las leyes. 
La disolución de las Asociaciones no eximira a las mis-
mas del cumplimientb de las obligaciones que tuvieren 
con traí das. 
Las Asociaciones profesionales quedau sujetas, en enan-
to a la adquisición, posesión y disposición de sus hienes, 
a lo que preceptúan las leyes y sus respectivos Estatu-
tos, y, en caso de disolueión, la liquidación de los hie-
nes se hara según se haya ·previsto en los Estatutos, y 
no habiéndose previsto nada, pasaran a integrar el Fon-
do nacional del Paro. 
Art. 46. Quedau derogadas todas las disposiciones que 
se opongan a lo preceptuada en la presente Ley. 
ARTICULOS ADICIONALES 
/ Primero. Las Asociacíones profesionales existentes 
de la índole de las definidàs en la presente Ley qued::m 
sujetas a los preceptos de ésta y deberan cumplir •011 lo 
dispuesto en el artículo tercero dentro de los cuarenta 
días siguientes a s u publicación en la <cGaceta de Ma-
drid», si no se hallasen inscritas anteriormente l'U i os 
Registros de Asociacio.nes de los Gobiernos civiles. 
Segundo. Mientras no estén constituídas las Delega-
dones provinciales de Trabajo, supliran los Gobernado-
res civiles a los Delegados .en las funciones que a ~tos 
asigna la presente Ley. 
Por tanto: 
Mando a todos los ciudadanos que coadyuven al c.um-
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plimiento de esta Ley, así como a todos los Tribunal es y 
Autoridades que la hagan cumplir. 
Madrid, ocho de abril de mil novecientos lte~nta y 
dos. 
NrcETo ALCALA-ZAMORA v ToRREs 
El Mini.c;tro de Trabajo v Previc;ión, 
FRANCISCO L. CABAI,LERO 
CAMARAS AGRÍCOLAS 
Decreto, 8 de junio de 1932, disolviendo las Juntas direc-
toras y creando Comisiones gestoras. (Gaceta del n.) 
• 
• 
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La situación actual de las cimaras Agrícolas provincia-
les es, en general, precaria en cuanto a sus medios y anor-
mal en enanto a su situación legal. Causas principales de 
esta anormalidad han sid o : la suspensión de las renova-
ciones reglamentarias de sus Juntas directivas, ordenadas 
en 1927( en previsión de una reforma de la Ley, que no 
llegó a realizarse, aun cuando estuvo redactado el pro-
yecto ; los nombramientos gubernativos hechos en muchas 
Juntas; la resisténcia al pago de sus cuotas; las dudas 
suscitadas respecto al caracter obligatorio de éstas; la fal-
ta de censos verdaderos de propietarios, y la confusión 
establecida por los continuos cambios en la legislaci6n de 
que han sido objeto. Basta para ello recordar la deroga-
ción del Decreto basico por que se regían el 2 de Septiem-
bre de 1919 ; la creación de las Camaras de la Propiedad 
rústica, en que las agrícolas se transformaron mediante el 
Real decreto de 6 de Septiembre de 1929; la anulación de 
este Estatuto que siguió casi inmediatamente a la cons-
titución de aquellos organismos por Real decreto de 18 
de Febrero de 1930, mediante el cual se restablecieron las 
Camaras Agrícolas disueltas y la ley de 1919, sin otras 
mediclas que organizasen sus finalidacles o corrigiesen el 
desorden que tan contradictorias disposiciones habían ne-
cesariamente de producir. Por último, mediante resolu-
ciones sucesivas de la Dictadura, fueron suspendidas ili-
mitadamente las renovaciones bienales reglamentarias de 
las Camaras y nombradas en varias provincias, en susti-
tución de los Vocales electivos, Juntas gubernativas que, 
sin asegurar las funciones de estas entidades, siguen, sin 
embargo, ocupando los cargos y resolviendo sohre los in-
tereses agrícolas sin ser Ja democnítica representación de 
los mismos. 
Es, por otra parte, bien conocida la constitución de es-
tas Camaras, que no responde a la realidad de los intere-
ses agrícolas y pecuarios nacionales, siendo, con honro-
sas excepciones, organismos anquilosados o refugios de 
determinados sectores de la vida rural provinciana, que 
han convertido a dichas Caiharas Oficiales en baluartes de 
caciquismo y política partidista, que bajo la República 
no pueden continuar subsistiendo ni un momento mas. 
Urge, pues, la renovación total de la estructura y regla-
mentación y funcionamiento de las Camaras Agrícolas 
provinciales, a fin de que sean lo que deben ser en el 
concierto de las entidades económicoagrarias de la nación. 
Pero durante el paso del antiguo al nuevo ser de estos 
organismos es preciso coi.ocarlos bajo la dirección y tu-
tela de elementos que por el prestigio de su posición fun-
cional sean para todos garantía de imparcialidad y com-
petencia. De esta forma podran realizarse en momento 
oportuno las elecciones correspondientes, y las Camaras 
Oficiales Agrícolas seran un or.ganismo eficiente, como 
corresponde al momento actual de la política española. 
Por todo lo expuesto, 
El Presidente de la República, de a~uerdo con el Con-
sejo de Ministros y a propuesta del de Agricultura, In-
dustria y Comercio, decreta lo siguiente: 
Artículo r. 0 Desde el día de publicación de este De-
creto en la Gaceta, quedan totalmente disueltas las ac-
tuales Juntas directivas de las Camaras Agrícolas pro-
vinciales, subsistiendo únicamente de entre sus compo-
nentes los Vocales natos, Ingeniero Jefe deJ Servicio 
Agronómico, Ingeniero Jefe del Servicio Forestal e Ins-
pector general de Higiene pecuaria, que se confirmau en 
sus cargos y representaciones. 
Artículo 2. 0 Se constituye una Comisión gestora con 
los Vocales natos citados en el artículo anterior y los 
elementos designados a continuaci6:q : Presidente de la 
Diputación provincial, un 1\Iagistrado de la Audiencia 
provincial, un fundonario del Cuerpo técnico adminis-
trativo de la Delegación de Hacienda y un Perito Agrí-
cola ayudante de cualquiera de los servicios agronómicos 
provinciales. 
Artfculo 3.0 Actuara de Presidente de la Comisión 
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gestora el de la Diputación provincial; como Vicepre-
sidente, el Ingeniero Jefe del Servicio Agronómico, y 
como Secretario el Perito agrícola antes mencionado. 
Los cargos de Tesorero y Contador los nombrara la Co-
misión por elección entre los restantes Vocales. 
Artículo 4· o La designación del Magistrado se hara 
por el Presidente de la Audiencia provincial; la del fun-
cionaria de Hacienda, por el Delegado de Hacienda de • 
la provincia, y la del Perito agrícola ayudante, por el 
Ingeniero agrícola mas antiguo que se balle desempeñan-
do cargo en los servicios provinciales del Esta do. 
Artículo 5· 0 Por el Gobernador civil de la provincia 
se constituïra la èxpresada Comisión gestora, dando po-
sesión de los cargos antes señalados, y levantando el ac-
ta correspondiente, de cuya constitución se dara cuenta 
oportuna al Ministerio de Agricultura, Industria y Co-
mercio. 
Artículo 6. 0 La Comisión gestora funcionara a los 
efectos del despacbo ordinario de los asuntos del trami-
te y eludira la resolución de aq~ellos cuya importancia 
sea de caracter extraordinario y consienta una dilación 
en su remate. Dicha Comisión percibira las dietas de 
asistencia y emolumentos, si los había, que venían per-
cibiendo las Juntas directivas disueltas por este Decreto, 
según sus respectives Reglamentes, los cuales seguiran 
rigiendo basta la promulgación de la nueva estructura 
de las Camaras Agrícolas provinciales. 
Artículo 7. 0 La disolución de las J un tas directi vas 
de las Camaras Agrícolas provinciales implica el cese 
inmediato de los elementos representatives de las mis-
mas en todos los organismos dependientes o relacionades 
directa o indirectamente con el Estado. 
Artículo 8. 0 A la publicación en la Gt~~ceta de Madrid 
de este Decreto, e ínterin se constituye la Comisión ges-
tora, los tres Vocales natos que subsisten se haran car-
go, previo acuerdo entre los mismos, pero obrando so-
lidaria y mancomunadamente, de los inmuebles, fondos, 
documentación y asuntos en tramite de las Camaras agrí-
colas provinciales, según se ballen en el momento a<:tual. 
Artículo 9· o Den tro del plazo maximo de noventa 
días se promulgara el Decreto constitutiva de los orga-
17 
• 
nismos que se trata de renovar, y se proceclera a la ce-
lebración de las elecciones correspondientes, bajo la di-
rección y gobierno de las Comisiones gestoras ahor:a 
creadas. 
· Artículo ro. Quedan derogadas cuantas disposiciones 
se opongan al conteniclo de este Decreto, del cual se clara 
cuenta oportuna a las Cortes Constituyentes . 
Dado en Priego a ocho de Junio de mil novecientos 
treinta y dos. 
NicETo Ar.CAd.-ZAMORA v ToRRES 
El Ministro de Agricultura, 
1\1ARCELINO DOMINGO Y SANJUÀN 
COLOCACIÓN dBRERA 
Decreto de 28 de Abril, Ministerio de Trabajo dbpo-
niendo colocación de obreros del término. ' 
Decreto de Trabajo, r8 de Julio del 31, autorizando el 
recargo de una décima en la contribución. 
Orden de Trabajo de 28 de Julio, aclarandolo. 
Decreto de 6 de Agosto, exceptuando los trabajos de 
tala y poda de arbolado. 
Orden de Trabajo de rs de Abril, con excepciones. 
Otra de 30 de Abril de 1932, ídem ídem. 
Otra de 13 de Mayo, ídem ídem. 
Ley de 27 de Noviembre de 1931 sobre colocación obrera. 
Orden sobre readmisión de obreros despedidos. 20 de 
Junio de 1932. 
Decreto aprobando el Reglamento sobre colocación obre-
ra. 6 de Agosto de 1932. 
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Artículo r. o En todos los trabajos agrícolas, los pa-
troncs vendran obligados a emplear preferentemente a 
los braceros què sean vecinos del Municipio en iJUe aqué-
llos hayan de realizarse ( r). 
Artículo 2. 0 A los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo anterior, en los Municipios donde existan Delega-
ciones locales del Consejo de Trabajo, por la Secretaría 
de estos organismos se abrira un registro en el que po-
dran inscribirse los obreres agrícolas que no tengan co-
locación (2). Donde no existan las indicadas Delegaciones, 
llevara dicho registro la Secretaría del Ayuntamiento 
respectivo, bajo la inspección del Alcalde y de un patro-
no y de un obrero designados por elección de las . Aso-
ciaciones patronales y obreras, respectivamente, que 
existan legalmente constituídas en la localidad o, en de-
fecto de ellas, por los patronos y los obreros no asociados. 
Artículo 3.0 Dicho registro estara a disposición del 
público y en él podran los patronos elegir a los obreros 
O J Se hnn f'stablecido postf'rlormente las slgu!entes ex-
<'t>JJciones : Trabnjos de tala y poda de olivos y del arQOlaào en 
general (Decreo de 6 d'e agosto de 1931) ; trabajos de esquila etr 
rebaños (Gaceta de 18 de Julio de 1932) ; faenas de gua¡·rlerfa 
nu·al ; obreros forasteros ajustados por afios, que lleYen tres 
de anterioridad (Deeret()l de 12 da l:;eptiembre de 1931J ; reco-
lecclón de aceituna de verdeo cuando estén empleados todos los 
obreros locales (Decreto de 20 de Septiembre de 1931) ; capn-
taces para recoleccióu de naranja (Decreto de 30 de Septiem-
bre del 1!1) ; faenas de recolección de la naranja (Decreto de 
15 de Octubre del 31) ; resinación, descorche y corta de ma<lera 
IOrden de 15 de Abril del 32) ; para todos los que se requiE>ra 
una practica especial (Ordcn de 13 de :M:ayo del 32) ; poda rte 
Yhïas (OttC'eta del 6 de :Mayo del 32). Para todos estos trabajos, 
l'U el caso de no existir obreros especiallz;ados, ¡JuedPn contrn-
tarse los de otros términos municipales. 
(2¡ l'::Xpresaodo Ja especial!dad a que cada uno se dedica 
(Ordeu cle Trabajo de 13 de Mayo de 1932). 
2Ó2 
que hayan de emplear, teniendo en cuenta lo dispuesto 
eu el artículo I. 0 , y dejando nota en el registro de los 
obreros que contraten. 
Artículo 4.0 Las infracciones de lo dispuesto en el 
artículo I.0 seran castigadas cou una multa de 25 pese-
tas y dè so pesetas en cada caso de reiucidencia, que se-
ran impuestas por los Alcaldes. 
Daclo en l\Iadrid a veintiocho de abril de mil novecien-
tos treínta y uno. 
XICETO ALCALA-Z.\MORA y TORRES 
El :\Iinistro de Trabajo y Previsión, 
FRANCISCO I_.. CABALLERO 
DECRETOS (r) 
A medida que avanza la estación y el ciclo de · la pro-
duccióu de la tierra, próximo a cerrarse, impone .en la 
vida del campo el mas largo de los paros forzosos inhe-
rentes a nuestra economía agraria, precisa prevenirse 
contra los peligros del ocio, después de la experiencia 
del año en casi toda la mitad meridional de España, que 
componen Andalucía y Extremadura. 
Aleccionado por la cruda realidad con que se encontró 
desde el primer día; corrigiendo y perfeccio11ando sus 
mas iumediatas medidas, y, asimistno, accediendo a ins-
tancias y promesas que encuentra justas y penniten fiar en 
su favorable éxito, el Gobierno provisional de la Repú-
blica se propone evitar para 1931-32 la repetición de un 
a ilo como el anterior, preñado de la obsesiém angustiosa 
de la crisis agraria del l\:Iediodía, a reserva de lo que des-
pués y con canícter mejor y mas segura deçidan Jas Cor· 
tes soheranas. 
A tal efecto, el Gobierno provisional de la República 
decreta: 
- Artícnlo r. 0 Se declara prohibida para lo :mcesÍ\'O en 
111 Ar·laraclo y nmpllncl0 por DPr·rl'tn c]p 2'l. ell' Jnllo rlt' 1n:11. 
lu"m·to n ('ontlnuadón. 
Andalucía y demas comarcas donde hubiera venido prac-
tic{mdose, el régimen de repartos de jornaleros parados 
entre los propietarios y arrendatarios agrícolas durante 
las crisis de trabajo. 
Las autoridades muniçipales que lo impusieren incu-
rrir{m en la responsabilidad consiguiente con arreglo al 
Código penal. 
Artículo 2.0 Para atender al remedio del paro, me-
diante Bolsa's locales de trabajo y ejecución de obras pú-
blicas con caracter municipal principalmente, se autori-
za en las provincías andaluzas y extremeñas, y en las de-
mas que quieran aceptar este régimen (r) el recargo de 
una décima de las contribuciones territorial e industrial. 
El Estado reforzara los ingresos así obtenidos para 
atender al remedio del paro, con la cantidad discrecional 
que estime oportuna en cada ejercicio económico. 
Artícnlo 3.0 La décima referida, después de recauda-
da por los Agentes fiscales, quedara en cada Delegación 
de Hacienda a disposición de una Comisión esp~:;.cial ges-
tora creada en cada Municipio con representación de las 
clases contribuyentes, de la obrera y del propio Ayunta-
miento (2). 
Artículo 4· o Los Ayuntamientos podran concertar con 
las Cajas Colaboradoras del Instituta Nacional de Pre-
visión y Cajas generales de Ahorro_., anticipos hasta un 
total de un 66 por roo del importe del recargo indicada 
en el articulo 2.0 sobre las contribuciones del respectiva 
territorio municipal, con la garantia de esta recauda-
ción. 
Artfculo s. o Las Comisiones municipales gestoras pro-
cederan inmediatamente a la formación de los respecti-
Yos Censos obreros, inscribiendo en secciones especia-
les, seg(tn los oficios, a cuantos se presenten a hacer 
previa declaración de tales ante ella, quedando a salvo 
el derecho de la referida Comisión a excluir del Censo 
a los qne en realidad no merezcan aquella conceptuación 
!'1) Pre"l'lo ncuerdo de su Dlputactón Provincial, según el 
Decreto de 28 de julio de 1931. 
(2) Dos l'l'PT'e$E'ntnntes de los c<mtrlbn.:rt>ntes. dos de los 
obrero~ y dos conrejales, bajo la PresidE'ncln del Alcalde. De-
creto. de 2S cle .rullo de 19!!1. 
o a rectificar su verdadero caracter, debidamente com-
probado. 
Artículo 6. 0 Es también facultad de las Comisiones 
municipales en su función gestora de las Bolsas de paro, 
relacionarse con otras para sus fines, procurando el in-
tercambio municipal y hasta provincial de obreros para-
dos, para evitar así la continuidad de focos aislados de 
paro, doblemente forzosos si el límite municipal consti-
tuyera una barrera infranqueable. 
Artículo J. 0 Las Comisiones gestoras, por último, 
cnidarau de la debida aplicación a las obras municipales 
de la décima sobre las contribuciones territorial e indus-
trial establecida en el artículo 2.0 de este Decreto, con-
cediendo caracter preferente en los Municipios rurales a 
los Servicios de Higiene y Sanidad, hasta que, atendi-
dos éstos suficientemente, puedan plantearse otros me-
nos perentorios. 
Artículo 8.° Cuando las obras a que se refiere el ar-
tículo anterior se realicen por contrata, las Comisiones 
gestoras municipales intervendr{m en cuantos incidentes 
puedan suscitarse con los contratistas con ocasión de la 
ejecución de aquéllas. · 
Artícnlo g.0 En todo caso, tratandose de obras eje-
cntadas por contrata, los contratistas vendran obligados 
a utilinr los servicios de los ohreros parados en los Mu-
nicipios respectivos. 
Dado en Madrid a dieciocho de julio de mil novecien-
tos treinta y uno. 
El Presidente del Gobierno provisional de la República, 
:-\rcETo ALCAL.~-ZAMORA v ToRRES 
El Ministro de Hacienda, 
I~DALECTO PRIETO y TUERO 
El :\Iinistro de Trabajo v Previsión, 
FRA~CISCO L. C\R\U,ERO 
-265-
llmo. Sr.: Para dar cumplimiento al Decreto de r8 
de julio en curso, dictado por el Gobierno provisional de 
la República para remediar la crisis de trabajo en el cam-
po mediante la realización de obras públicas municipa-
les y formación de censos obreros y bolsas de paro, 
Este Ministerio se ha servido disponer lo siguiente: 
r. o Las Comisiones especia les gestoras del recargo es-
tablecido en el articulo 2.0 del referido Decreto de r8 de 
julio y de las subvenciones del Estado para reforzar ese 
ingreso se constituiran en cada Ayuntamiento de las pro-
vincias a que se contrae el articulo I.0 del mismo Decre-
to en el plazo de ocho días, a partir de la publicación 
de la presente Orden en la Gaceta de Madrid. 
2. 0 Las provincias no mencionadas en el Decreto de 
r8 de julio que quieran acogerse a su régimen lo haran 
mediante acuerdo adoptado por su respectiva Diputación 
provincial, en sesión extraordinaria, con el voto de las 
dos terceras partes de la totalidad de sus Diputados. El 
acuerdo debera comunicarse, con certificación literal del 
acta, a los \linisterios de la Gobernación, Hacienda y 
Trabajo y Previsión. 
~.0 Las Comisiones especiales se compondran de dos 
repre· entantes de los contribuyentes, de dos de los obre-
ros r de dos Concejales del Ayuntamiento respectivo, 
bajo la presidencia del Alcalde. 
4. 0 Inmediatamente a la publicación de la presente 
O rd en, y para dar debido cumplimiento a su artículo I. 0 , 
los Alcaldes invitaran a las Asociaciones patronal y obre-
ra, si existiesen en la localidad, a designar en tén_nino 
de tres días sus representantes respectives para formar 
parte de la Comisión ; si hubiese mas de una Asociación 
de una ·u otra clase, el Alcalde com·ocara en igual pla 
zo a sus Presidentes a una reunión para que se pongan 
de acuerdo sobre el nombramiento de sus representantes, 
, y en caso de que no se lograra, prevalecera la designa-
ción hecha por la Asociación que tenga mayor número 
de individuos ; en el caso de que las clases, o una de 
ellas, no estén constituídas en Asociación, el Alcalde re-
unira, con separación, a obreros y patronos, en. el Ayun-
tamiento, y hajo su presidencia designaran los asisten-
tes sus representantes. 
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El Ayuntamiento designara, en ses10n extraordinaria, 
los dos Concejales que han de formar parte en su repre-
sentaci6n de la Comisión especial. 
5.° Constituída la Comisión especial, nombrara Se-
cretario a uno de sus Vocales y determinara lo necesario 
a su funcionamiento para realizar los cometidos que le 
atribuyen los artículos 5. 0 , 6. 0 y 7. 0 del Decreto organi-
co de su creación. En orden al plan de obras municipal~-; 
se atendera al acordado por el Ayuntamiento, sin perjuí-
cio de su iniciativa, que sometera a la aprobación del .i.\Iu-
nicipio. 
6. 0 Los Ayuntamientos que estimen necesario con-
tratar anticipes con las Cajas colaboradoras del Institu-
to Nacional de Previsión y con Cajas generales de Aho-
rro hasta un total del 66 por roo del importe del re..:argo 
establecido en el artkulo 2. 0 del referido Decreto de r8 
de Julio, con la garantía de esta recaudación, adoptaran 
los acuerdos en sesión extraordinaria, a la que deberan 
concurrir las cuatro quintas partes de la totalidad de 
Concejales que lo constituyan, debiendo obtenèr el acuer-
do la unanimidad de los asistentes. 
El préstamo se ajustara a las condiciones especiales 
que pacten los Ayuntamientos con las entidades de Pre-
visión y de Ahorro y con las generales siguientes : 
La duración sera el fiu del año económico en que se 
haya aplicado el recargo de la d~cima a las contribucio-
nes territorial e industrial. 
1El interés del capital del préstamo no excedera del 5 
por roo anual sobre las cantidades realmente entregadas, 
pud1endo establecerse un recargo hasta de un o,25 por roo 
para compensar los gastos extraordinarios que estas ope-
raciones ocasionau a las entidades contratantes.• 
Ademús de la garantía de la recaudación de la déci-
ma especialmente afecta al préstamo, los Ayuntamien-
tos se obligaran a solventarlos con los ingresos de su pre-
supuesto. 
Sera obligación de los Ayuntamieçtos, si realizan las 
obras por administración directa o de los contratistas si 
se efectúan por subasta, el cumplimiento del régimen le-
gal de retiro obrero, afiliando a los obreres q)le empleen 
y contizando normalmente por ellos, para lo cual el 
• 
Ayuntamiento, o el contratista en su caso, daran las ma~ 
xímas facilidades a la Inspección del régi.men de Previ-
sión. · 
7. o Los Ayuntamientos so licitaran de las Ca jas co-
laboradoras del Instituto Nacional de Previsi6n de su te-
rritori o y de las Cajas generales de Ahorro establecídas 
en la provincia respectiva préstamos hasta la cuantía ma-
xima autorizada, acompañando a la solícitud certifica-
ciones del acuerdo, de la constitucíón de la Comisión es-
pecial gestora y de las oficinas de Hacienda respecto .a 
la cuantía del recargo y antecedentes referentes a su re-
caudación. 
La concesión de los préstamos se subordinara al cum-
plimiento de las formalidades requeridas y a las disponi-
bilidades existentes en las Cajas de Prevísión y de Aho-
rro, y su entrega al Alcalde para que lo ponga a disposi-
ción de la Comisión gestora se hara constar por acta que 
autorizara el Secretarío de la entidad de que se trate, 
extendiéndose tres ejemplares, uno para el Delegado de 
Hacienda de la provincia respE;ctiva, que anotara a favor 
de la enii.dad que haya concedido el préstamo la respon-
sabilidad de los fondos que se obtengan por la recauda-
ción de la décima correspondiente a las contribuciones 
territorial e industrial en el Municipio contratante; otro 
para éste y otro para la Caja de Previsión o de Ahorro 
interesada en la operación. 
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efec-
tos. Madrid, 28 de julio de rg3r. 
FRA:-lCISCO L. CABALT,ERO 
Señores Director general de Acción Social y Presiden-
te del Instituto Nacional de Prevísión. 
Teniendo en cuenta la índole especial de los trabajos 
de tala y poda de los olivos y del arbolado en general, 
y a fin de evitar los perjuicios que pudieran producirse 
por una ejecución defectuosa de dichas operaciones, aten-
• 
• 
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diendo a lo solicitado por la Asociación X acional de Oli-
vareres de España, a propuesta del :Ministro de Trabajo 
y Previsión, y de acuerdo con el Gobierno de la Repú-
blica, como Presidente de éste, 
Vengo en decretar lo siguiente : 
Artículo r. 0 El cumplimiento del artículo r. • del De-
en: to de 28 de abril último dando preferencia para el tra-
bajo agrícola a los braceres vecinos de cada localidad, 
se aplica;'a, por lo que respecta a los trabajos de poda, 
desvaretado y tala de los olivos y en general para los de 
poda y arbolado, únicamente en enanto a los obreros lo-
cales pnícticos en dichas operaciones y que las bayan ve-
nido realizando en años anteriores. A falta de tales obre-
ros especializados, los patronos podran contratar libre-
o¡¡ente los avecindados en otros pueblos. 
Dado en Madrid a seis de agosto de mil novecientos 
treinta y uno. 
XICETO ALC:\.d-ZA::O.lORA y TORRES 
El Ministro de Trabajo y Previsión, 
FR\xcisco r •. C.\nALLERo 
Ilmo. Sr.: Visto el infonne de la Dirección general de 
Montes, Pesca y Caza, en el sentido de que las labores 
forestales constituyen verdaderes oficios, )' que, por tan-
to, la practica de las mismas, si se pretende su útil ren-
rlimiento, exige personal apto y especializado para reali-
zar su comet.ido, que no es suscep6ble de ser ejecutado 
por cualquier obrero agrícola. 
Este ~finisterio, atendiendo a lo solicitado por la re-
presentaci6n de la Cooperativa Resinera Española, ba 
acordado di~poner lo siguiente : 
Quedau exceptadas del alc2nce del Decreto de 28 de 
abril, elevado a Ley en 9 de septiembre último, las fae-
nas de resinaci6n, descorche y cortas de madera, ya que 
las de poda y arbolado, en general, lo fueron por decla-
ración expresa del Decreto de 6 de agosto pasado, pu-
diendo en su \'Írtud los patronos contratar libremente 
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obreros de distinta vecindad cuando en la suya no exis-
tan pnkticos en las referidas operaciones. 
Lo que comunico a V. I. para sn co~ocimiento y efec-
tos oportunos. Madrid, rs de abril de 1932. 
FRA~CISCO L. CABALLERO 
Sel1or Director general de Trabajo. 
Ilmo. Sr. : Vistos los informes de la Camara Oficial 
Agrícola de la provincia de Madrid y del Cuerpo Nacio-
nal de Ingenieros Agrónomos, en el sentido de que la 
aplicación de la poda al arbol de la vid exige una verda-
dera especialización en quien ha de verificaria, ya C]Ue de 
su buena o mala realización dependen, no sólo la cosecha 
inmediata, sino la futura y aun la vida de la propia plan-
ta, a la cual ocasionarían serios trastornes de no ser 
encomendadas dichas operaciones a obreros especializa-
dos en elias y con practicas poco comunes, 
Este Ministerio, accediendo a lo solicitado por la Aso-
ciación de Agricultores de España, ha acordado disponer 
lo siguiente : 
Quedau exceptuadas del alcance del Decreto de 28 
de abril del año último, elevado a ley en 9 de septiem-
bre siguiente, las operaciones de poda de viñas, pudien-
do, en· su consecuencia, los patronos, contratar libre-
mente obreros de distinta vecindad cnando en la suya 
no existan practicos en las operaciones referidas. 
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efec-
tos oportunos. Madrid, 30 de abril de 1932. 
P. A. 
JUAN REL~QUE 
Señor Director general de Trabajo. 
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Ilmo. Sr. : Erróneas interpretaciones de lo preceptua-
do en el Decreto de 28 de abril de 193 I, Ley de la Re-
pública de 9 de septiembre siguiente, originau en su apli-
cación conflictos y perjuicios que no se produjeran de 
exigirse su cumplirniento entendiendo la expresión lite-
ral de tales preceptos de la manera mas ajustada al espí-
ritu que los informa. 
Conviene quede así bien aclarado y que sirva de nor-
ma cuando se haya de aplicar la mencionada Ley para 
las inmediatas operaciones de la siega, que son las que de-
ben realizarse con la mayor brevedad posible y en las que 
no pueden ser empleados, sin grave daño, obreros que no 
tengan la practica snficiente. 
Y en consecuencia de ello, 
Este Ministerio ha tenido a bien disponer : 
I. 0 Que en los registros de obreros agrícolas sin colo-
cación que en los Municipios han de llevarse, en las De-
legaciones locales del Consejo de Trabajo o, en defecto 
de éstas, por las Secretarias de lo$ Ayuntamientos, hajo 
la inspección que se indica en el artículo 2. • del Decreto 
de 28 de abril de I93I, Ley de la República de 9 de sep-
tiembre, solamente podran figurar los obreros parados 
que principalmente se hayan dedicado a las faenas del 
campo, mas debiendo indicarse, respecto de cada uuo 
de los inscritos, las labores agricolas que esta acostum-
hrado a realizar y aquellas para las que tenga una espe-
cial idoneidad o aptitud. 
2.0 Que para las operaciones agrícolas cuya realiza-
ción requiera de los obreros una practica y conocimien-
tos especiales, de manera que sin éstos pueda sobrevenir 
perjuicio en la cosecha, solamente seran preferidos los 
obreros de la vecindad sobre los forasteros cuando aqué-
llos tengan la necesaria aptitud. 
3·" Que en las faenas agticolas deberan ser emplea-
dos cada día el mayor número posible de obreros cam-
pesinos, con miras a que con el rendimiento normal de 
éstos pueda terminarse la faena en el tiempo debido, se-
gún uso y costumbre de buen labrador, y a que, una vez 
empleados los obreros de 13 vecindad aptos para reali-
zarla, lo sean también los de otras localidades. 
4·" En los Municipios en que no se lleven los regis-
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tros de parados en la forma preceptuada en el aparta-
do r. 0 de la presente dísposición, no se podra pon er tra-
ba alguna al empleo de obreros agrícolas forasteros. 
J...o que digo a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Madrid, 13 de mayo de 1932. 
FRANCISCO L. CABALLERO 
Señor Director general de Trabajo. 
EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ESPA-
z;;OLA, 
A todos los que la presente vieren y entenclieren, 
sabed: 
QeE LAS CoRTES CoNSTITUYEXTES, en funciones de So-
beranía Nacional, han decretado y sancionado la si-
gíente 
LEY 
Artículo r.• Bajo la dependencia del Ministerio de 
Trabajo y Previsión se organiza por el Estado la coloca-
cíón obrera con el caracter de nacional, pública y gra-
tuïta. 
Las Empresas comerciales de colocaeión y las Agen-
cías de pago cesarfm en sus funciones en el término de 
nn año . 
.Artículo 2." La organización que se crea tendra por 
0bjeto: 
a) Registrar exacta y puntualmente los puestos en 
demanda de trabajo y los obreros en oferta del mismo. 
b) Dar a unos y a otros la publicidad debida inme-
diata y regularmente. 
e) Poner en relación los obreros solicitantes o para-
dos con los patronos o empresas que necesiten trabaja-
dores. 
d) Entender, con el mismo objeto, en las cuestiones 
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del aprendizaje y de la selección y orientación prof~io­
nales, a fin de utilizar practica y racionalmente basta las 
fuerzas de trabajo mas débiles, defectuosas o readaptadas 
en los oficios adecuados. 
e) Inspeccionar las Agencias de colocación privada, 
en vista de la supresión de las comerciales o de pago; a 
fin de que reúnan las condiciones de moralidad e higie-
ne, entren en el sistema de esta Ley y sean siempre gra-
tuitas para los trabajadores. 
f) Estudiar los movimientos migratorios, así naciona-
les como extranjeros, lo mismo que cualquier otro movi-
miento demografico que pueda alterar el desequilibrio 
entre la oferta y la demanda de trabajo. 
g) Promover, donde sea posible, servicios de asisten-
cia, estaciones de socorro, talleres, enseñanzas, subsi-
dios, seguros u obras para operarios sin trabajo. 
h) Tener al día las estadísticas de las ofertas y de 
las demandas de ocupación, de las colocaciones y de las 
fluctuaciones del paro. 
i) Cualquiera otra función o servicio concerniente a 
la colocación, en interés de una economía nacional sana 
y racionalizada. 
Articulo 3.0 En las Alcaldías de todos los Ayunta-
mientos de la República se llevara un registro con las 
inscripciones diarias, así de las ofertas y de las demandas 
de trabajo como de las colocaciones concernientes. 
Articulo 4· 0 Por lo menos en las cabezas de partí do 
y capitales de provincia, y, si se creyera menester, en los 
pueblos principales de los mismos, se creara por el res-
pectivo Municipio una Oficina de colocación, con las ne-
cesarias Secciones para los diversos ramos de la agricul-
tura, de la industria, del comercio o de las profesiones 
domésticas. 
Dentro de las mismas se especializanin las incripcio-
nes por categorías de obreros_ y por grupos de sexos y de 
edades, y según sean obreros defectuosos o readaptados, 
etcétera. 
Artículo 5. 0 Las DiputCIICiones prCYVinciales, y, en su 
caso, las regiones y las Mancomunidades, organizaran 
Oficinas de colocación en sus respectivas demarcacion~s 
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para coordinar los servicios municipales y el movimiento 
interlocal del trabajo. 
Artículo 6.0 Una Oficina central de colocación y de 
lucba contra el paro tendra la necesaria intervenciAn je-
rarquica en todas las de la nación, las orientara conve-
nientemente, pondra en conexión y armonía sus varias 
actividades, centralizara la estadística, informara sobre 
los remedios contra el paro promoviendo su realización 
y actuara como Camara de compensación en los despla-
zamientos y distribución del trabajo. 
Articulo 7. o La administración de cada una de las 
Oficinas municipales, provinciales, mancomunadas o re-
giouales estara sometida a la inspección inmediata de 
Comisiones correspondientes, formadas con representa-
ción patronal y obrera y con una representación de per-
sonalidades competentes, pertenezcan o no a la Adminis-
tración pública, nombrades, a propuesta de la$ respecti-
vas entidades, por el :1\Iinisterio de Trabajo y Previsión. 
El Presidente de las Comisiones inspectoras en las Ofi-
cinas locales, sertf obrera; y si éste no llegara a un acuer-
do sobre la designación, lo nombrara el Ministerio de 
Trabajo y Previsión, previa la presentación de temas 
por cada una de aquellas representaciones profesionales 
y por el Delegado de Trabajo de la provincia en que 
hava de tener su residencia la Comisión. 
:'\.rtículo 8.0 La Oficina central de colocación y paro 
estara bajo la inspección inmediata de una Subcomisión 
especial del Consejo de Trabajo, constituída según las 
nonnas generales de estructuración de tales Subcomisio-
nes, pero ampliada en el número de Vocales, patrones y 
obreros que se consideren precisos, y con representación 
de personalidades competentes nombradas por el Minis-
tro de Trabajo y Previsión a propuesta de la Comisión 
permanente del mencionada Consejo. 
Articulo g. 0 El sen•icio inmediato de la colocación es-
tara a cargo de funcionaries competentes, responsables 
de su actuación ante las Comisiones inspectoras y, en 
definitiva, ante el l\linisteri0 de Tr.1hajo l' Pre\·isión, 
pievio informe de la Suhcomisión correspondiente del 
Consejo de Trabajo. 
Actuara con la mayor objetividad dentro de sus fun-
18 
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ciones, registrando con absoluta veracidad las situacio-
nes en que entiendan y procurando con maxima diligen-
cia la adecuada colocación para los obreros sin trabajo. 
Artículo ro. El Ministerio de Trabajo y Previsión 
organizara cursillos practicos y breves sobre la doctrina 
de la colocación y los remedios del paro, sus v~riedades, 
ejemplos comparados del Extranjero, legislación, esta-
dísticas, material de instalación de las Oficinas, ficheros, 
etcétera, a fin de que puedan servir de preparación a los 
empleados que carezcan de la mas indispensable. 
En la elección de personal para el servicio de las Ofi-
cinas se considerara como mérito¡ en igualdad de condi-
ciones, el conocimiento de la técnica de los oficios y la 
practica probada en cuestiones sociales. 
Articulo 11. Los medios empleados por las Oficinas 
de colocación, en sus diferentes categorías, seran cuan-
tos les aconseje su cometido, una vez aprobados por las 
respectivas Comisiones inspectoras y por la Subcomisión 
correspondiente del Consejo de Trabajo. Podran visitar 
patronos ; apelar a la inteligencia con las empresas agrí-
colas, industriales y mercantiles; con las Camaras agrí-
colas, de Industria, de propietarios; con Asociaciones 
profesionales, patronales y obreras, y cualesquiera otras 
entidade5 semejantes, para promover empleos y contra-
tos de trabajo. Apelaran a la propaganda y hasta el re- , 
clamo. Utilizaran en franquícia el Correo, el Telégrafo 
y el Teléfono. Estaran autorizadas para gestionar de las 
Compañías de ferrocarriles y de las Empresas de trans-
portes pases gratuitos o a tarifa reducida para los obre-
ros que hayan de trasladarse desde el sitio en que vacau 
al puesto preciso en que se les haya colocado. Podran, 
en ocasiones, concederles el oportuno auxilio de viaje. 
Artículo 12. La grat1údad de /,as Oficinas, así para 
los obreros como para los patronos, se entendera en cuan-
to a las informaciones y a la colocación en su caso. 
Los gastos de transporte o de viatico podran ser car-
gados a cuenta de unos, de otros o de entrambos, por 
disposición del lllinistro de Trabajo y Previsión, oída la 
Subcomisión correspondiente del Consejo de Trabajo. 
Artículo I..J. La noticia a la Oficina de colocación de 
las plazas vacantes o de la falta de ocupación sertf obli-
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gatoria para el elemento patronal y para el obrero, al · 
sólo efecto de las estadísticas de colocación y paro y a 
demanda de las respectivas· Oficinas. 
No obstante, el Ministro de Trabajo y Previsión, oída 
la Subcomisión correspondiente del Consejo de Trabajo, 
podra, por Decreto aprobado en Consejo de Ministres, 
obligar a empresarios y obreros a acudir a las Oficinas 
de colocación correspondientes con sus avisos de pues-
tos vacantes o de falta de trabajo ; a que acepten los pri-
meros a los obreros de la correspondiente categoría, y a 
que acepten los obreros los empleos que les designe la 
Oficina. A los p~imeros se les admitira. la negativa cuan-
do esté fundada en fàlta probada de competencia o de 
probidad de los obreros, y a éstos la que funden en la 
inadecuación notoria del empleo propuesto. 
En todo caso se exceptuaran de estas medidas las em-
presas que no ocupen mas de cinca obreros o empleados 
y las profesiones domésticas. 
Artículo 14. Las Oficinas de colocación no podran 
influir, en virtud de intereses patronales, obreros, polí-
ticos confesionales, etc., en condición personal alguna 
que afecte al contrato de trabajo. No podran informar 
acerca de situaciones de demanda o de oferta que estén 
en contradicción con las Leyes sociales, los acuerdos de 
los organismos paritarios o las 110nnas corporativas del 
trabajo. 
En los casos de huelga o de paro patronal, las Oficinas 
se limitaran a ammciarlo públicamente en sus locales 
para que 'puedan proceder con entera libertad los soli-
citantes. 
Artículo 15. Seran sometidos a expedientes, que . po-
dran promover las respectivas Comisiones inspectoras, 
los funcionarios que falten a la objetividad y la dilig-en-
cia debidas en el ejercicio de sus cargos. 
Las sanciones graves sólo podran ser impuestas por el 
Ministro de Trabajo y Previsión. a propuesta del Jefe 
del Servicio correspondiente y de la Suhcomisión espe-
cial del Consejo de Trabaio. 
La falta de veracidad en los dates suministrados por 
los patronos o por las Asociaciones obreras sera castiga-
da con multa de :;o pesefas, con rlestino a los fines de Ja 
Oficina de colocación radicante en la localidad, pudien-
do, los que se creau perjudicades por su imposición, acu-
dir en alzada al Ministerio de Trabajo y Previsión. En 
el caso de que el :Ministro de Trabajo y Previsión dispu-
siera la obligatoriedad de la información o del contrato, 
según el caso previsto en el artículo 13, puntualizara en 
el mismo Decreto en que la disponga las sanciones a que 
deban someterse sus transgresores. 
Artículo r6. Los gastos que ocasionen las Oficinas 
municipales, provinciales, mancomunadas o regionales, 
seran satisfechos, respectivamente, por los Ayuntamien-
tos, Diputacíones, Mancomunidades o regiones, que de-
beran, en lo sucesivo, consignar el crédito èorrespondien-
te en sus presupuestos ordinarios. 
La Oficina central de colocación y de lucha contra el 
paro estara a cargo de los Presupuestos del Estado, den-
tro del Ministerio de Trabajo, que en lo sucesivo afec-
tara a este concepto el debido crédito. 
Por tanto: 
Mando a todos los ciudadanos que coadyuven al cum-
plimiento de esta Ley, así como a tod<>s los Tribunales 
y Autoridades que la hagan cumplir. 
Madrid, veintisiete de noviembre de mil novecientos 
treinta y uno.-Manuel Aza1ïa.-El Ministro de Traba-
jo y Previsión, Francisco L. CabaUero.- (Gaceta de 28 
de noviembre.) 
Ilmo. Sr. : Vista la consulta elevada por la Delega-
ción de Trabajo de la undécima Región, a virtud de du-
das surgidas en la aplicación de la Ley de 27 de noviem-
bre de 193 r, respecto a,l plazo den tro del cual ha de veri-
ficarse la readmisión de los obreros cuyo despido se decla-
re injusto por el Jurado mixto, dado que por algunes se 
entiende que dicho término es el mismo de diez días que 
para interponer recurso contra las sentencias concede el 
articulo 6r de dicha preceptiva : 
Considerando que el Real decreto-ley de Organi?.ación 
Corporativa Nacional de 26 de noviembre de rgz6, texto 
refundido, .que fué declarado ley de la República en o 
• 
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de septiembre último, en su artículo 67 fija el momento 
de la readmisión en las cuarenta y ocho horas siguien-
tes al fallo del organismo sentenciador, disposición que 
ha de considerarse vigente, puesto que la Ley de 27 
de noviembre de 1931 citada silencia dicho extremo y 
la adicional décima de la misma previene la derogación 
de las disposiciones que se opongan a dicho cuerpo le-
gal, caso que no es el del artículo 67 antes referido, ma-
xime cuando el mismo esta de acuerdo con el espíritu 
que informa la nueva legislación que pretende que, de-
clarada injusto un despido, no haya jurídicamente solu-
ción 'de continuidad entre el instante del despido y el de 
la readmisión, por lo que obliga al condenado a satisfa-
cer, en tales casos, el importe de los jornales a que di-
cho período se contrae, 
Este Ministerio ha tenido a bien declarar con carac-
ter general quer el momento a que ha de referirse la re-
admisión o nueva colocación de los obreros injustamen-
te despedidos, a los efectos del artículo 52 de la Ley de 
2í1 de noviembre de 1931, es el de las cuarenta y ocho 
horas siguientes al fallo del Jurado mixto. 
Lo que digo a V. I. para su conocimiento :! efectos. 
Madrid,' 20 de junio de 1932. 
FRANCISCO L. CABALLERO 
Señor Director general de Trabajo. 
De acuerdo con el Consejo de Ministros y a propues-
ta del de Trabajo y Previsión Social, 
Vengo en aprobar el siguiente Reglamento para la apli-
cación de la Ley de 27 de noviembre de 1931, relativa a 
Colocación obrera. 
Dado en La Granja a seis de agosto de mil novecientos 
tre_inta y dos. 
NrcETo ALCAL~-Z.ntORA v ToRRES 
El Ministro de Trabajo y Previsión, 
FRANCISCO L. CABALT,ERO 
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REGLHMENTO 
para ejecución de la Lev de 27 de nouiembre de 
1931, relatlua a eolocación obrera 
TÍTULO PRIMERO 
Del Servicio Nacional de Colocación 
CAPITULO PRIMERO 
Fitzes y medios 
Artículo r. 0 Ba jo la dependencia del Ministeri o de 
Trabajo y Previsión Social, se organiza por el Estado la 
colocación obrera con el caracter de nacional, pública y 
gratuïta. 
Artículo 2. 0 EI Servicio Xacional, público y gratui-
to, de colocación obrera, tiene por objeto : 
a) Aproximar las ofertas y las demandas de mano de 
obra, en beneficio de patronos y obreros. 
b) Proporcionar un conocimiento general, uniforme 
y centralizado, de las necesidades de las profesiones e 
industrias y de las características y posibilidades del mer-
cado de trabajo en todo el territorio de la República, 
para prevención y defensa contra el paro involuntario y 
para alcanzar una economía nacional sana y raciqnali-
zada. 
Articulo 3. 0 Para conseguir los fines señalados en el 
artículo precedente, los organismos de caracter oficial 
a quienes encomienda dicha misión la Ley de 27 de no-
viembre de 193r, y los de índole privada que por no per-
seguir fines lucrativos deben mantenerse, emplearan los 
medios que siguen : 
a) Con referenda a la finalidad primera: 
/ 
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Registrar exacta y puntualmente los puestos que se 
ofrezcan y las colocaciones que se soliciten. 
Divulgar con exactitud, eficaciaJ rapidez y frecuencia 
las demandas y las ofertas que hayan registrada y no sa-
tisfecho. 
Poner en relación, en enanto lleuen las condiciones 
profesionales requeridas, a l9s obreros parados, o en de-
manda de colocación distinta de la que tuvieren, con los 
patronos que necesiten trab~jadores. 
Llevar al día las estadísticas de las ofertas y de las de-
mandas de ocupación, de las colocaciones y de las fluc-
tuaciones de paro . 
E.iercer asidua y rigorosa fiscalización de las Agen-
cias particulares dedicadas a facilitar empleo para que, 
en todo caso, reúnan las debidas condiciones de morali-
dad e higiene, no sean onerosas para los que acuden a 
elias en busca de trabajo y se sometan en su actuación 
al sistema establecido por la Ley y por este Reglamento. 
b) Para logro de la finalidad segunda : 
Entender, en defensa contra el paro involuntario y 
como preparación de un desenvolvimiento del trabajo 
menos azaroso y mas racional, en las cuestiones de 
orientación y selección profesionales, del aprendizaje y 
de la formación y reeducación obrera, para el aprove-
chamiento adecuado de todas las actividades producte-
ras, incluso las mas defectuosas y débiles. 
Estudiar los movimientos migratorios de trabajadores, 
así nacionales como extranjeros, y cualquier otra alte-
ración demografica que pueda pertorbar el equilibrio en-
tre la oferta y la demanda de trabajo ; principalmente 
las que produzcan desplazamie_ntos lesives para los inte-
resados o perjudiciales para la economía nacional. 
Cooperar a la formación y renovación de los censos 
profesionales obreros, del catalogó metodizado y com-
pleto de las industrias españolas y del índice de posibili-
dades para su ampliación y arraigo. 
Sugerir iniciativas o promover actuaciones encamina-
das a la mayor eficacia y extensión de los propósitos 
enunciades ·en los parrafos precedentes. 
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CAPITULO II 
N ormas de cartfcter general 
Artículo 4.0 Por regla general, salvo para efectos es-
tadísticos y en el caso que reg-lila el parrafo segundo del 
artícnlo 13 de la Ley de 27 de noviembre de 1931, ni pa-
tronos ni obreros estan obligados a acudir con deman-
das u ·ofertas de trabajo a los Registros y Oficinas de co-
locaci6n. 
Los primeros podran contratar la mano de obra que 
necesiten por los procedimientos usuales, que no se 
opongan a las prescripciones de este Reglamento. A los 
segundos les asiste el derecho de procurarse trabajó por 
los medios que consideren de mayor eficacia. Habran de 
ser, por tanto, los mismos Registros y Oficinas quienes, 
por la acertada orientaci6n que sigan y los útiles rendi-
mientos que logren, se ganen la confianza de las Par-
tes interesadas, produciéndoles el convencimiento de que 
les sera provechoso servirse de los organismos oficiales 
de colocaci6n. 
Queda prohibida la contratación de mano de obra fue-
ra de los sitios señalados por los Registros u Oficinas de 
colocaci6n, de los lugares de trabajo o del domicilio de 
los p'ttronos y de los obreros. 
Artículo 5. 0 El Servicio de colocaci6n sera gratuito 
para todos los usuarios, tanto obreros como patronos. En 
este sentido no se podran establecer derechos, impues-
tos, arbitrios o retribuciones de ninguna clase y cuantía, 
siendo motivo de sanción el quebrantamiento de esta 
norma. 
Artículo 6. 0 Los Registros y Oficinas de colocaci6n 
actuaran con absoluta neutralidad, guardando el mayor 
respeto a las ideas políticas, sociales y religiosas de los 
obreros y patronos que acudan a ellos. El qnebrantamien-
to de esta norma de objetividad sera también motivo de 
sanci6n. 
Artícnlo 7.0 Para compensar los desequilibrios loca-
les de la demanda y de la oferta de trabajo, los Regis-
tros y Oficinas tendran que actuar en un plano racional 
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y sencillo de coordinación, de lo que no seran excluí-
das las Agencias privadas que por sn caracter gratuito y 
altruista de ban subsistir. Esa coordinación se basara pre-
cisam en te en el acatamiento y empleo en todo caso de 
los métodos, científicos e ig1.1ales, que para la compen-
sación establezca el Servicio correspondiente del Minis-
terio de Trabajo y Previsión Social. 
Artículo 8. 0 Los Registros y Oficinas pondran el ma-
yor celo en proporcionar a los Centros directivos del Ser-
vicio el mas exacto conocimiento de las circunstancias 
del mercado de trabajo en sn respectiva zona de actua-
ción, con objeto de que puedan trazarse las normas con-
venientes y promover las iniciativas adecuadas para la 
orientación profesional de los jóvenes o de los trabaja-
dores que hayan de readaptarse en los oficios mas en ar-
monía con su capacidad y sus conveniencias. A este fin 
mantendran estrecha relación con los I nstitutos y Ofici-
nas de Psicotecnia y con las Esçuelas de Trabajo. 
Articulo g.0 Ponclran, Registros y Oficinas, especial 
cuidado y diligencia en coadyuvar a la obra de forma-
ción y rectificación periódica de los censos profesionales 
obreros, y en ser órganos eficaces de propaganda y di-
fusión de las leyes e instituciones de caracter social, 
principalmente de las que tengan por finalidad, próxi-
ma o remota, principal o secundaria, combatir las cau-
sas y atenuar los efectos del paro. 
TiTULO 11 
Organiza c i ó n 
CAPITULO PRIMERO 
pe las Oficinas y de los Registros de colocaci6n 
Artículo ro. El Servicio Racional de Colocación 
obrera estani confiado : 
r. 0 A los Registres locales de colocación. 
2.0 A las Oficinas locales de colocación. 
3. 0 A las Oficinas de colocación que se crearan por 
las Diputaciones y, en su caso, por las Regiones o l\-Ian-
comunidades. 
4. 0 A la Oficina central, radicante en el Ministerio 
de Trabajo y Previsión Social para dirigir y coordinar 
la labor de todos los organis.tnos antes expresados, en 
relación con la Subcomisión correspondiente del Conse-
jo de Trabajo. 
Artículo II. Por lo menos, en las capitales de par-
tido judicial y en las de provincia, se creara por el JYfu-
nicipio correspondiente una Oficina local de colocación, 
encargada de atender en las poblaciones respectivas los 
servicios que a las de su clase confia la Ley de 27 de 
noviembre de 1931 y este Reglamento. 
La jurisdicción de estas Oficinas se extendera a todos 
los Registres de colocación enclavades dentro del Partí-
do o partidos judiciales · de que la localidad de que se 
trata sea cabeza, a fin de coordinar los servicios de co-
locación en los mismos y el movimiento interlocal del 
trabajo. 
Artículo 12. También se podran crear en aquellos 
pueblos en que por su importancia industrial o agrícola 
convenga el establecimiento de este servicio intennedio 
de colocación. 
La creación de las Oficinas no correspondientes a ca-
bezas de partido ni capitales de provincia, clebera soli-
citarse del Ministerio de Trabajo y Previsióu Social, pre-
vios los informes patronales y obreros pertinentes y el 
de la respectiva Delegación provincial de Trabajo. Po-
dran solicitarla los Municipios interesados en ella y tam-
bién la Subcomisión de Colocación y Paro del Consejo de 
Trabajo y las entidades patronales y obreras. La instan-
cia en que se haga la petici6n se tramitara por conducta 
de la correspondiente Delegaci6n de Trabajo, que la re-
mitirti al "Yiinisterio debidamente informad/1J. 
Al concederse el establecimiento de una de estas Ofi-
cinas locales de colocación se marcar<\ la zona o comarca 
a que pueda extender sus actividacles para los efectos 
consignados en el parrafo segundo del artículo prece-
dente (r). 
Artículo IJ. Los Ayuntamientos proporcionaran a 
las Oficinas municipales local adecuado y personal sufí-
dente en las condiciones que se expresara mas ade-
lante. 
Artículo 14. En los Municipios de la República don-
de no corresponda crear una Oficina de colocación se or-
ganizara un Registro para las inscripciones diarias, tau-
to de las ofertas y demandas de trabajo como de las co-
locaciones que se efe:ctúen . 
. Artículo rs. Cuando medien circunstancias especia-
les, como las de poseer un término municipal ·educido, 
ser J)Oco nnmeroso el vecindario, etc., podran manco-
munarse 'Varios Municipios para el sostenimiento de un 
Registro común a todos ellos. 
Esta solución podra adoptarse a petición de lo!?, l\Iuni-
cipios interesados y previo informe de la Delegación pro-
vincial de Trabajo correspondiente, quien oira a las re-
presentaciones patronal y obrera, recogiendo el parecer 
de ambas en el expediente que forme para resolución del 
l\Iinisterio. A ésta debera preceder el infonne de la Sub-
comisión especial del Consejo de Trabajo. 
Artículo r6. En los casos en que se autorice la unión 
àe varias .1\Iunicipalidades para el sostenimiento de un 
(1) Ea·c-mo. Sr. Mini.stro de Trabajo: 
E! que 81tscribe, Don ... (Alcalcle, P1·esidente de Entidarl Pa-
trona! o Sociedad Obt·era) del pueblo de ... , ante l'. E. ea:ponc: 
Que e.:cigienilo laS' necesidade:s de la. vi-da social rle e.yte MÍIIIi-
cipï.o el estr(/Jlccimiento de un:ai Oficina local rle C'uloc:ud6n Obre-
ra en la torm-a. que autorica el art. 12 del Re{lla.mentu de O de 
Agosto do 1932, para ejecución de la Ley àe 2ï rle Xovíembre 
de 1931, seg1ln dcm.uestra•n los inforrnes que se aconlll>afi.wn de 
d-ive1·sas entid-ades pOJtronalès y obreras de la Tocalidad, 
Flupli<'o a- r. E. qtte, previ<Js los tramites ordillat·ios, se sin·a 
acorà<lr quede COIIStituida en este lCtwici¡¡io lu corrn!!ponrlirntr· 
Oficina, pa.ra. los fines eJ.'presadoJ. 
rira V. E. muchos amos. 
(Ln instan<'ia debe remitlrse al Sr.' Delegado parn su informe 
y elevación• al Minis~erio.) 
Registro común de colocación obrera, las Secretarías de 
los Ayuntamientos de los pueblos en que no radique 
aquél, servitan de Au..""iliares del mismo, exponiendo 
diariamente en el tablón de anuncios de la localidad res-
pectiva las ofertas y demandas de trabajo y actuando de 
intermediaries entre los obreros y patrones del pueblo, 
para facilitar la colocación conforme a las normas de este 
Reglamento. 
Artícnlo 17. Las Diputaciones provincia les organiza-
ran Oficinas de colocación, cuyo territorio jurisdiccio-
nal sera el de la respectiva provincia, con la misión ex-
clusiva de coordinar los servicios de colocactón en la mis-
ma y el movimiento intercomarcal de los trabajadores. 
Artículo r8. Las Diputaciones provmdales deberan 
proporcionar local adecuado y sufragaran todos los gas-
tos que ocasione el Servicio, incluyendo en f'US presu-
pnestos la partida correspondiente. 
Artículo rg. Las Regiones y :l\Iancomunidades orga-
nizar{m Oficinas de colocación, cuya misión sedí la de 
coordinar el funcionamiento de las Oficinas existentes 
en las provincias mancomunadas o que formen la Región 
y el movimiento interprovincial del trabajo en las 
mismas. 
Dichas Oficinas se dirigiran a la Central, siempre que 
sea necesario, bien para comunicaria los obreros cuya 
ocupación sea imposible en las provincias mancomuna-
das o que formen la Región o la carencia de ellos para 
cubrir ofertas de trabajo. 
Artículo 20. No obstante, a un no existien do organis-
mes administratives para el gobierno de las Regiones, 
las Diputaciones provincíales de cada una o de parte de 
elias, o las que perteneciendo a distintas regiones estén, 
sin embargo, enlazadas por problemas de trabajo igua-
les o similares, podran concertarse para el estableci-
mierito de una Oficina superior, sometida, como las de-
mas, a las disposiciones de la Ley, de su Reglamento 
y de las que puedan dictarse como complementarias, y 
cuyas funciones seran de coordinación tan s61o. 
CAPITULO II 
De ll1J Oficina centraL de Còlocación 
Artículo 2 r. La Oficina central de Colocación y De-
fensa contra el paro, asnmira la clirección, intervención 
e inspección jenírquica de todos los Registros y Oficinas 
locales, provinciales, regionales y de mancomunidades, 
a los fines que siguen : 
a) Orientarlos convenientemente, de acuerdo con las 
directivas que impriman al Servicio la Subcomisión co-
rrespondiente del Consejo de Trabajo y el Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social. 
b) Coordinarlos de modo eficaz en sus trabajos de co-
locación obrera. 
e) Promover, cuando lo considere oportuno, la acti-
vidad de Registros y Oficinas para todas y cada una de 
las finalidades que atribuye al Servicio nacional de colo-
cación obrera el artículo 2. 0 de la Ley de 27 de noviem-
bre de 1931. 
d) Centralizar las estadísticas de paro y colocación. 
e) Informar a sus órganos superiores acerca de la 
extensión de los conflictos de paro obrero y de los fenó-
menos económicos y sociales que los produzcan. 
/) Proponer soluciones y remedios para estos proble-
mas, procurando poner en practica lo que propugne, si 
tnviere posibilidad de ello dentro de sus facultades pro-
pías o delegadas. 
g) Actuar como Camara de compensación en el Ser-
vicio nacional de colocación obrera, dírigiendo e inspec-
cionando los desplazamientos obreros, la distribución del 
trabajo y la oríentación de los movimientos migratorios 
de los trabajadores. 
CAPITULO III 
De las Comisiones insf>ectoras 
Artículo 22. La funcíón inspectora de las diversas 
organizaciones del Servicio nacional de colocación obre-
ra se efectuara a través de los órganos siguientes: 
a) En los Registres locales por un representante de 
los patrones y otro de los obreres. 
b) En las Oficinas locales, provinciales, de región o 
de mancomunidad, por las Comisiones que establece el 
artículo 7. 0 de la Ley de 27 de noviembre de 193 I. 
e) En la Oficina central por una Subcomisión espe-
cial del Consejo de Trabajo. 
Artículo 23 . . Los Vocales inspectores, patrono y obre-
ro, del ft;tncionamiento de los Registres de colocación, 
seran des1gnados por la respectiva representación de su 
clase en la Comisión inspectora de la Oficina local de la 
cabeza de partido, en cuyo territorio radique el Regis-
tro de que se trate y desempeñaran su cometido en la 
misma forma que los de las Comisiones inspectoras de 
las Oficinas locales. 
Artículo 24. Las Comisiones inspectoras de las Ofi-
cinas locales, provinciales, de mancomunidad o de re-
¡:;ión, estaran compuestas por un Presidente , pertene-
ciente a la clase obrera, designado por la propia Comi-
sión, y seis Vocales, tres patrones y tres obreres. ele.cd-
dos. respectivamente, por las Asociaciones de patrones 
y de obreres, inscriptas en el Registro correspondiente, 
conforme a la Ley de 8 de abril de 1932, y con residen-
cia en la localidad donde radique la Oficina de que se 
trate. 
La elección se verificara con sujeción al procedimien-
to que para la constitución de los Jurades mixtos de 
'I'rabajo señala la Ley de 27 de noviembre de 1931. El 
Delegado provincial de Trabajo del lugar donde haya de 
residir la respectiva Oficina, verificara el escrntinio de 
las elecciones y hara la proclamación de los Vocales ele-
gides, a los que convocara para que se reúnan y proce-
dan a designar Presidente conforme a los términos del 
artículo 7. 0 de la ley de Colocación obrera. Si no se Be-
gara a conformidad en este punto, cada una de las re-
presentaciones profesionales formulara la correspondien-
te terna de candidates remitiéndola al Delegado provin-
cial de Trabajo para que por éste pueda darse cumpli-
miento a lo que preceptúa el último inci.so del artículo 
citado. 
Artículo 25. Una vez constituída definitivamente la 
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Comisión inspectora de cada Oficina de colocación local 
provincial, de mancomunidad o de región, procedera. ~ 
cifrar el número de personalidades competentes que ha-
yan de completada, conforme a los términos del referi-
~o artículo J. 0 , designando, en la misma sesión, las en-
tldades locales que deban formular la propuesta de aqué-
llas para su designación por el Ministro. 
Artículo 26. La duración de los cargos de Vocal de 
los Registros locales y de Vocal de las Comisiones gesto-
ras de las Oficinas de colocación, sera de tres años, du-
rante cuyo plazo sólo po'dran cesar por iguales causas 
que los Vocales de los Jurados mixtos, reconociéndose-
les las mismas consideracíones que a estos últimos atri-
buye 1~ Ley de 27 de noviembre de 1931. 
Artículo 27. Aparte la inspección inmediata del fun-
cionamiento de los respectivos Registros y Oficinas de 
colocación, correspondera a estas Comisiones lo si-
guiente: 
a) Impulsar la formación de los Censos Profesiona-
les obreros y de los índices industriales y de actividades 
del trabajo en su demarcación respectiva. 
b) A pro bar por los medi os de que hayan de valerse 
el Registro u Oficina respectiva para cumplimiento de 
los fines que les encomiendan la ley y el presente Regla-
mento, o los que en lo sucesivo les sean encomendados. 
e) Promover la incoación de expedientes contra el 
personal del Registro u Oficina en los casos previstos en 
el artículo 45 de este Reglamento. 
d) Designar cuando así proceda el personal del Re-
gistro u Oficina dentro de las normas establecidas en 
este Reglamento. 
Articulo 28. Asimismo les correspondera conocer y 
aprobar los presupuestos anuales de gastos que formen 
para su sostenimiento el Registro u Oficina respectivos, 
e informar en las materias que siguen : 
a) Causas y efectos de Jas migraciones de trabajado-
res en la zona de su actuación. 
b) Cuestiones de orientación profesional, de aprendi-
zaje y de perfeccionamiento obrero. 
e) Prevención y remedio del paro involuntario, esta-
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cional o pennanente, con la dicha limitat:ión jurisdic-
cional. 
d) Supresión o prórroga, dentro del plazo legal, de 
las Agencias comerciales de colocación que radiquen en 
el territorio de actuación del respectivo .Registro u Ofi-
cina. 
Artículo 29. La Subcomisión especial del Consejo de 
Trabajo que haya de asumir la inspección inmediata de 
la Oficina central de Colocación y defensa contra el 
paro es tara constii:uída con arreglo al artículo 8. o de la 
Lex de 27 de noviembre de 1931 y artículo r8 del De-
creto de r8 de enero de 1932. 
Artículo 30. Correspondera a esta Subcomisión espe-
rial con referenda a la Oficina central de Colocación v 
Defensa contra el paro las mismas facultades de inspe~­
dón que incumben a las Comisiones gestoras en orden 
a los Registres y Oficinas locales y, ademas. las que si-
guen : 
a) Informar en las materias a que se refiere el parra-
fo segundo del artículo 13 de la ley de Colocación 
obrera. 
b) Informar en los casos de petición de varios Ayun-
tamientos o provincias para agruparse a fines de consti-
tuir tm solo Registro u Oficina de colocación común a 
unos o a otras. 
e) Informar acerca del abono de gastos de viatico y 
transporte de los obreros que cambien de lugar por cau-
sa de colocación. 
d) Informar cuando conesponda imponer sanciones 
graves a los funcionaries de Registros tt Oficinas, so-
metidos a expedientes por faltar a la objetividad, dili-
gencia y decoro debidos en el ejercicio de sus cargos, en 
los casos que este Reglamento especifica. 
Artículo 3r. Ademas de su actuación como Comisión 
inspectora, la Subcomisión ·del Co)lsejo de Trahajo ac-
tuara como tal Subcomisión, correspondiéndole en tal 
caso el asesoramiento del Ministerio en las materias si-
guientes: 
r.a Propuestas de la Oficina central para remediar o 
.[)revenir grandes crisis de trabajo, para regular los mo-
vimientos colectivos de mano de obra o para coordinar 
19 
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la acción de., esta organización con otras de finalidade., 
analogas. 
2." Planes de trabajo y medidas generales de direc-
ción y tutela de las Oficinas provinciales y locales, re-
dactados por la Central; normas e instrucciones para el 
personal encargado de estos servicios, modelaje, ficheros 
de trabajo, etc. 
3·" Examen periódico de la situación del mercado de 
trabajo en España y en el Extranjero; problemas que 
plantee y tendencias que se manifiesten. 
El Consejo de Trabajo tendra también derecho de ini-
ciativa y propuesta a la Superioridad en todos los aspec-
tos y cuestiones mencionados. 
CAPITULO IV 
De los organismos cooperantes y de su relaci6n co¡¡ las 
Oficina.s de colocaci6n 
Articulo 32. Seran cooperantes de las entidades ins-
pectoras de los Registros y de las Oficinas locales, pro-
vinciales, de mancomunidad o de región los Delegados e 
Inspectores provinciales de Trabajo y los Jurados mix-
tos a que sa refiere la ley de 27 de noviembre de 1931. 
La cooperaci6n que presten se encaminara principal-
mente a facilitar el cumplimiento, con la mayor eficacia 
posible, de los fines propios de los Registros y Oficinas 
de colocación, señalados en los aparta dos e), d), f) y g ) 
del artículo 2.0 de la Ley de 27 de noviembre de 1931. 
Articulo 33· También se podra requerir la coopera-
ción de los organismos mencionados para la formación 
de los censos profesionales obreros y de los índices de 
industrias y de actividades de trabajo en la demarcación 
donde actúen. 
Artfculo 34· La cooperación a que se refieren los ar-
tículos precedentes habra de instarse y sostenerse por in-
termedio de las respectivas Delegaciones provinciales de 
Trabajo. 
Artículo 35· Aparte de la relaci6n que, de conformi-
dnd con lo preceptuado en los artículos 7. 0 , 8.0 • r6, 17 Y 
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rg de este Reglamento, deben mantener obligatoriamen-
te entre sí y con la Oficina central los Registres y Ofici-
nas locales-por causa de la función compensadora, del 
Servicio estadístico y de las informaciones acerca de las 
circunstancias del mercado de trabajo-, procuraran sos-
tener frecuente y especial comunicación con los de su 
comarca y provincia y con los que, situades fuera de és-
tas, actúen en las mismas o parecidas actividades del 
trabajo con objeto de cambiar impresiones en asuntos 
que les sean comunes, coÒrdinar intereses y promover 
iniciativas encaminadas al incremento o mejora de los 
servicios a su cargo. 
Artículo 36. Con independencia de los procedimien-
tos y medios corrientes de comunicación (Correos, Telé-
grafos y Teléfonos), los Registres y Oficinas cuyas dis-
ponibilidades económicas lo consientan deberan emplear, 
como medio de relacionarse entre sí, la publicación fre-
cuente de boletines u hojas impresas, divulgadoras de 
todas sus actividades, de los resultades conseguidos en 
su actuación y de las iniciativas que la practica les su-
giera y aconseje someter al juicio de los organismes si-
milares. 
Artículo 3 7. Cuando las Oficinas de colocación se 
ballaren emplazadas en localidad donde exista estación 
radiofónica emisora, procuraran emplear preferente-
mente este medio de comunicación para aquellas noti-
das e informaciones cuya importancia, urgencia e inte-
rés en procuraries amplia y pronta difusión, aconsejen el 
uso de ese procedimiento de divulgar. 
Artículo 38. Aparte de las relaciones entre sí, a que 
se refieren los artículos precedentes, los Registres y Ofi-
cinas deberan estar en continua comuuicación con todas 
las entidades que, directa o indirectamente, persigan los 
mismos o analogos fines, con las Asociaciones benéfi-
cas y con los elementos productores y de canícter econó-
mico y social que ejerzan o pueden ejercer marcada in-
fluencia en el respectivo mercado de trabaio. 
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CAPITULO V 
Del personal de los Registros y Ojicinas 
Articulo 39· El servicio inmediato de la colocación 
en los Registres locales correra a cargo del personal de 
la Secretada del l\Iunicipio :r:espectivo, que tenga la in-
dispensable idoneidad para discernir la competencia pro-
fesional de los inscrites. 
Artículo 40. En las Oficinas locales de Colocación, 
cnando éstas radiquen en poblaciones menores de 2o .ooo 
habitantes, podra también confiarse el servicio indicado 
a personas procedentes de las clependencias municipa-
les, si ademas de reunir las condiciones señaladas en el 
articulo anterior tuvieran un conocimiento estimable de 
la técnica de los oficios y competencia probada en cues-
tiones sociales. De no llenar estas circunstancias dicho 
personal, el que haya de encargarse sera designado espe-
cialmente, mediante concurso, por la correspondiente 
Comisión inspectora. 
En las poblaciones mayores de 20.000 habitantes el 
personal encargado de las Oficinas de colocación, que 
designara por concurso Ja respectiva Comisión inspecto-
ra, habra de reunir las mayores condiciones de compe-
tencia profesional y señaladamente un dominio comple-
to de -la técnica de los di feren tes ofici os y profesionales, 
cle tal modo que pueda compenetrarse facilmente cre Ja 
calidad del trabajo que sean susceptibles de rendir los 
aspirantes a empleo. 
En estas últimas pobladones debera encomendarse a 
un funcionario femenino la parte del servicio que afec-
ta a los trabajos y profesiones de la mujer. 
Artícnlo 41. El personal de la Oficina central de Co-
locación sera designado por el Ministro de Trabajo y 
Previsión Social, previo concurso de méritos, ante la 
Subcomisión correspondiente del Consejo de Trabajo, en 
e\ que habra de justificarse la posesión de los que para 
cada empleo se señalen a propuesta de la indicada Sub-
comisión. en la oportuna convocatoria. En todo caso, se 
exigira el conocimiento de un idioma extranjero. 
